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PODER EJECUTIVO 
SECRETARIA DE RELACIONES EXTERIORES 

CONVENIO de Colaboración Administrativa para el Establecimiento y Operación de una Oficina 
Municipal de Enlace con la Secretaría de Relaciones Exteriores, para la recepción y manejo de 
documentación requerida para la expedición de pasaportes ordinarios, así como para su entrega y 
la prestación de otros servicios, que celebran la Secretaría de Relaciones Exteriores y el 
Ayuntamiento de Ciudad Mante, Tamps. 

Al margen un sello con el Escudo Nacional, que dice: Estados Unidos Mexicanos.- Secretaría de 
Relaciones Exteriores. 

CONVENIO DE COLABORACION ADMINISTRATIVA PARA EL ESTABLECIMIENTO Y OPERACION 
DE UNA "OFICINA MUNICIPAL DE ENLACE CON LA SECRETARIA DE RELACIONES EXTERIORES" 
PARA LA RECEPCION Y MANEJO DE DOCUMENTACION REQUERIDA PARA LA EXPEDICION DE 
PASAPORTES ORDINARIOS, ASI COMO PARA SU ENTREGA, Y LA PRESTACION DE OTROS 
SERVICIOS QUE SUSCRIBEN LA SECRETARIA DE RELACIONES EXTERIORES, A LA QUE EN LO 
SUCESIVO SE DENOMINARA "LA SECRETARIA", REPRESENTADA POR LA EMBAJADORA ROSARIO 
GREEN MACIAS EN SU CARACTER DE TITULAR DEL RAMO, ASISTIDA POR EL EMBAJADOR JUAN 
DE VILLAFRANCA, OFICIAL MAYOR, Y POR EL LICENCIADO CARLOS GARCIA DE ALBA Z., EN SU 
CARACTER DE DIRECTOR GENERAL DE DELEGACIONES, Y OTRA PARTE EL H. AYUNTAMIENTO 
DE CD. MANTE, TAMPS., REPRESENTADO POR EL PRESIDENTE MUNICIPAL, CIUDADANO JOSE 
LUIS CRUZ VAZQUEZ Y EL SECRETARIO DEL AYUNTAMIENTO, LICENCIADO MARIO RODRIGUEZ 
RODRIGUEZ, AL QUE EN LO SUCESIVO SE LE DENOMINARA "EL AYUNTAMIENTO", DE ACUERDO 
CON LOS SIGUIENTES: 

CONSIDERANDOS 
Que la desconcentración de funciones y recursos impulsa la democratización de la vida nacional, la 

actividad económica y social del país, así como el acercamiento efectivo a sus diferentes regiones y 
sectores; 

Que el propósito de ofrecer un mejor servicio a los ciudadanos ha originado la desconcentración de 
funciones para asegurar en todas las regiones del país la prestación adecuada de los servicios que otorga 
"LA SECRETARIA" y, consecuentemente, mejorar la eficiencia de dichos servicios; 

Que es un objetivo prioritario de "LA SECRETARIA" continuar atendiendo la creciente demanda de 
servicios que se prestan en el territorio nacional; 

Que "LA SECRETARIA," para llevar a cabo eficientemente sus labores, requiere trabajar 
coordinadamente con los Gobiernos Estatales o Municipales, para aprovechar al máximo todos los 
recursos disponibles y, de esta manera, contribuir al proceso de desconcentración del Gobierno Federal; 

Que "EL AYUNTAMIENTO" se propone coadyuvar en la desconcentración administrativa, participando 
en la ampliación de la cobertura de servicios que brindan las dependencias del Ejecutivo Federal, para 
beneficio de los habitantes de su Municipio; 

Que una de las estrategias que el Plan Nacional de Desarrollo contempla para la consolidación del 
Estado de Derecho es la provisión de las medidas para ofrecer condiciones de seguridad jurídica, que 
garanticen la propiedad y posesión de los bienes y favorezcan la transparencia de las relaciones 
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particulares entre sí y de éstos con el Gobierno, a fin de promover la inversión productiva e impulsar el 
desarrollo económico y social del país; 

Que mediante la utilización de instrumentos jurídicos idóneos, como los convenios de colaboración, 
puede contribuirse eficazmente al logro de los propósitos enunciados, al acercar al público usuario la 
prestación de los servicios encomendados a las distintas dependencias y entidades de la Administración 
Pública; 

Que el Convenio de Desarrollo Social que suscribe anualmente el Ejecutivo Federal con el Gobierno 
del Estado de Tamaulipas, tiene por objeto coordinar la ejecución de acciones, así como impulsar el 
desarrollo de la entidad y de sus municipios, fortaleciendo así el sistema federal establecido en la 
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, vinculando los esfuerzos que realicen los tres 
niveles de gobierno en el combate de la pobreza, mediante la descentralización de funciones y la 
vinculación de las acciones de los programas sectoriales, institucionales, regionales y especiales que 
llevan a cabo las dependencias y entidades de la Administración Pública Federal con la planeación estatal 
para el desarrollo, a fin de que las acciones que se realicen sean congruentes con el desarrollo nacional; 

Que en el citado convenio se establece que los programas y acciones que lleve a cabo la 
Administración Pública Federal en coordinación con el Estado y con la intervención que corresponda a los 
municipios, se incorporarán mediante acuerdos de coordinación o anexos de ejecución; 

Que el artículo 17 de la Ley Orgánica de la Administración Pública Federal establece que para la más 
eficaz atención y eficiente despacho de los asuntos de su competencia, las Secretarías de Estado y los 
Departamentos Administrativos podrán contar con órganos administrativos desconcentrados que les están 
jerárquicamente subordinados y tendrán facultades específicas para resolver sobre la materia y dentro del 
ámbito territorial que se determine en cada caso, de conformidad con las disposiciones legales aplicables; 

Que el Reglamento de Pasaportes, publicado en el Diario Oficial de la Federación el 9 de julio de 
1990, señala en su artículo 9o. que se podrán habilitar oficinas para la recepción de documentos, así 
como para la entrega de pasaportes; 

Que el Reglamento para la Operación de Oficinas Estatales y Municipales de Enlace con la Secretaría 
de Relaciones Exteriores, publicado en el Diario Oficial de la Federación el 12 de septiembre de 1996, 
establece en su artículo 9o. que para dar inicio a la operación de una Oficina de Enlace, se deberá 
celebrar un Convenio de Colaboración Administrativa entre "LA SECRETARIA" y el gobierno estatal o 
municipal que corresponda y publicarse en el Diario Oficial de la Federación; 

DECLARACIONES 
DECLARA "LA SECRETARIA" QUE: 
I.1. Es una dependencia de la Administración Pública Federal, de conformidad con los artículos 26 y 

28 de la Ley Orgánica de la Administración Pública Federal. 
I.2. La embajadora Rosario Green Macías, en su carácter de Secretaria de Relaciones Exteriores, 

celebra el presente instrumento de conformidad con el artículo 6o. fracción XVII del Reglamento 
Interior de la Secretaría de Relaciones Exteriores. 

I.3. De conformidad con los artículos 29 y 30 de su Reglamento Interior, le corresponde el 
establecimiento, organización, dirección y coordinación Delegaciones y Oficinas de recepción 
documental que cumplan las políticas generales y específicas en materia de expedición de 
pasaportes y documentos de identidad y viaje, permisos para la constitución de sociedades y 
asociaciones, declaratorias de nacionalidad mexicana, obtención de becas de posgrado y cursos 
de especialización y demás que expresamente señale. 

I.4. Señala como su domicilio el ubicado en Ricardo Flores Magón número 1, Tlatelolco, Delegación 
Cuauhtémoc, código postal 06995, México, D.F., el cual consigna para los fines y efectos legales 
del presente Convenio. 

II. DECLARA "EL AYUNTAMIENTO" QUE: 
II.1. De conformidad a lo establecido por el artículo 115 de la Constitución Política de los Estado 

Unidos Mexicanos en relación con los artículos 39, 40 y 441 que rigen nuestra forma de 
Gobierno, en fecha 1 de diciembre de 1995 se expidió el Decreto Extraordinario número 5 en el 
cual se declaran válidas las elecciones para Presidente Municipal, Síndicos y Regidores que 
forman el H. Cabildo de Cd. Mante, Tamaulipas. 

II.2. En ejercicio a lo establecido por el artículo 60 fracción XII, el ciudadano Patricio Gallegos 
Guevara (Primer Síndico) está facultado para comparecer en actos jurídicos por el Municipio. 

II.3. Siguiendo la Política de Colaboración Administrativa con los diferentes niveles de gobierno y con 
la finalidad de brindar una rápida y eficiente atención a los ciudadanos que así lo soliciten, 
emprenderá las acciones que legalmente le permitan llevar a cabo su objetivo. 

III. DECLARAN LAS PARTES QUE: 
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III.1. De conformidad con lo anteriormente expuesto, las partes reconocen su personalidad jurídica y 
capacidad legal que ostentan, por lo que han resuelto celebrar el presente Convenio al tenor de 
las siguientes 

CLAUSULAS 
PRIMERA. El objeto del presente instrumento consiste en establecer una "Oficina Municipal de Enlace" 

en Cd. Mante, Tamps. 
SEGUNDA. En términos generales las funciones de la "OFICINA MUNICIPAL DE ENLACE" serán las 

siguientes: 
a).- Proporcionar información sobre los requisitos y trámites necesarios para la obtención de 

pasaportes ordinarios; permisos para la constitución de sociedades o asociaciones y 
declaratorias de nacionalidad mexicana; sobre posgrados de especialización en el exterior, 
protección preventiva y difusión de la política exterior de México, entre otros. 

b).- Distribuir gratuitamente a los solicitantes las formas de solicitudes necesarias para la expedición 
de pasaportes, permisos para la constitución de sociedades o asociaciones, declaratorias de 
nacionalidad mexicana, y los folletos sobre protección preventiva y de difusión de la política 
exterior de México. 

c).- Asesorar y auxiliar al público en el llenado de las solicitudes para la expedición de pasaportes, 
permisos para la constitución de sociedades o asociaciones, declaratorias de nacionalidad 
mexicana y para la obtención de becas de posgrado de especialización en el exterior. 

d).- Recibir las solicitudes y documentos necesarios, aplicando única y exclusivamente los requisitos 
que señalen los respectivos Reglamentos para la expedición de pasaportes, permisos para la 
constitución de sociedades o asociaciones, declaratorias de nacionalidad mexicana, para la 
obtención de becas de posgrado y cursos de especialización y aquellos que específicamente 
señale "LA SECRETARIA". 

e).- Recibir el documento que ampare el pago de los derechos que establece la Ley Federal de 
Derechos vigente, para el trámite del pasaporte y de permisos para la constitución de sociedades 
o asociaciones. 

f).- Efectuar, en su caso, el cobro de derechos que "EL AYUNTAMIENTO" aplique por los servicios 
que presta la "OFICINA MUNICIPAL DE ENLACE". 

g).- Remitir a la Delegación de "LA SECRETARIA" en Cd. Victoria, Tamps., los expedientes 
completos de los solicitantes en los términos y modalidades indicadas. 

h).- Canalizar a la Delegación de "LA SECRETARIA" en Cd. Victoria, Tamps., los asuntos que sean 
de su competencia. 

i).- Entregar los pasaportes procesados y, en su caso, los expedientes que no prosperen, a los 
interesados en exacto cumplimiento de los lineamientos correspondientes. 

j).- Los demás que expresamente sean autorizados por "LA SECRETARIA". 
TERCERA. No obstante las funciones enunciadas en la cláusula anterior, "LA SECRETARIA" se 

reserva el derecho unilateral de determinar cuáles de ellas podrán realizarse en la Oficina Municipal de 
Cd. Mante, Tamps. La autorización de esas funciones será dada a conocer en su oportunidad por "LA 
SECRETARIA" al "AYUNTAMIENTO" en comunicación oficial, y formará parte integrante del presente 
instrumento. 

CUARTA. "EL AYUNTAMIENTO" proporcionará los recursos humanos y el mobiliario indispensable 
para la atención expedita de los trámites. 

QUINTA. Para el establecimiento de la "OFICINA MUNICIPAL DE ENLACE" en Cd. Mante, Tamps., 
"EL AYUNTAMIENTO" proporcionará sin cargo alguno, un local acorde a lo que establece el artículo 3o. 
del Reglamento para la Operación de Oficinas Estatales y Municipales de Relaciones Exteriores. Para tal 
efecto, será necesario estimar la demanda aproximada de trámites, con la finalidad de que la oficina 
cuente con suficiente espacio para el área de espera del público (dos personas por cada m2 de 
superficie). 

En el local que proporcione "EL AYUNTAMIENTO" deberá instalarse, además, un mostrador con 
espacio para cuatro ventanillas; los interiores y exteriores del local deberán ser de color gris medio claro y 
sus puertas azul marino, por ser éstos los colores distintivos de "LA SECRETARIA". 

SEXTA. El acondicionamiento del local se llevará a cabo por "EL AYUNTAMIENTO", con arreglo a los 
lineamientos inmobiliarios establecidos para este propósito por "LA SECRETARIA", e incluirá la 
señalización adecuada en tableros de acrílico, de acuerdo con las estipulaciones que emita "LA 
SECRETARIA", incluyéndose la información inherente a quejas, y los teléfonos de la Contraloría Interna 
de "LA SECRETARIA" y la Secretaría de Contraloría y Desarrollo Administrativo, así como la información 
de que se trata de una "OFICINA MUNICIPAL DE ENLACE CON LA SECRETARIA DE RELACIONES 
EXTERIORES", especificando los servicios que se ofrecen, bajo la supervisión de "LA SECRETARIA". 



6 DIARIO OFICIAL Miércoles 10 de marzo de 1999 

SEPTIMA. "LA SECRETARIA" designará a un comisionado que se encargará de supervisar 
permanentemente y de manera directa, la recepción y manejo de la documentación requerida para la 
expedición de pasaportes ordinarios, de permisos para la constitución de sociedades o asociaciones, de 
declaratorias de nacionalidad mexicana, así como de otorgar los servicios adicionales requeridos en la 
oficina. 

OCTAVA. En el caso de que no exista un comisionado permanente por parte de "LA SECRETARIA", 
"EL AYUNTAMIENTO" deberá proporcionar pasajes y viáticos a la persona que designe la Delegación de 
"LA SECRETARIA" en Cd. Victoria, Tamps., cuando realice la visita de supervisión en la Oficina de 
Enlace. 

NOVENA. La "OFICINA MUNICIPAL DE ENLACE" se organizará y desarrollará sus actividades 
conforme a las disposiciones administrativas aplicables, así como las instrucciones y demás lineamientos 
que autorice "LA SECRETARIA". 

DECIMA. "EL AYUNTAMIENTO" otorgará toda su cooperación, facilidades e información que se 
requiera para la práctica de las auditorías que periódicamente lleve a cabo el personal autorizado de la 
Dirección General de Delegaciones de "LA SECRETARIA". 

DECIMO PRIMERA. "LA SECRETARIA", a través de su Delegación en Cd. Victoria, Tamps., 
procesará en un término que no excederá de tres días hábiles, los pasaportes cuyos expedientes, 
adecuadamente integrados, le remita la "OFICINA MUNICIPAL DE ENLACE", así como los permisos para 
la constitución de sociedades o asociaciones y declaratorias de nacionalidad mexicana, siempre y cuando 
la documentación cumpla con las disposiciones normativas aplicables. 

DECIMO SEGUNDA. La "OFICINA MUNICIPAL DE ENLACE", previa supervisión del comisionado de 
"LA SECRETARIA", deberá entregar los pasaportes, los permisos para constitución de sociedades o 
asociaciones y las declaratorias de nacionalidad mexicana a los solicitantes, en un plazo no mayor de 
treinta días naturales, contado a partir de la fecha en que la Delegación haya recibido la documentación 
respectiva. En forma mensual remitirán a la Delegación de "LA SECRETARIA" en Cd. Victoria, Tamps., 
aquellos pasaportes y permisos que no hayan sido entregados a los solicitantes. 

DECIMO TERCERA. Las formas y demás papelería relacionada con el trámite de pasaportes, 
permisos para la constitución de sociedades o asociaciones, declaratorias de nacionalidad mexicana, 
difusión de becas, y el material informativo relacionado con protección preventiva y difusión de la política 
exterior de México, serán proporcionados por "LA SECRETARIA", misma que cubrirá los gastos de envío 
y flete. 

DECIMO CUARTA. La "OFICINA MUNICIPAL DE ENLACE" será responsable de remitir la 
documentación relacionada con la expedición de pasaportes, permisos para la constitución de sociedades 
o asociaciones y declaratorias de nacionalidad mexicana el día de su recepción, pagando el flete de estos 
envíos. 

DECIMO QUINTA. "EL AYUNTAMIENTO" colocará en un lugar fácilmente visible de la oficina 
destinada a la "OFICINA MUNICIPAL DE ENLACE" la señalización que exige la normatividad establecida 
por "LA SECRETARIA" y que se refiere a: 

a).- Los requisitos para obtener el pasaporte, los permisos para la constitución de sociedades o 
asociaciones, declaratorias de nacionalidad mexicana y para la obtención de becas de posgrado 
en el exterior. 

b).- La indicación del monto de los derechos que correspondan por la expedición del pasaporte 
ordinario y por los permisos para la constitución de sociedades o asociaciones, de acuerdo con la 
Ley Federal de Derechos vigente y, por separado, el importe que aplique, en su caso, "EL 
MUNICIPIO" por brindar el servicio en la localidad, así como el costo del servicio de fotocopiado 
y fotografía. 

c).- Tablero y buzón de quejas y denuncias, con teléfonos de la Secretaría de Contraloría y Desarrollo 
Administrativo y de la Auditoría Interna de "LA SECRETARIA". 

DECIMO SEXTA. Las relaciones laborales del personal de la "OFICINA MUNICIPAL DE ENLACE" son 
responsabilidad directa y exclusiva de "EL AYUNTAMIENTO" y se regirán por la legislación 
correspondiente, sin que exista relación jurídica con "LA SECRETARIA". 

DECIMO SEPTIMA. La probidad del comportamiento oficial de los empleados comisionados en la 
"OFICINA MUNICIPAL DE ENLACE" es responsabilidad directa de "EL AYUNTAMIENTO", 
independientemente de las acciones legales que competan a "LA SECRETARIA", en caso de ser 
lesionados sus intereses por la comisión de ilícitos o conductas irregulares en el manejo de la 
documentación federal. 

DECIMO OCTAVA. El presente Convenio podrá revisarse, adicionarse y modificarse con la 
conformidad de las partes y deberá hacerse constar por escrito. 

DECIMO NOVENA. El presente Convenio entrará en vigor a partir de la fecha de su firma con una 
vigencia indefinida, no obstante, "LA SECRETARIA" se reserva el derecho de suspenderlo unilateralmente 
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por el incumplimiento de las cláusulas precedentes o por irregularidades detectadas en el ejercicio de las 
facultades otorgadas a la "OFICINA MUNICIPAL DE ENLACE" en detrimento de la transparencia de los 
procedimientos, lo que comunicará al "AYUNTAMIENTO" con 30 días de anticipación al cierre de la 
oficina. 

VIGESIMA. De las desaveniencias que se susciten en la aplicación del presente Convenio, ambas 
partes acuerdan resolverlas de común acuerdo, no obstante, en caso de que surjan controversias respecto 
a su interpretación y alcance legal, las partes están conformes en que conozca de las mismas la Suprema 
Corte de Justicia de la Nación, con fundamento en lo dispuesto por el artículo 105 de la Constitución 
Política de los Estados Unidos Mexicanos y demás disposiciones aplicables. 

El presente Convenio se suscribe por quintuplicado en la Ciudad de México, Distrito Federal, a los 
trece días del mes de noviembre de mil novecientos noventa y ocho.- Por la Secretaría de Relaciones 
Exteriores: la Titular del Ramo, Rosario Green Macías.- Rúbrica.- El Oficial Mayor, Juan de Villafranca.- 
Rúbrica.- El Director General de Delegaciones, Carlos García de Alba Z.- Rúbrica.- Por el H. 
Ayuntamiento: el Presidente Municipal Constitucional, José Luis Cruz Vázquez.- Rúbrica.- El Secretario 
del Ayuntamiento, Mario Rodríguez Rodríguez.- Rúbrica. 

 
CONVENIO de Colaboración Administrativa para el Establecimiento y Operación de una Oficina 
Municipal de Enlace con la Secretaría de Relaciones Exteriores, para la recepción y manejo de 
documentación requerida para la expedición de pasaportes ordinarios, así como para su entrega, y 
la prestación de otros servicios, que celebran la Secretaría de Relaciones Exteriores y el 
Ayuntamiento de Zacapu, Mich. 

Al margen un sello con el Escudo Nacional, que dice: Estados Unidos Mexicanos.- Secretaría de 
Relaciones Exteriores. 

CONVENIO DE COLABORACION ADMINISTRATIVA PARA EL ESTABLECIMIENTO Y OPERACION 
DE UNA "OFICINA MUNICIPAL DE ENLACE CON LA SECRETARIA DE RELACIONES EXTERIORES" 
PARA LA RECEPCION Y MANEJO DE DOCUMENTACION REQUERIDA PARA LA EXPEDICION DE 
PASAPORTES ORDINARIOS, ASI COMO PARA SU ENTREGA, Y LA PRESTACION DE OTROS 
SERVICIOS QUE SUSCRIBEN LA SECRETARIA DE RELACIONES EXTERIORES, A LA QUE EN LO 
SUCESIVO SE DENOMINARA "LA SECRETARIA", REPRESENTADA POR LA EMBAJADORA ROSARIO 
GREEN MACIAS EN SU CARACTER DE TITULAR DEL RAMO, ASISTIDA POR EL EMBAJADOR JUAN 
DE VILLAFRANCA, OFICIAL MAYOR, Y POR EL LICENCIADO CARLOS GARCIA DE ALBA Z., EN SU 
CARACTER DE DIRECTOR GENERAL DE DELEGACIONES, Y POR OTRA PARTE EL H. 
AYUNTAMIENTO DE ZACAPU, MICHOACAN, REPRESENTADO POR EL PRESIDENTE MUNICIPAL, 
PROFESOR RAYMUNDO JUAREZ TAPIA, Y EL SECRETARIO DEL AYUNTAMIENTO, LICENCIADO 
JAIME VARGAS GIL, AL QUE EN LO SUCESIVO SE LE DENOMINARA "EL AYUNTAMIENTO", DE 
ACUERDO CON LOS SIGUIENTES: 

CONSIDERANDOS 
Que la desconcentración de funciones y recursos impulsa la democratización de la vida nacional, la 

actividad económica y social del país, así como el acercamiento efectivo a sus diferentes regiones y 
sectores; 

Que el propósito de ofrecer un mejor servicio a los ciudadanos ha originado la desconcentración de 
funciones para asegurar en todas las regiones del país la prestación adecuada de los servicios que otorga 
"LA SECRETARIA" y, consecuentemente, mejorar la eficiencia de dichos servicios; 

Que es un objetivo prioritario de "LA SECRETARIA" continuar atendiendo la creciente demanda de 
servicios que se prestan en el territorio nacional; 

Que "LA SECRETARIA", para llevar a cabo eficientemente sus labores, requiere trabajar 
coordinadamente con los Gobiernos Estatales o Municipales, para aprovechar al máximo todos los 
recursos disponibles, y de esta manera contribuir al proceso de desconcentración del Gobierno Federal; 

Que "EL AYUNTAMIENTO" se propone coadyuvar en la desconcentración administrativa, participando 
en la ampliación de la cobertura de servicios que brindan las dependencias del Ejecutivo Federal, para 
beneficio de los habitantes de su Municipio; 

Que una de las estrategias que el Plan Nacional de Desarrollo contempla para la consolidación del 
Estado de Derecho es la provisión de las medidas para ofrecer condiciones de seguridad jurídica, que 
garanticen la propiedad y posesión de los bienes y favorezcan la transparencia de las relaciones 
particulares entre sí y de éstos con el Gobierno, a fin de promover la inversión productiva e impulsar el 
desarrollo económico y social del país; 

Que mediante la utilización de instrumentos jurídicos idóneos, como los convenios de colaboración, 
puede contribuirse eficazmente al logro de los propósitos enunciados, al acercar al público usuario la 
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prestación de los servicios encomendados a las distintas dependencias y entidades de la administración 
pública; 

Que el Convenio de Desarrollo Social que suscribe anualmente el Ejecutivo Federal con el Gobierno 
del Estado de Michoacán, tiene por objeto coordinar la ejecución de acciones, así como impulsar el 
desarrollo de la entidad y de sus municipios, fortaleciendo así el sistema federal establecido en la 
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, vinculando los esfuerzos que realicen los tres 
niveles de gobierno en el combate de la pobreza, mediante la descentralización de funciones y la 
vinculación de las acciones de los programas sectoriales, institucionales, regionales y especiales que 
llevan a cabo las dependencias y entidades de la Administración Pública Federal con la planeación estatal 
para el desarrollo, a fin de que las acciones que se realicen sean congruentes con el desarrollo nacional; 

Que en el citado convenio se establece que los programas y acciones que lleve a cabo la 
Administración Pública Federal en coordinación con el Estado y con la intervención que corresponda a los 
municipios, se incorporarán mediante acuerdos de coordinación o anexos de ejecución; 

Que el artículo 17 de la Ley Orgánica de la Administración Pública Federal establece que para la más 
eficaz atención y eficiente despacho de los asuntos de su competencia, las Secretarías de Estado y los 
Departamentos Administrativos podrán contar con órganos administrativos desconcentrados que les están 
jerárquicamente subordinados y tendrán facultades específicas para resolver sobre la materia y dentro del 
ámbito territorial que se determine en cada caso, de conformidad con las disposiciones legales aplicables; 

Que el Reglamento de Pasaportes publicado en el Diario Oficial de la Federación el 9 de julio de 
1990, señala en su artículo 9o. que se podrán habilitar oficinas para la recepción de documentos, así 
como para la entrega de pasaportes; 

Que el Reglamento para la Operación de Oficinas Estatales y Municipales de Enlace con la Secretaría 
de Relaciones Exteriores publicado en el Diario Oficial de la Federación el 12 de septiembre de 1996 
establece en su artículo 9o. que para dar inicio a la operación de una Oficina de Enlace, se deberá 
celebrar un Convenio de Colaboración Administrativa entre "LA SECRETARIA" y el gobierno estatal o 
municipal que corresponda y publicarse en el Diario Oficial de la Federación. 

DECLARACIONES 
I. DECLARA "LA SECRETARIA" QUE: 
I.1. Es una dependencia de la Administración Pública Federal, de conformidad con los artículos 26 y 

28 de la Ley Orgánica de la Administración Pública Federal. 
I.2. La embajadora Rosario Green Macías, en su carácter de Secretaria de Relaciones Exteriores, 

celebra el presente instrumento de conformidad con el artículo 6o. fracción XVII del Reglamento 
Interior de la Secretaría de Relaciones Exteriores. 

I.3. De conformidad con los artículos 29 y 30 de su Reglamento Interior, le corresponde el 
establecimiento, organización, dirección y coordinación delegaciones y oficinas de recepción 
documental que cumplan las políticas generales y específicas en materia de expedición de 
pasaportes y documentos de identidad y viaje, permisos para la constitución de sociedades y 
asociaciones, declaratorias de nacionalidad mexicana, obtención de becas de posgrado y cursos 
de especialización y demás que expresamente señale. 

I.4. Señala como su domicilio el ubicado en Ricardo Flores Magón número 1, Tlatelolco, Delegación 
Cuauhtémoc, código postal 06995, México, D.F., el cual consigna para los fines y efectos legales 
del presente Convenio. 

II. DECLARA "EL AYUNTAMIENTO" QUE: 
II.1. Son facultades de los ayuntamientos crear organismos o empresas municipales o 

paramunicipales de carácter productivo o de servicio, por sí o en la asociación con otros 
ayuntamientos, dependencias federales, estatales, ejidos, comunidades o particulares. 

II.2. "EL AYUNTAMIENTO", con fundamento en el artículo 29 fracción XII de la Ley Orgánica 
Municipal vigente en el Estado, conviene en celebrar este contrato de acuerdo con las cláusulas 
que en el mismo se señalan. 

II.3. Señala como domicilio el ubicado en Portal Hidalgo 99, Centro de la ciudad de Zacapu, 
Michoacán, para los fines legales correspondientes. 

III. DECLARAN LAS PARTES QUE: 
III.1. De conformidad con lo anteriormente expuesto, las partes reconocen su personalidad jurídica y 

capacidad legal que ostentan, por lo que han resuelto celebrar el presente Convenio al tenor de 
las siguientes: 

CLAUSULAS 
PRIMERA. El objeto del presente instrumento consiste en establecer una "OFICINA MUNICIPAL DE 

ENLACE" en Zacapu, Michoacán. 
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SEGUNDA. En términos generales las funciones de la "OFICINA MUNICIPAL DE ENLACE" serán las 
siguientes: 

a).- Proporcionar información sobre los requisitos y trámites necesarios para la obtención de 
pasaportes ordinarios; permisos para la constitución de sociedades o asociaciones y 
declaratorias de nacionalidad mexicana; sobre posgrados de especialización en el exterior, 
protección preventiva y difusión de la política exterior de México, entre otros. 

b).- Distribuir gratuitamente a los solicitantes las formas de solicitudes necesarias para la expedición 
de pasaportes, permisos para la constitución de sociedades o asociaciones, declaratorias de 
nacionalidad mexicana, y los folletos sobre protección preventiva y de difusión de la política 
exterior de México. 

c).- Asesorar y auxiliar al público en el llenado de las solicitudes para la expedición de pasaportes, 
permisos para la constitución de sociedades o asociaciones, declaratorias de nacionalidad 
mexicana y para la obtención de becas de posgrado de especialización en el exterior. 

d).- Recibir las solicitudes y documentos necesarios, aplicando única y exclusivamente los requisitos 
que señalen los respectivos reglamentos para la expedición de pasaportes, permisos para la 
constitución de sociedades o asociaciones, declaratorias de nacionalidad mexicana, para la 
obtención de becas de posgrado y cursos de especialización y aquellos que específicamente 
señale "LA SECRETARIA". 

e).- Recibir el documento que ampare el pago de los derechos que establece la Ley Federal de 
Derechos vigente, para el trámite del pasaporte y de permisos para la constitución de sociedades 
o asociaciones. 

f).- Efectuar, en su caso, el cobro de derechos que "EL AYUNTAMIENTO" aplique por los servicios 
que presta la "OFICINA MUNICIPAL DE ENLACE". 

g).- Remitir a la Delegación de "LA SECRETARIA" en Morelia, Michoacán, los expedientes completos 
de los solicitantes en los términos y modalidades indicadas. 

h).- Canalizar a la Delegación de "LA SECRETARIA" en Morelia, Michoacán, los asuntos que sean de 
su competencia. 

i).- Entregar los pasaportes procesados y, en su caso, los expedientes que no prosperen, a los 
interesados en exacto cumplimiento de los lineamientos correspondientes. 

j).- Los demás que expresamente sean autorizados por "LA SECRETARIA". 
TERCERA. No obstante las funciones enunciadas en la cláusula anterior, "LA SECRETARIA" se 

reserva el derecho unilateral de determinar cuáles de ellas podrán realizarse en la Oficina Municipal de 
Zacapu, Michoacán. La autorización de esas funciones será dada a conocer en su oportunidad por "LA 
SECRETARIA" al "AYUNTAMIENTO" en comunicación oficial, y formará parte integrante del presente 
instrumento. 

CUARTA. "EL AYUNTAMIENTO" proporcionará los recursos humanos y el mobiliario indispensable 
para la atención expedita de los trámites. 

QUINTA. Para el establecimiento de la "OFICINA MUNICIPAL DE ENLACE" en Zacapu, Michoacán, 
"EL AYUNTAMIENTO" proporcionará, sin cargo alguno, un local acorde a lo que establece el artículo 3o. 
del Reglamento para la Operación de Oficinas Estatales y Municipales de Relaciones Exteriores. Para tal 
efecto, será necesario estimar la demanda aproximada de trámites, con la finalidad de que la oficina 
cuente con suficiente espacio para el área de espera del público (dos personas por cada m2 de 
superficie). 

En el local que proporcione "EL AYUNTAMIENTO" deberá instalarse además, un mostrador con 
espacio para cuatro ventanillas; los interiores y exteriores del local deberán ser de color gris medio claro y 
sus puertas azul marino, por ser éstos los colores distintivos de "LA SECRETARIA". 

SEXTA. El acondicionamiento del local se llevará a cabo por "EL AYUNTAMIENTO", con arreglo a los 
lineamientos inmobiliarios establecidos para este propósito por "LA SECRETARIA", e incluirá la 
señalización adecuada en tableros de acrílico, de acuerdo con las estipulaciones que emita "LA 
SECRETARIA", incluyéndose la información inherente a quejas, y los teléfonos de la Contraloría Interna 
de "LA SECRETARIA" y la Secretaría de Contraloría y Desarrollo Administrativo, así como la información 
de que se trata de una "OFICINA MUNICIPAL DE ENLACE CON LA SECRETARIA DE RELACIONES 
EXTERIORES", especificando los servicios que se ofrecen, bajo la supervisión de "LA SECRETARIA". 

SEPTIMA. "LA SECRETARIA" designará a un comisionado que se encargará de supervisar 
permanentemente y de manera directa, la recepción y manejo de la documentación requerida para la 
expedición de pasaportes ordinarios, de permisos para la constitución de sociedades o asociaciones, de 
declaratorias de nacionalidad mexicana, así como de otorgar los servicios adicionales requeridos en la 
oficina. 
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OCTAVA. En el caso de que no exista un comisionado permanente por parte de "LA SECRETARIA", 
"EL AYUNTAMIENTO" deberá proporcionar pasajes y viáticos a la persona que designe la Delegación de 
"LA SECRETARIA" en Morelia, Michoacán, cuando realice la visita de supervisión en la Oficina de Enlace. 

NOVENA. La "OFICINA MUNICIPAL DE ENLACE" se organizará y desarrollará sus actividades 
conforme a las disposiciones administrativas aplicables, así como las instrucciones y demás lineamientos 
que autorice "LA SECRETARIA". 

DECIMA. "EL AYUNTAMIENTO" otorgará toda su cooperación, facilidades e información que se 
requiera para la práctica de las auditorías que periódicamente lleve a cabo el personal autorizado de la 
Dirección General de Delegaciones de "LA SECRETARIA". 

DECIMO PRIMERA. "LA SECRETARIA", a través de su Delegación en Morelia, Michoacán, procesará 
en un término que no excederá de tres días hábiles, los pasaportes cuyos expedientes, adecuadamente 
integrados, le remita la "OFICINA MUNICIPAL DE ENLACE", así como los permisos para la constitución 
de sociedades o asociaciones y declaratorias de nacionalidad mexicana, siempre y cuando la 
documentación cumpla con las disposiciones normativas aplicables. 

DECIMO SEGUNDA. La "OFICINA MUNICIPAL DE ENLACE", previa supervisión del comisionado de 
"LA SECRETARIA", deberá entregar los pasaportes, los permisos para constitución de sociedades o 
asociaciones y las declaratorias de nacionalidad mexicana a los solicitantes, en un plazo no mayor de 
treinta días naturales, contado a partir de la fecha en que la Delegación haya recibido la documentación 
respectiva. En forma mensual remitirán a la Delegación de "LA SECRETARIA" en Morelia, Michoacán, 
aquellos pasaportes y permisos que no hayan sido entregados a los solicitantes. 

DECIMO TERCERA. Las formas y demás papelería relacionada con el trámite de pasaportes, 
permisos para la constitución de sociedades o asociaciones, declaratorias de nacionalidad mexicana y 
difusión de becas, así como el material informativo relacionado con protección preventiva y difusión de la 
política exterior de México, serán proporcionados por "LA SECRETARIA", misma que cubrirá los gastos 
de envío y flete. 

DECIMO CUARTA. La "OFICINA MUNICIPAL DE ENLACE" será responsable de remitir la 
documentación relacionada con la expedición de pasaportes, permisos para la constitución de sociedades 
o asociaciones y declaratorias de nacionalidad mexicana el día de su recepción, pagando el flete de estos 
envíos. 

DECIMO QUINTA. "EL AYUNTAMIENTO" colocará en un lugar fácilmente visible de la oficina 
destinada a la "OFICINA MUNICIPAL DE ENLACE" la señalización que exige la normatividad establecida 
por "LA SECRETARIA" y que se refiere a: 

a).- Los requisitos para obtener el pasaporte, los permisos para la constitución de sociedades o 
asociaciones, declaratorias de nacionalidad mexicana y para la obtención de becas de posgrado 
en el exterior. 

b).- La indicación del monto de los derechos que correspondan por la expedición del pasaporte 
ordinario y por los permisos para la constitución de sociedades o asociaciones, de acuerdo con la 
Ley Federal de Derechos vigente y, por separado, el importe que aplique, en su caso, "EL 
MUNICIPIO" por brindar el servicio en la localidad, así como el costo del servicio de fotocopiado 
y fotografía. 

c).- Tablero y buzón de quejas y denuncias, con teléfonos de la Secretaría de Contraloría y Desarrollo 
Administrativo y de la Auditoría Interna de "LA SECRETARIA". 

DECIMO SEXTA. Las relaciones laborales del personal de la "OFICINA MUNICIPAL DE ENLACE" son 
responsabilidad directa y exclusiva de "EL AYUNTAMIENTO" y se regirán por la legislación 
correspondiente, sin que exista relación jurídica con "LA SECRETARIA". 

DECIMO SEPTIMA. La probidad del comportamiento oficial de los empleados comisionados en la 
"OFICINA MUNICIPAL DE ENLACE" es responsabilidad directa de "EL AYUNTAMIENTO", 
independientemente de las acciones legales que competan a "LA SECRETARIA", en caso de ser 
lesionados sus intereses por la comisión de ilícitos o conductas irregulares en el manejo de la 
documentación federal. 

DECIMO OCTAVA. El presente Convenio podrá revisarse, adicionarse y modificarse con la 
conformidad de las partes y deberá hacerse constar por escrito. 

DECIMO NOVENA. El presente Convenio entrará en vigor a partir de la fecha de su firma con una 
vigencia indefinida, no obstante, "LA SECRETARIA" se reserva el derecho de suspenderlo unilateralmente 
por el incumplimiento de las cláusulas precedentes o por irregularidades detectadas en el ejercicio de las 
facultades otorgadas a la "OFICINA MUNICIPAL DE ENLACE" en detrimento de la transparencia de los 
procedimientos, lo que comunicará al "AYUNTAMIENTO" con 30 días de anticipación al cierre de la 
oficina. 

VIGESIMA. De las desavenencias que se susciten en la aplicación del presente Convenio, ambas 
partes acuerdan resolverlas de común acuerdo, no obstante, en caso de que surjan controversias respecto 
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a su interpretación y alcance legal, las partes están conformes en que conozca de las mismas la Suprema 
Corte de Justicia de la Nación, con fundamento en lo dispuesto por el artículo 105 de la Constitución 
Política de los Estados Unidos Mexicanos y demás disposiciones aplicables. 

El presente Convenio se suscribe por quintuplicado en la Ciudad de México, Distrito Federal, a los 
nueve días del mes de noviembre de mil novecientos noventa y ocho.- Por la Secretaría de Relaciones 
Exteriores: la Titular del Ramo, Rosario Green Macías.- Rúbrica.- El Oficial Mayor, Juan de Villafranca.- 
Rúbrica.- El Director General de Delegaciones, Carlos García de Alba Z.- Rúbrica.- Por el H. 
Ayuntamiento: el Presidente Municipal Constitucional, Raymundo Juárez Tapia.- Rúbrica.- El Secretario 
del Ayuntamiento, Jaime Vargas Gil.- Rúbrica. 

SECRETARIA DE HACIENDA Y CREDITO PUBLICO 
ACUERDO mediante el cual se modifica la base II de la autorización otorgada a Masari, Casa de 
Cambio, S.A. de C.V., Actividad Auxiliar del Crédito, por aumento de su capital. 

Al margen un sello con el Escudo Nacional, que dice: Estados Unidos Mexicanos.- Secretaría de Hacienda 
y Crédito Público.- Subsecretaría de Hacienda y Crédito Público.- Dirección General de Seguros y 
Valores.- Dirección de Organizaciones y Actividades Auxiliares del Crédito.- 366-I-A-270.- 724.2/301660. 

AUTORIZACIONES A CASAS DE CAMBIO. Se modifica la otorgada a esa sociedad por aumento de 
capital. 

Masari, Casa de Cambio, S.A. de C.V. Actividad Auxiliar del Crédito Jaime Balmes No. 11, Edif. A 
Mezzanine 7 11510, México, D.F. 
Con oficio 366-I-A-3780 del 23 de diciembre de 1998, esta Dependencia aprobó la escritura pública 

número 30,025 del 2 de octubre de ese mismo año, pasada ante la fe del Notario Público número 11, 
licenciado Carlos Alejandro Durán Loera, con ejercicio en la Ciudad de México, D.F., la cual contiene la 
protocolización del acta de asamblea general extraordinaria de accionistas de esa sociedad, celebrada el 
2 de septiembre de 1998, misma que contiene el acuerdo de aumentar su capital mínimo fijo sin derecho 
a retiro de $21'000,000.00 (veintiún millones de pesos 00/100 M.N.) a $22'500,000.00 (veintidós millones 
quinientos mil pesos 00/100 M.N.) íntegramente suscrito y pagado, modificando al efecto los artículos 
sexto y séptimo de sus estatutos sociales. 

Por lo antes expuesto, esta Secretaría, de conformidad con el artículo 6o. fracción XXII de su 
Reglamento Interior, y con fundamento en lo establecido en el tercer párrafo del artículo 81 de la Ley 
General de Organizaciones y Actividades Auxiliares del Crédito, tiene a bien dictar el siguiente: 

ACUERDO 
Se modifica la base II de la autorización otorgada a esa sociedad con oficio número 102-E-366-DGSV-

II-B-c-3978 del 30 de junio de 1986, modificada el 5 de julio de 1996 y 1 de julio de 1997, mediante la cual 
se faculta a Masari, Casa de Cambio, S.A. de C.V., Actividad Auxiliar del Crédito, para llevar a cabo las 
operaciones a que se refiere el artículo 82 fracción I de la ley de la materia, para que en lo sucesivo quede 
en los siguientes términos: 

I.- ............................................................................................................................................................ 
II.- El capital social es variable, el capital fijo sin derecho a retiro es de $22'500,000.00 (veintidós 

millones quinientos mil pesos 00/100 M.N.) el cual se encuentra íntegramente suscrito y pagado. 
III.- .......................................................................................................................................................... 
IV.- .......................................................................................................................................................... 
Sufragio Efectivo. No Reelección. 
México, D.F., a 8 de febrero de 1999.- En ausencia del C. Secretario de Hacienda y Crédito Público y 

de conformidad con el artículo 105 del Reglamento Interior de la Secretaría de Hacienda y Crédito 
Público, el C. Subsecretario de Hacienda y Crédito Público, Martín Werner.- Rúbrica. 

(R.- 100220) 
 

RESOLUCION que modifica los puntos tercero, quinto y sexto, en su primer párrafo, del Acuerdo 
por el que se establecen los capitales mínimos pagados con que deberán contar las 
organizaciones auxiliares del crédito y las casas de cambio, publicado el 3 de abril de 1998. 

Al margen un sello con el Escudo Nacional, que dice: Estados Unidos Mexicanos.- Secretaría de Hacienda 
y Crédito Público. 

RESOLUCION QUE MODIFICA LOS PUNTOS TERCERO, QUINTO Y SEXTO, EN SU PRIMER 
PARRAFO, DEL ACUERDO POR EL QUE SE ESTABLECEN LOS CAPITALES MINIMOS PAGADOS 
CON QUE DEBERAN CONTAR LAS ORGANIZACIONES AUXILIARES DEL CREDITO Y LAS CASAS DE 
CAMBIO, PUBLICADO EN EL DIARIO OFICIAL DE LA FEDERACION EL 3 DE ABRIL DE 1998. 

La Secretaría de Hacienda y Crédito Público, con base en el artículo 6o. fracción XXXIV de su 
Reglamento Interior y con fundamento en los artículos 1o. y 8o. fracción I primer párrafo de la Ley 
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General de Organizaciones y Actividades Auxiliares del Crédito, considerando la opinión del Banco de 
México y de la Comisión Nacional Bancaria y de Valores, emite la presente Resolución atento a los 
siguientes antecedentes y considerandos: 

ANTECEDENTES 
I. Mediante circular número 1349, la Comisión Nacional Bancaria y de Valores dio a conocer el 

conjunto de criterios contables a que estarán sujetos los almacenes generales de depósito, arrendadoras 
financieras, empresas de factoraje financiero y casas de cambio, criterios que fueron aplicables a partir 
del 1 de enero de 1997, entre los que destaca el reconocimiento de los efectos de la inflación en la 
información financiera. 

II. Acorde con lo anterior, con circular número 1372, la propia Comisión dio a conocer el conjunto de 
criterios contables aplicables a las uniones de crédito, vigentes a partir del 1 de enero de 1998. 

III. Esta Secretaría, en cumplimiento a lo dispuesto por la fracción I primer párrafo del artículo 8o. de 
la Ley General de Organizaciones y Actividades Auxiliares del Crédito, determinó los capitales mínimos 
pagados con que deberán contar, a más tardar el 31 de diciembre de 1998, las organizaciones auxiliares 
del crédito y las casas de cambio, mediante acuerdo publicado en el Diario Oficial de la Federación el 3 
de abril de 1998, estableciéndose en el punto tercero de dicho acuerdo, las formas permitidas para 
aumentar el capital mínimo pagado. 

IV. Esta dependencia, mediante oficio número 366-I-C-6576 de fecha 21 de diciembre de 1998, otorgó 
una prórroga hasta el 28 de febrero de 1999 para que se cumpliera con el punto segundo del acuerdo de 
capitales mencionado en el numeral anterior, medida que obedeció a la consideración sobre la 
conveniencia de adecuar el referido acuerdo conforme a los nuevos criterios contables dados a conocer 
por la Comisión Nacional Bancaria y de Valores en las circulares 1349 y 1372 antes citadas. 

V. En ese mismo sentido, con oficio número 366-I-C-227 del 24 de febrero de 1999, se prorrogó 
nuevamente el plazo para dar cumplimiento al punto segundo del acuerdo de capitales antes mencionado, 
del 28 de febrero al 31 de marzo del año en curso, a efecto de concluir la adecuación del referido acuerdo. 

CONSIDERANDOS 
PRIMERO.- Que las organizaciones auxiliares del crédito y las casas de cambio se han esforzado en 

cumplir con la obligación de mantener los niveles de capitalización establecidos a efecto de contar con el 
capital mínimo pagado que se fija anualmente por la Secretaría de Hacienda y Crédito Público; 

SEGUNDO.- Que para la determinación de los capitales mínimos pagados, se ha tomado como base 
el incremento en el nivel del Indice Nacional de Precios al Consumidor (INPC) registrado en el respectivo 
año inmediato anterior; 

TERCERO.- Que conforme a las circulares citadas en los antecedentes I y II, como parte del 
reconocimiento de los efectos de la inflación en la información financiera, los activos fijos y otros activos 
no monetarios se han venido actualizando a partir de 1997 y 1998 en el caso de las uniones de crédito, 
mediante la aplicación del factor derivado del INPC, con el objeto de establecer consistencia con los 
principios de contabilidad generalmente aceptados; 

CUARTO.- Que en dichas circulares se establece que los rubros que componen el capital contable de 
las organizaciones auxiliares del crédito y las casas de cambio, exceptuándose a las sociedades de ahorro 
y préstamo, deben ser reexpresados con el propósito de mantener en pesos constantes el poder 
adquisitivo de los accionistas, efectuando dicha revaluación mediante la aplicación de los factores de 
actualización derivados del INPC; 

QUINTO.- Que la aplicación de los nuevos criterios contables ocasiona un ajuste inicial denominado 
“exceso o insuficiencia en la actualización”, el cual se reconoce en el capital contable de los referidos 
intermediarios; 

SEXTO.- Que el rubro de “exceso o insuficiencia en la actualización” es un concepto patrimonial que 
surge como consecuencia del reconocimiento de los efectos de la inflación en la información financiera, y 

SEPTIMO.- Que con el propósito de que en el acuerdo de capitales aplicable a las organizaciones 
auxiliares del crédito y a las casas de cambio, se establezca una forma de aumentar el capital que sea 
acorde con los criterios contables mencionados, ha resuelto expedir la siguiente: 

RESOLUCION QUE MODIFICA LOS PUNTOS TERCERO, QUINTO Y SEXTO, EN SU PRIMER 
PARRAFO, DEL ACUERDO POR EL QUE SE ESTABLECEN LOS CAPITALES MINIMOS PAGADOS 
CON QUE DEBERAN CONTAR LAS ORGANIZACIONES AUXILIARES DEL CREDITO Y LAS CASAS 
DE CAMBIO, PUBLICADO EN EL DIARIO OFICIAL DE LA FEDERACION EL 3 DE ABRIL DE 1998, 

PARA QUEDAR COMO SIGUE: 
“TERCERO.- El capital mínimo a que se refiere el punto Segundo de este Acuerdo, deberá estar 

totalmente suscrito y pagado a más tardar el 31 de marzo de 1999. Dicho capital se aumentará, en su 
caso, considerando las siguientes opciones: 

a)  Mediante aportaciones en efectivo. 
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b) Capitalizando utilidades retenidas de ejercicios anteriores; en este supuesto, tratándose de las 
utilidades obtenidas durante los ejercicios de 1997 y 1998, será necesario contar con el oficio por 
el cual la Comisión Nacional Bancaria y de Valores haya dado por concluida la revisión a los 
estados financieros correspondientes o bien, autorice la referida capitalización. 

c) La reserva legal, siempre y cuando haya alcanzado una suma igual al capital pagado de la 
sociedad de que se trate, sólo podrá capitalizarse por el excedente que pudiere existir en relación 
al monto antes señalado, de conformidad con lo establecido en el artículo 8o. fracción VIII de la 
Ley General de Organizaciones y Actividades Auxiliares del Crédito. 

d) Se podrá considerar para el cómputo del capital mínimo de los almacenes generales de depósito, 
arrendadoras financieras, uniones de crédito, empresas de factoraje financiero y casas de 
cambio, el saldo neto (acreedor) que resulte de la suma algebraica de la actualización de las 
aportaciones de los accionistas, cualquiera que sea su origen; en su caso, del superávit donado, 
de los resultados acumulados y el exceso o insuficiencia en la actualización del capital contable, 
debiendo abstenerse de proceder a su capitalización. 

 Lo anterior, tendrá efectos exclusivamente para la determinación del capital referido para el 
ejercicio de 1998 y presupone el previo cumplimiento de los capitales mínimos correspondientes 
a años anteriores, por lo que no podrán beneficiarse de la opción señalada en el párrafo anterior 
aquellas organizaciones auxiliares del crédito y casas de cambio que no hayan cubierto dichos 
capitales. Por otra parte, el ejercicio de dicha opción no tendrá efectos para determinar la 
capacidad de inversión en activos fijos y diferidos, ni para cualesquier otros cómputos que 
deriven de disposiciones legales y reglamentarias que tengan como base el capital pagado. 

Las sociedades que decidan capitalizar conforme a las opciones b) y/o c) anteriores, así como las que 
opten por la contenida en el inciso d), considerarán sus estados financieros al 31 de diciembre de 1997 o 
1998, es decir, el más reciente de los que cuenten con el oficio por el cual la Comisión Nacional Bancaria 
y de Valores haya dado por concluida la revisión a los estados financieros correspondientes. 

Cuando el capital social reconocido en los estatutos de las referidas sociedades exceda del mínimo, 
deberá estar pagado cuando menos en un cincuenta por ciento, siempre que la aplicación de este 
porcentaje no resulte menor al mínimo establecido. 

QUINTO.- En el caso de las sociedades de capital variable, el capital fijo sin derecho a retiro, no podrá 
ser inferior al capital mínimo fijo pagado al que alude este Acuerdo. 

SEXTO.- El capital contable de los almacenes generales de depósito, arrendadoras financieras, 
uniones de crédito, empresas de factoraje financiero y casas de cambio, no podrá ser inferior al capital 
mínimo fijo pagado que les corresponde mantener en los términos del presente acuerdo. En el supuesto 
de que cuenten con un capital fijo sin derecho a retiro, íntegramente suscrito y pagado, superior al capital 
mínimo fijo requerido, el capital contable no deberá ser inferior al monto de dicho capital fijo pagado. 
Entendiéndose para efectos de este Acuerdo, por capital contable, aquél que resulte de la suma 
algebraica de todas las partidas de capital, incluyendo las de actualización. 

............................................................................................................................................................... 

............................................................................................................................................................." 
TRANSITORIO 

UNICO.- La presente Resolución entrará en vigor a partir del día siguiente de su publicación en el 
Diario Oficial de la Federación. 

Sufragio Efectivo. No Reelección. 
México, Distrito Federal, a veinticuatro de febrero de mil novecientos noventa y nueve.- En ausencia 

del C. Secretario de Hacienda y Crédito Público y de conformidad con el artículo 105 del Reglamento 
Interior de la Secretaría de Hacienda y Crédito Público, el Subsecretario de Hacienda y Crédito Público, 
Martín Werner.- Rúbrica. 

 
OFICIO Circular mediante el cual se informa de la sustitución, revocación y cambio de domicilio, 
respecto de los apoderados de las instituciones de fianzas que se indican. 

Al margen un sello con el Escudo Nacional, que dice: Estados Unidos Mexicanos.- Secretaría de Hacienda 
y Crédito Público.- Dirección General de Seguros y Valores.- Dirección de Seguros y Fianzas.- 
Subdirección de Fianzas.- 366/193.5/305787. 

INSTITUCIONES DE FIANZAS.- Se informa la sustitución, revocación y cambio de domicilio de los 
apoderados de las que se señalan. 

OFICIO CIRCULAR No. 366-IV-A-950 
Esta Secretaría, considerando lo dispuesto por el artículo 32 fracción X de su Reglamento Interior, con 

fundamento y para los efectos de los artículos 143 inciso a) del Código Fiscal de la Federación, 95 y 130 
de la Ley Federal de Instituciones de Fianzas, informa de la sustitución, revocación y cambios de 
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domicilio, respecto de los apoderados de las instituciones de fianzas que en el presente se mencionan, en 
diferentes regiones competencia de las salas regionales del Tribunal Fiscal de la Federación, facultados 
para recibir requerimientos de pago que formulen las autoridades facultadas para ello, por 
responsabilidades derivadas de fianzas otorgadas a favor de la Federación para garantizar obligaciones 
fiscales a cargo de terceros, así como de aquellas otras fianzas expedidas a favor de la propia 
Federación, del Distrito Federal, de los estados y de los municipios, por lo que única y exclusivamente se 
modifica en tales casos el Oficio Circular número 366-IV-A-2999, modificado mediante oficios circulares 
números 366-IV-A-4659, 6389, 1681, 3578, 1383, 3499 y 6849, publicados en el Diario Oficial de la 
Federación el 28 de junio y 6 de septiembre de 1996; 10 de enero, 21 de abril y 1 de septiembre de 1997; 
20 de marzo y 24 de julio de 1998 y 14 de enero pasado, respectivamente: 

SALAS REGIONALES DEL NOROESTE 
COMPAÑIA APODERADO 

Americana de Fianzas, S.A., en liquidación Lic. Rafael Isaac Acuña Velarde. Nuevo León 
No. 99-A, Entre Reyes y Naranjo, Col. San 
Benito. 83190, Hermosillo, Son. 
Lic. Ocadio Barraza Beltrán. Andrade No. 54 
Norte, Entre Colón y Madero, Col. Centro. 
80000, Culiacán, Sin. 
Lic. Aime Delgado Soltero. Av. Diego Rivera 
No. 2532, Edificio Cortez Carbajal, 3er. piso, 
Desp. 304, Zona del Río. 22320, Tijuana, B.C. 

Chubb de México, Compañía Afianzadora, S.A. de C.V. 
(antes Central de Fianzas, S.A.) 

C. Eduardo González Rodríguez. C. Ivethe 
Rivera Franco. C. Gabriela Galaz Navarro. 
Blvd. Luis Encinas y 12 de Octubre No. 37-3, 
Col. San Benito. 83190, Hermosillo, Son. 

SALAS REGIONALES DEL NORESTE 
Americana de Fianzas, S.A., en liquidación Lic. César Garza Tijerina. Ojinaga No. 328-A, 

Col. Mitras Centro. 64460, Monterrey, N.L. 
Chubb de México, Compañía Afianzadora, S.A. de C.V. 
(antes Central de Fianzas, S.A.) 

Lic. Pedro Rodríguez Reyes. C. Nancy Maribel 
Suárez Morúa. Av. Lázaro Cárdenas No. 2400, 
Int. A-11, Col. Residencial San Agustín. 66220, 
Garza García, N.L. 

Fianzas Banpaís, S.A., Grupo Financiero Asemex 
Banpaís. 

Revocó designación. 

SALA REGIONAL DE OCCIDENTE 
Americana de Fianzas, S.A., en liquidación Lic. Alfonso Barba Pino. Lic. Leandro Figueroa 

Huerta. Av. Unión No. 163, Desp. 505, Sector 
Juárez, 44140, Guadalajara, Jal. 

Fianzas Banpaís, S.A., Grupo Financiero Asemex 
Banpaís. 

Revocó designación. 

SALAS REGIONALES DEL CENTRO 
Americana de Fianzas, S.A., en liquidación Lic. Sergio Barquín Carmona. Plaza 500, piso 

4o., oficina 2, Paseo de los Insurgentes Esq. 
Paseos del Moral, 37160, León, Gto. 

Fianzas Banpaís, S.A., Grupo Financiero Asemex 
Banpaís. 

Revocó designación. 

SALAS REGIONALES DE HIDALGO-MEXICO 
Americana de Fianzas, S.A., en liquidación Revocó designación. 
Fianzas Banpaís, S.A., Grupo Financiero Asemex 
Banpaís. 

Revocó designación. 

SALA REGIONAL DEL GOLFO-CENTRO 
Americana de Fianzas, S.A., en liquidación Lic. Alejandro Juárez Juárez. 15 Poniente No. 

2915-A, Col. Belisario Domínguez. 72400, 
Puebla, Pue. 
Lic. Bernardino Cano Ceballos. Cuauhtémoc 
No. 4004, Entre Campero y Sánchez Tagle, 
Col. Centro. 91700, Veracruz, Ver. 

Fianzas Banpaís, S.A., Grupo Financiero Asemex 
Banpaís. 

Revocó designación. 

SALA REGIONAL DEL SURESTE 
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Americana de Fianzas, S.A., en liquidación Lic. Jaime Vicente Gómez Trujillo. Hidalgo No. 
1011, Col. Centro. 68000, Oaxaca, Oax. 

Chubb de México, Compañía Afianzadora, S.A. de C.V. 
(antes Central de Fianzas, S.A.) 

C. Javier Federico Lustre Córdoba. C. Irma 
Martínez Plata. Av. Independencia No. 1601, 
Col. Centro. 68000, Oaxaca, Oax. 

Crédito Afianzador, S.A., Cía. Mexicana de Garantías. Lic. José Luis Bourget Pietrasanta. Av. Heroico 
Colegio Militar No. 203-1, Col. Reforma. 
68050, Oaxaca, Oax. 

SALA REGIONAL PENINSULAR 
Americana de Fianzas, S.A., en liquidación Lic. Eugenio Hernández Pérez. Calle 25-A No. 

498, por Calles 56 y 58-A, Col. Itzimna. 97100, 
Mérida, Yuc. 

SALAS REGIONALES METROPOLITANAS 
Americana de Fianzas, S.A., en liquidación C. Ma. Teresa Rodríguez Rayón. Lic. Ricardo 

Martínez Arreola. C. Ricardo Franco Bouret. 
Lic. Cuauhtémoc Hernández Nahle. Plaza de la 
República No. 7, Col. Tabacalera. 06030, 
México, D.F. 

Fianzas Banpaís, S.A., Grupo Financiero Asemex 
Banpaís. 

Lic. Rubén Cazares Chávez. Lic. Martha 
Rodea Monroy. Lic. Graciela Beatriz de la Cruz 
Sánchez. Lic. María de la Luz Alonso Tolamatl. 
Paseo de la Reforma No. 355, 4o. piso, Col. 
Cuauhtémoc. 06500, México, D.F. 

El presente Oficio Circular entrará en vigor al día hábil siguiente al de su publicación en el Diario 
Oficial de la Federación. 

Atentamente 
Sufragio Efectivo. No Reelección. 
México, D.F., a 15 de febrero de 1999.- El Director General de Seguros y Valores, Guillermo Prieto 

Treviño.- Rúbrica. 
 

CIRCULAR CONSAR 12-6, Modificaciones y adiciones a las Reglas Generales sobre el Registro de 
la Contabilidad, Elaboración y Presentación de Estados Financieros, a las que deberán sujetarse 
las administradoras de fondos para el retiro y las sociedades de inversión especializadas de 
fondos para el retiro. 

Al margen un sello con el Escudo Nacional, que dice: Estados Unidos Mexicanos.- Secretaría de Hacienda 
y Crédito Público.- Comisión Nacional del Sistema de Ahorro para el Retiro. 

CIRCULAR CONSAR 12-6 
MODIFICACIONES Y ADICIONES A LAS REGLAS GENERALES SOBRE EL REGISTRO DE LA 

CONTABILIDAD, ELABORACION Y PRESENTACION DE ESTADOS FINANCIEROS, A LAS QUE 
DEBERAN SUJETARSE LAS ADMINISTRADORAS DE FONDOS PARA EL RETIRO Y LAS 
SOCIEDADES DE INVERSION ESPECIALIZADAS DE FONDOS PARA EL RETIRO. 

El Presidente de la Comisión Nacional del Sistema de Ahorro para el Retiro, con fundamento en los 
artículos: 5o. fracciones l y ll, 12 fracción l, Vlll y XVl, 84, 85 y 88 de la Ley de los Sistemas de Ahorro 
para el Retiro, y 

CONSIDERANDO 
Que con fecha 16 de abril de 1997 fue publicada en el Diario Oficial de la Federación la Circular 

CONSAR 12-1, Reglas Generales sobre el Registro de la Contabilidad y Elaboración y Presentación de 
Estados Financieros a las que deberán sujetarse las Administradoras de Fondos para el Retiro y las 
Sociedades de Inversión Especializadas de Fondos para el Retiro; 

Que los gastos directos erogados por el registro de trabajadores en las Administradoras de Fondos 
para el Retiro representan para éstas una inversión con beneficios a largo plazo; 

Que durante 1997 las Administradoras de Fondos para el Retiro, pudieron optar por capitalizar dentro 
de sus activos los gastos erogados por el registro de trabajadores y registrar en sus estados financieros 
ese activo dentro de los gastos preoperativos, limitándose éstos por un periodo que terminó el 31 de 
agosto de 1997, o bien, por cargar contra sus resultados dichos gastos en el mismo ejercicio en el que se 
incurrieron; 

Que las Administradoras de Fondos para el Retiro que optaron en 1998 por capitalizar los gastos 
erogados por el registro de trabajadores, lo hicieron cargándolos en la cuenta Gastos de Organización, de 
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conformidad con lo previsto en la Circular CONSAR 12-5, revirtiendo todo incremento de este rubro 
durante 1998, y 

Que los criterios de contabilidad que utilicen las Administradoras de Fondos para el Retiro deben tener 
continuidad y, al mismo tiempo, los estados financieros junto con sus notas al pie de los mismos deben 
facilitar su comparación y permitir valorar el desempeño de estas entidades financieras, así como dar a 
esta Comisión los elementos necesarios para supervisar su adecuado funcionamiento, ha tenido a bien 
expedir las siguientes: 

MODIFICACIONES Y ADICIONES A LAS REGLAS GENERALES SOBRE EL REGISTRO DE LA 
CONTABILIDAD, ELABORACION Y PRESENTACION DE ESTADOS FINANCIEROS, A LAS QUE 

DEBERAN SUJETARSE LAS ADMINISTRADORAS DE FONDOS PARA EL RETIRO Y LAS 
SOCIEDADES DE INVERSION ESPECIALIZADAS DE FONDOS PARA EL RETIRO 

PRIMERA.- Se adiciona la regla Décima Cuarta Quáter, a la Circular CONSAR 12-1, para quedar 
como sigue: 

“DECIMA CUARTA QUATER.- Las Administradoras podrán optar por capitalizar sus “Gastos 
Erogados por el Registro de Trabajadores”, para lo cual llevarán a cabo su registro, valuación y 
amortización de los gastos señalados, conforme a los siguientes lineamientos: 

I. El periodo de capitalización de gastos erogados por el registro de trabajadores terminará el 31 de 
diciembre de 1998; 

II. Sólo se podrán considerar como gastos erogados por el registro de trabajadores los siguientes 
conceptos: 
1. Los sueldos, comisiones, bonos y premios recibidos por el personal que participó 

directamente en el momento de ocurrir el registro de trabajadores, así como los gastos 
complementarios que originaron esas remuneraciones tales como: cuotas al Instituto 
Mexicano del Seguro Social, Instituto del Fondo Nacional de la Vivienda para los 
Trabajadores, cuotas y aportaciones al Seguro de Retiro, Cesantía en Edad Avanzada y 
Vejez previsto en la Ley del Seguro Social e impuesto sobre nóminas; 

2. Los gastos realizados en papelería y útiles de escritorio utilizados al momento de realizar el 
registro de trabajadores, así como los gastos erogados por el registro de trabajadores y 
captura de datos y los subsecuentes gastos de correo y mensajería para concentrar la 
documentación de registro de trabajadores en las oficinas de la Administradora, y 

3. Los gastos de capacitación y el pago del bono de capacitación correspondiente, que se 
entregó al personal para poder llevar a cabo sus tareas, así como el gasto de 
indemnizaciones pagadas al personal que sea retirado una vez que se concluyan las tareas 
de registro de trabajadores. 

III. Las Administradoras llevarán a cabo un estudio anual, incluyendo las premisas de los estudios 
de factibilidad y de evaluación, y proyección económica y financiera, para definir el valor de los 
activos incluidos en los rubros de gastos erogados por el registro de trabajadores y sus 
correspondientes periodos de amortización; deberán contabilizar en el estado de resultados del 
periodo en que se efectúe dicho estudio y en el cual se modifiquen los criterios de amortización, 
la parte correspondiente de los gastos capitalizados que no pudieran ser amortizados con los 
ingresos probables de ejercicios futuros en el plazo establecido por el estudio original, el cual no 
será mayor a 120 meses del registro del trabajador. El estudio referido en el presente inciso 
deberá estar a disposición, tanto del contador público que los audite como de la Comisión 
cuando sea requerido; 

IV. En caso de existir cambios en la valuación, método y/o periodo de amortización, la 
Administradora deberá dar aviso por escrito a la Comisión dentro de los quince días naturales 
siguientes a dichos cambios; 

V. Los gastos erogados por el registro de trabajadores, así como la valuación y amortización de los 
mismos, deberán cumplir con los requisitos que para su capitalización son definidos por los 
Principios de Contabilidad Generalmente Aceptados, emitidos por el Instituto Mexicano de 
Contadores Públicos y en particular, con los lineamientos establecidos en los boletines A-1, A-11 
y C-8 emitidos por dicho instituto, y lo previsto en el “Quinto documento de Adecuaciones al 
Boletín B-10 (modificado)” en sus párrafos nueve y once; 

VI. Las Administradoras que opten por capitalizar los gastos erogados por el registro de 
trabajadores, deberán informarlo claramente mediante notas al calce de sus estados financieros, 
señalando el criterio que hayan decidido tomar, haciendo mención expresa del monto total y de 
su presentación en dichos estados financieros. 

VII. Si derivado del dictamen emitido por contador público independiente, autorizado por la Secretaría 
de Hacienda y Crédito Público para dictaminar estados financieros, se determina que alguna o 
algunas de las partidas incluidas en la cuenta 1611 “Gastos Erogados por el Registro de 
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Trabajadores”, no se ajustan a los Principios de Contabilidad Generalmente Aceptados en 
México, deberá proceder a efectuar el ajuste correspondiente y su afectación en los estados 
financieros relativos, debiendo emitir nuevos estados financieros para ser presentados a la 
Comisión, a fin de que ésta ordene su publicación con las correcciones pertinentes. Asimismo, 
con el fin de evitar que en los estados financieros dictaminados existan salvedades, la 
Administradora procederá a efectuar los ajustes necesarios.” 

SEGUNDO.- Se modifica el anexo “A” de la Circular CONSAR 12-1, en el entendido de que todas las 
Administradoras deberán considerar en sus catálogos las cuentas que se adicionan, aun cuando éstas se 
mantengan sin uso: 

3109 06 -------------------------------------------------------------------------------------------------------------------
----- 

1611  Gastos Erogados por el Registro de Trabajadores 
 01 Histórico 
 02 Actualización 
3111  Amortización acumulada de Gastos erogados por el registro de trabajadores 
5213  -------------------------------------------------------------------------------------------------------------------

----- 
 21 Gastos Erogados por el Registro de Trabajadores Histórico 
 22 Gastos Erogados por el Registro de Trabajadores Actualización 

TRANSITORIA 
UNICA.- Las modificaciones y adiciones contenidas en las presentes Reglas entrarán en vigor el día 

15 de marzo de 1999. 
Sufragio Efectivo. No Reelección. 
México, D.F., a 1 de marzo de 1999.- El Presidente de la Comisión Nacional del Sistema de Ahorro 

para el Retiro, Fernando Solís Soberón.- Rúbrica. 

SECRETARIA DE COMERCIO Y FOMENTO INDUSTRIAL 
RESOLUCION por la que se acepta la solicitud de parte interesada y se declara el inicio de la 
investigación antidumping sobre las importaciones de poliestireno impacto, mercancía clasificada 
en las fracciones arancelarias 3903.90.05 y 3903.90.99 de la Tarifa de la Ley del Impuesto General 
de Importación, originarias de los Estados Unidos de América, independientemente del país de 
procedencia. 

Al margen un sello con el Escudo Nacional, que dice: Estados Unidos Mexicanos.- Secretaría de 
Comercio y Fomento Industrial. 

RESOLUCION POR LA QUE SE ACEPTA LA SOLICITUD DE PARTE INTERESADA Y SE DECLARA 
EL INICIO DE LA INVESTIGACION ANTIDUMPING SOBRE LAS IMPORTACIONES DE POLIESTIRENO 
IMPACTO, MERCANCIA CLASIFICADA EN LAS FRACCIONES ARANCELARIAS 3903.90.05 y 
3903.90.99 DE LA TARIFA DE LA LEY DEL IMPUESTO GENERAL DE IMPORTACION, ORIGINARIAS 
DE LOS ESTADOS UNIDOS DE AMERICA, INDEPENDIENTEMENTE DEL PAIS DE PROCEDENCIA. 

Visto para resolver el expediente administrativo 32/98 radicado en la Unidad de Prácticas Comerciales 
Internacionales de la Secretaría de Comercio y Fomento Industrial, se emite la presente Resolución de 
conformidad con los siguientes 

RESULTANDOS 
Presentación de la solicitud 
11. El 10 de noviembre de 1998, las empresas Poliestireno y Derivados, S.A. de C.V. y Resirene, S.A. 

de C.V., por conducto de su representante legal, comparecieron ante la Secretaría de Comercio y 
Fomento Industrial para solicitar el inicio de la investigación antidumping y la aplicación del régimen de 
cuotas compensatorias sobre las importaciones de poliestireno impacto, originarias de los Estados Unidos 
de América, independientemente del país de procedencia. 

2 2.Las solicitantes manifestaron que en el periodo comprendido de enero de 1997 a junio de 1998, las 
importaciones de poliestireno impacto, originarias de los Estados Unidos de América, se efectuaron en 
condiciones de discriminación de precios, lo que ha causado un daño a la producción nacional de 
mercancías idénticas o similares, conforme a lo dispuesto en los artículos 28, 30, 39 y 40 de la Ley de 
Comercio Exterior. 

Empresas solicitantes 
33. Poliestireno y Derivados, S.A. de C.V. y Resirene, S.A. de C.V. son empresas constituidas 

conforme a las leyes de los Estados Unidos Mexicanos, con domicilio para oír y recibir notificaciones en 
Mercaderes número 62, colonia San José Insurgentes, 03900, México, D.F., y su objeto social consiste en 
la fabricación, distribución, comercialización, industrialización de poliestireno y sus derivados; y en la 
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fabricación, distribución, comercialización, industrialización de productos de cualquier especie y 
descripción, respectivamente. 

44. Conforme a lo previsto en los artículos 40 de la Ley de Comercio Exterior, y 4.1 del Acuerdo 
relativo a la Aplicación del Artículo VI del Acuerdo General sobre Aranceles Aduaneros y Comercio de 
1994, las solicitantes manifestaron que en el periodo comprendido de enero de 1997 a junio de 1998, 
representaron el 90 por ciento de la producción nacional de poliestireno impacto. Con el propósito de 
acreditar lo anterior presentaron escrito expedido por la Asociación Nacional de la Industria Química, A.C., 
de fecha 6 de enero de 1999, en el cual se hace constar que en conjunto ambas empresas representan el 
90 por ciento de la producción nacional de poliestireno impacto. 

Información sobre el producto 
A. Descripción del producto 
55. El producto propuesto a investigación es un copolímero de estireno butadieno, pertenece a la 

familia de las termoplásticas, se presenta en estado sólido en forma de pellets y su coloración varía de 
translúcido a opaco. Los nombres técnicos con los que se designa al producto propuesto a investigación 
son copolímero de estireno, polímero de estireno injertado y polímero de estireno modificado. El nombre 
comercial común utilizado para designar al producto importado y al de fabricación nacional es poliestireno 
impacto. Los tipos de poliestireno impacto importados y de fabricación nacional son poliestireno medio 
impacto y alto impacto. 

B. Características físicas y químicas 
66. Las principales características del poliestireno impacto son las siguientes: es una resina plástica 

compuesta principalmente de estireno (90 por ciento), hule polibutadieno (contiene en promedio entre 6 y 
8 por ciento) y aditivos; de alto peso molecular, presenta resistencia al impacto la cual varía según el 
contenido y tipo de elastómero utilizado, es flexible, de alta rigidez y dureza, estable térmicamente, 
brillante, posee bajas propiedades de barrera, con un adecuado balance de propiedades, tiene una 
excelente procesabilidad para inyección, extrusión y termoformado, se ve afectado con la exposición 
continua a las radiaciones de la luz ultravioleta, ofrece limitada resistencia a ácidos álcalis, no resiste 
disolventes orgánicos como bencina, hidrocarburos aromáticos y clorados, ni aceites etéricos. 

C. Tratamiento arancelario 
77. Las solicitantes manifestaron que el producto propuesto a investigación ingresa por las fracciones 

arancelarias 3903.90.05 y 3903.90.99 de la Tarifa de la Ley del Impuesto General de Importación. De 
acuerdo con la nomenclatura arancelaria de la tarifa invocada, el texto de la fracción 3903.90.05 describe 
a “Copolímeros de estireno, excepto lo comprendido en las fracciones 3903.90.01 a la 04”, mientras que 
la fracción 3903.90.99 designa a “Los demás”. 

88. En el Tratado de Libre Comercio de América del Norte, para las fracciones arancelarias 
3903.90.05 y 3903.90.99 se estableció un calendario de desgravación C, cuyo arancel se elimina en 10 
etapas anuales iguales, con una tasa base ad valorem de 15 y 10 por ciento, respectivamente. En tal 
virtud, las importaciones de poliestireno impacto originarias de los Estados Unidos de América que 
ingresaron por las fracciones 3903.90.05 y 3903.90.99 estuvieron sujetas a un arancel de 9 y 6 por ciento 
ad valorem en 1997 y de 7.5 y 5 por ciento ad valorem en 1998, respectivamente. 

99. En cuanto a las importaciones originarias de países con los que no se tienen suscritos Tratados de 
Libre Comercio, en 1997 y 1998 el arancel aplicable fue del 15 por ciento ad valorem para la fracción 
arancelaria 3903.90.05 y de 10 por ciento para la 3903.90.99. Las importaciones originarias de la 
República de Chile, de la República de Costa Rica y de la República de Bolivia, estuvieron exentas de 
arancel, mientras que las importaciones de la República de Venezuela y de la República de Colombia se 
aplicó la preferencia arancelaria regional. 

D. Normas técnicas 
1010. De acuerdo con las solicitantes, en el ámbito internacional las propiedades de las resinas de 

poliestireno tales como índice de fluidez, temperatura de ablandamiento, temperatura de deformación bajo 
carga, índice de impacto, elasticidad en tensión y en flexión, elongación o tensión a la ruptura, dureza y 
gravedad específica se rigen por valores determinados a través de los métodos de la American Standard 
Test Method (ASTM). 

1111. Adicionalmente, cuando el poliestireno impacto se utiliza en productos que estarán en contacto 
con alimentos o productos farmacéuticos, los clientes solicitan el cumplimiento de la regulación 21, parte 
177.1640 establecida por la Food and Drug Administration de los Estados Unidos de América. 

E. Proceso productivo 
1212. Las solicitantes manifestaron que a escala mundial los procesos más comunes para la 

producción de resinas de poliestireno impacto son el proceso de producción continua en masa y el 
proceso de polimerización en suspensión por lotes. Las principales diferencias de estos procesos están 
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relacionadas con el control de la temperatura de la reacción exotérmica, el tipo de resina deseada y el uso 
del diluyente o catalizador. 

1313. En la fabricación de poliestireno impacto, a la perla de poliestireno se le injerta hule 
polibutadieno como modificador de impacto, obteniéndose con esto una perla opaca y con coloración. 
Dicha opacidad está en función de la cantidad de polibutadieno que se le añada a la perla, con lo que a su 
vez se le otorga mayor o menor resistencia al impacto. 

1414. Resirene, S.A. de C.V. manifestó que para la fabricación de poliestireno impacto utiliza el 
proceso de producción continua en masa, el cual se lleva a cabo de la siguiente manera: se disuelve el 
estireno, hule polibutadieno y aditivos; la mezcla obtenida se lleva a un reactor de polimerización, 
posteriormente se separa el polímero de todo vehículo y catalizadores, el cual una vez fundido es extruido 
y pelletizado para después ser empacado. 

1515. Por su parte, Poliestireno y Derivados, S.A. de C.V. señaló que utiliza el proceso de producción 
en suspensión por lotes, el cual comprende las siguientes etapas: disolución del estireno y hule 
polibutadieno en un tanque junto con aditivos; filtrado de la mezcla; polimerización en un reactor 
enchaquetado en donde se carga la disolución, agentes de dispersión, catalizadores, agentes 
tensoactivos, aceite mineral y aditivos; lavado y decantado de las perlas de poliestireno; secado, extrusión 
y pelletizado de acuerdo a las especificaciones requeridas y, finalmente, envasado y almacenado del 
producto terminado. 

F. Usos del producto 
1616. De acuerdo con lo manifestado por las solicitantes, el poliestireno impacto importado de los 

Estados Unidos de América y el de fabricación nacional se utilizan para la fabricación de productos que 
requieren buena rigidez asociada a una alta resistencia al impacto, por medio del proceso de moldeo por 
inyección, como juguetes, artículos para el hogar, escolares, de oficina y película delgada para la industria 
eléctrica y electrónica. Además, mediante el proceso de extrusión/soplado se usa también en la 
producción de recipientes para la industria alimenticia. Asimismo, a través del proceso por 
extrusión/termoformado se utiliza ampliamente para obtener artículos que requieren además de 
resistencia al impacto propiedades de elasticidad, tales como artículos desechables, envases, artículos 
del hogar e industriales. 

Importadores y exportadores 
17 17.Las solicitantes manifestaron en su escrito de solicitud que la práctica desleal de comercio 

internacional la han cometido en su perjuicio las siguientes empresas importadoras: Basf Mexicana, S.A. 
de C.V., con domicilio en avenida Insurgentes Sur número 975, colonia Ciudad de los Deportes, 03710 
México, D.F.; Viplásticos, S.A. de C.V., con domicilio en carretera Miguel Alemán kilómetro 16.3 San S.C., 
Apodaca Nvo. León; Plásticos Bajacal, S.A. de C.V., con domicilo en boulevard Acapulco 14636 Parque 
Industrial Pacífico, 22450 Tijuana, B.C.; y Gillette Manufacturas, S.A. de C.V., con domicilio en Atomo 3, 
Parque Industrial Naucalpan, 53370 Edo. de México, al importar poliestireno impacto a precios inferiores a 
su valor normal provenientes de las empresas exportadoras: Dow Chemical Company, con domicilio en 
2020 Dow Center, Midland Michigan, 48674, USA; y Basf Corp., con domicilio en 3000 Continental Drive 
North, Mount Olive, N.J. 078281234 USA. 

Investigaciones relacionadas 
1818. El 11 de noviembre de 1994 se publicó en el Diario Oficial de la Federación la resolución 

definitiva de la investigación antidumping, mediante la cual se impusieron cuotas compensatorias a las 
importaciones de poliestireno cristal originarias de los Estados Unidos de América provenientes de las 
empresas Ashland Chemical Inc., Cheminter U.S. Inc., Basf Corporation y Muehlstein International. Las 
importaciones procedentes de la empresa Dow Chemical Company no se sujetaron a cuotas 
compensatorias, en virtud de que no se encontró margen de discriminación de precios en sus 
exportaciones. 

1919. Por su parte, las importaciones de poliestireno cristal e impacto originarias de la República 
Federal de Alemania, así como las importaciones de poliestireno impacto originarias de los Estados 
Unidos de América no se sujetaron a cuotas compensatorias, debido a que se determinó que dichas 
importaciones no causaron daño a la industria nacional. 

20. El 11 de diciembre de 1995 se publicó en el Diario Oficial de la Federación la resolución 
correspondiente al recurso de revocación interpuesto por los productores nacionales, a través de la cual 
se confirmó en todos sus términos la resolución definitiva. 

Prevención 
21. El 4 de diciembre de 1998, mediante oficio UPCI.310.98.2498, la Secretaría con fundamento en los 

artículos 52 fracción ll de la Ley de Comercio Exterior y 78 de su Reglamento, requirió a las empresas 
solicitantes mayores elementos de prueba respecto de la existencia de la práctica desleal sobre las 
importaciones de poliestireno impacto. El 18 de enero de 1999, las empresas Resirene, S.A. de C.V. y 
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Poliestireno y Derivados, S.A. de C.V. presentaron su respuesta a dicho requerimiento, misma que fue 
evaluada por esta Secretaría. 

Argumentos y medios de prueba 
22. Con el propósito de acreditar la existencia de la práctica desleal, las empresas solicitantes 

presentaron los siguientes argumentos y medios de prueba. 
Precio de exportación 
23. Para el cálculo del precio de exportación presentaron un listado de importaciones definitivas 

realizadas a través de las fracciones arancelarias 3903.90.05 y 3903.90.99 de la Tarifa de la Ley del 
Impuesto General de Importación, originarias de los Estados Unidos de América, correspondientes al 
periodo comprendido de enero de 1997 a junio de 1998, obtenidas de la información estadística de la 
Administración General de Aduanas del Sistema de Administración Tributaria de la Secretaría de 
Hacienda y Crédito Público. 

Ajustes al precio de exportación 
24. Se aplicó al precio de exportación ajuste por flete interno en los Estados Unidos de América; para 

lo cual presentaron una cotización de transporte terrestre de una empresa transportista, de fecha 12 de 
noviembre de 1998. 

Valor normal 
25. El valor normal de la mercancía se debe determinar conforme al precio de una mercancía idéntica 

en el mercado interno de los Estados Unidos de América, toda vez que corresponde a operaciones 
comerciales normales. 

26. Para el cálculo del valor normal utilizaron los precios promedio de las cotizaciones para el 
poliestireno alto impacto en sacos, en el mercado interno de los Estados Unidos de América, durante el 
periodo comprendido de enero de 1997 a junio de 1998, obtenidos de la revista especializada ICIS-LOR 
del año de 1997. 

27. Adicionalmente, para demostrar que las ventas en el mercado interno de los Estados Unidos de 
América son representativas, presentaron la publicación “World Styrene Analysis” de la empresa Chemical 
Market Associates, Inc., Texas, EUA, de diciembre de 1997, que contiene información del consumo 
nacional aparente, producción, importaciones, exportaciones y capacidad de producción de los Estados 
Unidos de América. 

Daño y causalidad 
28. Con el propósito de demostrar la existencia de daño a la producción nacional y la relación causal, 

las empresas Poliestireno y Derivados, S.A. de C.V. y Resirene, S.A. de C.V. presentaron los siguientes 
argumentos: 

A. Las importaciones de poliestireno impacto se han incrementado de manera notable y han 
desplazado a los productores nacionales, ya que dicho producto ingresa al país a un precio inferior a su 
valor normal causando un daño a la producción nacional. 

B. Dichas importaciones han presentado un crecimiento anual a partir de 1991, periodo en que 
únicamente se importaron 2,057 toneladas hasta llegar a 16,735 toneladas en el año de 1997, lo cual ha 
ocasionado que las empresas productoras nacionales estén sufriendo un severo daño que se manifiesta 
en el deterioro de sus principales indicadores económicos, tales como: pérdida de participación en el 
consumo nacional aparente, pérdida de clientes, bajas constantes en los precios y reducción de su 
margen de utilidad, entre otros. 

C. El crecimiento sostenido de las importaciones del producto propuesto a investigación registró para 
1997 un volumen de 54,691 toneladas, lo que representó un incremento de 640.9 por ciento con respecto 
a 1991. 

D. Mientras las importaciones de poliestireno impacto han tenido un crecimiento sustancial, la 
participación de los productores nacionales en el mercado interno ha disminuido notoriamente. 

E. Las cuotas compensatorias determinadas exclusivamente para las importaciones de poliestireno 
cristal no han impedido las importaciones de poliestireno impacto a precios discriminados, lo cual ha 
provocado una pérdida sostenida de clientes y la necesidad de implementar una nueva política de ventas 
basada en otorgar a los clientes precios similares a los de importación. 

F. No se ha logrado mantener un volumen de ventas sostenido, ya que los precios se encuentran en 
continua disminución, en un mercado en el que los insumos y materias primas para la elaboración de 
resinas de poliestireno impacto sufren constantes incrementos disminuyendo los ingresos totales de las 
empresas. 

29. Para probar su dicho, las solicitantes presentaron los siguientes medios de prueba: 
A. Valor y volumen de las importaciones totales de poliestireno impacto efectuadas de 1991 a 1998, 

obtenidas del Sistema de Información Comercial de México de la Secretaría de Comercio y Fomento 
Industrial. 
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B. Insumos nacionales utilizados para la fabricación del poliestireno impacto. 
C. Listado de costos de fabricación del poliestireno impacto nacional durante los años de 1995 a 1998, 

de la empresa Resirene, S.A. de C.V. 
D. Utilidades y/o pérdidas del producto nacional durante los años de 1995 a 1998, de la empresa 

Poliestireno y Derivados, S.A. de C.V. 
E. Capacidad instalada del poliestireno impacto a nivel nacional durante los años de 1995 a 1998 

obtenida de la publicación CMAI, 1997/98 World Styrene Analysis. 
F. Diagrama del proceso de fabricación del producto nacional e importado. 
G. Capacidad instalada y consumo nacional aparente del poliestireno impacto en los Estados Unidos 

de América, señalando como fuente la publicación World Styrene Analysis, página 169 de diciembre de 
1997. 

H. Capacidad instalada y consumo nacional aparente del poliestireno impacto en los Estados Unidos 
Mexicanos, señalando como fuente la publicación World Styrene Analysis, página 161 de diciembre de 
1997. 

I. Estados financieros auditados de las empresas solicitantes durante los años 1995, 1996, 1997 y 
balance general de 1998. 

J. Volumen de producción de las empresas solicitantes durante los años de 1995, 1996, 1997 y 1998. 
K. Precios de venta de las empresas solicitantes durante los años de 1995, 1996, 1997 y 1998. 

CONSIDERANDO 
Competencia 
30. La Secretaría de Comercio y Fomento Industrial es competente para emitir la presente Resolución, 

conforme a lo dispuesto en los artículos 16 y 34 fracciones V y XXX de la Ley Orgánica de la 
Administración Pública Federal; 5o. fracción VII, y 52 fracción I de la Ley de Comercio Exterior; y 1o., 2o., 
4o. y 38 fracción I del Reglamento Interior de la misma dependencia. 

Legitimación 
31. De acuerdo con lo manifestado por las solicitantes, la participación conjunta de las empresas 

Poliestireno y Derivados, S.A. de C.V. y Resirene, S.A. de C.V., en la industria nacional de poliestireno 
impacto, está conformada por el 90 por ciento, acreditándolo con una carta de la Asociación Nacional de 
la Industria Química, A.C., de fecha 6 de enero de 1999, por lo que cumple con lo dispuesto en los 
artículos 40 y 50 de la Ley de Comercio Exterior; 60 y 75 de su Reglamento; y 4.1 y 5.4 del Acuerdo 
relativo a la Aplicación del Artículo VI del Acuerdo General sobre Aranceles Aduaneros y Comercio de 
1994. 

Legislación aplicable 
32. Para efectos del presente procedimiento de investigación serán aplicables la Ley de Comercio 

Exterior y su Reglamento, así como el Acuerdo relativo a la Aplicación del Artículo VI del Acuerdo General 
sobre Aranceles Aduaneros y Comercio de 1994. 

Análisis de discriminación de precios 
33. Conforme al análisis de los hechos y pruebas documentales presentados por las empresas 

Poliestireno y Derivados, S.A. de C.V. y Resirene, S.A. de C.V., la Secretaría obtuvo los siguientes 
resultados: 

Precio de exportación 
34. Para acreditar el precio de exportación, las empresas solicitantes proporcionaron un listado 

depurado de las importaciones definitivas de las fracciones 3903.90.05 y 3903.90.99 de la Tarifa de la Ley 
del Impuesto General de Importación del periodo propuesto de investigación, basado en la información 
estadística de la Administración General de Aduanas del Sistema de Administración Tributaria de la 
Secretaría de Hacienda y Crédito Público. 

35. Con el fin de justificar la validez de la depuración de las importaciones, las solicitantes 
argumentaron que bajo estas dos fracciones se realizaron importaciones de diversos copolímeros de 
estireno, diferentes al poliestireno impacto y muestras con volúmenes de importación menores, cuyos 
precios son superiores al precio promedio del producto propuesto a investigación. 

36. Para demostrar lo anterior, presentaron copia de pedimentos en donde se consigna la importación 
de productos distintos al bien propuesto a investigación, tales como “Copolímeros del estireno Pliolite 
S6H-U.S.”, “Copolímeros del estireno Opacifer 631” y “Copolímero de estireno Acrilonitrilo”. Asimismo, 
incluyeron pedimentos que correspondieron a muestras de poliestireno impacto. 

37. La metodología propuesta para la depuración consistió en la selección del precio más bajo 
consignado en los pedimentos de importación presentados como precio tope para las importaciones del 
producto propuesto a investigación. Los solicitantes manifestaron que las importaciones con precios 
iguales o superiores a dicho precio tope corresponden, bien sea a productos distintos al propuesto a 
investigación o a muestras, con precios superiores al promedio del poliestireno impacto que se importó 
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por las fracciones arancelarias 3903.90.05 y 3903.90.99 de la Tarifa de la Ley del Impuesto General de 
Importación originarias de los Estados Unidos de América, durante el periodo propuesto a investigación. 

38. Adicionalmente, la Secretaría comprobó que el precio tope propuesto por las solicitantes está por 
arriba del precio promedio de venta del poliestireno impacto en el mercado interno de los Estados Unidos 
de América, publicado en la revista especializada ICIS-LOR. 

39. De acuerdo con los puntos anteriores y con fundamento en los artículos 5.2 y 5.3 del Acuerdo 
relativo a la Aplicación del Artículo VI del Acuerdo General sobre Aranceles Aduaneros y Comercio de 
1994 y 75 del Reglamento de la Ley de Comercio Exterior, la Secretaría aceptó la metodología propuesta 
por las solicitantes debido a que con las pruebas presentadas se demostró que bajo las fracciones 
arancelarias 3903.90.05 y 3903.90.99 de la Tarifa de la Ley del Impuesto General de Importación, se 
importaron productos distintos al propuesto a investigación. 

40. La Secretaría depuró la base de datos del Listado de Pedimentos de Importación de la Secretaría 
de Comercio y Fomento Industrial, de acuerdo con la metodología descrita en el punto 37 de la presente 
Resolución y la comparó con el listado de importaciones proporcionado por las solicitantes, encontrando 
algunas discrepancias en las cifras relativas a cantidades y valores de las ventas. 

41. Ante las diferencias que se mencionan en el punto anterior, la Secretaría decidió utilizar el listado 
de pedimentos de importación, toda vez que esta información ha sido objeto de una revisión que realizan 
conjuntamente la Secretaría de Hacienda y Crédito Público y el Banco de México, por lo que se 
consideraron como más adecuadas para el cálculo del precio de exportación. 

42. En los términos del artículo 40 del Reglamento de la Ley de Comercio Exterior, la Secretaría 
calculó el precio de exportación mediante el precio promedio ponderado de las importaciones de 
poliestireno impacto realizadas bajo las fracciones 3903.90.05 y 3903.90.99 de la Tarifa de la Ley del 
Impuesto General de Importación para el periodo comprendido de enero de 1997 a junio de 1998. La 
ponderación corresponde al peso relativo del volumen de cada transacción en el volumen total vendido al 
mercado de los Estados Unidos Mexicanos. 

Ajustes al precio de exportación 
43. Las empresas promoventes solicitaron ajustar el precio de exportación por términos y condiciones 

de venta, en particular, por flete interno en los Estados Unidos de América. 
44. Para documentar este ajuste, la solicitante presentó una cotización de flete de una empresa 

transportista que soporta el costo del flete a la frontera mexicana, de fecha 12 de noviembre de 1998. 
45. La Secretaría aceptó ajustar el precio de exportación por concepto de flete con base en la 

información proporcionada por la solicitante, de conformidad con los artículos 36 de la Ley de Comercio 
Exterior, 53 y 54 de su Reglamento y 2.4 del Acuerdo relativo a la Aplicación del Artículo VI del Acuerdo 
General sobre Aranceles Aduaneros y Comercio de 1994. 

Valor normal 
46. Las solicitantes estimaron el valor normal sobre la base de los precios promedio de las 

cotizaciones para el poliestireno alto impacto en sacos, en el mercado interno de los Estados Unidos de 
América, durante el periodo comprendido de enero de 1997 a junio de 1998, contenidas en la publicación 
especializada ICIS-LOR. 

47. En virtud de que los precios señalados en el punto anterior se encuentran expresados a nivel ex-
fábrica, no fue necesario ajustarlos, de conformidad con el artículo 2.4 del Acuerdo relativo a la Aplicación 
del Artículo VI del Acuerdo General sobre Aranceles Aduaneros y Comercio de 1994. 

48. Con fundamento en la nota de pie de página número 2 del artículo 2.2 del Acuerdo relativo a la 
Aplicación del Artículo VI del Acuerdo General sobre Aranceles Aduaneros y Comercio de 1994, las 
solicitantes manifestaron que las ventas en el mercado interno del país exportador son representativas. 
Para demostrar lo anterior presentaron información de consumo nacional aparente, producción, 
importaciones y exportaciones de los Estados Unidos de América, así como la capacidad de producción, 
publicados por la revista World Styrene Analysis 1997/1998. 

49. Adicionalmente, las solicitantes señalaron que los precios reportados en la publicación 
especializada ICIS-LOR, corresponden a operaciones comerciales normales. 

50. La Secretaría validó los argumentos y pruebas aportados por las solicitantes con base en lo 
dispuesto en el artículo 31 fracción I de la Ley de Comercio Exterior y 2.2 del Acuerdo relativo a la 
Aplicación del Artículo VI del Acuerdo General sobre Aranceles Aduaneros y Comercio de 1994, y aceptó 
calcular el valor normal a partir del promedio simple de los precios mínimos y máximos mensuales del 
poliestireno alto impacto vendido en el mercado interno de los Estados Unidos de América. 

Margen de discriminación de precios 
51. Conforme a lo previsto en el artículo 30 de la Ley de Comercio Exterior, 38 de su Reglamento y 2.1 

del Acuerdo relativo a la Aplicación del Artículo VI del Acuerdo General sobre Aranceles Aduaneros y 
Comercio de 1994, y de acuerdo con la información, argumentos y medios de prueba descritos, la 
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Secretaría concluye que existen evidencias suficientes para presumir que las importaciones de 
poliestireno impacto originarias de los Estados Unidos de América, independientemente del país de 
procedencia, efectuadas durante el periodo comprendido de enero de 1997 a junio de 1998, se realizaron 
en condiciones de discriminación de precios. 

Análisis de daño y causalidad 
Similitud del producto 
52. Las empresas solicitantes manifestaron que el poliestireno impacto es considerado un commodity, 

lo que implica que el producto nacional y el importado presentan propiedades, características físicas y 
composición química similares, los insumos utilizados en la fabricación son los mismos y se destinan a 
los mismos usos. Asimismo, señalaron que debido a que cada fabricante identifica sus productos por tipo 
y aplicación, los productos no son estrictamente idénticos, aunque existen contratipos entre el producto 
importado y el de fabricación nacional para cada grado y que las diferencias entre los mismos son las 
propias de las diferentes tecnologías utilizadas en su producción. 

53. Con fundamento en lo dispuesto en los artículos 37 fracción II del Reglamento de la Ley de 
Comercio Exterior y 2.6 del Acuerdo relativo a la Aplicación del Artículo VI del Acuerdo General sobre 
Aranceles Aduaneros y Comercio de 1994 y con base en la información proporcionada por las solicitantes 
sobre la descripción, características físicas, composición química, especificaciones técnicas, usos, 
procesos productivos e insumos del poliestireno impacto de fabricación nacional y del importado originario 
de los Estados Unidos de América, la Secretaría determina de manera preliminar que ambos productos 
tienen características y composición semejantes, lo que les permite cumplir las mismas funciones y ser 
comercialmente intercambiables, por lo que son mercancías similares. 

Mercado internacional 
54. De acuerdo con las solicitantes, el mercado internacional incluye tres grandes zonas de 

comercialización: Estados Unidos de América, Europa y el Lejano Oriente. Tradicionalmente las 
principales zonas productoras de poliestireno han sido los Estados Unidos de América y Europa, aunque 
en los últimos años el Lejano Oriente ha registrado un mayor crecimiento y competitividad; un factor 
importante de lo anterior ha sido el constante crecimiento de las importaciones de la República Popular 
China, así como los proyectos de inversión en ese país para construir nuevas plantas de poliestireno 
cristal e impacto. 

55. En cuanto a los Estados Unidos de América, las solicitantes manifestaron, con base en el estudio 
de una firma especializada, que este país concentra más del 85 por ciento de la capacidad de producción 
de poliestirenos en Norteamérica, al disponer de plantas con una capacidad total de 2,955 miles de 
toneladas, de la cual más del 50 por ciento se localiza en la región de los Grandes Lagos y 19 por ciento 
se ubica en la zona del Golfo de México. 

56. Asimismo, indicaron que de la capacidad instalada en los Estados Unidos de América, el 86 por 
ciento corresponde a poliestirenos cristal e impacto, mientras que el 14 por ciento restante corresponde a 
poliestireno tipo expansible. En particular, la capacidad instalada de los Estados Unidos de América para 
producir poliestireno impacto es de 1´375,000 toneladas, de las cuales el 78 por ciento se concentra en 5 
productores Fina, Novacor, Huntsman Chemical, Basf Corp. y Dow Chemical; cuya integración productiva 
incluye la fabricación de estireno y en muchos casos producen benceno y etileno. 

57. Por otra parte, las solicitantes manifestaron que la capacidad actual de producción en los Estados 
Unidos de América es similar a la existente en 1989, ya que, aunque a principios de los noventa Dow 
Chemical y Nova racionalizaron su capacidad, posteriormente se llevaron a cabo una serie de 
expansiones de la capacidad en plantas ya existentes, entre las que destacan Nova con 36,000 toneladas, 
Basf Corp., con 18,000 toneladas, Hunstman Chemical con 14,000 toneladas y Fina con 13,000 
toneladas. 

58. Los altos niveles de utilización y un crecimiento de la demanda mayor al esperado han motivado 
que diversos productores anuncien sus intenciones de expandir sus capacidades de producción de 
poliestireno. Entre las expansiones potenciales de capacidad sobresalen las siguientes: Nova proyecta un 
incremento de 227,000 toneladas, Basf Corp. de 143,000 toneladas, Chevron Chemical de 114,000 
toneladas, Fina de 113,000 toneladas y Hunstman de 100,000 toneladas. 

59. En relación con los precios internacionales, las solicitantes manifestaron que en términos 
generales los precios más bajos se registran en Asia, seguidos de Europa y los Estados Unidos de 
América. La expectativa de precios en el mercado de los Estados Unidos de América, el cual rige a su vez 
los precios de venta en los Estados Unidos Mexicanos, presenta una tendencia descendente hacia el 
segundo semestre de 1998, a pesar de que se anunció un incremento de precios desde principios de 1997 
que no se ha llevado a cabo. 

60. Por otra parte, las solicitantes indicaron que el precio del monómero de estireno presenta una 
tendencia a la alza, lo cual es preocupante, dado que cualquier incremento que se registre en el precio de 
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esta materia prima en los Estados Unidos de América impactará directamente los precios en los Estados 
Unidos Mexicanos, lo que difícilmente podrá reflejarse en el precio de venta del poliestireno. 

Mercado nacional 
61. Las solicitantes señalaron que actualmente sólo existen tres productores nacionales de resinas de 

poliestireno impacto, de un total de seis empresas que se encontraban operando en 1993. De las tres 
empresas que continúan en operación, una de ellas, Ebroquimex, S.A. de C.V. produce únicamente para 
autoconsumo, y las otras dos empresas, solicitantes de esta investigación, Poliestireno y Derivados, S.A. 
de C.V. y Resirene, S.A. de C.V. producen para abastecer al mercado nacional y representan el 90 por 
ciento de la producción nacional. 

62. Para acreditar su representatividad, las empresas solicitantes presentaron una constancia 
expedida por la Asociación Nacional de la Industria Química, A.C., en la que se establece que Poliestireno 
y Derivados, S.A. de C.V. y Resirene, S.A. de C.V. constituyen el 90 por ciento de la producción nacional 
de poliestireno impacto. 

63. Con base en lo establecido en el punto anterior y con fundamento en lo dispuesto en los artículos 
40 de la Ley de Comercio Exterior, 4.1 primer párrafo y 5.4 del Acuerdo relativo a la Aplicación del Artículo 
VI del Acuerdo General sobre Aranceles Aduaneros y Comercio de 1994, la Secretaría determina que las 
empresas Poliestireno y Derivados, S.A. de C.V. y Resirene, S.A. de C.V. son representativas de la rama 
de producción nacional de poliestireno impacto. 

64. De acuerdo con las empresas solicitantes, una de las características del mercado nacional de 
poliestireno impacto es el de ser “poco leal”, ya que los consumidores de esta resina cambian fácilmente 
de proveedor, no por calidad sino por precio. El número de compradores de poliestireno impacto en el 
mercado nacional es de aproximadamente 130. Sin embargo, la demanda se concentra en 18 
consumidores, los cuales representan aproximadamente el 80 por ciento del mercado. 

Consumidores nacionales 
65. De acuerdo con la información de consumo de poliestireno impacto por segmento de mercado 

proporcionada por las empresas solicitantes, durante el periodo comprendido de enero de 1997 a junio de 
1998, los principales usuarios industriales de este producto fueron fabricantes de envases desechables, de 
electrodomésticos y de distribución. Asimismo, otros consumidores de poliestireno impacto fueron los 
productores de artículos de oficina, escolares, del hogar, juguetes, calzado y otros. 

Canales de distribución 
66. Las solicitantes señalaron que la comercialización del poliestireno impacto se realiza por ventas 

directas y a través de distribuidores. 
Análisis de daño y causalidad 
67. Con fundamento en los artículos 39 y 41 de la Ley de Comercio Exterior; 64 de su Reglamento, y 3 

del Acuerdo relativo a la Aplicación del Artículo VI del Acuerdo General sobre Aranceles Aduaneros y 
Comercio de 1994, y con base en la valoración de las pruebas aportadas por las solicitantes, así como en 
la información obtenida del Sistema de Información Comercial de México de la propia Secretaría, se 
examinó la existencia de elementos para determinar si las importaciones propuestas a investigación 
causaron daño a la industria nacional de mercancías similares. 

Análisis de las importaciones objeto de discriminación de precios 
68. De conformidad con lo dispuesto en el artículo 41 de la Ley de Comercio Exterior, 64 de su 

Reglamento y 3.2 del Acuerdo relativo a la Aplicación del Artículo VI del Acuerdo General sobre Aranceles 
Aduaneros y Comercio de 1994, la Secretaría evaluó si en el periodo comprendido de enero de 1997 a 
junio de 1998 aumentó el volumen de las importaciones investigadas en términos absolutos o en relación 
con el consumo interno del país; si dichas importaciones concurrieron al mercado nacional para atender 
los mismos mercados o a los mismos consumidores y si utilizaron los mismos canales de distribución. 

69. Poliestireno y Derivados, S.A. de C.V. argumentó que las importaciones temporales y de maquila 
deben ser incluidas en la determinación de daño, ya que las empresas que realizan este tipo de 
importaciones representan un mercado potencial importante al que los productores nacionales no han 
podido accesar por la presencia de la práctica desleal. 

70. De acuerdo con esta empresa, la Ley de Comercio Exterior en el artículo 41 fracción I menciona 
que para la determinación del daño se analizará el volumen de importaciones en condiciones de 
discriminación de precios, y que en ninguna parte especifica que el daño únicamente se deberá probar 
como consecuencia única y directa de importaciones definitivas. 

71. La Secretaría consideró improcedente la solicitud del productor nacional de incluir en el análisis de 
daño las importaciones temporales, por las razones que se indican a continuación: 

i. Tal como señala la solicitante, las importaciones temporales no están sujetas al pago de cuotas 
compensatorias, por lo que resultaría inconsistente incluirlas en la determinación de daño y estar 
imposibilitados para aplicar una medida correctiva a las mismas o en su caso una cuota compensatoria. 



Miércoles 10 de marzo de 1999 DIARIO OFICIAL 25 

ii. Las importaciones temporales permanecen en el territorio nacional por un tiempo limitado y para 
una finalidad específica, dichas mercancías no pueden ser comercializadas libremente, además de que 
transcurrido el plazo establecido tienen que ser retornadas al extranjero, de no ser así tendrían que 
cambiar a régimen definitivo y pagar los impuestos al comercio exterior correspondientes y, en su caso, 
las cuotas compensatorias. 

iii. Existen disposiciones legales específicas en instrumentos jurídicos diferentes a la legislación sobre 
prácticas desleales de comercio internacional, en las cuales se establecen sanciones para aquellas 
empresas con programas de importación temporal para exportación o maquiladoras que realicen 
importaciones que afecten a la industria nacional o que cumplan los requisitos establecidos para su 
importación definitiva. 

72. Las solicitantes argumentaron que las importaciones definitivas de poliestireno impacto han 
mostrado un incremento sostenido desde 1991 y que dicha tendencia creciente se acentuó a finales de 
1995 y continuó hasta junio de 1998. Asimismo, señalaron que la participación de las importaciones 
originarias de los Estados Unidos de América en las importaciones totales se ha incrementado, como 
resultado de la apertura comercial derivada del Tratado de Libre Comercio de América del Norte. 

73. Para sustentar su argumento, las solicitantes presentaron estadísticas de importaciones definitivas 
por país de origen de 1991 a junio de 1998, así como cifras de importación por empresa importadora al 
nivel de pedimento, obtenidas de la Secretaría de Hacienda y Crédito Público correspondientes al periodo 
propuesto a investigación, y señalaron que la empresa Basf Mexicana, S.A. de C.V. fue el principal 
importador de poliestireno impacto en dicho periodo. 

74. Asimismo, las solicitantes argumentaron que como consecuencia del incremento de las 
importaciones definitivas de poliestireno impacto, originarias de los Estados Unidos de América, la 
producción nacional ha perdido participación de mercado, ya que el aumento de las importaciones 
propuestas a investigación ha sido superior al del consumo nacional de poliestireno impacto. 

75. Además, argumentaron que por las fracciones arancelarias 3903.90.05 y 3903.90.99 de la Tarifa 
de la Ley del Impuesto General de Importación, se efectuaron importaciones de mercancías diferentes al 
producto propuesto a investigación y señalaron que de acuerdo con sus estimaciones del volumen total de 
importaciones definitivas que ingresaron en el periodo propuesto a investigación el 82 por ciento 
correspondió a poliestireno impacto. 

76. Al respecto, la Secretaría advirtió que la información proporcionada por las solicitantes se refiere 
exclusivamente al periodo de enero de 1997 a junio de 1998, por lo que para efectos del análisis del 
comportamiento del volumen de las importaciones propuestas a investigación y de su participación en el 
mercado mexicano, en el periodo propuesto a investigación en relación con el periodo comparable 
anterior, se basó en las estadísticas obtenidas del Sistema de Información Comercial de México sobre las 
importaciones definitivas totales que ingresaron por las fracciones arancelarias 3903.90.05 y 3903.90.99 
de la Tarifa de la Ley del Impuesto General de Importación. 

77. A partir de lo anterior, la Secretaría observó que en el periodo de enero de 1997 a junio de 1998, 
en relación con un periodo comparable anterior, enero de 1995 a junio de 1996, las importaciones totales 
se incrementaron en 23 por ciento, en tanto que las importaciones originarias de los Estados Unidos de 
América aumentaron 47 por ciento. Como resultado de lo anterior, la participación de las importaciones 
propuestas a investigación, en el total importado, registró un crecimiento de 15 puntos porcentuales al 
pasar de 77 por ciento en el periodo de enero de 1995 a junio de 1996 al 92 por ciento en el periodo 
propuesto para investigación. 

78. A fin de analizar el comportamiento de las importaciones de poliestireno impacto originarias de los 
Estados Unidos de América, en relación con el consumo interno de dicho producto, la Secretaría estimó el 
tamaño del mercado mexicano a través del consumo nacional aparente, calculado a partir de la suma de 
la producción nacional más las importaciones definitivas totales menos las exportaciones totales. Las 
cifras de producción nacional y exportaciones fueron proporcionadas por las solicitantes, mientras que las 
importaciones totales fueron obtenidas del Sistema de Información Comercial de México. 

79. Con base en lo anterior, la Secretaría observó que en el periodo propuesto para investigación, de 
enero de 1997 a junio de 1998, en relación con el periodo comparable anterior, las importaciones de 
poliestireno impacto originarias de los Estados Unidos de América incrementaron su participación en el 
mercado nacional en 3 puntos porcentuales al pasar del 18 al 21 por ciento del consumo nacional 
aparente. 

80. En relación con el destino final de las importaciones y los canales de distribución, la Secretaría 
identificó en el listado de pedimentos de importación del Sistema de Información Comercial de México a 
diversas empresas clientes de las solicitantes. Sin embargo, en virtud de que el mayor volumen importado 
de poliestireno impacto originario de los Estados Unidos de América lo realizó la empresa Basf Mexicana, 
S.A. de C.V., la cual a su vez es comercializadora del producto propuesto a investigación, la Secretaría no 
contó con información que le permitiera corroborar que el producto importado se destinó a los mismos 
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clientes y usos que el producto de fabricación nacional. Al respecto, en la siguiente etapa de la 
investigación, la Secretaría se allegará de mayores elementos para evaluar si las importaciones 
investigadas concurrieron al mismo mercado que la industria nacional. 

Efectos sobre los precios 
81. En cumplimiento a lo establecido en los artículos 41 fracción II de la Ley de Comercio Exterior, 64 

fracción II de su Reglamento y 3.2 del Acuerdo relativo a la Aplicación del Artículo VI del Acuerdo General 
sobre Aranceles Aduaneros y Comercio de 1994, la Secretaría analizó si los precios de las importaciones 
propuestas a investigación disminuyeron en el periodo propuesto a investigación con respecto a los 
observados en periodos comparables, si fueron inferiores al resto de las importaciones, si las 
importaciones investigadas concurrieron al mercado mexicano a un precio inferior al del producto 
nacional, si el efecto de las importaciones fue deprimir los precios internos o impedir el aumento que en 
otro caso se hubiera producido, y si el nivel de precios de las importaciones fue el factor determinante 
para explicar el comportamiento y su participación en el mercado nacional. 

82. Resirene, S.A. de C.V. argumentó que las importaciones de poliestireno impacto originarias de los 
Estados Unidos de América en condiciones de discriminación de precios ocasionaron inestabilidad en el 
mercado mexicano y una fuerte caída en los precios nacionales. Asimismo, señaló que como 
consecuencia de los bajos precios de las importaciones que enfrentó en el periodo propuesto a 
investigación, tuvo que reducir los precios para no perder participación en el mercado. Lo anterior, se 
reflejó en pérdidas de utilidades, derivado de la diferencia entre el precio al que vendió y al que pudo 
haber aspirado en condiciones leales de competencia. 

83. Para sustentar su argumento Resirene, S.A. de C.V. proporcionó información relativa a 
comparaciones entre los precios mensuales del mercado doméstico de los Estados Unidos de América 
puestos en los Estados Unidos Mexicanos y sus precios de venta, el comportamiento de su margen de 
utilidad, así como tablas por cliente a los que les redujo el precio por enfrentar oferta de importación y el 
monto de pérdida de utilidades atribuible a las importaciones. 

84. Por su parte, Poliestireno y Derivados, S.A. de C.V. argumentó que los bajos precios a los que los 
exportadores vendieron a las empresas en los Estados Unidos Mexicanos, provocaron una disminución de 
los precios nacionales de poliestireno impacto, ya que de otro modo los productores nacionales no 
habrían tenido acceso al mercado. De acuerdo con esta empresa, a pesar de que modificó su política de 
ventas y redujo sus precios a niveles similares a los que se ofrecía el producto importado, no logró 
mantener su volumen, en tanto que los precios continuaron disminuyendo. 

85. Para efectos del análisis del comportamiento de los precios de las importaciones, la Secretaría 
calculó el precio promedio ponderado, puesto en mercado mexicano, de las importaciones originarias de 
los Estados Unidos de América y de las originarias de otros países, a partir de los datos de valor y 
volumen de las estadísticas de importación del Sistema de Información Comercial de México, a lo que 
agregó el monto correspondiente a aranceles y derecho de trámite aduanero. 

86. Con base en lo anterior, la Secretaría observó que en el periodo propuesto para investigación en 
relación con el periodo comparable anterior, el precio de las importaciones de poliestireno impacto 
originarias de los Estados Unidos de América disminuyó 26 por ciento, mientras que el precio de las 
importaciones de otros países se incrementó en 14 por ciento, lo que permitió que en el periodo enero de 
1997 a junio de 1998, el precio promedio de las importaciones originarias de los Estados Unidos de 
América se ubicara 30 por ciento por debajo del precio de las importaciones de otros países. 

87. Para efectos de la comparación del precio de las importaciones de poliestireno impacto originarias 
de los Estados Unidos de América con el precio de venta al mercado interno del producto similar de 
fabricación nacional, en el periodo propuesto a investigación, la Secretaría consideró el valor y volumen 
de las importaciones resultantes de la aplicación de la metodología e información señalados en los puntos 
37, 40 y 41 de esta Resolución. Asimismo, el precio nacional se calculó a partir del valor y volumen de las 
ventas al mercado interno libre a bordo efectuadas por las solicitantes. 

88. A partir de lo anterior, la Secretaría observó que en el periodo enero de 1997 a junio de 1998 el 
precio promedio de las importaciones de poliestireno impacto originarias de los Estados Unidos de 
América en presuntas condiciones de discriminación de precios, con aranceles y derechos incluidos, se 
ubicó 4 por ciento por abajo del precio promedio de venta al mercado interno de la industria nacional, el 
cual registró una disminución de 23 por ciento respecto del promedio observado en el periodo enero de 
1995 a junio de 1996. 

89. A partir de los argumentos de las solicitantes sobre la afectación en las utilidades derivada de la 
depresión de los precios internos, la Secretaría analizó el comportamiento de dicha variable financiera en 
forma agregada para los dos productores nacionales, con base en la información sobre utilidades y 
pérdidas del producto propuesto a investigación aportada por los mismos. 

90. Con base en lo anterior, la Secretaría observó que en el periodo enero de 1997 a junio de 1998 en 
relación con el lapso comparable anterior el valor de las ventas internas disminuyó 24 por ciento en 
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términos reales y el precio interno se redujo en 41 por ciento. En consecuencia, en el periodo propuesto a 
investigación respecto del periodo enero de 1995 a junio de 1996, la utilidad bruta de las ventas internas 
registró un descenso de 47 por ciento y el margen bruto disminuyó 9 puntos porcentuales, debido a que la 
caída en las ventas fue mayor que la reducción observada en el costo de las mismas, el cual disminuyó 
en 14 por ciento. 

91. Adicionalmente, la Secretaría observó que la tendencia decreciente en el precio de las 
importaciones de poliestireno impacto originarias de los Estados Unidos de América estuvo asociada al 
incremento del volumen de las mismas, lo que aunado a la naturaleza y características del producto 
propuesto a investigación, así como al comportamiento de los precios del producto similar de fabricación 
nacional, permiten presumir que el nivel de precios a que concurrieron las importaciones al mercado 
nacional fue un factor determinante para explicar el incremento de las mismas tanto en términos 
absolutos como en relación con el consumo interno. 

Efectos sobre la producción nacional 
92. De conformidad con lo dispuesto en los artículos 41 de la Ley de Comercio Exterior; 64 y 65 de su 

Reglamento; y 3.4 del Acuerdo relativo a la Aplicación del Artículo VI del Acuerdo General sobre 
Aranceles Aduaneros y Comercio de 1994, la Secretaría evaluó los efectos de las importaciones 
investigadas sobre los factores económicos relevantes que influyeron en la situación de la industria del 
producto nacional similar. 

93. Poliestireno y Derivados, S.A. de C.V., manifestó que como consecuencia de las importaciones en 
condiciones de discriminación de precios, año con año ha visto reducida su cartera de clientes, 
agudizándose esta situación en 1998 con relación a los registrados en el primer semestre de 1997. 
Asimismo, señaló que desde 1995 se observa una continua disminución del nivel de ventas de su 
empresa, que continuó hasta 1997 en el que se observó una reducción de 9.2 por ciento en relación con el 
nivel de ventas observado en 1996. 

94. Resirene, S.A. de C.V., manifestó que como consecuencia de la competencia de las importaciones 
de los Estados Unidos de América en condiciones desleales, para algunos meses del periodo propuesto a 
investigación tuvo que bajar sus ventas e incrementar sus inventarios lo que afectó su producción, por lo 
que se vio en la necesidad de modificar su política de ventas otorgando descuentos a algunos de sus 
clientes para enfrentar la oferta de importación. 

95. Resirene, S.A. de C.V., manifestó que no son tan importantes los volúmenes de reducción de 
compra de sus clientes, sino los precios tan bajos que se han ofertado por la competencia internacional, 
ya que sus ventas se han mantenido a costa de bajar sus precios. 

96. La Secretaría analizó el comportamiento de los indicadores económicos de la industria nacional y 
de las empresas solicitantes en forma agregada, al respecto observó que en el periodo propuesto para 
investigación en relación con el periodo enero de 1995 a junio de 1996, la producción nacional y la de las 
empresas solicitantes registraron un incremento de 15 por ciento. Asimismo, advirtió que la producción 
orientada al mercado interno aumentó 27 por ciento, las ventas totales de las empresas solicitantes 
crecieron 15 por ciento y las ventas al mercado nacional se incrementaron 27 por ciento. 

97. Por otra parte, la Secretaría observó que el consumo nacional aparente de poliestireno impacto, 
estimado de acuerdo con lo establecido en el punto 77 de la presente Resolución, registró un incremento 
de 26 por ciento en el periodo de enero de 1997 a junio de 1998 en relación con el periodo enero de 1995 
a junio de 1996. Asimismo, la Secretaría advirtió que la producción nacional de poliestireno impacto 
orientada al mercado interno mantuvo constante su participación en el consumo nacional, mientras que 
las importaciones originarias de los Estados Unidos de América la incrementaron en 3 puntos 
porcentuales y las importaciones de otros países la disminuyeron en 4 puntos porcentuales. 

98. Adicionalmente, la Secretaría observó que los inventarios promedio del periodo propuesto a 
investigación respecto del nivel registrado en el periodo comparable anterior disminuyeron 8 por ciento y 
el empleo se redujo en 3 por ciento. 

99. Las solicitantes proporcionaron información agregada sobre la capacidad instalada de sus 
empresas y la nacional, para la fabricación de resinas de poliestireno. Dado que en las diversas plantas se 
producen otros productos diferentes al propuesto a investigación, de los cuales la Secretaría no dispuso 
de datos de producción, no le fue posible evaluar la utilización de la capacidad instalada nacional 
atribuible específicamente a poliestireno impacto. 

100. No obstante, el hecho de que la capacidad instalada total de las empresas solicitantes aumentó 5 
por ciento en el periodo propuesto para investigación en relación con el lapso comparable anterior, 
mientras que la producción conjunta de poliestireno impacto de ambas empresas se incrementó 15 por 
ciento en el periodo propuesto para investigación con relación al periodo comparable anterior, permite a la 
Secretaría presumir que la producción de poliestireno impacto contribuyó en mayor proporción que los 
otros productos a la utilización de la capacidad instalada. En la siguiente etapa de la investigación, la 
Secretaría se allegará de mayores elementos para evaluar el comportamiento de dicho indicador. 
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101. La Secretaría realizó el análisis financiero únicamente para el desempeño de las variables 
financieras del producto propuesto a investigación, con base en los estados financieros auditados 
correspondientes a los años de 1995 a 1997 y en la información proporcionada por las empresas 
solicitantes en los anexos al formulario oficial, ya que la Secretaría considera que el desempeño de ese 
producto no impacta de manera importante el resultado financiero global de las empresas, en virtud de 
que en 1997 la participación de las ventas internas de poliestireno impacto en las ventas totales de 
Resirene, S.A. de C.V., y de Poliestireno y Derivados, S.A. de C.V., fue de 43 y 42 por ciento, 
respectivamente. 

102. En cuanto a Resirene, S.A. de C.V., la Secretaría observó que en el periodo propuesto a 
investigación en relación con el lapso comparable anterior, el valor de las ventas internas de poliestireno 
impacto en términos reales registró un descenso de 7 por ciento y el precio promedio de las mismas 
disminuyó 39 por ciento. En consecuencia, la utilidad bruta de las ventas al mercado interno registró una 
reducción de 33 por ciento, mientras que el margen bruto descendió 10 puntos porcentuales. 

103. Con respecto a Poliestireno y Derivados, S.A. de C.V., la Secretaría observó que en el periodo 
enero de 1997 a junio de 1998 en relación con enero de 1995 a junio de 1996, el valor de las ventas 
internas de poliestireno impacto en términos reales disminuyó 53 por ciento y el precio promedio de las 
mismas se redujo en 41 por ciento. Por lo anterior, la utilidad bruta de las ventas al mercado interno 
registró una disminución de 91 por ciento, mientras que el margen bruto descendió 17 puntos 
porcentuales. 

104. El resultado preliminar del análisis conjunto del comportamiento de las importaciones, precios e 
indicadores económicos de la industria nacional, permiten presumir que la posible afectación a los 
ingresos de la rama de la producción nacional se transmitió vía precios, cuya reducción no fue 
compensada por los incrementos de las cantidades vendidas al mercado interno, ya que, por una parte, se 
observó un comportamiento positivo de la producción y ventas al mercado interno de la industria nacional 
de poliestireno impacto y, por la otra, se registró un deterioro en los precios de venta al mercado interno, 
el cual derivó en un desempeño negativo de las variables financieras relevantes del producto propuesto a 
investigación. 

Conclusión 
105. Por lo anteriormente expuesto, la Secretaría considera que las solicitantes aportaron indicios 

suficientes para presumir que durante el periodo comprendido entre enero de 1997 y junio de 1998, las 
importaciones de poliestireno impacto, en presuntas condiciones de discriminación de precios originarias 
de los Estados Unidos de América, independientemente del país de procedencia, causaron daño a la 
producción nacional, en términos de lo establecido en los artículos 41 y 42 de la Ley de Comercio 
Exterior, 64, 68 y 69 de su Reglamento, y 3 del Acuerdo relativo a la Aplicación del Artículo VI del Acuerdo 
General sobre Aranceles Aduaneros y Comercio de 1994, razón suficiente para iniciar una investigación 
por presuntas prácticas desleales de comercio internacional, según lo disponen los artículos 52 de la Ley 
de Comercio Exterior, 81 de su Reglamento y 5 del Acuerdo relativo a la Aplicación del Artículo VI del 
Acuerdo General sobre Aranceles Aduaneros y Comercio de 1994, por lo que es procedente emitir la 
siguiente: 

RESOLUCION 
106. Se acepta la solicitud presentada por las empresas Poliestireno y Derivados, S.A. de C.V., y 

Resirene, S.A. de C.V., y se declara el inicio de la investigación antidumping sobre las importaciones de 
poliestireno impacto, originarias de los Estados Unidos de América, independientemente del país de 
procedencia, mercancía clasificada en las fracciones arancelarias 3903.90.05 y 3903.90.99 de la Tarifa de 
la Ley del Impuesto General de Importación, fijándose como periodo de investigación el comprendido del 
1 de enero de 1997 al 30 de junio de 1998. 

107. De conformidad con lo dispuesto en el artículo 93 fracción V de la Ley de Comercio Exterior, la 
Secretaría podrá imponer una sanción equivalente al monto que resulte de aplicar, en su caso, la cuota 
compensatoria definitiva a las importaciones efectuadas hasta por los tres meses anteriores a la fecha de 
aplicación de las cuotas compensatorias provisionales, si tales medidas procedieren y si se comprueban 
los supuestos descritos en dicho precepto. 

108. Con fundamento en los artículos 53 de la Ley de Comercio Exterior y 164 de su Reglamento, se 
concede un plazo de 30 días hábiles, contado a partir de la publicación de esta Resolución en el Diario 
Oficial de la Federación, a los importadores, exportadores, personas morales extranjeras o cualquier 
otra persona que considere tener interés en el resultado de la investigación, para que comparezcan ante la 
Secretaría a presentar el formulario oficial de investigación a que se refiere el artículo 54 de la misma ley 
y a manifestar lo que a su derecho convenga. 

109. Para obtener el formulario oficial de investigación a que se refiere el punto anterior, los 
interesados deberán acudir a la oficialía de partes de la Unidad de Prácticas Comerciales Internacionales, 
sita en Insurgentes Sur 1940, planta baja, colonia Florida, código postal 01030, México, Distrito Federal. 
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110. La audiencia pública a la que hace referencia el artículo 81 de la Ley de Comercio Exterior, se 
llevará a cabo el día 2 de diciembre de 1999, en el domicilio de la Unidad de Prácticas Comerciales 
Internacionales citado en el punto anterior. 

111. Los alegatos a que se refiere el tercer párrafo del artículo 82 de la Ley de Comercio Exterior, 
deberán presentarse en un plazo que vencerá a las 14:00 horas del día 14 de diciembre de 1999. 

112. Notifíquese a las partes de que se tiene conocimiento, conforme a lo dispuesto en el artículo 53 
de la Ley de Comercio Exterior, trasladándose copia de la versión pública y los anexos de la solicitud a 
que se refiere el punto 1 de esta Resolución, así como del formulario oficial de investigación. 

113. Comuníquese esta Resolución a la Administración General de Aduanas del Sistema de 
Administración Tributaria de la Secretaría de Hacienda y Crédito Público, para los efectos legales 
correspondientes. 

114. La presente Resolución entrará en vigor al día siguiente de su publicación en el Diario Oficial de 
la Federación. 

México, D.F., a 26 de febrero de 1999.- El Secretario de Comercio y Fomento Industrial, Herminio 
Blanco Mendoza.- Rúbrica. 

SECRETARIA DE SALUD 
TERCERA actualización del Catálogo de Medicamentos Genéricos Intercambiables. 

Al margen un sello con el Escudo Nacional, que dice: Estados Unidos Mexicanos.- Secretaría de Salud.- 
Consejo de Salubridad General. 

El Consejo de Salubridad General, con fundamento en los artículos 17, fracción IX de la Ley General 
de Salud; 74 del Reglamento de Insumos para la Salud y 13, fracción IX del Reglamento Interior de este 
Consejo, da a conocer la 

TERCERA ACTUALIZACION DEL CATALOGO DE MEDICAMENTOS GENERICOS 
INTERCAMBIABLES 

GENERICO FORMA 
FARMACEUTICA 

PRESENTACION LABORATORIO 

ACICLOVIR Ungüento oftálmico 30 mg/g 
Envase con 7 g 

Sophia 
047M94 SSA 

ACICLOVIR Solución inyectable IV 250 mg 
Envase con un frasco 
ámpula 

Pisa 
171M95 SSA 

ACIDO RETINOICO Crema 0.050 g/100 g 
Envase con 20 g 

Dermatológicos 
Darier 
011M98 SSA 

AGUA INYECTABLE * Solución inyectable 
IM o IV 

5 ml 
Envase con 100 ampolletas 

Alpha 
76460 SSA 

AGUA INYECTABLE * Solución inyectable 
IM o IV 

10 ml 
Envase con 100 ampolletas 

Alpha 
76460 SSA 

AGUA INYECTABLE * Solución inyectable IV 500 ml 
Envase con 500 ml 

Alpha 
76460 SSA 

ALBENDAZOL Suspensión oral 20 mg/ml 
Envase con 20 ml 

Rep. e Inv. Médicas 
149M94 SSA 

ALBENDAZOL Suspensión oral 20 mg/ml 
Envase con 20 ml 

Diba 
155M97 SSA 

AMBROXOL Solución oral 300 mg/100 ml 
Envase con 120 ml 

Rep. e Inv. Médicas 
134M95 SSA 

AMBROXOL Solución oral 300 mg/100 ml 
Envase con 120 ml 

Degort’s Chemical 
049M94 SSA 

AMBROXOL Solución oral 300 mg/100 ml 
Envase con 120 ml 

Diba 
259M94 SSA 

AMIKACINA Solución inyectable 
IM o IV 

500 mg/2 ml 
Envase con una ampolleta 

Diba 
158M96 SSA 

AMIKACINA Solución inyectable 
IM o IV 

100 mg/2 ml 
Envase con una ampolleta 

Diba 
158M96 SSA 

AMIKACINA Solución inyectable 
IM o IV 

500 mg/2 ml 
Envase con una ampolleta 

Rep. e Inv. Médicas 
325M93 SSA 
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AMIKACINA Solución inyectable 
IM o IV 

100 mg/2 ml 
Envase con una ampolleta 

Rep. e Inv. Médicas 
325M93 SSA 

AMOXICILINA Solución inyectable IV 250 mg/2 ml 
Envase con polvo y 
ampolleta con 2 ml 

Smithkline Beecham 
88252 SSA 

AMOXICILINA Solución inyectable IV 500 mg/2 ml 
Envase con polvo y 
ampolleta con 2 ml 

Smithkline Beecham 
88252 SSA 

AMPICILINA Solución inyectable 
IM o IV 

500 mg/2 ml 
Envase con polvo y 
ampolleta con 2 ml 

Rep. e Inv. Médicas  
88933 SSA 

BENCILPENICILINA 
SODICA CRISTALINA 

Solución inyectable 
IM o IV 

1 000 000 U/2 ml 
Envase con polvo y una 
ampolleta con 2 ml 

Fustery 
404M86 SSA 

BENCILPENICILINA 
SODICA CRISTALINA 

Solución inyectable IV 5 000 000 U 
Envase con un frasco 
ámpula 

Fustery 
404M86 SSA 

BENCILPENICILINA 
SODICA CRISTALINA 

Solución inyectable 
IM o IV 

1 000 000 U/2 ml 
Envase con polvo y una 
ampolleta con 2 ml 

Rep. e Inv. Médicas 
258M81 SSA 

BENCILPENICILINA 
SODICA CRISTALINA 

Solución inyectable IV 5 000 000 U 
Envase con un frasco 
ámpula 

Rep. e Inv. Médicas  
258M81 SSA 

BENZONATATO * Perlas 100 mg 
Envase con 20 perlas 

Best 
434M89 SSSA 

BENZONATATO * Perlas 100 mg 
Envase con 20 perlas 

Rep. e Inv. Médicas 
126M94 SSA 

BETAMETASONA Ungüento 0.050 g/100 g 
Envase con 30 g 

Dermatológicos 
Darier 
145M97 SSA 

BEZAFIBRATO Tabletas 200 mg 
Envase con 30 tabletas 

Bruluart 
515M97 SSA 

BUTILHIOSCINA Grageas 10 mg 
Envase con 10 grageas 

Rep. e Inv. Médicas 
415M94 SSA 

BUTILHIOSCINA, 
METAMIZOL 

Solución inyectable 
IM o IV 

0.02 g/5 ml y 2.5 mg/5 ml 
Envase con 5 ampolletas 

Diba 
80389 SSA 

CALCIO Comprimidos 
efervescentes 

500 mg 
Envase con 12 comprimidos 

Tecnofarma 
447M93 SSA 

CEFALOTINA Solución inyectable 
IM o IV 

1 g/5 ml 
Envase con polvo y una 
ampolleta con 5 ml 

Grupo Carbel 
074M95 SSA 

CEFALOTINA Solución inyectable 
IM o IV 

1 g/5 ml 
Envase con polvo y una 
ampolleta con 5 ml 

Eli Lilly 
75294 SSA 

CEFOTAXIMA Solución inyectable IV 1 g/4 ml 
Envase con polvo y una 
ampolleta con 4 ml 

Rep. e Inv. Médicas 
404M97 SSA 

CEFOTAXIMA Solución inyectable IV 1 g/4 ml 
Envase con polvo y una 
ampolleta con 4 ml 

Liomont 
066M91 SSA 

CEFTAZIDIMA Solución inyectable 
IM o IV 

1 g/3 ml 
Envase con polvo y una 
ampolleta con 3 ml 

Kendrick 
057M94 SSA 

CEFTAZIDIMA Solución inyectable 
IM o IV 

1 g/3 ml 
Envase con polvo y una 
ampolleta con 3 ml 

Rep. e Inv. Médicas 
499M97 SSA 

CEFTRIAXONA Solución inyectable IV 1 g/10 ml 
Envase con polvo y una 
ampolleta con 10 ml 

Salus 
626M98 SSA 
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CIPROFLOXACINA Solución oftálmica 3 mg/ml 
Envase con 5ml 

Sophia 
127M94 SSA 

CISAPRIDA Tabletas 5 mg 
Envase con 30 tabletas 

Kendrick 
410M97 SSA 

CISAPRIDA Tabletas 5 mg 
Envase con 60 tabletas 

Kendrick 
410M97 SSA 

CISAPRIDA Tabletas 10 mg 
Envase con 30 tabletas 

Kendrick 
410M97 SSA 

CISAPRIDA Tabletas 10 mg 
Envase con 60 tabletas 

Kendrick 
410M97 SSA 

CITARABINA Solución inyectable IV 500 mg/10 ml 
Envase con un frasco 
ámpula 

Lemery 
438M94 SSA 

CLINDAMICINA Solución inyectable 
IM o IV 

300 mg/2 ml 
Envase con una ampolleta 

Rep. e Inv. Médicas 
106M95 SSA 

CLONIXINATO DE 
LISINA 

Solución inyectable 
IM o IV 

100 mg/2 ml 
Envase con 5 ampolletas 

Silanes 
171M93 SSA 

CLORAMFENICOL Solución oftálmica 5 mg/ml 
Envase con 15 ml 

Sophia 
45834 SSA 

CLORAMFENICOL Ungüento oftálmico 5 mg/g 
Envase con 5 g 

Sophia 
44239 SSA 

CLORAMFENICOL Solución oftálmica 5 g/100 ml 
Envase con 15 ml 

Diba 
333M81 SSA 

CLORTALIDONA Tabletas 50 mg 
Envase con 20 tabletas 

Protein 
048M92 SSA 

CLORURO DE 
POTASIO 

Solución inyectable 
IV (Infusión) 

1.49 g/10 ml 
Envase con 50 ampolletas 

Alpha 
64537 SSA 

CLORURO DE SODIO 
Y GLUCOSA 

Solución inyectable 
IV (Infusión) 

0.9 g/100 ml y 5 g/100 ml 
Envase 250 ml 

Alpha 
23733 SSA 

CLORURO DE SODIO 
Y GLUCOSA 

Solución inyectable 
IV (Infusión) 

0.9 g/100 ml y 5 g/100 ml 
Envase con 12 frascos con 
1000 ml 

Alpha 
23733 SSA 

CLORURO DE SODIO 
Y GLUCOSA 

Solución inyectable 
IV (Infusión) 

0.9 g/100 ml y 5 g/100 ml 
Envase 500 ml 

Alpha 
23733 SSA 

CROMOGLICATO DE 
SODIO 

Solución oftálmica 40 mg/ml 
Envase con 5 ml 

Sophia 
165M91 SSA 

DEXAMETASONA Solución inyectable 
IM o IV 

8 mg/2 ml 
Envase con una ampolleta 

Pisa 
76138 SSA 

DEXAMETASONA Solución inyectable 
IM o IV 

8 mg/2 ml 
Envase con una ampolleta 

Diba 
036M88 SSA 

DEXTROMETORFANO 
* 

Jarabe 300 mg/100ml 
Envase con 60 ml 

Rep. e Inv. Médicas 
350M94 SSA 

DICLOFENACO Grageas de liberación 
prolongada 

100 mg 
Envase con 20 grageas 

Protein 
268M91 SSA 

DICLOFENACO Solución inyectable 
IM o IV (Infusión) 

75 mg/3 ml 
Envase con 2 ampolletas 

Diba 
127M96 SSA 

DICLOXACILINA Solución inyectable 
IM o IV (infusión) 

250 mg/5 ml 
Envase con polvo y una 
ampolleta con 5 ml 

Rep. e Inv. Médicas 
465M94 SSA 

DIFENIDOL Solución inyectable 
IM o IV (Infusión) 

40 mg/2 ml 
Envase con 2 ampolletas 

Rep. e Inv. Med. 
479M97 SSA 

DIFENIDOL Tabletas 25 mg 
Envase con 30 tabletas 

Smithkline B. 
66975 SSA 

DOBUTAMINA Solución inyectable 
IV (infusión) 

250 mg/20 ml 
Envase con un frasco 
ámpula 

Pisa 
370M96 SSA 

DOPAMINA Solución inyectable 
IV (infusión) 

200 mg/5 ml 
Envase con 5 ampolletas 

Pisa 
287M93 SSA 
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DOPAMINA Solución inyectable 
IV (infusión) 

200 mg/5 ml 
Envase con 5 ampolletas 

Zafiro 
108M96 SSA 

ELECTROLITOS 
ORALES * 

Polvo Glucosa 20 g, KCl 1.5 g, 
NaCl 3.5 g, citrato sódico 2.9 
g 
Sobre con 27.9 g 

Dermatológicos 
Darier 
128M98 SSA 

ELECTROLITOS 
ORALES * 

Polvo Glucosa 20 g, KCl 1.5 g, 
NaCl 3.5 g, citrato trisódico 
2.9 g 
Sobre con 27.9 g 

Grupo Carbel 
352M94 SSA 

ELECTROLITOS 
ORALES * 

Polvo para solución Glucosa 20 g; KCl 1.5 g; 
NaCl 3.5 g; Citrato sódico 
2.9 g 
Envase con 50 sobres con 
27.9 g 

Alpha 
112M85 SSA 

ELECTROLITOS 
ORALES * 

Polvo para solución Glucosa 20 g; KCl 1.5 g; 
NaCl 3.5 g; Citrato sódico 
2.9 g 
Envase con 100 sobres con 
27.9 g 

Alpha 
112M85 SSA 

FLUOCINOLONA Crema 0.010 g/100 g 
Envase con 20 g 

Dermatológicos 
Darier 
538M96 SSA 

FLUOCINOLONA Crema 0.010 g/100 g 
Envase con 20 g 

Precimex 
73670 SSA 

FUMARATO FERROSO Suspensión oral 29 mg/ml 
Envase con 120 ml 

Bioresearch de 
México 
67704 

GENTAMICINA Solución inyectable 
IM o IV 

80 mg/2 ml 
Envase con una ampolleta 

Rep. e Inv. Médicas 
82585 SSA 

GENTAMICINA Solución inyectable 
IM o IV 

20 mg/2 ml 
Envase con una ampolleta  

Rep. e Inv. Médicas 
82585 SSA 

GENTAMICINA Solución oftálmica 3 mg/ml 
Envase con 5 ml 

Sophia 
87154 SSA 

GLUCOSA Solución inyectable IV 10 g/100 ml 
Envase con 1000 ml 

Pisa 
82177 SSA 

GLUCOSA Solución inyectable IV 10 g/100 ml 
Envase con 500 ml 

Pisa 
82177 SSA 

GLUCOSA Solución inyectable IV 5 g/100 ml 
Envase con 1000 ml 

Pisa 
82176 SSA 

GLUCOSA Solución inyectable IV 5 g/100 ml 
Envase con 500 ml 

Pisa 
82176 SSA 

GLUCOSA Solución inyectable IV 5 g/100 ml 
Envase con 250 ml 

Pisa 
82176 SSA 

GLUCOSA Solución inyectable IV 5 g/100 ml 
Envase con 100 ml 

Pisa 
82176 SSA 

GLUCOSA Solución inyectable IV 5 g/100 ml 
Envase con 50 ml 

Pisa 
82176 SSA 

GLUCOSA Solución inyectable IV 5 g/100 ml 
Envase con 250 ml 

Alpha 
56641 SSA 

GLUCOSA Solución inyectable IV 5 g/100 ml 
Envase con 500 ml 

Alpha 
56641 SSA 

GLUCOSA Solución inyectable IV 5 g/100 ml 
Envase con 1000 ml 

Alpha 
56641 SSA 

GLUCOSA Solución inyectable IV 10 g/100 ml 
Envase con 500 ml 

Alpha 
56641 SSA 

GLUCOSA Solución inyectable IV 10 g/100 ml 
Envase con 1000 ml 

Alpha 
56641 SSA 
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HIERRO DEXTRÁN Solución inyectable 
IM o IV (infusión) 

100 mg/2 ml 
Envase con 3 ampolletas 

Kendrick 
69195 SSA 

HIPROMELOSA Solución oftálmica 20 mg/ml 
Envase con 10 ml 

Sophia 
61986 SSA 

HIPROMELOSA Solución oftálmica 5 mg/ml 
Envase con 10 ml 

Sophia 
61986 SSA 

KETOTIFENO Solución oral 20 mg/100 ml 
Envase con 120 ml 

Bioresearch de 
México 
076M97 SSA 

METAMIZOL SODICO 
(Dipirona) 

Solución inyectable 
IM o IV (Diluida) 

1 g/2 ml 
Envase con 3 ampolletas 

Rep. e Inv. Médicas 
75616 SSA 

METILPREDNISOLONA Solución inyectable IM 50 mg/8 ml 
Envase con 50 frascos 
ámpula y 50 ampolletas con 
8 ml 

Lemery 
106M90 SSA 

METOCLOPRAMIDA Solución inyectable 
IM o IV 

10 mg/2 ml 
Envase con 6 ampolletas 

Cryopharma 
454M93 SSA 

METOPROLOL Tabletas 100 mg 
Envase con 20 tabletas 

Protein 
555M98 SSA 

METRONIDAZOL Solución inyectable 500 mg/100 ml 
Envase con 100 ml 

Química y Farmacia 
039M96 SSA 

METRONIDAZOL Suspensión oral 250 mg/5 ml 
Envase con 120 ml 

Randall 
77199 SSA 

METRONIDAZOL Solución inyectable 
IV (infusión) 

500 mg/100 ml 
Envase con 100 ml 

Tecnofarma 
375M98 SSA 

NAFAZOLINA Solución oftálmica 1 mg/ml 
Envase con 15 ml 

Sophia 
79689 SSA 

NAPROXENO Tabletas 250 mg 
Envase con 30 tabletas 

Silanes 
116M85 SSA 

NEOMICINA, 
POLIMIXINA B y 
GRAMICIDINA 

Solución oftálmica 1.750 mg/5 000 U y 0.025 
mg/ml 
Envase con 15 ml 

Sophia 
61516 SSA 

OMEPRAZOL Cápsulas 20 mg 
Envase con 7 cápsulas 

Carbel 
288M95 SSA 

OXIDO DE ZINC * Pasta 25 g/100 g 
Envase con 30 g 

Novag Infancia 
38521 SSA 

PANCURONIO Solución inyectable IV 4 mg/2 ml 
Envase con 50 ampolletas 

Pisa 
265M92 SSA 

PARACETAMOL * 
(Acetaminofén) 

Solución oral 100 mg/ml 
Envase con 15 ml y gotero 
calibrado 

Fármacos 
Continentales 
89707 SSA 

PARACETAMOL * 
(Acetaminofén) 

Solución oral 100 mg/ml 
Envase con 15 ml y gotero 
calibrado 

Diba 
483M97 SSA 

PARACETAMOL * 
(Acetaminofén) 

Solución oral 100 mg/ml 
Envase con 15 ml y gotero 
calibrado 

Rep. e Inv. Médicas 
270M84 SSA 

PENTOXIFILINA Grageas de liberación 
prolongada 

400 mg 
Envase con 30 grageas 

Kendrick 
087M95 SSA 

PIROXICAM Tabletas 20 mg 
Envase con 20 tabletas 

Silanes 
045M82 SSA 

PLANTAGO PSYLLUM * Polvo 49.7 g/100 g 
Envase con 400 g 

Dermatológicos 
Darier 
002P98 SSA 

PREDNISOLONA Solución oftálmica 5 mg/ml 
Envase con 5 ml 

Sophia 
47454 SSA 

RANITIDINA Solución inyectable 
IM o IV 

50 mg/2 ml 
Envase con 5 ampolletas 

Glaxo Wellcome 
579M96 SSA 
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RANITIDINA Solución inyectable 
IM o IV 

50 mg/5 ml 
Envase con 5 ampolletas 

Glaxo Wellcome 
579M96 SSA 

RANITIDINA Tabletas 150 mg 
Envase con 100 tabletas 

Glaxo Wellcome 
436M96 SSA 

RANITIDINA Tabletas 150 mg 
Envase con 60 tabletas 

Glaxo Wellcome 
436M96 SSA 

RANITIDINA Tabletas 150 mg 
Envase con 20 tabletas 

Glaxo Wellcome 
436M96 SSA 

RANITIDINA Tabletas 150 mg 
Envase con 10 tabletas 

Glaxo Wellcome 
436M96 SSA 

RANITIDINA Jarabe 1.5 g/100 ml 
Envase con 200 ml 

Glaxo Wellcome 
015M97 SSA 

RANITIDINA Jarabe 1.5 g/100 ml 
Envase con 120 ml 

Glaxo Wellcome 
015M97 SSA 

RANITIDINA Jarabe 1.5 g/100 ml 
Envase con 60 ml 

Glaxo Wellcome 
015M97 SSA 

RANITIDINA Tabletas 150 mg 
Envase con 20 tabletas 

Protein 
070M92 SSA 

SALBUTAMOL Jarabe 40 mg/100 ml 
Envase con 60 ml 

Rep. e Inv. Médicas 
227M97 SSA 

SEROALBUMINA 
HUMANA 

Solución inyectable IV 20 g/100 ml 
Envase con frasco ámpula 
con 100 ml al 20% 

Centeon 
062M90 SSA 

SEROALBUMINA 
HUMANA 

Solución inyectable IV 20 g/100 ml 
Envase con frasco ámpula 
con 50 ml al 20% 

Centeon 
062M90 SSA 

SEROALBUMINA 
HUMANA 

Solución inyectable IV 12.5 g/50 ml 
Envase con frasco ámpula 
con 50 ml al 25% 

Grupo Carbel 
447M97 SSA 

SOLUCION HARTMANN Solución inyectable 
IV (Infusión) 

Envase con 250 ml Alpha 
27532 SSA 

SOLUCION HARTMANN Solución inyectable 
IV (Infusión) 

Envase con 500 ml Alpha 
27532 SSA 

SOLUCION HARTMANN Solución inyectable 
IV (Infusión) 

Envase con 1000 ml Alpha 
27532 SSA 

SULINDACO Tabletas 200 mg 
Envase con 20 tabletas 

Protein 
354M95 SSA 

SULINDACO Tabletas 200 mg 
Envase con 20 tabletas 

Bruluart 
373M96 SSA 

TIOPENTAL SODICO Solución inyectable IV 500 mg/20 ml 
Envase con frasco ámpula y 
frasco ámpula con 20 ml de 
diluyente 

Grupo Carbel 
270M91 SSA 

VECURONIO Solución inyectable 
IV (Infusión) 

4 mg/ml 
Envase con 50 frascos 
ámpula y 50 ampolletas con 
un ml 

Lemery 
383M93 SSA 

VINCRISTINA Solución inyectable 
IV (Infusión) 

1 mg/10 ml 
Envase con un frasco 
ámpula y una ampolleta con 
10 ml 

Lemery 
395M90 SSA 

MODIFICACION 
MICONAZOL Crema 2 g/100 g 

Envase con 20 g 
PROTEIN 
213M89 SSA 

Los medicamentos señalados con asterisco (*) se pueden adquirir sin receta médica. 
México, D.F., a 16 de febrero de 1999.- El Secretario del Consejo de Salubridad General, Octavio 

Rivero Serrano.- Rúbrica. 

SECRETARIA DE LA REFORMA AGRARIA 



Miércoles 10 de marzo de 1999 DIARIO OFICIAL 35 

RESOLUCION por la que se declara como terreno nacional el predio Buenos Aires, Municipio de 
Palenque, Chis. 

Al margen un sello con el Escudo Nacional, que dice: Estados Unidos Mexicanos.- Secretaría de la 
Reforma Agraria.- Subsecretaría de Ordenamiento de la Propiedad Rural.- Dirección General de 
Ordenamiento y Regularización. 

RESOLUCION 
Visto para resolver el expediente número 116423, y 

RESULTANDO 
1o.- Que en la Dirección de Regularización de la Propiedad Rural, dependiente de la Dirección General 

de Ordenamiento y Regularización, se encuentra el expediente número 116423 relativo al procedimiento 
de investigación, deslinde y levantamiento topográfico respecto del presunto terreno nacional denominado 
"Buenos Aires", localizado en el Municipio de Palenque del Estado de Chiapas. 

2o.- Que con fecha 20 de mayo de 1987 se publicó en el Diario Oficial de la Federación el aviso de 
deslinde con el propósito de realizar, conforme al procedimiento, las operaciones de deslinde que fueran 
necesarias. 

CONSIDERANDOS 
I.- Esta Secretaría es competente para conocer y resolver sobre la procedencia o improcedencia de la 

resolución que declare o no el terreno como nacional en torno al predio objeto de los trabajos de deslinde, 
de conformidad con lo dispuesto en los artículos 27 constitucional; 160 de la Ley Agraria; 41 de la Ley 
Orgánica de la Administración Pública Federal; 111, 112, 113 y 115 del Reglamento de la Ley Agraria en 
Materia de Ordenamiento de la Propiedad Rural, así como 4o., 5o. fracción XIX, 6o. y 12 fracciones I y II 
de su Reglamento Interior. 

II.- Una vez revisados los trabajos de deslinde, a fin de verificar que éstos se desarrollaron con apego 
a las normas técnicas, habiéndose realizado los avisos, notificaciones y publicaciones que exigen los 
ordenamientos legales, según se acredita con la documentación que corre agregada a su expediente, se 
desprende que, con fecha 25 de noviembre de 1998, se emitió el correspondiente dictamen técnico, 
asignándosele el número 703850, mediante el cual se aprueban los trabajos del deslinde y los planos 
derivados del mismo, resultando una superficie analítica de 42-26-32 (cuarenta y dos hectáreas, veintiséis 
áreas, treinta y dos centiáreas), con las coordenadas geográficas y colindancias siguientes: 

De latitud Norte 17 grados, 31 minutos, 00 segundos; y de longitud Oeste 91 grados, 43 minutos, 00 
segundos y colindancias: 

AL NORTE: Jesús Orozco Farías y zona federal del ferrocarril 
AL SUR: Ustila Magaña L. y Guadalupe Sánchez Guzmán 
AL ESTE: Miguel A. Torija Pérez, Hortencia Flores S. y zona federal del ferrocarril 
AL OESTE: Jesús Orozco Farías y Ustila Magaña L. 
III.- Durante el desarrollo de los trabajos de deslinde se apersonaron pequeños propietarios y 

representantes de núcleos agrarios con documentación que acredita su interés jurídico sobre las 
superficies que detentan, mismos que manifestaron su conformidad de colindancias con el predio en 
cuestión y que se describen en los trabajos técnicos que obran en su expediente. 

En consecuencia, es de resolverse y se resuelve: 
RESOLUTIVOS 

PRIMERO.- Se declara que es terreno nacional la superficie de 42-26-32 (cuarenta y dos hectáreas, 
veintiséis áreas, treinta y dos centiáreas), con las colindancias, medidas y ubicación geográfica descritas 
en la presente Resolución. 

SEGUNDO.- Publíquese la presente Resolución en el Diario Oficial de la Federación y notifíquese 
personalmente a los interesados dentro de los diez días siguientes al de su publicación. 

TERCERO.- Inscríbase esta Resolución en el Registro Público de la Propiedad y del Comercio de la 
entidad que corresponda, en el Registro Público de la Propiedad Inmobiliaria Federal y en el Registro 
Agrario Nacional. 

Así lo proveyó y firma. 
México, D.F., a 15 de enero de 1999.- El Secretario de la Reforma Agraria, Arturo Warman Gryj.- 

Rúbrica.- El Subsecretario de Ordenamiento de la Propiedad Rural, Héctor René García Quiñones.- 
Rúbrica.- El Director General de Ordenamiento y Regularización, Francisco Javier Molina Oviedo.- 
Rúbrica. 

 
RESOLUCION por la que se declara como terreno nacional el predio Navarro de Abajo hoy La 
Cieneguita, Municipio de Balleza, Chih. 
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Al margen un sello con el Escudo Nacional, que dice: Estados Unidos Mexicanos.- Secretaría de la 
Reforma Agraria.- Subsecretaría de Ordenamiento de la Propiedad Rural.- Dirección General de 
Ordenamiento y Regularización. 

RESOLUCION 
Visto para resolver el expediente número 104570, y 

RESULTANDO 
1o.- Que en la Dirección de Regularización de la Propiedad Rural, dependiente de la Dirección General 

de Ordenamiento y Regularización, se encuentra el expediente número 104570 relativo al procedimiento 
de investigación, deslinde y levantamiento topográfico respecto del presunto terreno nacional denominado 
"Navarro de Abajo hoy La Cieneguita", localizado en el Municipio de Balleza del Estado de Chihuahua. 

2o.- Que con fecha 14 de junio de 1988 se publicó en el Diario Oficial de la Federación el aviso de 
deslinde con el propósito de realizar, conforme al procedimiento, las operaciones de deslinde que fueran 
necesarias. 

CONSIDERANDOS 
I.- Esta Secretaría es competente para conocer y resolver sobre la procedencia o improcedencia de la 

resolución que declare o no el terreno como nacional en torno al predio objeto de los trabajos de deslinde, 
de conformidad con lo dispuesto en los artículos 27 constitucional; 160 de la Ley Agraria; 41 de la Ley 
Orgánica de la Administración Pública Federal; 111, 112, 113 y 115 del Reglamento de la Ley Agraria en 
Materia de Ordenamiento de la Propiedad Rural, así como 4o., 5o. fracción XIX, 6o. y 12 fracciones I y II 
de su Reglamento Interior. 

II.- Una vez revisados los trabajos de deslinde, a fin de verificar que éstos se desarrollaron con apego 
a las normas técnicas, habiéndose realizado los avisos, notificaciones y publicaciones que exigen los 
ordenamientos legales, según se acredita con la documentación que corre agregada a su expediente, se 
desprende que, con fecha 11 de noviembre de 1998, se emitió el correspondiente dictamen técnico, 
asignándosele el número 853816, mediante el cual se aprueban los trabajos del deslinde y los planos 
derivados del mismo, resultando una superficie analítica de 458-60-00 (cuatrocientas cincuenta y ocho 
hectáreas, sesenta áreas, cero centiáreas), con las coordenadas geográficas y colindancias siguientes: 

De latitud Norte 26 grados, 41 minutos, 00 segundos; y de longitud Oeste 106 grados, 10 minutos, 00 
segundos y colindancias: 

AL NORTE: Horacio Chávez G. y Clara Luz Almazán de Villalobos 
AL SUR: Melesio García y Josefa Loya Vda. de García 
AL ESTE: Clara Luz Almazán de Villalobos 
AL OESTE: Laurencia Gutiérrez 
III.- Durante el desarrollo de los trabajos de deslinde se apersonaron pequeños propietarios y 

representantes de núcleos agrarios con documentación que acredita su interés jurídico sobre las 
superficies que detentan, mismos que manifestaron su conformidad de colindancias con el predio en 
cuestión y que se describen en los trabajos técnicos que obran en su expediente. 

En consecuencia, es de resolverse y se resuelve: 
RESOLUTIVOS 

PRIMERO.- Se declara que es terreno nacional la superficie de 458-60-00 (cuatrocientas cincuenta y 
ocho hectáreas, sesenta áreas, cero centiáreas), con las colindancias, medidas y ubicación geográfica 
descritas en la presente Resolución. 

SEGUNDO.- Publíquese la presente Resolución en el Diario Oficial de la Federación y notifíquese 
personalmente a los interesados dentro de los diez días siguientes al de su publicación. 

TERCERO.- Inscríbase esta Resolución en el Registro Público de la Propiedad y del Comercio de la 
entidad que corresponda, en el Registro Público de la Propiedad Inmobiliaria Federal y en el Registro 
Agrario Nacional. 

Así lo proveyó y firma. 
México, D.F., a 15 de enero de 1999.- El Secretario de la Reforma Agraria, Arturo Warman Gryj.- 

Rúbrica.- El Subsecretario de Ordenamiento de la Propiedad Rural, Héctor René García Quiñones.- 
Rúbrica.- El Director General de Ordenamiento y Regularización, Francisco Javier Molina Oviedo.- 
Rúbrica. 

 
RESOLUCION por la que se declara como terreno nacional el predio El Cabresto, Municipio de El 
Tule, Chih. 

Al margen un sello con el Escudo Nacional, que dice: Estados Unidos Mexicanos.- Secretaría de la 
Reforma Agraria.- Subsecretaría de Ordenamiento de la Propiedad Rural.- Dirección General de 
Ordenamiento y Regularización. 

RESOLUCION 



Miércoles 10 de marzo de 1999 DIARIO OFICIAL 37 

Visto para resolver el expediente número 72169, y 
RESULTANDO 

1o.- Que en la Dirección de Regularización de la Propiedad Rural, dependiente de la Dirección General 
de Ordenamiento y Regularización, se encuentra el expediente número 72169 relativo al procedimiento de 
investigación, deslinde y levantamiento topográfico respecto del presunto terreno nacional denominado "El 
Cabresto", localizado en el Municipio de El Tule del Estado de Chihuahua. 

2o.- Que con fecha 25 de mayo de 1989 se publicó en el Diario Oficial de la Federación el aviso de 
deslinde con el propósito de realizar, conforme al procedimiento, las operaciones de deslinde que fueran 
necesarias. 

CONSIDERANDOS 
I.- Esta Secretaría es competente para conocer y resolver sobre la procedencia o improcedencia de la 

resolución que declare o no el terreno como nacional en torno al predio objeto de los trabajos de deslinde, 
de conformidad con lo dispuesto en los artículos 27 constitucional; 160 de la Ley Agraria; 41 de la Ley 
Orgánica de la Administración Pública Federal; 111, 112, 113 y 115 del Reglamento de la Ley Agraria en 
Materia de Ordenamiento de la Propiedad Rural, así como 4o., 5o. fracción XIX, 6o. y 12 fracciones I y II 
de su Reglamento Interior. 

II.- Una vez revisados los trabajos de deslinde, a fin de verificar que éstos se desarrollaron con apego 
a las normas técnicas, habiéndose realizado los avisos, notificaciones y publicaciones que exigen los 
ordenamientos legales, según se acredita con la documentación que corre agregada a su expediente, se 
desprende que, con fecha 11 de noviembre de 1998, se emitió el correspondiente dictamen técnico, 
asignándosele el número 826922, mediante el cual se aprueban los trabajos del deslinde y los planos 
derivados del mismo, resultando una superficie analítica de 926-78-00 (novecientas veintiséis hectáreas, 
setenta y ocho áreas, cero centiáreas), con las coordenadas geográficas y colindancias siguientes: 

De latitud Norte 26 grados, 56 minutos, 30 segundos; y de longitud Oeste 106 grados, 14 minutos, 00 
segundos y colindancias: 

AL NORTE: Ejido San Antonio del Tule 
AL SUR: Juan Sánchez 
AL ESTE: Ejido San Antonio del Tule 
AL OESTE: Ejido General Carlos Pacheco 
III.- Durante el desarrollo de los trabajos de deslinde se apersonaron pequeños propietarios y 

representantes de núcleos agrarios con documentación que acredita su interés jurídico sobre las 
superficies que detentan, mismos que manifestaron su conformidad de colindancias con el predio en 
cuestión y que se describen en los trabajos técnicos que obran en su expediente. 

En consecuencia, es de resolverse y se resuelve: 
RESOLUTIVOS 

PRIMERO.- Se declara que es terreno nacional la superficie de 926-78-00 (novecientas veintiséis 
hectáreas, setenta y ocho áreas, cero centiáreas), con las colindancias, medidas y ubicación geográfica 
descritas en la presente Resolución. 

SEGUNDO.- Publíquese la presente Resolución en el Diario Oficial de la Federación y notifíquese 
personalmente a los interesados dentro de los diez días siguientes al de su publicación. 

TERCERO.- Inscríbase esta Resolución en el Registro Público de la Propiedad y del Comercio de la 
entidad que corresponda, en el Registro Público de la Propiedad Inmobiliaria Federal y en el Registro 
Agrario Nacional. 

Así lo proveyó y firma. 
México, D.F., a 15 de enero de 1999.- El Secretario de la Reforma Agraria, Arturo Warman Gryj.- 

Rúbrica.- El Subsecretario de Ordenamiento de la Propiedad Rural, Héctor René García Quiñones.- 
Rúbrica.- El Director General de Ordenamiento y Regularización, Francisco Javier Molina Oviedo.- 
Rúbrica. 

 
RESOLUCION por la que se declara como terreno nacional el predio La Bomba, Municipio de 
Ocampo, Dgo. 

Al margen un sello con el Escudo Nacional, que dice: Estados Unidos Mexicanos.- Secretaría de la 
Reforma Agraria.- Subsecretaría de Ordenamiento de la Propiedad Rural.- Dirección General de 
Ordenamiento y Regularización. 

RESOLUCION 
Visto para resolver el expediente número 143606, y 

RESULTANDO 
1o.- Que en la Dirección de Regularización de la Propiedad Rural, dependiente de la Dirección General 

de Ordenamiento y Regularización, se encuentra el expediente número 143606 relativo al procedimiento 
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de investigación, deslinde y levantamiento topográfico respecto del presunto terreno nacional denominado 
"La Bomba", localizado en el Municipio de Ocampo del Estado de Durango. 

2o.- Que con fecha 16 de julio de 1994 se publicó en el Diario Oficial de la Federación el aviso de 
deslinde con el propósito de realizar, conforme al procedimiento, las operaciones de deslinde que fueran 
necesarias. 

CONSIDERANDOS 
I.- Esta Secretaría es competente para conocer y resolver sobre la procedencia o improcedencia de la 

resolución que declare o no el terreno como nacional en torno al predio objeto de los trabajos de deslinde, 
de conformidad con lo dispuesto en los artículos 27 constitucional; 160 de la Ley Agraria; 41 de la Ley 
Orgánica de la Administración Pública Federal; 111, 112, 113 y 115 del Reglamento de la Ley Agraria en 
Materia de Ordenamiento de la Propiedad Rural, así como 4o., 5o. fracción XIX, 6o. y 12 fracciones I y II 
de su Reglamento Interior. 

II.- Una vez revisados los trabajos de deslinde, a fin de verificar que éstos se desarrollaron con apego 
a las normas técnicas, habiéndose realizado los avisos, notificaciones y publicaciones que exigen los 
ordenamientos legales, según se acredita con la documentación que corre agregada a su expediente, se 
desprende que, con fecha 25 de noviembre de 1998, se emitió el correspondiente dictamen técnico, 
asignándosele el número 703839, mediante el cual se aprueban los trabajos del deslinde y los planos 
derivados del mismo, resultando una superficie analítica de 126-74-76 (ciento veintiséis hectáreas, 
setenta y cuatro áreas, setenta y seis centiáreas), con las coordenadas geográficas y colindancias 
siguientes: 

De latitud Norte 26 grados, 29 minutos, 00 segundos; y de longitud Oeste 106 grados, 00 minutos, 00 
segundos y colindancias: 

AL NORTE: Ejido El Chorro 
AL SUR: Cruz Duarte y ejido El Chorro 
AL ESTE: Ejido El Chorro 
AL OESTE: Ejido El Chorro y Cruz Duarte 
III.- Durante el desarrollo de los trabajos de deslinde se apersonaron pequeños propietarios y 

representantes de núcleos agrarios con documentación que acredita su interés jurídico sobre las 
superficies que detentan, mismos que manifestaron su conformidad de colindancias con el predio en 
cuestión y que se describen en los trabajos técnicos que obran en su expediente. 

En consecuencia, es de resolverse y se resuelve: 
RESOLUTIVOS 

PRIMERO.- Se declara que es terreno nacional la superficie de 126-74-76 (ciento veintiséis hectáreas, 
setenta y cuatro áreas, setenta y seis centiáreas) con las colindancias, medidas y ubicación geográfica 
descritas en la presente Resolución. 

SEGUNDO.- Publíquese la presente Resolución en el Diario Oficial de la Federación y notifíquese 
personalmente a los interesados dentro de los diez días siguientes al de su publicación. 

TERCERO.- Inscríbase esta Resolución en el Registro Público de la Propiedad y del Comercio de la 
entidad que corresponda, en el Registro Público de la Propiedad Inmobiliaria Federal y en el Registro 
Agrario Nacional. 

Así lo proveyó y firma. 
México, D.F., a 15 de enero de 1999.- El Secretario de la Reforma Agraria, Arturo Warman Gryj.- 

Rúbrica.- El Subsecretario de Ordenamiento de la Propiedad Rural, Héctor René García Quiñones.- 
Rúbrica.- El Director General de Ordenamiento y Regularización, Francisco Javier Molina Oviedo.- 
Rúbrica. 

 
RESOLUCION por la que se declara como terreno nacional el predio Cañada de la Vaca, Municipio 
de Santiago Papasquiaro, Dgo. 

Al margen un sello con el Escudo Nacional, que dice: Estados Unidos Mexicanos.- Secretaría de la 
Reforma Agraria.- Subsecretaría de Ordenamiento de la Propiedad Rural.- Dirección General de 
Ordenamiento y Regularización. 

RESOLUCION 
Visto para resolver el expediente número 292479, y 

RESULTANDO 
1o.- Que en la Dirección de Regularización de la Propiedad Rural, dependiente de la Dirección General 

de Ordenamiento y Regularización, se encuentra el expediente número 292479 relativo al procedimiento 
de investigación, deslinde y levantamiento topográfico respecto del presunto terreno nacional denominado 
"Cañada de la Vaca", localizado en el Municipio de Santiago Papasquiaro del Estado de Durango. 
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2o.- Que con fecha 4 de noviembre de 1992 se publicó en el Diario Oficial de la Federación el aviso 
de deslinde con el propósito de realizar, conforme al procedimiento, las operaciones de deslinde que 
fueran necesarias. 

CONSIDERANDOS 
I.- Esta Secretaría es competente para conocer y resolver sobre la procedencia o improcedencia de la 

resolución que declare o no el terreno como nacional en torno al predio objeto de los trabajos de deslinde, 
de conformidad con lo dispuesto en los artículos 27 constitucional; 160 de la Ley Agraria; 41 de la Ley 
Orgánica de la Administración Pública Federal; 111, 112, 113 y 115 del Reglamento de la Ley Agraria en 
Materia de Ordenamiento de la Propiedad Rural, así como 4o., 5o. fracción XIX, 6o. y 12 fracciones I y II 
de su Reglamento Interior. 

II.- Una vez revisados los trabajos de deslinde, a fin de verificar que éstos se desarrollaron con apego 
a las normas técnicas, habiéndose realizado los avisos, notificaciones y publicaciones que exigen los 
ordenamientos legales, según se acredita con la documentación que corre agregada a su expediente, se 
desprende que, con fecha 25 de noviembre de 1998, se emitió el correspondiente dictamen técnico, 
asignándosele el número 859485, mediante el cual se aprueban los trabajos del deslinde y los planos 
derivados del mismo, resultando una superficie analítica de 636-12-69 (seiscientas treinta y seis 
hectáreas, doce áreas, sesenta y nueve centiáreas), con las coordenadas geográficas y colindancias 
siguientes: 

De latitud Norte 24 grados, 46 minutos, 30 segundos; y de longitud Oeste 105 grados, 29 minutos, 45 
segundos y colindancias: 

AL NORTE: Eduardo Nevárez Gutiérrez y predio La Ciénega 
AL SUR: José de Jesús García J. 
AL ESTE: Jesús Sandoval y Matías Nevárez 
AL OESTE: Manuel Rivas Barrios y predio La Ciénega 
III.- Durante el desarrollo de los trabajos de deslinde se apersonaron pequeños propietarios y 

representantes de núcleos agrarios con documentación que acredita su interés jurídico sobre las 
superficies que detentan, mismos que manifestaron su conformidad de colindancias con el predio en 
cuestión y que se describen en los trabajos técnicos que obran en su expediente. 

En consecuencia, es de resolverse y se resuelve: 
RESOLUTIVOS 

PRIMERO.- Se declara que es terreno nacional la superficie de 636-12-69 (seiscientas treinta y seis 
hectáreas, doce áreas, sesenta y nueve centiáreas), con las colindancias, medidas y ubicación geográfica 
descritas en la presente Resolución. 

SEGUNDO.- Publíquese la presente Resolución en el Diario Oficial de la Federación y notifíquese 
personalmente a los interesados dentro de los diez días siguientes al de su publicación. 

TERCERO.- Inscríbase esta Resolución en el Registro Público de la Propiedad y del Comercio de la 
entidad que corresponda, en el Registro Público de la Propiedad Inmobiliaria Federal y en el Registro 
Agrario Nacional. 

Así lo proveyó y firma. 
México, D.F., a 15 de enero de 1999.- El Secretario de la Reforma Agraria, Arturo Warman Gryj.- 

Rúbrica.- El Subsecretario de Ordenamiento de la Propiedad Rural, Héctor René García Quiñones.- 
Rúbrica.- El Director General de Ordenamiento y Regularización, Francisco Javier Molina Oviedo.- 
Rúbrica. 

 
RESOLUCION por la que se declara como terreno nacional el predio Pueblo Nuevo, Municipio de 
Carbo, Son. 

Al margen un sello con el Escudo Nacional, que dice: Estados Unidos Mexicanos.- Secretaría de la 
Reforma Agraria.- Subsecretaría de Ordenamiento de la Propiedad Rural.- Dirección General de 
Ordenamiento y Regularización. 

RESOLUCION 
Visto para resolver el expediente número 526020-1, y 

RESULTANDO 
1o.- Que en la Dirección de Regularización de la Propiedad Rural, dependiente de la Dirección General 

de Ordenamiento y Regularización, se encuentra el expediente número 526020-1 relativo al procedimiento 
de investigación, deslinde y levantamiento topográfico respecto del presunto terreno nacional denominado 
"Pueblo Nuevo", localizado en el Municipio de Carbo del Estado de Sonora. 

2o.- Que con fecha 26 de octubre de 1984 se publicó en el Diario Oficial de la Federación el aviso de 
deslinde con el propósito de realizar, conforme al procedimiento, las operaciones de deslinde que fueran 
necesarias. 
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CONSIDERANDOS 
I.- Esta Secretaría es competente para conocer y resolver sobre la procedencia o improcedencia de la 

resolución que declare o no el terreno como nacional en torno al predio objeto de los trabajos de deslinde, 
de conformidad con lo dispuesto en los artículos 27 constitucional; 160 de la Ley Agraria; 41 de la Ley 
Orgánica de la Administración Pública Federal; 111, 112, 113 y 115 del Reglamento de la Ley Agraria en 
Materia de Ordenamiento de la Propiedad Rural, así como 4o., 5o. fracción XIX, 6o. y 12 fracciones I y II 
de su Reglamento Interior. 

II.- Una vez revisados los trabajos de deslinde, a fin de verificar que éstos se desarrollaron con apego 
a las normas técnicas, habiéndose realizado los avisos, notificaciones y publicaciones que exigen los 
ordenamientos legales, según se acredita con la documentación que corre agregada a su expediente, se 
desprende que, con fecha 4 de noviembre de 1998, se emitió el correspondiente dictamen técnico, 
asignándosele el número 703708, mediante el cual se aprueban los trabajos del deslinde y los planos 
derivados del mismo, resultando una superficie analítica de 431-72-00 (cuatrocientas treinta y una 
hectáreas, setenta y dos áreas, cero centiáreas), con las coordenadas geográficas y colindancias 
siguientes: 

De latitud Norte 29 grados, 52 minutos, 00 segundos; y de longitud Oeste 110 grados, 56 minutos, 00 
segundos y colindancias: 

AL NORTE: Rancho Palo Verde 
AL SUR: Ejido Estación Poza 
AL ESTE: Ejido Estación Poza 
AL OESTE: Ejido Estación Poza 
III.- Durante el desarrollo de los trabajos de deslinde se apersonaron pequeños propietarios y 

representantes de núcleos agrarios con documentación que acredita su interés jurídico sobre las 
superficies que detentan, mismos que manifestaron su conformidad de colindancias con el predio en 
cuestión y que se describen en los trabajos técnicos que obran en su expediente. 

En consecuencia, es de resolverse y se resuelve: 
RESOLUTIVOS 

PRIMERO.- Se declara que es terreno nacional la superficie de 431-72-00 (cuatrocientas treinta y una 
hectáreas, setenta y dos áreas, cero centiáreas), con las colindancias, medidas y ubicación geográfica 
descritas en la presente Resolución. 

SEGUNDO.- Publíquese la presente Resolución en el Diario Oficial de la Federación y notifíquese 
personalmente a los interesados dentro de los diez días siguientes al de su publicación. 

TERCERO.- Inscríbase esta Resolución en el Registro Público de la Propiedad y del Comercio de la 
entidad que corresponda, en el Registro Público de la Propiedad Inmobiliaria Federal y en el Registro 
Agrario Nacional. 

Así lo proveyó y firma. 
México, D.F., a 15 de enero de 1999.- El Secretario de la Reforma Agraria, Arturo Warman Gryj.- 

Rúbrica.- El Subsecretario de Ordenamiento de la Propiedad Rural, Héctor René García Quiñones.- 
Rúbrica.- El Director General de Ordenamiento y Regularización, Francisco Javier Molina Oviedo.- 
Rúbrica. 

 
RESOLUCION por la que se declara como terreno nacional el predio La Lucha II, con una superficie 
aproximada de 17-90-31 hectáreas, Municipio de Paraíso, Tab. 

Al margen un sello con el Escudo Nacional, que dice: Estados Unidos Mexicanos.- Secretaría de la 
Reforma Agraria.- Subsecretaría de Ordenamiento de la Propiedad Rural.- Dirección General de 
Ordenamiento y Regularización. 

RESOLUCION 
Visto para resolver el expediente número 510187, y 

RESULTANDO 
1o.- Que en la Dirección de Regularización de la Propiedad Rural, dependiente de la Dirección General 

de Ordenamiento y Regularización, se encuentra el expediente número 510187 relativo al procedimiento 
de investigación, deslinde y levantamiento topográfico respecto del presunto terreno nacional denominado 
"La Lucha II", localizado en el Municipio de Paraíso del Estado de Tabasco. 

2o.- Que con fecha 3 de noviembre de 1995 se publicó en el Diario Oficial de la Federación el aviso 
de deslinde con el propósito de realizar, conforme al procedimiento, las operaciones de deslinde que 
fueran necesarias. 

CONSIDERANDOS 
I.- Esta Secretaría es competente para conocer y resolver sobre la procedencia o improcedencia de la 

resolución que declare o no el terreno como nacional en torno al predio objeto de los trabajos de deslinde, 
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de conformidad con lo dispuesto en los artículos 27 constitucional; 160 de la Ley Agraria; 41 de la Ley 
Orgánica de la Administración Pública Federal; 111, 112, 113 y 115 del Reglamento de la Ley Agraria en 
Materia de Ordenamiento de la Propiedad Rural, así como 4o., 5o. fracción XIX, 6o. y 12 fracciones I y II 
de su Reglamento Interior. 

II.- Una vez revisados los trabajos de deslinde, a fin de verificar que éstos se desarrollaron con apego 
a las normas técnicas, habiéndose realizado los avisos, notificaciones y publicaciones que exigen los 
ordenamientos legales, según se acredita con la documentación que corre agregada a su expediente, se 
desprende que, con fecha 26 de octubre de 1998, se emitió el correspondiente dictamen técnico, 
asignándosele el número 703654, mediante el cual se aprueban los trabajos del deslinde y los planos 
derivados del mismo, resultando una superficie analítica de 17-90-31 (diecisiete hectáreas, noventa áreas, 
treinta y una centiáreas), con las coordenadas geográficas y colindancias siguientes: 

De latitud Norte 18 grados, 23 minutos, 30 segundos; y de longitud Oeste 93 grados, 29 minutos, 15 
segundos y colindancias: 

AL NORTE: Zona federal del arroyo Santa Ana 
AL SUR: Francisco Pérez Bosada 
AL ESTE: Wílber Pérez García 
AL OESTE: Jorge Quiroz Avalos 
III.- Durante el desarrollo de los trabajos de deslinde se apersonaron pequeños propietarios y 

representantes de núcleos agrarios con documentación que acredita su interés jurídico sobre las 
superficies que detentan, mismos que manifestaron su conformidad de colindancias con el predio en 
cuestión y que se describen en los trabajos técnicos que obran en su expediente. 

En consecuencia, es de resolverse y se resuelve: 
RESOLUTIVOS 

PRIMERO.- Se declara que es terreno nacional la superficie de 17-90-31 (diecisiete hectáreas, 
noventa áreas, treinta y una centiáreas), con las colindancias, medidas y ubicación geográfica descritas 
en la presente Resolución. 

SEGUNDO.- Publíquese la presente Resolución en el Diario Oficial de la Federación y notifíquese 
personalmente a los interesados dentro de los diez días siguientes al de su publicación. 

TERCERO.- Inscríbase esta Resolución en el Registro Público de la Propiedad y del Comercio de la 
entidad que corresponda, en el Registro Público de la Propiedad Inmobiliaria Federal y en el Registro 
Agrario Nacional. 

Así lo proveyó y firma. 
México, D.F., a 15 de enero de 1999.- El Secretario de la Reforma Agraria, Arturo Warman Gryj.- 

Rúbrica.- El Subsecretario de Ordenamiento de la Propiedad Rural, Héctor René García Quiñones.- 
Rúbrica.- El Director General de Ordenamiento y Regularización, Francisco Javier Molina Oviedo.- 
Rúbrica. 

 
RESOLUCION por la que se declara como terreno nacional el predio La Lucha II, con una superficie 
aproximada de 16-34-63 hectáreas, Municipio de Paraíso, Tab. 

Al margen un sello con el Escudo Nacional, que dice: Estados Unidos Mexicanos.- Secretaría de la 
Reforma Agraria.- Subsecretaría de Ordenamiento de la Propiedad Rural.- Dirección General de 
Ordenamiento y Regularización. 

RESOLUCION 
Visto para resolver el expediente número 510198, y 

RESULTANDO 
1o.- Que en la Dirección de Regularización de la Propiedad Rural, dependiente de la Dirección General 

de Ordenamiento y Regularización, se encuentra el expediente número 510198 relativo al procedimiento 
de investigación, deslinde y levantamiento topográfico respecto del presunto terreno nacional denominado 
"La Lucha II", localizado en el Municipio de Paraíso del Estado de Tabasco. 

2o.- Que con fecha 3 de noviembre de 1995 se publicó en el Diario Oficial de la Federación el aviso 
de deslinde con el propósito de realizar, conforme al procedimiento, las operaciones de deslinde que 
fueran necesarias. 

CONSIDERANDOS 
I.- Esta Secretaría es competente para conocer y resolver sobre la procedencia o improcedencia de la 

resolución que declare o no el terreno como nacional en torno al predio objeto de los trabajos de deslinde, 
de conformidad con lo dispuesto en los artículos 27 constitucional; 160 de la Ley Agraria; 41 de la Ley 
Orgánica de la Administración Pública Federal; 111, 112, 113 y 115 del Reglamento de la Ley Agraria en 
Materia de Ordenamiento de la Propiedad Rural, así como 4o., 5o. fracción XIX, 6o. y 12 fracciones I y II 
de su Reglamento Interior. 
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II.- Una vez revisados los trabajos de deslinde, a fin de verificar que éstos se desarrollaron con apego 
a las normas técnicas, habiéndose realizado los avisos, notificaciones y publicaciones que exigen los 
ordenamientos legales, según se acredita con la documentación que corre agregada a su expediente, se 
desprende que, con fecha 21 de octubre de 1998, se emitió el correspondiente dictamen técnico, 
asignándosele el número 703638, mediante el cual se aprueban los trabajos del deslinde y los planos 
derivados del mismo, resultando una superficie analítica de 16-34-63 (dieciséis hectáreas, treinta y cuatro 
áreas, sesenta y tres centiáreas), con las coordenadas geográficas y colindancias siguientes: 

De latitud Norte 18 grados, 23 minutos, 30 segundos; y de longitud Oeste 93 grados, 29 minutos, 15 
segundos y colindancias: 

AL NORTE: Zona federal del arroyo Santa Ana 
AL SUR: Reina Uscanga 
AL ESTE: Celfida Pulido Torres 
AL OESTE: Rodolfo Pérez García 
III.- Durante el desarrollo de los trabajos de deslinde se apersonaron pequeños propietarios y 

representantes de núcleos agrarios con documentación que acredita su interés jurídico sobre las 
superficies que detentan, mismos que manifestaron su conformidad de colindancias con el predio en 
cuestión y que se describen en los trabajos técnicos que obran en su expediente. 

En consecuencia, es de resolverse y se resuelve: 
RESOLUTIVOS 

PRIMERO.- Se declara que es terreno nacional la superficie de 16-34-63 (dieciséis hectáreas, treinta y 
cuatro áreas, sesenta y tres centiáreas), con las colindancias, medidas y ubicación geográfica descritas 
en la presente Resolución. 

SEGUNDO.- Publíquese la presente Resolución en el Diario Oficial de la Federación y notifíquese 
personalmente a los interesados dentro de los diez días siguientes al de su publicación. 

TERCERO.- Inscríbase esta Resolución en el Registro Público de la Propiedad y del Comercio de la 
entidad que corresponda, en el Registro Público de la Propiedad Inmobiliaria Federal y en el Registro 
Agrario Nacional. 

Así lo proveyó y firma. 
México, D.F., a 15 de enero de 1999.- El Secretario de la Reforma Agraria, Arturo Warman Gryj.- 

Rúbrica.- El Subsecretario de Ordenamiento de la Propiedad Rural, Héctor René García Quiñones.- 
Rúbrica.- El Director General de Ordenamiento y Regularización, Francisco Javier Molina Oviedo.- 
Rúbrica. 

 
RESOLUCION por la que se declara como terreno nacional el predio La Lucha II, con una superficie 
aproximada de 15-16-28 hectáreas, Municipio de Paraíso, Tab. 

Al margen un sello con el Escudo Nacional, que dice: Estados Unidos Mexicanos.- Secretaría de la 
Reforma Agraria.- Subsecretaría de Ordenamiento de la Propiedad Rural.- Dirección General de 
Ordenamiento y Regularización. 

RESOLUCION 
Visto para resolver el expediente número 510208, y 

RESULTANDO 
1o.- Que en la Dirección de Regularización de la Propiedad Rural, dependiente de la Dirección General 

de Ordenamiento y Regularización, se encuentra el expediente número 510208 relativo al procedimiento 
de investigación, deslinde y levantamiento topográfico respecto del presunto terreno nacional denominado 
"La Lucha II", localizado en el Municipio de Paraíso del Estado de Tabasco. 

2o.- Que con fecha 3 de noviembre de 1995 se publicó en el Diario Oficial de la Federación el aviso 
de deslinde con el propósito de realizar, conforme al procedimiento, las operaciones de deslinde que 
fueran necesarias. 

CONSIDERANDOS 
I.- Esta Secretaría es competente para conocer y resolver sobre la procedencia o improcedencia de la 

resolución que declare o no el terreno como nacional en torno al predio objeto de los trabajos de deslinde, 
de conformidad con lo dispuesto en los artículos 27 constitucional; 160 de la Ley Agraria; 41 de la Ley 
Orgánica de la Administración Pública Federal; 111, 112, 113 y 115 del Reglamento de la Ley Agraria en 
Materia de Ordenamiento de la Propiedad Rural, así como 4o., 5o. fracción XIX, 6o. y 12 fracciones I y II 
de su Reglamento Interior. 

II.- Una vez revisados los trabajos de deslinde, a fin de verificar que éstos se desarrollaron con apego 
a las normas técnicas, habiéndose realizado los avisos, notificaciones y publicaciones que exigen los 
ordenamientos legales, según se acredita con la documentación que corre agregada a su expediente, se 
desprende que, con fecha 20 de octubre de 1998, se emitió el correspondiente dictamen técnico, 
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asignándosele el número 703623, mediante el cual se aprueban los trabajos del deslinde y los planos 
derivados del mismo, resultando una superficie analítica de 15-16-28 (quince hectáreas, dieciséis áreas, 
veintiocho centiáreas), con las coordenadas geográficas y colindancias siguientes: 

De latitud Norte 18 grados, 23 minutos, 30 segundos; y de longitud Oeste 93 grados, 32 minutos, 30 
segundos y colindancias: 

AL NORTE: Ernesto López Córdova y Diego Córdova Santos 
AL SUR: Juan José Ochoa López 
AL ESTE: Brunilda Arévalo de la Cruz 
AL OESTE: Regina Hernández López 
III.- Durante el desarrollo de los trabajos de deslinde se apersonaron pequeños propietarios y 

representantes de núcleos agrarios con documentación que acredita su interés jurídico sobre las 
superficies que detentan, mismos que manifestaron su conformidad de colindancias con el predio en 
cuestión y que se describen en los trabajos técnicos que obran en su expediente. 

En consecuencia, es de resolverse y se resuelve: 
RESOLUTIVOS 

PRIMERO.- Se declara que es terreno nacional la superficie de 15-16-28 (quince hectáreas, dieciséis 
áreas, veintiocho centiáreas), con las colindancias, medidas y ubicación geográfica descritas en la 
presente Resolución. 

SEGUNDO.- Publíquese la presente Resolución en el Diario Oficial de la Federación y notifíquese 
personalmente a los interesados dentro de los diez días siguientes al de su publicación. 

TERCERO.- Inscríbase esta Resolución en el Registro Público de la Propiedad y del Comercio de la 
entidad que corresponda, en el Registro Público de la Propiedad Inmobiliaria Federal y en el Registro 
Agrario Nacional. 

Así lo proveyó y firma. 
México, D.F., a 15 de enero de 1999.- El Secretario de la Reforma Agraria, Arturo Warman Gryj.- 

Rúbrica.- El Subsecretario de Ordenamiento de la Propiedad Rural, Héctor René García Quiñones.- 
Rúbrica.- El Director General de Ordenamiento y Regularización, Francisco Javier Molina Oviedo.- 
Rúbrica. 

 
RESOLUCION por la que se declara como terreno nacional el predio La Lucha II, con una superficie 
aproximada de 14-54-07 hectáreas y colindancia al oeste con terrenos nacionales y Antonio 
Izquierdo de la Cruz, Municipio de Paraíso, Tab. 

Al margen un sello con el Escudo Nacional, que dice: Estados Unidos Mexicanos.- Secretaría de la 
Reforma Agraria.- Subsecretaría de Ordenamiento de la Propiedad Rural.- Dirección General de 
Ordenamiento y Regularización. 

RESOLUCION 
Visto para resolver el expediente número 510209, y 

RESULTANDO 
1o.- Que en la Dirección de Regularización de la Propiedad Rural, dependiente de la Dirección General 

de Ordenamiento y Regularización, se encuentra el expediente número 510209 relativo al procedimiento 
de investigación, deslinde y levantamiento topográfico respecto del presunto terreno nacional denominado 
"La Lucha II", localizado en el Municipio de Paraíso del Estado de Tabasco. 

2o.- Que con fecha 3 de noviembre de 1995 se publicó en el Diario Oficial de la Federación el aviso 
de deslinde con el propósito de realizar, conforme al procedimiento, las operaciones de deslinde que 
fueran necesarias. 

CONSIDERANDOS 
I.- Esta Secretaría es competente para conocer y resolver sobre la procedencia o improcedencia de la 

resolución que declare o no el terreno como nacional en torno al predio objeto de los trabajos de deslinde, 
de conformidad con lo dispuesto en los artículos 27 constitucional; 160 de la Ley Agraria; 41 de la Ley 
Orgánica de la Administración Pública Federal; 111, 112, 113 y 115 del Reglamento de la Ley Agraria en 
Materia de Ordenamiento de la Propiedad Rural, así como 4o., 5o. fracción XIX, 6o. y 12 fracciones I y II 
de su Reglamento Interior. 

II.- Una vez revisados los trabajos de deslinde, a fin de verificar que éstos se desarrollaron con apego 
a las normas técnicas, habiéndose realizado los avisos, notificaciones y publicaciones que exigen los 
ordenamientos legales, según se acredita con la documentación que corre agregada a su expediente, se 
desprende que, con fecha 20 de octubre de 1998, se emitió el correspondiente dictamen técnico, 
asignándosele el número 703622, mediante el cual se aprueban los trabajos del deslinde y los planos 
derivados del mismo, resultando una superficie analítica de 14-54-07 (catorce hectáreas, cincuenta y 
cuatro áreas, siete centiáreas), con las coordenadas geográficas y colindancias siguientes: 
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De latitud Norte 18 grados, 23 minutos, 30 segundos; y de longitud Oeste 93 grados, 32 minutos, 30 
segundos y colindancias: 

AL NORTE: Terrenos nacionales e Isidro Izquierdo Valla 
AL SUR: Ejido El Golpe y Antonio Izquierdo de la Cruz 
AL ESTE: Ejido El Golpe e Isidro Izquierdo Valla 
AL OESTE: Terrenos nacionales y Antonio Izquierdo de la Cruz 
III.- Durante el desarrollo de los trabajos de deslinde se apersonaron pequeños propietarios y 

representantes de núcleos agrarios con documentación que acredita su interés jurídico sobre las 
superficies que detentan, mismos que manifestaron su conformidad de colindancias con el predio en 
cuestión y que se describen en los trabajos técnicos que obran en su expediente. 

En consecuencia, es de resolverse y se resuelve: 
RESOLUTIVOS 

PRIMERO.- Se declara que es terreno nacional la superficie de 14-54-07 (catorce hectáreas, cincuenta 
y cuatro áreas, siete centiáreas), con las colindancias, medidas y ubicación geográfica descritas en la 
presente Resolución. 

SEGUNDO.- Publíquese la presente Resolución en el Diario Oficial de la Federación y notifíquese 
personalmente a los interesados dentro de los diez días siguientes al de su publicación. 

TERCERO.- Inscríbase esta Resolución en el Registro Público de la Propiedad y del Comercio de la 
entidad que corresponda, en el Registro Público de la Propiedad Inmobiliaria Federal y en el Registro 
Agrario Nacional. 

Así lo proveyó y firma. 
México, D.F., a 15 de enero de 1999.- El Secretario de la Reforma Agraria, Arturo Warman Gryj.- 

Rúbrica.- El Subsecretario de Ordenamiento de la Propiedad Rural, Héctor René García Quiñones.- 
Rúbrica.- El Director General de Ordenamiento y Regularización, Francisco Javier Molina Oviedo.- 
Rúbrica. 

 
RESOLUCION por la que se declara como terreno nacional el predio La Lucha II, con una superficie 
aproximada de 14-54-07 hectáreas y colindancia al oeste con Edgar Córdova Pérez y Adela de la 
Cruz Córdova, Municipio de Paraíso, Tab. 

Al margen un sello con el Escudo Nacional, que dice: Estados Unidos Mexicanos.- Secretaría de la 
Reforma Agraria.- Subsecretaría de Ordenamiento de la Propiedad Rural.- Dirección General de 
Ordenamiento y Regularización. 

RESOLUCION 
Visto para resolver el expediente número 510210, y 

RESULTANDO 
1o.- Que en la Dirección de Regularización de la Propiedad Rural, dependiente de la Dirección General 

de Ordenamiento y Regularización, se encuentra el expediente número 510210 relativo al procedimiento 
de investigación, deslinde y levantamiento topográfico respecto del presunto terreno nacional denominado 
"La Lucha II", localizado en el Municipio de Paraíso del Estado de Tabasco. 

2o.- Que con fecha 3 de noviembre de 1995 se publicó en el Diario Oficial de la Federación el aviso 
de deslinde con el propósito de realizar, conforme al procedimiento, las operaciones de deslinde que 
fueran necesarias. 

CONSIDERANDOS 
I.- Esta Secretaría es competente para conocer y resolver sobre la procedencia o improcedencia de la 

resolución que declare o no el terreno como nacional en torno al predio objeto de los trabajos de deslinde, 
de conformidad con lo dispuesto en los artículos 27 constitucional; 160 de la Ley Agraria; 41 de la Ley 
Orgánica de la Administración Pública Federal; 111, 112, 113 y 115 del Reglamento de la Ley Agraria en 
Materia de Ordenamiento de la Propiedad Rural, así como 4o., 5o. fracción XIX, 6o. y 12 fracciones I y II 
de su Reglamento Interior. 

II.- Una vez revisados los trabajos de deslinde, a fin de verificar que éstos se desarrollaron con apego 
a las normas técnicas, habiéndose realizado los avisos, notificaciones y publicaciones que exigen los 
ordenamientos legales, según se acredita con la documentación que corre agregada a su expediente, se 
desprende que, con fecha 20 de octubre de 1998, se emitió el correspondiente dictamen técnico, 
asignándosele el número 703621, mediante el cual se aprueban los trabajos del deslinde y los planos 
derivados del mismo, resultando una superficie analítica de 14-54-07 (catorce hectáreas, cincuenta y 
cuatro áreas, siete centiáreas), con las coordenadas geográficas y colindancias siguientes: 

De latitud Norte 18 grados, 23 minutos, 30 segundos; y de longitud Oeste 93 grados, 32 minutos, 30 
segundos y colindancias: 

AL NORTE: Evilio Madrigal de la Cruz y Leticia Pérez Domínguez 
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AL SUR: Ejido El Golpe y Edgar Córdova Pérez 
AL ESTE: Leticia Pérez Domínguez y ejido El Golpe 
AL OESTE: Edgar Córdova Pérez y Adela de la Cruz Córdova 
III.- Durante el desarrollo de los trabajos de deslinde se apersonaron pequeños propietarios y 

representantes de núcleos agrarios con documentación que acredita su interés jurídico sobre las 
superficies que detentan, mismos que manifestaron su conformidad de colindancias con el predio en 
cuestión y que se describen en los trabajos técnicos que obran en su expediente. 

En consecuencia, es de resolverse y se resuelve: 
RESOLUTIVOS 

PRIMERO.- Se declara que es terreno nacional la superficie de 14-54-07 (catorce hectáreas, cincuenta 
y cuatro áreas, siete centiáreas), con las colindancias, medidas y ubicación geográfica descritas en la 
presente Resolución. 

SEGUNDO.- Publíquese la presente Resolución en el Diario Oficial de la Federación y notifíquese 
personalmente a los interesados dentro de los diez días siguientes al de su publicación. 

TERCERO.- Inscríbase esta Resolución en el Registro Público de la Propiedad y del Comercio de la 
entidad que corresponda, en el Registro Público de la Propiedad Inmobiliaria Federal y en el Registro 
Agrario Nacional. 

Así lo proveyó y firma. 
México, D.F., a 15 de enero de 1999.- El Secretario de la Reforma Agraria, Arturo Warman Gryj.- 

Rúbrica.- El Subsecretario de Ordenamiento de la Propiedad Rural, Héctor René García Quiñones.- 
Rúbrica.- El Director General de Ordenamiento y Regularización, Francisco Javier Molina Oviedo.- 
Rúbrica. 

 
RESOLUCION por la que se declara como terreno nacional el predio La Lucha II, con una superficie 
aproximada de 8-30-41 hectáreas, Municipio de Paraíso, Tab. 

Al margen un sello con el Escudo Nacional, que dice: Estados Unidos Mexicanos.- Secretaría de la 
Reforma Agraria.- Subsecretaría de Ordenamiento de la Propiedad Rural.- Dirección General de 
Ordenamiento y Regularización. 

RESOLUCION 
Visto para resolver el expediente número 510212, y 

RESULTANDO 
1o.- Que en la Dirección de Regularización de la Propiedad Rural, dependiente de la Dirección General 

de Ordenamiento y Regularización, se encuentra el expediente número 510212 relativo al procedimiento 
de investigación, deslinde y levantamiento topográfico respecto del presunto terreno nacional denominado 
"La Lucha II", localizado en el Municipio de Paraíso del Estado de Tabasco. 

2o.- Que con fecha 3 de noviembre de 1995 se publicó en el Diario Oficial de la Federación el aviso 
de deslinde con el propósito de realizar, conforme al procedimiento, las operaciones de deslinde que 
fueran necesarias. 

CONSIDERANDOS 
I.- Esta Secretaría es competente para conocer y resolver sobre la procedencia o improcedencia de la 

resolución que declare o no el terreno como nacional en torno al predio objeto de los trabajos de deslinde, 
de conformidad con lo dispuesto en los artículos 27 constitucional; 160 de la Ley Agraria; 41 de la Ley 
Orgánica de la Administración Pública Federal; 111, 112, 113 y 115 del Reglamento de la Ley Agraria en 
Materia de Ordenamiento de la Propiedad Rural, así como 4o., 5o. fracción XIX, 6o. y 12 fracciones I y II 
de su Reglamento Interior. 

II.- Una vez revisados los trabajos de deslinde, a fin de verificar que éstos se desarrollaron con apego 
a las normas técnicas, habiéndose realizado los avisos, notificaciones y publicaciones que exigen los 
ordenamientos legales, según se acredita con la documentación que corre agregada a su expediente, se 
desprende que, con fecha 22 de octubre de 1998, se emitió el correspondiente dictamen técnico, 
asignándosele el número 703643, mediante el cual se aprueban los trabajos del deslinde y los planos 
derivados del mismo, resultando una superficie analítica de 8-30-41 (ocho hectáreas, treinta áreas, 
cuarenta y una centiáreas), con las coordenadas geográficas y colindancias siguientes: 

De latitud Norte 18 grados, 23 minutos, 30 segundos; y de longitud Oeste 93 grados, 32 minutos, 30 
segundos y colindancias: 

AL NORTE: Brunilda Alamilla Córdova y Manuel Chablé Alejandro 
AL SUR: Catarino Arévalo Córdova 
AL ESTE: Catarino Arévalo Córdova 
AL OESTE: Juan José Ochoa López 



46 DIARIO OFICIAL Miércoles 10 de marzo de 1999 

III.- Durante el desarrollo de los trabajos de deslinde se apersonaron pequeños propietarios y 
representantes de núcleos agrarios con documentación que acredita su interés jurídico sobre las 
superficies que detentan, mismos que manifestaron su conformidad de colindancias con el predio en 
cuestión y que se describen en los trabajos técnicos que obran en su expediente. 

En consecuencia, es de resolverse y se resuelve: 
RESOLUTIVOS 

PRIMERO.- Se declara que es terreno nacional la superficie de 8-30-41 (ocho hectáreas, treinta áreas, 
cuarenta y una centiáreas), con las colindancias, medidas y ubicación geográfica descritas en la presente 
Resolución. 

SEGUNDO.- Publíquese la presente Resolución en el Diario Oficial de la Federación y notifíquese 
personalmente a los interesados dentro de los diez días siguientes al de su publicación. 

TERCERO.- Inscríbase esta Resolución en el Registro Público de la Propiedad y del Comercio de la 
entidad que corresponda, en el Registro Público de la Propiedad Inmobiliaria Federal y en el Registro 
Agrario Nacional. 

Así lo proveyó y firma. 
México, D.F., a 15 de enero de 1999.- El Secretario de la Reforma Agraria, Arturo Warman Gryj.- 

Rúbrica.- El Subsecretario de Ordenamiento de la Propiedad Rural, Héctor René García Quiñones.- 
Rúbrica.- El Director General de Ordenamiento y Regularización, Francisco Javier Molina Oviedo.- 
Rúbrica. 

 
RESOLUCION por la que se declara como terreno nacional el predio La Lucha II, con una superficie 
aproximada de 11-96-98 hectáreas, Municipio de Paraíso, Tab. 

Al margen un sello con el Escudo Nacional, que dice: Estados Unidos Mexicanos.- Secretaría de la 
Reforma Agraria.- Subsecretaría de Ordenamiento de la Propiedad Rural.- Dirección General de 
Ordenamiento y Regularización. 

RESOLUCION 
Visto para resolver el expediente número 510218, y 

RESULTANDO 
1o.- Que en la Dirección de Regularización de la Propiedad Rural, dependiente de la Dirección General 

de Ordenamiento y Regularización, se encuentra el expediente número 510218 relativo al procedimiento 
de investigación, deslinde y levantamiento topográfico respecto del presunto terreno nacional denominado 
"La Lucha II", localizado en el Municipio de Paraíso del Estado de Tabasco. 

2o.- Que con fecha 3 de noviembre de 1995 se publicó en el Diario Oficial de la Federación el aviso 
de deslinde con el propósito de realizar, conforme al procedimiento, las operaciones de deslinde que 
fueran necesarias. 

CONSIDERANDOS 
I.- Esta Secretaría es competente para conocer y resolver sobre la procedencia o improcedencia de la 

resolución que declare o no el terreno como nacional en torno al predio objeto de los trabajos de deslinde, 
de conformidad con lo dispuesto en los artículos 27 constitucional; 160 de la Ley Agraria; 41 de la Ley 
Orgánica de la Administración Pública Federal; 111, 112, 113 y 115 del Reglamento de la Ley Agraria en 
Materia de Ordenamiento de la Propiedad Rural, así como 4o., 5o. fracción XIX, 6o. y 12 fracciones I y II 
de su reglamento interior. 

II.- Una vez revisados los trabajos de deslinde, a fin de verificar que éstos se desarrollaron con apego 
a las normas técnicas, habiéndose realizado los avisos, notificaciones y publicaciones que exigen los 
ordenamientos legales, según se acredita con la documentación que corre agregada a su expediente, se 
desprende que con fecha 21 de octubre de 1998 se emitió el correspondiente dictamen técnico, 
asignándosele el número 703636, mediante el cual se aprueban los trabajos del deslinde y los planos 
derivados del mismo, resultando una superficie analítica de 11-96-98 (once hectáreas, noventa y seis 
áreas, noventa y ocho centiáreas), con las coordenadas geográficas y colindancias siguientes: 

De latitud Norte 18 grados, 23 minutos, 30 segundos; y de longitud Oeste 93 grados, 32 minutos, 30 
segundos, y colindancias: 

AL NORTE: Jorge Quiroz Avalos, Antonio Hernández L. y Wilber López García 
AL SUR: Natividad Lázaro García y Carlos Mario de la Cruz Lázaro 
AL ESTE: Reina Uscanga Jiménez 
AL OESTE: Gamaliel Chablé Córdova 
III.- Durante el desarrollo de los trabajos de deslinde se apersonaron pequeños propietarios y 

representantes de núcleos agrarios con documentación que acredita su interés jurídico sobre las 
superficies que detentan, mismos que manifestaron su conformidad de colindancias con el predio en 
cuestión y que se describen en los trabajos técnicos que obran en su expediente. 
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En consecuencia, es de resolverse y se resuelve: 
RESOLUTIVOS 

PRIMERO.- Se declara que es terreno nacional la superficie de 11-96-98 (once hectáreas, noventa y 
seis áreas, noventa y ocho centiáreas) con las colindancias, medidas y ubicación geográfica descritas en 
la presente Resolución. 

SEGUNDO.- Publíquese la presente Resolución en el Diario Oficial de la Federación y notifíquese 
personalmente a los interesados dentro de los diez días siguientes al de su publicación. 

TERCERO.- Inscríbase esta Resolución en el Registro Público de la Propiedad y del Comercio de la 
entidad que corresponda, en el Registro Público de la Propiedad Inmobiliaria Federal y en el Registro 
Agrario Nacional. 

Así lo proveyó y firma. 
México, D.F., a 15 de enero de 1999.- El Secretario de la Reforma Agraria, Arturo Warman Gryj.- 

Rúbrica.- El Subsecretario de Ordenamiento de la Propiedad Rural, Héctor René García Quiñones.- 
Rúbrica.- El Director General de Ordenamiento y Regularización, Francisco Javier Molina Oviedo.- 
Rúbrica. 

 
RESOLUCION por la que se declara como terreno nacional el predio Las Liebres, Municipio de 
Tula, Tamps. 

Al margen un sello con el Escudo Nacional, que dice: Estados Unidos Mexicanos.- Secretaría de la 
Reforma Agraria.- Subsecretaría de Ordenamiento de la Propiedad Rural.- Dirección General de 
Ordenamiento y Regularización. 

RESOLUCION 
Visto para resolver el expediente número 509778, y 

RESULTANDO 
1o.- Que en la Dirección de Regularización de la Propiedad Rural, dependiente de la Dirección General 

de Ordenamiento y Regularización, se encuentra el expediente número 509778 relativo al procedimiento 
de investigación, deslinde y levantamiento topográfico respecto del presunto terreno nacional denominado 
"Las Liebres", localizado en el Municipio de Tula del Estado de Tamaulipas. 

2o.- Que con fecha 7 de octubre de 1998 se publicó en el Diario Oficial de la Federación el aviso de 
deslinde con el propósito de realizar, conforme al procedimiento, las operaciones de deslinde que fueran 
necesarias. 

CONSIDERANDOS 
I.- Esta Secretaría es competente para conocer y resolver sobre la procedencia o improcedencia de la 

resolución que declare o no el terreno como nacional en torno al predio objeto de los trabajos de deslinde, 
de conformidad con lo dispuesto en los artículos 27 constitucional; 160 de la Ley Agraria; 41 de la Ley 
Orgánica de la Administración Pública Federal; 111, 112, 113 y 115 del Reglamento de la Ley Agraria en 
Materia de Ordenamiento de la Propiedad Rural, así como 4o., 5o. fracción XIX, 6o. y 12 fracciones I y II 
de su reglamento interior. 

II.- Una vez revisados los trabajos de deslinde, a fin de verificar que éstos se desarrollaron con apego 
a las normas técnicas, habiéndose realizado los avisos, notificaciones y publicaciones que exigen los 
ordenamientos legales, según se acredita con la documentación que corre agregada a su expediente, se 
desprende que con fecha 9 de noviembre de 1998 se emitió el correspondiente dictamen técnico, 
asignándosele el número 703726, mediante el cual se aprueban los trabajos del deslinde y los planos 
derivados del mismo, resultando una superficie analítica de 05-00-04 (cinco hectáreas, cero áreas, cuatro 
centiáreas), con las coordenadas geográficas y colindancias siguientes: 

De latitud Norte 22 grados, 44 minutos, 48 segundos; y de longitud Oeste 99 grados, 41 minutos, 23 
segundos y colindancias: 

AL NORTE: Fidencio Torres Zúñiga 
AL SUR: Lázaro Alonso González 
AL ESTE: Lorenzo García Zúñiga 
AL OESTE: Nicolasa Salinas 
III.- Durante el desarrollo de los trabajos de deslinde se apersonaron pequeños propietarios y 

representantes de núcleos agrarios con documentación que acredita su interés jurídico sobre las 
superficies que detentan, mismos que manifestaron su conformidad de colindancias con el predio en 
cuestión y que se describen en los trabajos técnicos que obran en su expediente. 

En consecuencia, es de resolverse y se resuelve: 
RESOLUTIVOS 
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PRIMERO.- Se declara que es terreno nacional la superficie de 05-00-04 (cinco hectáreas, cero áreas, 
cuatro centiáreas) con las colindancias, medidas y ubicación geográfica descritas en la presente 
Resolución. 

SEGUNDO.- Publíquese la presente Resolución en el Diario Oficial de la Federación y notifíquese 
personalmente a los interesados dentro de los diez días siguientes al de su publicación. 

TERCERO.- Inscríbase esta Resolución en el Registro Público de la Propiedad y del Comercio de la 
entidad que corresponda, en el Registro Público de la Propiedad Inmobiliaria Federal y en el Registro 
Agrario Nacional. 

Así lo proveyó y firma. 
México, D.F., a 15 de enero de 1999.- El Secretario de la Reforma Agraria, Arturo Warman Gryj.- 

Rúbrica.- El Subsecretario de Ordenamiento de la Propiedad Rural, Héctor René García Quiñones.- 
Rúbrica.- El Director General de Ordenamiento y Regularización, Francisco Javier Molina Oviedo.- 
Rúbrica. 

 
AVISO de deslinde del predio de presunta propiedad nacional denominado Agostadero de los 
Carrizos, Municipio de Guadalupe y Calvo, Chih. 

Al margen un sello con el Escudo Nacional, que dice: Estados Unidos Mexicanos.- Secretaría de la 
Reforma Agraria.- Representación Regional del Norte. 

AVISO DE DESLINDE DEL PREDIO PRESUNTA PROPIEDAD NACIONAL DENOMINADO 
"AGOSTADERO DE LOS CARRIZOS", UBICADO EN EL MUNICIPIO DE GUADALUPE Y CALVO, 
ESTADO DE CHIHUAHUA 

La Dirección de Regularización de la Propiedad Rural, dependiente de la Dirección General de 
Ordenamiento y Regularización de la Secretaría de la Reforma Agraria, mediante oficio número 180033 
de fecha 25 de noviembre de 1998, expediente sin número, autorizó a la Representación Regional para 
que comisionara perito deslindador, la cual con oficio número 167, de fecha 18 de enero de 1999, me ha 
autorizado para que, con fundamento en lo dispuesto por los artículos 160 de la Ley Agraria, 104, 107 y 
108 del Reglamento de la Ley Agraria en Materia de Ordenamiento de la Propiedad Rural, proceda al 
deslinde y medición del predio presuntamente propiedad nacional denominado "Agostadero de los 
Carrizos", con superficie aproximada de 800-00-00 hectáreas, ubicado en el Municipio de Guadalupe y 
Calvo, Estado de Chihuahua, el cual cuenta con las siguientes colindancias: 

AL NORTE CON: Predio Venadito Norte 
AL SUR CON: Terreno nacional 
AL ESTE CON: Predio Venadito Norte y terreno nacional 
AL OESTE CON: Ejido "Galeana" 
Por lo que, en cumplimiento a lo establecido por los artículos 160 de la Ley Agraria y 108 del 

Reglamento de la Ley Agraria en Materia de Ordenamiento de la Propiedad Rural, deberá publicarse, por 
una sola vez, en el Diario Oficial de la Federación, en el Periódico Oficial del Gobierno del Estado de 
Chihuahua, en el periódico de información local de mayor circulación en la región, así como colocarse en 
los parajes más cercanos al mismo terreno, con el objeto de comunicar a las personas que se sientan 
afectadas en sus derechos por la realización de los trabajos de deslinde, a fin de que dentro del plazo de 
30 días hábiles, a partir de la publicación del presente Aviso en el Diario Oficial de la Federación, 
ocurran ante el suscrito para exponer lo que a su derecho convenga, así como para presentar la 
documentación que fundamente su dicho. Para tal fin se encuentra a la vista de cualquier interesado el 
croquis correspondiente en las oficinas que ocupa la Representación Agraria, con domicilio en avenida 
Tecnológico número 1701, colonia Santo Niño de la ciudad de Chihuahua, Estado de Chihuahua. 

A las personas que no presenten sus documentos dentro del plazo señalado o que, habiendo sido 
notificadas a presenciar el deslinde, no concurran al mismo, se les tendrá como conformes con sus 
resultados. 

Atentamente 
Chihuahua, Chih., a 21 de enero de 1999.- El Perito, Baltazar Perea Muñoz.- Rúbrica. 
 

AVISO de deslinde del predio de presunta propiedad nacional denominado La Catorce, Municipio 
de San Francisco del Oro, Chih. 

Al margen un sello con el Escudo Nacional, que dice: Estados Unidos Mexicanos.- Secretaría de la 
Reforma Agraria.- Representación Regional del Norte. 

AVISO DE DESLINDE DEL PREDIO PRESUNTA PROPIEDAD NACIONAL DENOMINADO "LA 
CATORCE", UBICADO EN EL MUNICIPIO DE SAN FRANCISCO DEL ORO, ESTADO DE CHIHUAHUA 

La Dirección de Regularización de la Propiedad Rural, dependiente de la Dirección General de 
Ordenamiento y Regularización de la Secretaría de la Reforma Agraria, mediante oficio número 180033 
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de fecha 25 de noviembre de 1998, expediente sin número, autorizó a la Representación Regional para 
que comisionara perito deslindador, la cual con oficio número 166, de fecha 18 de enero de 1999, me ha 
autorizado para que, con fundamento en lo dispuesto por los artículos 160 de la Ley Agraria, 104, 107 y 
108 del Reglamento de la Ley Agraria en Materia de Ordenamiento de la Propiedad Rural, proceda al 
deslinde y medición del predio presuntamente propiedad nacional denominado "La Catorce", con 
superficie aproximada de 317-82-89 hectáreas, ubicado en el Municipio de San Francisco del Oro, Estado 
de Chihuahua, el cual cuenta con las siguientes colindancias: 

AL NORTE CON: Ejido "Casa Colorada" 
AL SUR CON: Ejido "Buena Vista" y mancomún Noriega 
AL ESTE CON: Ejido "Santa Bárbara" 
AL OESTE CON: Fundo legal San Francisco del Oro 
Por lo que, en cumplimiento a lo establecido por los artículos 160 de la Ley Agraria y 108 del 

Reglamento de la Ley Agraria en Materia de Ordenamiento de la Propiedad Rural, deberá publicarse, por 
una sola vez, en el Diario Oficial de la Federación, en el Periódico Oficial del Gobierno del Estado de 
Chihuahua, el periódico de información local de mayor circulación en la región, así como colocarse en los 
parajes más cercanos al mismo terreno, con el objeto de comunicar a las personas que se sientan 
afectadas en sus derechos por la realización de los trabajos de deslinde, a fin de que dentro del plazo de 
30 días hábiles, a partir de la publicación del presente Aviso en el Diario Oficial de la Federación, 
ocurran ante el suscrito para exponer lo que a su derecho convenga, así como para presentar la 
documentación que fundamente su dicho. Para tal fin se encuentra a la vista de cualquier interesado el 
croquis correspondiente en las oficinas que ocupa la Representación Agraria, con domicilio en avenida 
Tecnológico número 1701, colonia Santo Niño de la ciudad de Chihuahua, Estado de Chihuahua. 

A las personas que no presenten sus documentos dentro del plazo señalado o que, habiendo sido 
notificadas a presenciar el deslinde, no concurran al mismo, se les tendrá como conformes con sus 
resultados. 

Atentamente 
Chihuahua, Chih., a 21 de enero de 1999.- El Perito, Baltazar Perea Muñoz.- Rúbrica. 
 

AVISO de deslinde del predio de presunta propiedad nacional denominado Colonia Pacheco, 
Municipio de Casas Grandes, Chih. 

Al margen un sello con el Escudo Nacional, que dice: Estados Unidos Mexicanos.- Secretaría de la 
Reforma Agraria.- Representación Regional del Norte. 

AVISO DE DESLINDE DEL PREDIO PRESUNTA PROPIEDAD NACIONAL DENOMINADO "COLONIA 
PACHECO", UBICADO EN EL MUNICIPIO DE CASAS GRANDES, ESTADO DE CHIHUAHUA 

La Dirección de Regularización de la Propiedad Rural, dependiente de la Dirección General de 
Ordenamiento y Regularización de la Secretaría de la Reforma Agraria, mediante oficio número 180033 
de fecha 25 de noviembre de 1998, expediente sin número, autorizó a la Representación Regional para 
que comisionara perito deslindador, la cual con oficio número 165, de fecha 18 de enero de 1999, me ha 
autorizado para que, con fundamento en lo dispuesto por los artículos 160 de la Ley Agraria, 104, 107 y 
108 del Reglamento de la Ley Agraria en Materia de Ordenamiento de la Propiedad Rural, proceda al 
deslinde y medición del predio presuntamente propiedad nacional denominado "Colonia Pacheco", con 
superficie aproximada de 636-97-25 hectáreas, ubicado en el Municipio de Casas Grandes, Estado de 
Chihuahua, el cual cuenta con las siguientes colindancias: 

AL NORTE CON: Ejido "Colonia Pacheco y sus anexos" 
AL SUR CON: Benjamín Villa, Perfecto Mendoza, Inéz Lugo de Villa, Irma Villa Trevizo y predio "El 

Diablo" de Maurice Whetten 
AL ESTE CON: Ejido "Ignacio Zaragoza" 
AL OESTE CON: Estado de Sonora 
Por lo que, en cumplimiento a lo establecido por los artículos 160 de la Ley Agraria y 108 del 

Reglamento de la Ley Agraria en Materia de Ordenamiento de la Propiedad Rural, deberá publicarse, por 
una sola vez, en el Diario Oficial de la Federación, en el Periódico Oficial del Gobierno del Estado de 
Chihuahua, el periódico de información local de mayor circulación en la región, así como colocarse en los 
parajes más cercanos al mismo terreno, con el objeto de comunicar a las personas que se sientan 
afectadas en sus derechos por la realización de los trabajos de deslinde, a fin de que dentro del plazo de 
30 días hábiles, a partir de la publicación del presente Aviso en el Diario Oficial de la Federación, 
ocurran ante el suscrito para exponer lo que a su derecho convenga, así como para presentar la 
documentación que fundamente su dicho. Para tal fin se encuentra a la vista de cualquier interesado el 
croquis correspondiente en las oficinas que ocupa la Representación Agraria con domicilio en avenida 
Tecnológico número 1701, colonia Santo Niño de la ciudad de Chihuahua, Estado de Chihuahua. 
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A las personas que no presenten sus documentos dentro del plazo señalado o que, habiendo sido 
notificadas a presenciar el deslinde, no concurran al mismo, se les tendrá como conformes con sus 
resultados. 

Atentamente 
Chihuahua, Chih., a 21 de enero de 1999.- El Perito, Pedro Jesús Domínguez Morales.- Rúbrica. 

PODER JUDICIAL 
SUPREMA CORTE DE JUSTICIA DE LA NACION 

SENTENCIA relativa a la acción de inconstitucionalidad 10/98, promovida por Tomasa Rivera 
Juárez, María Elena Chapa Hernández, Ricardo Salinas Cantú, Luis Carlos Treviño Berchelman, 
Eliud Tamez Gómez, Ovidio Angel Rodríguez Suárez, Mario Jesús Peña Garza, Enrique Núñez Vela, 
Arturo B. de la Garza Tijerina, Manuel Peña Doria, César Lucio Coronado Hinojosa, Jaime 
Rodríguez Calderón, Leopoldo González González y Oscar J. Adame Garza, en su carácter de 
Diputados integrantes de la LXVIII Legislatura del Congreso del Estado de Nuevo León, en contra 
de la mencionada Legislatura y del Gobernador del propio Estado. 

Al margen un sello con el Escudo Nacional, que dice: Estados Unidos Mexicanos.- Suprema Corte de 
Justicia de la Nación.- Secretaría General de Acuerdos. 

ACCION DE INCONSTITUCIONALIDAD 10/98 
ACTOR: MINORIA DE LOS DIPUTADOS INTEGRANTES DE LA LXVIII LEGISLATURA DEL 
CONGRESO DEL ESTADO DE NUEVO LEON. 
MINISTRO PONENTE: HUMBERTO ROMAN PALACIOS. 
SECRETARIO: OSMAR ARMANDO CRUZ QUIROZ. 
México, Distrito Federal. Acuerdo del Tribunal Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, 

correspondiente al día veinticinco de febrero de mil novecientos noventa y nueve. 
VISTOS; y RESULTANDO: 

PRIMERO.- Mediante escrito presentado el veintiuno de diciembre de mil novecientos noventa y ocho, 
ante la Oficina de Certificación Judicial y Correspondencia de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, 
Tomasa Rivera Juárez, María Elena Chapa Hernández, Ricardo Salinas Cantú, Luis Carlos Treviño 
Berchelman, Eliud Tamez Gómez, Ovidio Angel Rodríguez Suárez, Mario Jesús Peña Garza, Enrique 
Núñez Vela, Arturo B. de la Garza Tijerina, Manuel Peña Doria, César Lucio Coronado Hinojosa, Jaime 
Rodríguez Calderón, Leopoldo González González y Oscar J. Adame Garza, en su carácter de Diputados 
integrantes de la LXVIII Legislatura del Congreso del Estado de Nuevo León, promovieron acción de 
inconstitucionalidad en contra de las autoridades y por las disposiciones que a continuación se señalan: 

"IV. ORGANOS LEGISLATIVO Y EJECUTIVO DEMANDADOS. 
"A.- ORGANO LEGISLATIVO.- La H. LXVIII "Legislatura del Congreso del Estado de Nuevo 
"León, con domicilio en la Torre Administrativa, "ubicada en el cruzamiento de las calles 
"Matamoros y Zaragoza de Monterrey, Nuevo León, "Código Postal 64000, como 
ordenadora, "responsable de la expedición del Decreto número "77 que contiene la LEY DEL 
SERVICIO "PROFESIONAL ELECTORAL, expedida con fecha "26 de noviembre de 1998. 
"B.- ORGANO EJECUTIVO.- El C. Gobernador "Constitucional del Estado de Nuevo León, 
con "domicilio en el Palacio de Gobierno, ubicado en el "cruzamiento de las calles Zaragoza y 
5 de Mayo en "Monterrey, Nuevo León, Código Postal 64000, "como ordenadora, 
responsable de la "promulgación del Decreto que motiva la presente "Acción de 
Inconstitucionalidad. 
"NORMA GENERAL CUYA INVALIDEZ SE "RECLAMA.- Mediante esta Acción de 
"Inconstitucionalidad se demanda el Decreto "número 77 que contiene la LEY DEL SERVICIO 
"PROFESIONAL ELECTORAL, expedida con fecha "Noviembre 26 de 1998 por la H. LXVIII 
Legislatura "del Congreso del Estado de Nuevo León, que fuera "publicada en el Periódico 
Oficial de fecha "Diciembre 2 de 1998. 

SEGUNDO.- En la demanda se señalaron como antecedentes del caso los siguientes: 
"VIII.- EXPRESION DE HECHOS. 
"A.- El Congreso del Estado de Nuevo León se "encuentra conformado por cuarenta y dos 
"diputados, por consecuencia los catorce que "suscribimos esta promoción constituimos el 
"33.33% de la Legislatura, por consecuencia "cumplimos la hipótesis legal que establece el 
"inciso d) de la fracción II del artículo 105 de la "Constitución Federal, para interponer esta 
"ACCION DE INCONSTITUCIONALIDAD. 
"B.- En fecha Julio 6 de 1997 se realizaron "elecciones para renovar los Poderes Legislativo y 
"Ejecutivo del Estado de Nuevo León, por lo que el "día Agosto 1o. de 1997, en cumplimiento 
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a lo "dispuesto por el artículo 216 de la Ley Electoral "del Estado de Nuevo León, se publicó 
en el "Periódico Oficial del Estado el acta "correspondiente a la declaratoria de validez de la 
"elección mencionada, de una parte, y de la "asignación de las diputaciones a los integrantes 
"de la LXVIII Legislatura al Congreso del Estado de "Nuevo León, de la otra parte, de la cual 
somos "integrantes, lo que acreditamos con documento "anexo. 
"C.- En fecha 14 de Octubre de 1997, los "integrantes de la LXVIII Legislatura al Congreso 
"del Estado rendimos protesta de ley y tomamos "posesión del cargo, de acuerdo a lo 
dispuesto por "los artículos 30 y 31 de la Ley Orgánica del Poder "Legislativo del Estado de 
Nuevo León, lo cual "acreditamos con el documento idóneo que se "acompaña a este ocurso. 
D.- En fecha Septiembre "24 de 1997, de acuerdo a lo preceptuado por el "diverso 210 de la 
Ley Electoral del Estado y la "fracción XV del artículo 63 de la Constitución "Política del 
Estado de Nuevo León, se publicó en "el Periódico Oficial el Bando Solemne que da a 
"conocer la declaración del Gobernador Electo al "C. Lic. Fernando de Jesús Canales 
Clariond, quien "rindió protesta ante el Poder Legislativo local y "asumió el cargo de 
Gobernador del Estado en "fecha Octubre 4 de 1997, lo cual acreditamos con "los 
documentos que se agregan a este ocurso. 
"E.- En fecha Noviembre 18 de 1998, en Sesión "Ordinaria celebrada por la LXVIII Legislatura 
al "Congreso del Estado de Nuevo León, se presentó "dictamen de las Comisiones de 
Gobernación y de "Legislación y Puntos Constitucionales sobre la "iniciativa del “Estatuto del 
Servicio Profesional "Electoral”, presentada en Mayo de 1998 por la "Comisión Estatal 
Electoral siendo aprobada por 28 "votos a favor y 13 votos en contra, constituyendo "el 
Decreto Número 77 que contiene la LEY DEL "SERVICIO PROFESIONAL ELECTORAL DEL 
"ESTADO DE NUEVO LEON, lo que acreditamos "con la documentación anexa. 
"F.- La mencionada Ley del Servicio Profesional "Electoral del Estado de Nuevo León fue 
"promulgada por el Lic. Fernando de Jesús Canales "Clariond, Gobernador Constitucional del 
Estado "de Nuevo León, y publicada en el Periódico Oficial "del Estado en fecha Diciembre 2 
de 1998, "circunstancia que demostramos con el documento "que se agrega a este ocurso. 
"G.- La Ley del Servicio Profesional Electoral, que "motiva la presente Acción de 
Inconstitucionalidad, "conculca lo dispuesto por los preceptos 5o., 14 y "123 de la 
Constitución Política Federal, así como "los artículos 4o., 14, 45, 63 fracción IV, 85 fracción 
"X, 148, 149 y 152 de la Constitución Política del "Estado de Nuevo León, cuya contradicción 
debe "generar su invalidación por parte de la Suprema "Corte de Justicia de la Nación, 
sustentados en los "siguientes: 

TERCERO.- Los preceptos de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos que se 
estiman infringidos son el 5o., 14 y 123, así como los artículos 4o., 14, 45, 63 fracción IV, 85 fracción X, 
148, 149 y 152 de la Constitución Política del Estado de Nuevo León. 

CUARTO.- En la demanda se señalaron como conceptos de invalidez los siguientes: 
“IX.- CONCEPTOS DE INVALIDEZ: 
"PRIMERO.- INVALIDACION DE LA LEY DEL "SERVICIO PROFESIONAL ELECTORAL 
DEL "ESTADO DE NUEVO LEON, POR HABERSE "VIOLENTADO EN SU APROBACION 
LO "DISPUESTO EN LOS PRECEPTOS 63 FRACCION "IV, 152 EN RELACION CON LOS 
ARTICULOS 45 Y "148, TODOS DE LA CONSTITUCION POLITICA DEL "ESTADO DE 
NUEVO LEON. 
"Corresponde al Congreso del Estado de Nuevo "León, en términos del artículo 63 fracción 
IV de la "Constitución Política Local, “…Vigilar el "cumplimiento de la Constitución y de las 
leyes…”, "por ser el depositario y representante de la "voluntad del pueblo, por consecuencia 
garante del "Estado de Derecho dentro del territorio del "Estado. 
"En la aprobación de la Ley del Servicio "Profesional Electoral, el Congreso del Estado de 
"Nuevo León violó lo dispuesto por los preceptos "63 fracción IV, 152 en relación con los 
artículos 45 "y 148 de la Constitución Política Local, toda vez "que por tratarse de una LEY 
CONSTITUCIONAL "para ser admitida a discusión se requería del voto "de la mayoría de los 
miembros presentes de la "Legislatura, y al no haberse siquiera sometido a "votación que 
dicha ley pudiera ser “admitida a "discusión”, se hace evidente la "inconstitucionalidad de 
origen. 
"Efectivamente, los preceptos de la Constitución "Política del Estado de Nuevo León que 
pasamos a "transcribir, sustentan la inconstitucionalidad de la "Ley del Servicio Profesional 
Electoral, al disponer "respectivamente lo que sigue: 
"“… Art. 63.- Pertenece al Congreso:… 
"“IV.- Vigilar el cumplimiento de la Constitución y "de las leyes…”. 
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"“… Art. 45.- La Ley Electoral del Estado, "reglamentaria de esta Constitución en la materia, 
"regulará y garantizará el desarrollo de los "procesos electorales: El ejercicio del sufragio: Los 
"derechos, obligaciones, ORGANIZACION Y "FUNCIONES de los partidos, asociaciones 
"políticas y ORGANISMOS ELECTORALES: La "preparación, desarrollo, vigilancia, cómputo 
y "calificación de las elecciones; el procedimiento de "lo contencioso electoral; y en general 
las demás "disposiciones relativas al proceso electoral.” 
"“El organismo electoral competente con la "participación del Gobierno del Estado, de los 
"partidos políticos y los ciudadanos, actualizará "permanentemente el padrón electoral…” 
"“… Art. 148.- En cualquier tiempo puede ser "reformada esta Constitución; MAS LAS 
"REFORMAS QUE SE PROPONGAN, PARA SER "ADMITIDAS A DISCUSION, 
NECESITARAN EL "VOTO DE LA MAYORIA DE LOS MIEMBROS "PRESENTES DE LA 
CAMARA…” 
"“…Art. 149.- Tomadas en consideración las "adiciones o reformas se publicarán y circularán 
"profusamente, con extracto de la discusión, y no "podrán ser votadas antes del inmediato 
período "de sesiones…”. 
"“… Art. 152.- LAS LEYES DE QUE HABLAN LOS "ARTICULOS 45, 63 fracción XIX, 94 y 
121 son "constitucionales y en su reforma se guardarán las "mismas reglas que en las de 
cualquier artículo de "la Constitución, pudiendo ser discutidas y votadas "en el mismo período 
en que sean propuestas, si "así lo acordare el Congreso…”. 
"Deviene inconstitucional la Ley del Servicio "Profesional Electoral, toda vez que en el 
proceso "de su aprobación seguido por la Legislatura del "Congreso del Estado de Nuevo 
León, se violentó "lo dispuesto por los preceptos arriba transcritos, "porque al ser dicha 
normativa “LEY "CONSTITUCIONAL”, al disponerlo así los artículos "45 y 152 de la 
Constitución Política del Estado de "Nuevo León, PREVIO A SU DEBATE, PARA SER 
"ADMITIDA A DISCUSION, REQUERIA DEL VOTO "DE LA MAYORIA DE LOS MIEMBROS 
PRESENTES "DE LA LEGISLATURA, y al no haberse siquiera "planteado tal votación 
genera automáticamente su "inconstitucionalidad. 
"La Ley del Servicio Profesional Electoral "constituye “LEY CONSTITUCIONAL”, por 
"disposición expresa de los preceptos 152 y 45 de "la Constitución Política del Estado de 
Nuevo León, "AL REGULAR LA ORGANIZACION DEL "DENOMINADO “SERVICIO 
PROFESIONAL "ELECTORAL”, Y “AL PERSONAL DE LA "COMISION ESTATAL 
ELECTORAL”, según "dispone su artículo 1o., por consecuencia en el "proceso de su 
aprobación debió de haberse "cumplido lo dispuesto por el artículo 148 del "citado texto 
constitucional, que ordena que “… La "reforma que se proponga, PARA SER ADMITIDA A 
"DISCUSION, NECESITARA EL VOTO DE LA "MAYORIA DE LOS MIEMBROS 
PRESENTES DE LA "CAMARA…”, lo que elimina por consecuencia la “posibilidad de su 
discusión si no se obtiene "previamente el voto favorable de la mayoría de los "integrantes de 
la Legislatura. 
"Por consecuencia de lo expresado en párrafos "precedentes, la aprobación de la Ley del 
Servicio "Profesional Electoral efectuada por el Congreso "del Estado de Nuevo León, así 
como la orden de "publicación de dicha normativa, realizada por el "Gobernador del Estado, 
resultan afectadas de "inconstitucionalidad de origen, al haberse "rebasado los 
requerimientos consignados en la "Constitución Política del Estado de Nuevo León, "para la 
aprobación de una “LEY "CONSTITUCIONAL”. Esta inconstitucionalidad, "por ser de mayor 
grado, abarca a las demás "actuaciones que se realizaron como su "consecuencia y sus 
efectos, siendo por tal motivo "nulos absolutamente. 
"En razón de lo expuesto con antelación, al no "haber dado cumplimiento el Congreso del 
Estado "de Nuevo León a lo dispuesto por los preceptos "45, 63 fracción IV, 148 y 152 de la 
Constitución "Política vigente en el Estado, resulta "inconstitucional la Ley del Servicio 
Profesional "Electoral, debiendo ser por consecuencia "invalidada por la H. Suprema Corte de 
Justicia de "la Nación. 
"SEGUNDO.- INVALIDACION DE LA LEY DEL "SERVICIO PROFESIONAL ELECTORAL 
DEL "ESTADO DE NUEVO LEON, POR HABERSE "VIOLENTADO EN SU APROBACION 
LO "DISPUESTO EN LOS PRECEPTOS 63 FRACCION "IV, 152 EN RELACION CON LOS 
ARTICULOS 45, "148 Y 149, TODOS DE LA CONSTITUCION "POLITICA DEL ESTADO DE 
NUEVO LEON. 
"En la aprobación de la Ley del Servicio "Profesional Electoral, el Congreso del Estado de 
"Nuevo León violó lo dispuesto por los preceptos "indicados en el párrafo precedente, toda 



Miércoles 10 de marzo de 1999 DIARIO OFICIAL 53 

vez que "por tratarse de una LEY CONSTITUCIONAL no "debió ser votada en el mismo 
período de Sesiones "en que fuera sometida a la consideración de la "Legislatura Local. 
"Efectivamente, los preceptos de la Constitución "Política del Estado de Nuevo León que 
pasamos a "transcribir, sustentan la inconstitucionalidad de la "Ley del Servicio Profesional 
Electoral, al disponer "respectivamente lo que sigue: 
"“… Art. 63.- Pertenece al Congreso:… 
"“IV.- Vigilar el cumplimiento de la Constitución y "de las leyes…”. 
"“… Art. 45.- La Ley Electoral del Estado, "reglamentaria de esta Constitución en la materia, 
"regulará y garantizará el desarrollo de los "procesos electorales: El ejercicio del sufragio: Los 
"derechos, obligaciones, ORGANIZACION Y "FUNCIONES de los partidos, asociaciones 
"políticas y ORGANISMOS ELECTORALES: La "preparación, desarrollo, vigilancia, cómputo 
y "calificación de las elecciones; el procedimiento de "lo contencioso electoral, y en general 
las demás "disposiciones relativas al proceso electoral.” 
"“El organismo electoral competente con la "participación del Gobierno del Estado, de los 
"partidos políticos y los ciudadanos, actualizará "permanentemente el padrón electoral…”. 
"“…Art. 148.- En cualquier tiempo puede ser "reformada esta Constitución; mas las reformas 
"que se propongan, para ser admitidas a discusión, "necesitarán el voto de la mayoría de los 
miembros "presentes de la Cámara…”. 
"“… Art. 149.- Tomadas en consideración las "adiciones o reformas se publicarán y circularán 
"profusamente, con extracto de la discusión. Y NO "PODRAN SER VOTADAS ANTES DEL 
INMEDIATO "PERIODO DE SESIONES…”. 
"“… Art. 152.- LAS LEYES DE QUE HABLAN LOS "ARTICULOS 45, 63 fracción XIX, 94 y 
121 son "constitucionales y en su reforma se guardarán las "mismas reglas que en las de 
cualquier artículo de "la Constitución, pudiendo ser discutidas y votadas "en el mismo período 
en que sean propuestas, si "así lo acordare el Congreso…”. 
"Deviene inconstitucional la Ley del Servicio "Profesional Electoral, toda vez que en el 
proceso "de su aprobación seguido por la Legislatura del "Congreso del Estado de Nuevo 
León, se violentó "lo dispuesto por los preceptos arriba transcritos, "porque al ser dicha 
normativa “LEY "CONSTITUCIONAL”, al disponerlo así los artículos "45 y 152 de la 
Constitución Política del Estado de "Nuevo León, debió de haberse publicado y "circulado 
profusamente con extracto de la "discusión respectiva (previamente a su "aprobación), 
requisitos que se omitieron, de una "parte, y fundamentalmente porque tal normativa "fue 
votada y aprobada en el mismo período de "sesiones, SIN QUE ASI LO HUBIERA 
ACORDADO "PREVIAMENTE EL CONGRESO LOCAL, de la otra "parte. 
"La Ley del Servicio Profesional Electoral "constituye “LEY CONSTITUCIONAL”, por 
"disposición expresa de los preceptos 152 y 45 de "la Constitución Política del Estado de 
Nuevo León, "AL REGULAR LA ORGANIZACION DEL "DENOMINADO “SERVICIO 
PROFESIONAL "ELECTORAL”, Y “AL PERSONAL DE LA "COMISION ESTATAL 
ELECTORAL”, según "dispone su artículo 1o., por consecuencia en el "proceso de su 
aprobación debió de haberse "cumplido lo dispuesto por el artículo 149 del "citado texto 
constitucional, que ordena que antes "de la aprobación de una Ley Constitucional se 
"publique y circule profusamente con extracto de la "discusión, y no puede ser votada antes 
del "inmediato período de sesiones, lo que elimina por "consecuencia la posibilidad de su 
votación en el "mismo período legislativo constitucional. 
"Por consecuencia de lo expresado en párrafos "precedentes, la aprobación de la Ley del 
Servicio "Profesional electoral efectuada por el Congreso "del Estado de Nuevo León, así 
como la orden de "publicación de dicha normativa, realizada por el "Gobernador del Estado, 
resultan afectadas de "inconstitucionalidad de origen, al haberse "rebasado los 
requerimientos consignados en la "Constitución Política del Estado de Nuevo León, "para la 
aprobación de una “LEY "CONSTITUCIONAL”. Esta inconstitucionalidad, "por ser de mayor 
grado, abarca a las demás "actuaciones que se realizaron como su "consecuencia y sus 
efectos, siendo por tal motivo "nulos absolutamente. 
"En razón de lo expuesto con antelación, al no "haber dado cumplimiento el Congreso del 
Estado "de Nuevo León a lo dispuesto por los preceptos "45, 63 fracción IV, 148, 149 y 152 
de la "Constitución Política vigente en el Estado, resulta "inconstitucional la Ley del Servicio 
Profesional "Electoral, debiendo ser por consecuencia "invalidada por la H. Suprema Corte de 
Justicia de "la Nación. 
"TERCERO.- INVALIDACION DE LA LEY DEL "SERVICIO PROFESIONAL ELECTORAL 
DEL "ESTADO DE NUEVO LEON, POR HABERSE "VIOLENTADO CON SU APROBACION 
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LO "DISPUESTO EN LOS PRECEPTOS 63 FRACCION "IV Y 85 FRACCION X DE LA 
CONSTITUCION "POLITICA DEL ESTADO DE NUEVO LEON, Y 86 DE "LA LEY 
ELECTORAL DEL ESTADO DE NUEVO "LEON. 
"Corresponde al Congreso del Estado de Nuevo "León, en términos del artículo 63 fracción 
IV de la "Constitución Política Local, “…Vigilar el "cumplimiento de la Constitución y de las 
leyes…”, "por ser el depositario y representante de la "voluntad del pueblo, por consecuencia 
garante del "Estado de Derecho dentro del territorio del "Estado. 
"Atento a lo establecido por el artículo 86 de la "Ley Electoral del Estado de Nuevo León, que 
"previene: 
"“… Art. 86.- Los miembros de la Coordinación "Técnica Electoral serán designados por la 
"Comisión Estatal Electoral y seleccionados "mediante convocatoria pública y examen de 
"oposición, tomando en cuenta los criterios "necesarios para la creación del Servicio 
"Profesional Electoral del Estado, mismo que "deberá ser establecido de acuerdo a las bases 
que "para el efecto determine la propia Comisión "Estatal Electoral EN EL ORDENAMIENTO 
"REGLAMENTARIO CORRESPONDIENTE…”. 
"Corresponde entonces, en términos de la Ley "Electoral del Estado de Nuevo León, a la 
Comisión "Estatal Electoral la creación del Servicio "Profesional Electoral del Estado, de 
conformidad "con las bases que se consignen en "“ORDENAMIENTO REGLAMENTARIO” 
que "oportunamente debería haber sido expedido. 
"El artículo 85 fracción X de la Constitución Política "del Estado de Nuevo León dispone que 
pertenece "al Titular del Ejecutivo: “… Publicar, circular, "cumplir y hacer cumplir las leyes y 
demás "disposiciones del Congreso del Estado, Y "ORDENAR Y REGLAMENTAR EN LO 
"ADMINISTRATIVO, LO NECESARIO PARA SU "EJECUCION…”. 
"Atento a dicho precepto, la facultad "reglamentaria de las leyes emanadas del "Congreso del 
Estado de Nuevo León, corresponde "indiscutiblemente al Titular del Poder Ejecutivo, "con 
exclusión de cualquier otro organismo o "poder, constituyendo facultad indelegable, 
"intransmisible, que por consecuencia debe ser "ejercida directamente por el Gobernador de 
la "entidad. 
"Fundamentalmente por lo expresado en el artículo "85 fracción X de la Constitución Política 
del "Estado de Nuevo León, resulta inconstitucional la "Ley del Servicio Profesional Electoral, 
por haberse "arrogado el Congreso del Estado de Nuevo León "la facultad de 
REGLAMENTAR EL SERVICIO "PROFESIONAL ELECTORAL DEL ESTADO, toda "vez que 
la facultad reglamentaria aludida es "atribución exclusiva del Titular del Poder "Ejecutivo, de 
una parte, y porque "fundamentalmente el artículo 86 de la Ley "Electoral del Estado de 
Nuevo León dispone que "tal servicio debe ser establecido de acuerdo a las "bases previstas 
en el “…ORDENAMIENTO "REGLAMENTARIO CORRESPONDIENTE…”, "mismo que 
únicamente puede ser expedido por el "Gobernador del Estado, atentos al citado precepto 
"constitucional. 
"Confirma el presente concepto de invalidez el "criterio sustentado por la Suprema Corte de 
"Justicia de la Nación, plasmado en la Tesis de "Jurisprudencia que pasamos a transcribir: 
"“…FACULTAD REGLAMENTARIA. SUS LIMITES.- "Es criterio unánime, tanto de la doctrina 
como de "la jurisprudencia, que la facultad reglamentaria "conferida en nuestro sistema 
constitucional al "Presidente de la República y a los Gobernadores "de los Estados, en sus 
respectivos ámbitos "competenciales, consiste, exclusivamente, dado el "principio de la 
división de poderes imperante en la "expedición de disposiciones generales, abstractas "e 
impersonales que tienen por objeto la ejecución "de la ley desarrollando y completando en 
detalle "sus normas, pero sin que, a título de su ejercicio, "pueda excederse el alcance de 
sus mandatos o "contrariar o alterar sus disposiciones, por ser "precisamente la ley su 
medida y justificación.” 
"“Novena Epoca, Instancia: Segunda Sala, Fuente: "Semanario Judicial de la Federación y su 
Gaceta, "Tomo: II, Septiembre de 1995, Tesis: 2a./J.47/95, "Página: 293.” 
"“Revisión fiscal 59/81. Playa Sol Vallarta, S.A. 4 "de octubre de 1982. Cinco votos. Ponente: 
Carlos "del Río Rodríguez. Secretario: José Angel "Mandujano Gordillo.” 
"“Amparo en revisión 3227/90. Empresas Tylsa, "S.A. de C.V. 29 de agosto de 1994. 
Mayoría de "cuatro votos. Disidente: Atanasio González "Martínez. Ponente: Noé Castañón 
León. "Secretario: Luis Ignacio Rosas González.” 
"“Amparo en revisión 2165/93. Compañía "Azucarera del Ingenio de Bellavista, S.A. 9 de 
"junio de 1995. Cinco votos. Ponente: Genaro David "Góngora Pimentel. Secretaria: María 
Leonor "Bautista de la Luz.” 
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"“Amparo en revisión 862/93. Ingenio José María "Morelos, S.A. 9 de junio de 1995. Cinco 
votos. "Ponente: Mariano Azuela Güitrón. Secretaria: "Mercedes Rodarte Magdaleno.” 
"“Amparo en revisión 1841/94. Francisco José Luis "Gutiérrez Flores. 18 de agosto de 1995. 
Cinco "votos. Ponente: Guillermo I. Ortiz Mayagoitia. "Secretario: Germán Martínez 
Hernández.” 
"“Tesis de Jurisprudencia 47/95. Aprobada por la "Segunda Sala de este Alto Tribunal, en 
sesión "privada de veinticinco de agosto de mil "novecientos noventa y cinco, por unanimidad 
de "cinco votos de los Ministros: Presidente Juan Díaz "Romero, Genaro David Góngora 
Pimentel, Mariano "Azuela Güitrón, Guillermo I. Ortiz Mayagoitia y "Sergio Salvador Aguirre 
Anguiano…”. 
"Por consecuencia de lo expresado en párrafos "precedentes, la aprobación de la Ley del 
Servicio "Profesional Electoral efectuada por el Congreso "del Estado de Nuevo León, así 
como la orden de "publicación de dicha normativa, realizada por el "Gobernador del Estado, 
resultan afectadas de "inconstitucionalidad de origen. Esta "inconstitucionalidad, por ser de 
mayor grado, "abarca a las demás actuaciones que se realizaron "como su consecuencia y 
sus efectos, siendo por "tal motivo nulos absolutamente. 
"En razón de lo expuesto con antelación, al no "haber dado cumplimiento el Congreso del 
Estado "de Nuevo León a lo dispuesto por los preceptos 63 "fracción IV y 85 fracción X de la 
Constitución "Política vigente en el Estado, y artículo 86 de la "Ley Electoral del Estado de 
Nuevo León, resulta "inconstitucional la Ley del Servicio Profesional "Electoral, debiendo ser 
por consecuencia "invalidada por la H. Suprema Corte de Justicia de "la Nación. 
"CUARTO.- INVALIDACION DE LA LEY DEL "SERVICIO PROFESIONAL ELECTORAL DEL 
"ESTADO DE NUEVO LEON, POR HABERSE "VIOLENTADO CON SU APROBACION LO 
"DISPUESTO EN LOS PRECEPTOS 27, 30, 63 "FRACCION IV Y 85 FRACCION X DE LA 
"CONSTITUCION POLITICA DEL ESTADO DE "NUEVO LEON. 
"Corresponde al Congreso del Estado de Nuevo "León, en términos del artículo 63 fracciones 
IV y "VIII de la Constitución Política Local, “…Vigilar el "cumplimiento de la Constitución y de 
las leyes…”, "por ser el depositario y representante de la "voluntad del pueblo, por 
consecuencia garante del "Estado de Derecho dentro del territorio del "Estado, de una parte, 
así como también "“…CREAR, A INSTANCIA DEL EJECUTIVO, "EMPLEOS, OFICINAS Y 
PLAZAS QUE REQUIERA "LA ADMINISTRACION PUBLICA DEL ESTADO, "asignando los 
sueldos de ellos, y suprimirlos, "cuando cese su necesidad…”, de la otra parte. 
"Suponiendo, sin conceder, que resultara apegado "al texto constitucional el procedimiento 
utilizado "por el Congreso del Estado de Nuevo León para "aprobar la Ley del Servicio 
Profesional Electoral, "algunos de los preceptos que contempla el "Decreto mencionado 
resultan aberrantes, de una "parte, y lesivos de garantías individuales, de la "otra parte, 
según pasamos a evidenciar: 
"De conformidad con lo dispuesto por el artículo 27 "de la Constitución Política del Estado de 
Nuevo "León, en esta entidad la libertad del hombre no "tiene más límites que la prohibición 
de la ley. De la "ley emanan la autoridad de los que gobiernan y "las obligaciones de los 
gobernados. “…En "consecuencia, EL EJERCICIO DE LA AUTORIDAD "DEBE LIMITARSE 
A LAS ATRIBUCIONES "DETERMINADAS EN LAS LEYES…”. Es decir, que "en respeto del 
principio de facultades regladas, "que determinan el ejercicio del poder de imperio, "los 
órganos de autoridad únicamente pueden "realizar aquellos actos que las leyes les facultan, 
"siendo por consecuencia ilegales, por arbitrarios, "los actos de autoridad que no encuentren 
"sustento en la ley. 
"El artículo 30 de la Constitución Política del "Estado de Nuevo León dispone textualmente lo 
"que sigue: 
"“… Art. 30.- El Gobierno del Estado es "republicano, representativo y popular, se ejercerá 
"por los poderes Legislativo, Ejecutivo y Judicial; "siendo la base de su organización política y 
"administrativo el Municipio Libre. Estos Poderes "derivan del pueblo Y SE LIMITAN AL 
EJERCICIO "DE LAS FACULTADES EXPRESAMENTE "DESIGNADAS EN ESTA 
CONSTITUCION. NO "PODRAN REUNIRSE DOS O MAS DE ESTOS "PODERES EN UNA 
SOLA PERSONA O "CORPORACION NI DEPOSITARSE EL "LEGISLATIVO EN UN SOLO 
INDIVIDUO…” 
"Conforme a lo dispuesto en el precepto invocado "en el párrafo precedente, atentos a 
nuestro "régimen constitucional sólo tiene facultades para "legislar el Poder Legislativo 
(excepcionalmente el "Ejecutivo en el caso de la facultad reglamentaria, "MISMA QUE SOLO 
PUEDE SER EJECUTADA POR "EL TITULAR DE ESTE PODER), sin que en la 
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"Constitución Federal, ni mucho menos en la "Constitución Política del Estado de Nuevo León 
"exista norma alguna que autorice al Legislativo "para delegar la referida atribución. No 
obstante lo "anterior, para que sea válido desde el punto de "vista constitucional que uno de 
los Poderes de la "Unión ejerza funciones propias de otro Poder, es "necesario, en primer 
lugar, que así lo consigne "expresamente la Carta Magna o que la función "respectiva sea 
estrictamente necesaria para hacer "efectivas las facultades que le son exclusivas, y, "en 
segundo lugar que la función se ejerza "únicamente en los casos expresamente "autorizados 
en la propia Constitución, toda vez "que las reglas de excepción a la norma general "son de 
aplicación estricta. 
"El artículo 85 fracción X de la Constitución Política "del Estado de Nuevo León dispone que 
pertenece "al Ejecutivo: “…Publicar, circular, cumplir y hacer "cumplir las leyes y demás 
disposiciones del "Congreso del Estado, Y ORDENAR Y "REGLAMENTAR EN LO 
ADMINISTRATIVO, LO "NECESARIO PARA SU EJECUCION…”. 
"Atentos a dicho precepto, la facultad "reglamentaria de las leyes emanadas del "Congreso 
del Estado de Nuevo León, corresponde "indiscutiblemente al Titular del Poder Ejecutivo, 
"con exclusión de cualquier otro organismo o "poder, constituyendo atribución indelegable, 
"intransmisible, que por consecuencia debe ser "ejercida directamente por el Gobernador de 
la "entidad. 
"Al expedirse la Ley del Servicio Profesional "Electoral, que motiva la presente Acción de 
"Inconstitucionalidad, se violentó lo dispuesto por "los preceptos constitucionales arriba 
invocados, "particularmente por lo que respecta a los artículos "9o., 11, 27, 30 fracción VII, 
42 y 55 de la normativa "impugnada, toda vez que confieren, NO AL "TITULAR DEL PODER 
EJECUTIVO DE NUEVO "LEON, NI MUCHO MENOS A LA LEGISLATURA "DEL 
CONGRESO DEL ESTADO (COMO DISPONE "EL ARTICULO 63 FRACCION VIII DE LA 
"CONSTITUCION POLITICA DE NUEVO LEON), sino "a la Comisión Estatal Electoral 
facultades "extraordinarias, consistentes en determinar "mediante la expedición de 
“CATALOGO”, la "creación de empleos, oficinas y plazas; la "determinación de cuál va a ser 
el personal "considerado como “PROFESIONAL”; así como "también para otorgársele la 
atribución de "determinar “LOS TERMINOS Y CONDICIONES” "mediante los cuales se podrá 
“EVALUAR AL "PERSONAL”, sin que se le obligue a publicar los "criterios de evaluación, y 
sin que el propio "Congreso del Estado de Nuevo León los "determine, ni precise los cargos 
que deberá "ocupar el personal considerado como "“PROFESIONAL”. 
"Efectivamente, mediante la Ley del Servicio "Profesional Electoral que motiva la presente 
"Acción de Inconstitucionalidad, se violenta el "sistema constitucional de “División de 
Poderes”, "previsto por el artículo 30 de la Constitución "Política del Estado de Nuevo León, 
toda vez que la "Legislatura del Congreso Estatal delegó en forma "inconstitucional a la 
Comisión Estatal Electoral el "ejercicio de facultades legislativas, que no se "encuentran 
previstas en la Constitución Local "como reservadas para el Poder Ejecutivo, sino "que son 
propias del Poder Legislativo, y al no "encontrar prevista en la Constitución Local tal 
"autorización, por ese solo hecho se violenta el "orden constitucional establecido. 
"Así lo ha determinado la Suprema Corte de "Justicia de la Nación en las siguientes tesis que 
"pasamos a transcribir: 
"“… FACULTADES EXTRAORDINARIAS "CONCEDIDAS AL EJECUTIVO, PARA SU 
EXAMEN "DEBE ATENDERSE A LA CONSTITUCION LOCAL.- "Para examinar la 
constitucionalidad de las "facultades extraordinarias concedidas por la "Legislatura local al 
titular del Poder Ejecutivo para "legislar debe atenderse en primer término a las 
"disposiciones relativas de la Constitución del "Estado, para poder determinar si en la 
"Constitución se autoriza o no el que se otorguen "dichas facultades.” 
"“Amparo en revisión 4147/85.- Domingo Muñoz "Mier.- 23 de abril de 1986.- Unanimidad de 
4 "votos.- Ponente: Mariano Azuela Güitrón…” 
"“… DELEGACION DE FACULTADES PARA "LEGISLAR. COMPETENCIA DE LAS 
"SECRETARIAS DE ESTADO.- Conforme a nuestro "régimen constitucional sólo tiene 
facultades para "legislar el Poder Legislativo y excepcionalmente el "Ejecutivo en el caso de 
facultad reglamentaria, "que únicamente puede ser ejercitada por el titular "de este Poder, sin 
que en la Constitución exista "una disposición que lo autorice para delegar en "alguna otra 
persona o entidad, la referida facultad, "pues ni el Poder Legislativo puede autorizar tal 
"delegación; por tanto, sostener que la Ley de "Secretarías de Estado encarga a la de 
Economía la "materia de monopolios, y que esa ley, fundada en "el artículo 90 de la 
Constitución, debe entenderse "en el sentido de que dicha Secretaría goza de "cierta libertad 
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y autonomía en esta materia, es "desconocer la finalidad de dicha ley, que no es "otra que la 
de fijar la competencia genérica de "cada Secretaría, pero sin que esto signifique que "por 
ello puedan éstas actuar en cada materia sin "ley especial, ni mucho menos que la repetida 
ley "subvierta los principios constitucionales, dando a "las Secretarías de Estado facultades 
que "conforme a la Constitución, sólo corresponde al "titular del Poder Ejecutivo, decir que 
conforme a "los artículos 92, 93 y 108 de la Constitución, los "Secretarios de Estado tienen 
facultades ejecutivas "y gozan de cierta autonomía en las materias de su "ramo y de una 
gran libertad de acción, con "amplitud de criterio para resolver cada caso "concreto, sin 
someterlo al juicio y voluntad del "Presidente de la República, es destruir la unidad "del poder; 
es olvidar que dentro del régimen "constitucional el Presidente de la República es el "único 
Titular del Ejecutivo, que tiene el uso y el "ejercicio de las facultades ejecutivas; es 
"finalmente desconocer el alcance que el refrendo "tiene, de acuerdo con el artículo 92 
constitucional, "el cual, de la misma manera que los demás textos "relativos, no da a los 
Secretarios de Estado "mayores facultades ejecutivas ni distintas "siquiera, de las que al 
Presidente de la República "corresponden.” 
"“Amparo en revisión 3805/59.- Cía. Hidroeléctrica "del Amacuzac, S.A.- 23 de marzo de 
1961.- "Unanimidad de 4 votos.- Ponente: Franco "Carreño…” 
"“…DIVISION DE PODERES. SISTEMA "CONSTITUCIONAL DE CARACTER FLEXIBLE.- 
La "división de poderes que consagra la Constitución "Federal no constituye un sistema rígido 
e "inflexible, sino que admite excepciones "expresamente consignadas en la propia Carta 
"Magna, mediante las cuales permite que el Poder "Legislativo, el Poder Ejecutivo o el Poder 
Judicial "ejerzan funciones que, en términos generales, "corresponden a la esfera de 
atribuciones de otro "poder. Así, el artículo 109 constitucional otorga "ejercicio de facultades 
jurisdiccionales, que son "propias del Poder Judicial, a las Cámaras que "integran el 
Congreso de la Unión en los casos de "delitos oficiales cometidos por altos funcionarios "de la 
Federación, y los artículos 29 y 131 de la "propia Constitución consagran la posibilidad de 
"que el Poder Ejecutivo ejerza funciones "legislativas en los casos y bajo las condiciones 
"previstas en dichos numerales. Aunque el sistema "de división de poderes que consagra la 
"Constitución General de la República es de "carácter flexible, ello no significa que los 
Poderes "Legislativo, Ejecutivo y Judicial puedan motu "propio, arrogarse facultades que 
corresponden a "otro poder, ni que las leyes ordinarias puedan "atribuir en cualquier caso, a 
uno de los poderes en "quienes se deposita el ejercicio del Supremo "Poder de la 
Federación, facultades que incumben "a otro poder. Para que sea válido, desde el punto "de 
vista constitucional, que uno de los poderes de "la Unión ejerza funciones propias de otro 
poder, "es necesario, en primer lugar, que así lo consigne "expresamente la Carta Magna o 
que la función "respectiva sea estrictamente necesaria para hacer "efectivas las facultades 
que le son exclusivas, y, "en segundo lugar, que la función se ejerza "únicamente en los 
casos expresamente "autorizados o indispensables para hacer efectiva "su facultad propia, 
puesto que es de explorado "derecho que las reglas de excepción son de "aplicación 
estricta.” 
"“Amparo en revisión 427/77.- Héctor Mestre "Martínez y coagraviados (acumulados).- 30 de 
"noviembre de 1978.- 5 votos.- Ponente: Carlos del "Río Rodríguez…” 
"“…FACULTADES EXTRAORDINARIAS, SON "INCONSTITUCIONALES LAS 
CONCEDIDAS AL "GOBERNADOR DE UN ESTADO, FUERA DE LOS "CASOS 
PERMITIDOS POR LA CONSTITUCION "(LEY NUM. 6 DE PLANIFICACION PARA EL 
"ESTADO DE VERACRUZ-LLAVE).” 
"“Pleno. Séptima Epoca. Volumen 73. Página 17.” 
"“Así como el artículo 49 de la Constitución Federal "establece que no podrán reunirse dos o 
más "poderes en una sola persona o corporación ni "depositarse el Legislativo en un 
individuo, salvo "los casos de excepción a que se refieren los "artículos 49 y 131 de la misma 
Carta Fundamental, "el artículo 37 de la Constitución Política del "Estado de Veracruz 
dispone que: “No pueden "reunirse dos o más de esos poderes en una sola "persona o 
corporación, ni depositarse el "Legislativo en un individuo; la observancia de este "precepto 
podrá suspenderse en los casos de la "fracción XXII del artículo 68”. Este último precepto "y 
fracción prevé la posibilidad de conceder al "Ejecutivo del Estado de Veracruz, por tiempo 
"limitado, las facultades extraordinarias que "necesite, para salvar la situación en casos de 
"invasión, alteración del orden o peligro público. "Como el artículo 37 de la Constitución del 
Estado "de Veracruz consagra la regla general y el caso de "excepción, dicho caso de 
excepción no puede "aplicarse ni extenderse a situaciones no previstas "por ella, y en tal 
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virtud, únicamente en los casos "de invasión, alteración del orden o peligro, "enumerados en 
la fracción XXII del artículo 68, es "cuando la Legislatura del Estado puede conceder 
"facultades extraordinarias al Gobernador. Ahora "bien, resulta inconstitucional el Decreto 
101 de 31 "de diciembre de 1957, expedido por la Legislatura "del Estado de Veracruz, 
concediéndole al "Gobernador facultades extraordinarias, por no "hallarse en el caso del 
artículo 37 de la "Constitución del Estado; en tal virtud, resulta "también inconstitucional la 
Ley número 6, que en "uso de dichas facultades expidiera el Gobernador. "No obsta en 
contrario el que, mediante la ley "número 65 denominada Ley de Planificación y "Cooperación 
Municipal del Estado de Veracruz, se "haya reformado y adicionado la Ley número 6, ya "que 
del texto de la citada Ley número 65 se "desprende que ésta no deviene de un 
"ordenamiento original por cuanto no deroga la ley "anterior (la número 6), sino que tan sólo 
la reforma "y adiciona, no la deroga, y por lo tanto, no puede "considerarse como un 
ordenamiento "independiente. En otras palabras, ni las adiciones "ni las reformas, ni en 
general la reestructuración, "como tampoco la investidura formal, constituyen "elementos 
suficientes para convalidar la "inconstitucionalidad de origen en "constitucionalidad derivada, 
pues la Legislatura "Local no ratificó la Ley número 6 expresamente.” 
"“Amparo en revisión 5734/70.- Miguel A. Valdés "Orozco.- 21 de enero de 1975.- 
Unanimidad de 19 "votos.- Ponente: Carlos del Río Rodríguez.” 
"“Véase: Sexta Epoca: Volumen CXVIII, Primera "Parte, Pág. 29…”. 
"De conformidad con lo expresado en párrafos "precedentes, resulta inconstitucional la Ley 
del "Servicio Profesional Electoral, por lo que respecta "a sus preceptos 9o., 11, 27, 30 
fracción VII, 42 y 55, "por conceder a la Comisión Estatal Electoral "facultades 
extraordinarias, no previstas en la "Constitución Política del Estado de Nuevo León, 
"contraviniéndose los principios constitucionales "que se consignan en los preceptos 27, 30, 
63 "fracciones IV y VIII y 85 fracción X de la "Constitución Política del Estado de Nuevo León. 
"Por consecuencia de lo expresado en párrafos "precedentes, la aprobación de la Ley del 
Servicio "Profesional Electoral efectuada por el Congreso "del Estado de Nuevo León, así 
como la orden de "publicación de dicha normativa, realizada por el "Gobernador del Estado, 
resultan afectadas de "inconstitucionalidad de origen. Esta "inconstitucionalidad, por ser de 
mayor grado, "abarca a las demás actuaciones que se realizaron "como su consecuencia y 
sus efectos, siendo por "tal motivo nulos absolutamente. 
"En razón de lo expuesto con antelación, al no "haber dado cumplimiento el Congreso del 
Estado "de Nuevo León a lo dispuesto por los preceptos "27, 30, 63 fracciones IV y VIII, y 85 
fracción X de la "Constitución Política vigente en el Estado, "resultan inconstitucionales los 
preceptos 9o., 11, "27, 30 fracción VII, 42 y 55 de la Ley del Servicio "Profesional Electoral, 
debiendo ser por "consecuencia invalidados por la H. Suprema Corte "de Justicia de la 
Nación. 
"QUINTO.- INVALIDACION DE LA LEY DEL "SERVICIO PROFESIONAL ELECTORAL DEL 
"ESTADO DE NUEVO LEON, POR HABERSE "VIOLENTADO CON SU APROBACION LO 
"DISPUESTO EN LOS PRECEPTOS 5o., 14 Y 123 DE "LA CONSTITUCION POLITICA DE 
LOS ESTADOS "UNIDOS MEXICANOS, ASI COMO LO DISPUESTO "POR LOS 
ARTICULOS 4o. Y 63 FRACCION IV DE LA "CONSTITUCION POLITICA DEL ESTADO DE 
"NUEVO LEON. 
"Corresponde al Congreso del Estado de Nuevo "León, en términos del artículo 63 fracción 
IV de la "Constitución Política Local, “… Vigilar el "cumplimiento de la Constitución y de las 
leyes…”, "por ser el depositario y representante de la "voluntad del pueblo, por consecuencia 
garante del "Estado de Derecho dentro del territorio del "Estado. 
"Suponiendo, sin conceder, que resultara apegado "al texto constitucional el procedimiento 
utilizado "por el Congreso del Estado de Nuevo León para "aprobar la Ley del Servicio 
Profesional Electoral, "algunos de los preceptos que contempla el "Decreto mencionado 
resultan aberrantes, de una "parte, y lesivos de garantías individuales, de la "otra parte, 
según pasamos a evidenciar: 
"Mediante el artículo SEGUNDO TRANSITORIO de "la Ley del Servicio Profesional Electoral, 
que "motiva la presente Acción de Inconstitucionalidad, "se conculca el contenido de los 
preceptos 5o., 14 y "123 de la Constitución Federal, 4o. y 63 fracción IV "de la Constitución 
Política del Estado de Nuevo "León, por lo siguiente: 
"El artículo SEGUNDO TRANSITORIO que contiene "la Ley del Servicio Profesional Electoral 
dispone "textualmente lo siguiente: 
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"”… SEGUNDO.- Los integrantes de la "Coordinación Técnica Electoral concluirán el "cargo 
que les fue conferido para el proceso "electoral de 1997, dentro de los diez días "posteriores 
contados a partir de la iniciación de "vigencia de esta ley Y NO PODRAN SER "ELEGIBLES 
PARA OCUPAR LOS CARGOS DEL "SERVICIO PROFESIONAL ELECTORAL A QUE SE 
"REFIERE EL PRESENTE ORDENAMIENTO…” 
"Tal precepto conculca flagrantemente la garantía "individual prevista por el artículo 5o. de la 
"Constitución Federal, y su correlativo artículo 4o. "de la Constitución Política del Estado de 
Nuevo "León, que dispone que: 
"“… A ninguna persona podrá impedirse que se "dedique a la profesión, industria, comercio o 
"trabajo que le acomode siendo lícitos. EL "EJERCICIO DE ESTA LIBERTAD SOLO PODRA 
"VEDARSE POR DETERMINACION JUDICIAL, "CUANDO SE ATAQUEN LOS DERECHOS 
DE "TERCERO, O POR RESOLUCION GUBERNATIVA, "DICTADA EN LOS TERMINOS 
QUE MARQUE LA "LEY, CUANDO SE OFENDAN LOS DERECHOS DE "LA SOCIEDAD…” 
"Se violentan los artículos 5o. de la Constitución "Federal, y su correlativo 4o. de la 
Constitución "Política del Estado de Nuevo León, toda vez que a "través del artículo 
SEGUNDO TRANSITORIO de la "Ley del Servicio Profesional Electoral quedan "proscritos 
para ocupar cargo alguno del servicio "profesional electoral a los actuales integrantes de "la 
Coordinación Técnica Electoral, no obstante no "existir la determinación judicial, ni mucho 
menos "la resolución gubernativa que previene el artículo "5o. constitucional. 
"En otro orden de ideas, el Artículo SEGUNDO "TRANSITORIO de la Ley del Servicio 
Profesional "Electoral contraviene la garantía de audiencia que "consagra el segundo párrafo 
del artículo 14 de la "Constitución Federal, cuyo precepto dispone que: "“… Nadie podrá ser 
privado de la vida, de la "libertad o de sus propiedades, posesiones o "DERECHOS, sino 
mediante juicio seguido ante los "Tribunales previamente establecidos, en el que se "cumplan 
las formalidades esenciales del "procedimiento y conforme a las leyes expedidas "con 
anterioridad al hecho…”, por lo siguiente: 
"a) Porque el dispositivo transitorio que nos ocupa "implica privación de derechos laborales 
de los "integrantes de la Coordinación Técnica Electoral, "al disponer la conclusión del 
Contrato de Trabajo "que tienen propalado con la Comisión Estatal "Electoral, sin mediar 
juicio seguido ante los "Tribunales previamente establecidos, que hubiere "concluido con 
sentencia condenatoria en tal "sentido. Lo que equivale a ser desposeídos de un "derecho, 
sin previamente haber sido oídos y "vencidos en juicio. 
"b) Porque el dispositivo transitorio que nos ocupa "implica privación de derechos laborales 
de los "integrantes de la Coordinación Técnica Electoral, "al disponer que “… No podrán ser 
elegibles para "ocupar los cargos del Servicio Profesional "Electoral…”, sin mediar juicio 
seguido ante los "Tribunales previamente establecidos, que hubiere "concluido con sentencia 
condenatoria en tal "sentido. Lo que equivale a ser desposeídos de un "derecho, sin 
previamente haber sido oídos y "vencidos en juicio.” 
"En apoyo del presente concepto de invalidez nos "permitimos transcribir las siguientes tesis 
de "jurisprudencia, emitidas por el Pleno de la "Suprema Corte de Justicia de la Nación, que 
por sí "solas se explican: 
"“… AUDIENCIA, GARANTIA DE. OBLIGACIONES "DEL PODER LEGISLATIVO FRENTE A 
LOS "PARTICULARES.- La Suprema Corte ha resuelto "que la garantía de audiencia debe 
constituir un "derecho de los particulares, no sólo frente a las "autoridades administrativas y 
judiciales, sino "también frente a la autoridad legislativa que queda "obligada a consignar en 
sus leyes los "procedimientos necesarios para que se oiga a los "interesados y se les dé 
oportunidad de defensa en "aquellos casos en que resulten afectados sus "derechos. Tal 
obligación constitucional se "circunscribe a señalar el procedimiento aludido; "pero no debe 
ampliarse el criterio hasta el extremo "de que los órganos legislativos estén obligados a "oír a 
los posibles afectados por una ley antes de "que ésta se expida, ya que resulta imposible 
saber "de antemano cuáles son todas aquellas personas "que en concreto serán afectadas 
por la ley y, por "otra parte, el proceso de formación de las leyes "corresponde 
exclusivamente a órganos públicos.” 
"“Amparo en revisión 1501/53.- Leonardo Barrera "Román y coags.- Unanimidad de 20 
votos.- Sexta "Epoca: Volumen CXXXII, Primera Parte, Pág. 24.” 
"“Amparo en revisión 3708/75.- José María Escobar "Olivas.- Unanimidad de 16 votos.- 
Séptima Epoca: "Volúmenes 97-102, Primera Parte, Pág. 42.” 
"“Amparo en revisión 6163/75.- Juan Ramos "Russell y otros.- Unanimidad de 16 votos.- 
"Séptima Epoca: Volúmenes 97-102, Primera Parte, "Pág. 42.” 
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"“Amparo en revisión 5847/76.- Eduardo Roberto "Cázares G. Cantón y otros.- Unanimidad 
de 18 "votos.- Séptima Epoca: Volúmenes 103-108, "Primera Parte, Pág. 75.” 
"“Amparo en revisión 3386/76.- Ranver Compañía "Mexicana de Estacionamientos, S.A.- 
Unanimidad "de 20 votos.- Séptima Epoca: Volúmenes 157-162, "Primera Parte, Pág. 71.” 
"“Amparo en revisión 6408/76.- María Fortes de "Lamas y otro.- Unanimidad de 16 votos.- 
Séptima "Epoca: Volúmenes 157-162, Primera Parte, Pág. "237.” 
"“Amparo en revisión 3957/76.- Estacionamientos "San Francisco, S.A.- Unanimidad de 19 
votos.- "Sexta Epoca: Volumen CXXXII, Primera Parte, Pág. "24…” 
"“… AUDIENCIA, RESPETO A LA GARANTIA DE. "DEBEN DARSE A CONOCER AL 
PARTICULAR "LOS HECHOS Y MOTIVOS QUE ORIGINAN EL "PROCEDIMIENTO QUE 
SE INICIE EN SU CONTRA.- "La garantía de audiencia consiste "fundamentalmente en la 
oportunidad que se "concede al particular de intervenir para poder "defenderse, y esa 
intervención se puede concretar "en dos aspectos esenciales, a saber: La "posibilidad de 
rendir pruebas que acrediten los "hechos en que se finque la defensa; y la de "producir 
alegatos para apoyar esa misma defensa "con las argumentaciones jurídicas que se estimen 
"pertinentes. Esto presupone, obviamente, la "necesidad de que los hechos y datos en los 
que la "autoridad se basa para iniciar un procedimiento "que puede culminar con privación de 
derechos, "sean del conocimiento del particular, lo que se "traduce siempre en un acto de 
notificación que "tiene por finalidad que aquél se entere de cuáles "son esos hechos y así 
esté en aptitud de "defenderse. De lo contrario, la audiencia resultaría "prácticamente inútil, 
puesto que el presunto "afectado no estaría en condiciones de saber qué "pruebas aportar o 
qué alegatos formular a fin de "contradecir los argumentos de la autoridad, si no "conocer las 
causas y los hechos en que ésta se "apoya para iniciar un procedimiento que pudiera 
"afectarlo en su esfera jurídica.” 
"“Amparo en revisión 2592/85.- Luis Salido Quiroz.- "Unanimidad de 4 votos.- Séptima Epoca: 
"Volúmenes 199-204, Tercera Parte, Pág. 48.” 
"“Amparo en revisión 1487/85.- Arcelia Velderrain "de Chacón.- Unanimidad de 4 votos.- 
Séptima "Epoca: Volúmenes 199-204, Tercera Parte, Pág. "48.” 
"“Amparo en revisión 1558/85.- Olivia Melis de "Rivera.- Unanimidad de 4 votos.- Séptima 
Epoca: "Volúmenes 199-204, Tercera Parte, Pág. 48.” 
"“Amparo en revisión 1594/85.- Ricardo Salido "Ibarra.- Unanimidad de 4 votos.- Séptima 
Epoca: "Volúmenes 199-204, Tercera Parte, Pág. 48.” 
"“Amparo en revisión 1598/85.- Dinora Toledo de "Ruy Sánchez.- Unanimidad de 4 votos.- 
Séptima "Epoca: Volúmenes 199-204, Tercera Parte, Pág. "48…” 
"“… FORMALIDADES ESENCIALES DEL "PROCEDIMIENTO. SON LAS QUE 
GARANTIZAN "UNA ADECUADA Y OPORTUNA DEFENSA PREVIA "AL ACTO 
PRIVATIVO.- La garantía de audiencia "establecida por el artículo 14 constitucional "consiste 
en otorgar al gobernado la oportunidad "de defensa previamente al acto privativo de la "vida, 
libertad, propiedad, posesiones o derechos, "y su debido respeto impone a las autoridades, 
"entre otras obligaciones, la de que en el juicio que "se siga “se cumplan las formalidades 
esenciales "del procedimiento”. Estas son las que resulten "necesarias para garantizar la 
defensa adecuada "antes del acto de privación y que, de manera "genérica, se traduce en 
los siguientes requisitos: "1) La notificación del inicio del procedimiento y "sus consecuencias; 
2) La oportunidad de ofrecer y "desahogar las pruebas en que se finque la "defensa; 3) La 
oportunidad de alegar; y 4) El "dictado de una resolución que dirima las "cuestiones 
debatidas. De no respetarse estos "requisitos, se dejaría de cumplir con el fin de la "garantía 
de audiencia, que es evitar la indefensión "del afectado.” 
"“Amparo directo en revisión 2961/90.- Opticas "Devlyn del Norte, S.A.- 12 de marzo de 
1992.- "Unanimidad de diecinueve votos.- Ponente: "Mariano Azuela Güitrón.- Secretaria: 
Ma. Estela "Ferrer Mac Gregor Poisot.” 
"“Amparo directo en revisión 1080/91.- Guillermo "Cota López.- 4 de marzo de 1993.- 
Unanimidad de "dieciséis votos.- Ponente: Juan Díaz Romero.- "Secretaria: Adriana 
Campuzano de Ortiz.” 
"“Amparo directo en revisión 5113/90.- Héctor "Salgado Aguilera.- 8 de septiembre de 1994.- 
"Unanimidad de diecisiete votos.- Ponente: Juan "Díaz Romero.- Secretario: Raúl Alberto 
Pérez "Castillo.” 
"“Amparo directo en revisión 933/94.- Blit, S.A.- 20 "de marzo de 1995.- Mayoría de nueve 
votos.- "Ponente: Mariano Azuela Güitrón.- Secretaria: Ma. "Estela Ferrer Mac Gregor 
Poisot.” 
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"“Amparo directo en revisión 1694/94.- María "Eugenia Espinosa Mora.- 10 de abril de 1995.- 
"Unanimidad de nueve votos.- Ponente: Mariano "Azuela Güitrón.- Secretaria: Ma. Estela 
Ferrer Mac "Gregor Poisot…” 
"El impedimento previsto por el Artículo Segundo "Transitorio aludido, es inconstitucional, 
toda vez "que sin motivo alguno se priva de personal "capacitado a la Coordinación Técnica 
Electoral, no "obstante que el sentido de la Ley del Servidor "Profesional Electoral es, según 
se expresa en su "artículo 5o., “… DOTAR A LA COMISION DE "PERSONAL 
CONFORMADO POR FUNCIONARIOS "ESPECIALIZADOS, PARA PRESTAR EL 
SERVICIO "ELECTORAL…”, dándose seguramente por "inconfesables motivos a la tarea de 
contratar "nuevo personal, sin capacitación alguna. 
"Adicionalmente, el artículo Segundo Transitorio "violenta lo dispuesto por el artículo 123 de 
la "Constitución Federal, cuyo precepto dispone: 
"“… Art. 123.- TODA PERSONA TIENE DERECHO "AL TRABAJO DIGNO Y 
SOCIALMENTE UTIL; AL "EFECTO, SE PROMOVERAN LA CREACION DE "EMPLEOS Y 
LA ORGANIZACION SOCIAL PARA EL "TRABAJO, CONFORME A LA LEY….” 
"“B.- ENTRE LOS PODERES DE LA UNION, EL "GOBIERNO DEL DISTRITO FEDERAL Y 
SUS "TRABAJADORES:…” 
"“IX.- LOS TRABAJADORES SOLO PODRAN SER "SUSPENDIDOS O CESADOS POR 
CAUSA "JUSTIFICADA, EN LOS TERMINOS QUE FIJE LA "LEY…” 
"Resulta violado dicho precepto constitucional, "toda vez que con el contenido del artículo 
"SEGUNDO TRANSITORIO de la Ley del Servicios "Profesional Electoral, se pretende privar 
a los "actuales integrantes de la Coordinación Técnica "Electoral de su trabajo, no obstante 
ser éste "“DIGNO Y SOCIALMENTE UTIL”, de una parte, y "no existiendo “CAUSA 
JUSTIFICADA PREVISTA "POR LA LEY” que sustente su despido, ni mucho "menos su no 
elegibilidad para ocupar tales cargos "en el futuro, de la otra parte. 
"Estamos convencidos que el contenido del "ARTICULO SEGUNDO TRANSITORIO de la 
Ley del "Servicio Profesional Electoral es evidentemente "contradictoria de lo dispuesto por 
los preceptos "5o., 14 y 123 de la Constitución Federal, así como "de lo ordenado por los 
artículos 4o. y 63 fracción IV "de la Constitución Política del Estado de Nuevo "León, por 
pretender privar a los integrantes de la "Coordinación Técnica Electoral de su ocupación o 
"trabajo, no obstante tener derecho a desempeñar "una ocupación digna y socialmente útil; 
"impidiéndoseles dedicarse por ende al trabajo que "les acomoda siendo lícito; y 
adicionalmente sin "existir determinación judicial que proscriba tal "profesión, por no 
ofenderse los derechos de la "sociedad, ni atacar los derechos de tercero. 
"Adicionalmente a lo expuesto con antelación, el "ARTICULO SEGUNDO TRANSITORIO de 
la Ley del "Servicio Profesional Electoral, que arriba se "transcribe, violenta lo dispuesto por la 
fracción "VIII del artículo 63 de la Constitución Política del "Estado de Nuevo León, cuyo 
precepto dispone "como atribución del Congreso Local: “… Crear, a "instancia del Ejecutivo, 
empleos, oficinas y plazas "que requiera la Administración Pública del Estado, "asignando los 
sueldos de ellos, Y SUPRIMIRLOS "CUANDO CESE SU NECESIDAD…”. En términos "de 
dicha normativa es atribución de la Legislatura "Local la creación de empleos y plazas de la 
"Administración Pública, así como su "correspondiente supresión, PERO EN NINGUN "CASO 
LE CORRESPONDE DEFINIR LA "CONCLUSION DE LOS CARGOS DE LOS 
"INTEGRANTES DE LA COMISION ESTATAL "ELECTORAL, NI DE NINGUN OTRO 
PERSONAL "DEPENDIENTE DEL PODER EJECUTIVO, TODA "VEZ QUE ELLO 
EQUIVALDRIA A UNA EVIDENTE "INTERFERENCIA INCONSTITUCIONAL, POR 
"INVASION DE ESFERAS COMPETENCIALES. 
"El ARTICULO SEGUNDO TRANSITORIO implica "evidente violación a lo dispuesto por la 
fracción "VIII del artículo 63 de la Constitución Política de "Nuevo León, ya que no 
corresponde al Congreso "de Nuevo León determinar cuándo debe concluir "la 
responsabilidad de los cargos de los "integrantes de la Coordinación Técnica Electoral, "toda 
vez que dicha atribución en todo caso sería "responsabilidad del Poder Ejecutivo, razón por 
la "cual tal dispositivo atenta contra el principio "constitucional de división de poderes. 
"Por consecuencia de lo expresado en párrafos "precedentes, la aprobación de la Ley del 
Servicio "Profesional Electoral efectuada por el Congreso "del Estado de Nuevo León, así 
como la orden de "publicación de dicha normativa, realizada por el "Gobernador del Estado, 
resultan afectadas de "inconstitucionalidad de origen. Esta "inconstitucionalidad, por ser de 
mayor grado, "abarca a las demás actuaciones que se realizaron "como su consecuencia y 
sus efectos, siendo por "tal motivo nulos absolutamente. 
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"En razón de lo expuesto con antelación, al no "haber dado cumplimiento el Congreso del 
Estado "de Nuevo León a lo dispuesto por los preceptos "5o., 14 y 123 de la Constitución 
Política vigente en "el Estado, resulta inconstitucional el ARTICULO "SEGUNDO 
TRANSITORIO de la Ley del Servicio "Profesional Electoral, debiendo ser por "consecuencia 
invalidado por la H. Suprema Corte "de Justicia de la Nación.” 

QUINTO.- Mediante proveído de fecha veintidós de diciembre de mil novecientos noventa y ocho, el 
Presidente de la Suprema Corte de Justicia de la Nación ordenó formar y registrar el expediente relativo a 
la presente acción de inconstitucionalidad, y turnar el asunto al Ministro Humberto Román Palacios, para 
instruir el procedimiento y formular el proyecto de resolución respectivo. 

SEXTO.- Por auto de cuatro de enero de mil novecientos noventa y ocho, el Ministro instructor admitió 
a trámite la demanda relativa; ordenó emplazar a las responsables para que rindieran su respectivo 
informe; corrió traslado al Procurador General de la República para lo que a su competencia corresponde; 
y, requirió a la Sala Superior del Tribunal Electoral del Poder Judicial de la Federación para que expresara 
su opinión con relación a la demanda de cuenta. 

SEPTIMO.- La Sala Superior del Tribunal Electoral del Poder Judicial de la Federación, al formular su 
opinión con motivo de la demanda de acción de inconstitucionalidad a que este asunto se refiere, expuso: 

"La Sala Superior del Tribunal Electoral del Poder "Judicial de la Federación, emite respuesta 
a la "consulta formulada por el Señor Ministro de la "Suprema Corte de Justicia de la Nación, 
Humberto "Román Palacios, con fundamento en el artículo 68, "párrafo segundo de la Ley 
Reglamentaria de las "Fracciones I y II del Artículo 105 de la Constitución "Política de los 
Estados Unidos Mexicanos.--- "PRIMERO.- En su primer concepto de invalidez, "aduce la 
quejosa que deviene inconstitucional la "Ley del Servicio Profesional Electoral publicada "en el 
Periódico Oficial del Estado de Nuevo León "en 2 de diciembre de 1998, al resultar contraria 
a "lo dispuesto por los artículos 45, 63, fracción IV, "152, y 148 de la Constitución Política del 
Estado "de Nuevo León, toda vez que el proceso de "aprobación seguido por la LXVIII 
Legislatura del "Congreso Local se encuentra viciado de origen, "pues para ser sometida a 
discusión una ley "constitucional se requería el voto de la mayoría de "los diputados 
presentes de esa legislatura y, al no "haber sucedido así, se hace evidente la 
"inconstitucionalidad aludida.--- En el segundo "concepto de invalidez, manifiesta la quejosa 
que "la Ley del Servicio Profesional Electoral, es "inconstitucional, toda vez que el proceso de 
"aprobación seguido por la LXVIII Legislatura del "Congreso del Estado de Nuevo León, 
vulneró lo "dispuesto por los numerales 45, 63, fracción IV, "152, 148 y 149 de la Constitución 
Política de ese "Estado, ya que para su aprobación se debió "cumplir con lo dispuesto por el 
artículo 149 "invocado, que ordena que antes de la aprobación "de una ley se publique y 
circule profusamente con "extracto de la discusión y no puede ser votado "antes del 
inmediato período de sesiones, lo que "elimina la posibilidad de su votación en el mismo 
"período legislativo. En otras palabras la ley en cita "debió de haberse publicado y circulado 
"profusamente con extracto de la discusión "respectiva, previamente a su aprobación, 
"requisitos que se omitieron, toda vez que ese "ordenamiento fue votado y aprobado en el 
mismo "período de sesiones, sin que así lo hubiera "acordado previamente el Congreso 
Local; en "consecuencia, su aprobación por el Congreso y la "publicación realizada por el 
Gobernador del "Estado, son actos que resultan afectados de "inconstitucionalidad de 
origen.--- En el tercer "concepto de invalidez, la quejosa expone que es "inconstitucional la 
Ley del Servicio Profesional "Electoral del Estado de Nuevo León, en virtud de "que si bien es 
cierto que, el artículo 86 de la Ley "Electoral de ese Estado, dispone que corresponde "a la 
Comisión Estatal Electoral la creación del "Servicio Profesional Electoral en el Estado, el cual 
"deberá ser establecido de acuerdo a las bases que "determine dicha Comisión en el 
ordenamiento "reglamentario correspondiente que expida; "también lo es que, esa 
inconstitucionalidad deriva "de que el Congreso de Nuevo León se arrogó la "facultad de 
reglamentar el Servicio Profesional "Electoral del Estado, facultad que, dicen los 
"demandantes, es atribución del Titular del Poder "Ejecutivo Estatal y, por ende, el 
reglamento "correspondiente sólo puede ser expedido por el "Gobernador del Estado, 
conforme lo dispone el "artículo 85, fracción X de la Constitución local.--- "En el cuarto 
concepto de invalidez, la quejosa se "agravia de que la Ley del Servicio Profesional "Electoral 
es inconstitucional, en sus artículos 9, "11, 27, 30 fracción VII, 42 y 45, toda vez que los 
"órganos de autoridad sólo pueden realizar "aquellos actos que las leyes les permitan y sólo 
"puede legislar el Poder Legislativo y el Titular del "Ejecutivo Local, este último, en cuanto a la 
"facultad reglamentaria de las leyes locales, sin "que exista en la Constitución Federal, ni en 
la del "Estado de Nuevo León, norma alguna que autorice "a delegar la atribución de legislar 
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del Congreso "Local; por tanto, al conferirse a la Comisión "Estatal Electoral facultades 
extraordinarias de "legislar, consistentes en determinar mediante la "expedición de Catálogo: 
la creación de empleos, "oficinas y plazas; la determinación de cuál va a "ser el personal 
considerado como profesional; la "atribución de determinar los términos y "condiciones para 
evaluar al personal sin que se le "obligue a publicar los criterios de evaluación y sin "que el 
propio Congreso de Nuevo León los "determine, ni precise los cargos que deberá "ocupar el 
personal profesional. Con ello se "violenta el sistema constitucional de división de "Poderes, 
pues el Congreso Legislativo delegó en "la Comisión Estatal Electoral, el ejercicio de 
"facultades legislativas que no se encuentran "previstas en la Constitución local como 
"reservadas para el Poder Ejecutivo, sino que son "propias del Poder Legislativo, por lo que 
al no "encontrarse prevista tal autorización se destruye "el orden constitucional establecido.--- 
En el quinto "punto de invalidez, la quejosa argumenta que es "inconstitucional la Ley del 
Servicio Profesional "Electoral, pues su artículo segundo transitorio "infringe lo dispuesto por 
los artículos 5, 14 y 123 "de la Constitución Federal y 4 y 63, fracción IV de "la Constitución 
de Nuevo León, toda vez que "quedan impedidos para ocupar cargo alguno del "servicio 
profesional electoral, los actuales "integrantes de la Coordinación Técnica Electoral; "que esa 
ley contraviene la garantía de audiencia, "toda vez que priva de sus derechos laborales a los 
"integrantes de la mencionada Coordinación al "disponer la conclusión del contrato de trabajo 
que "tienen con la Comisión Estatal Electoral sin haber "mediado juicio seguido ante los 
Tribunales "previamente establecidos; que se viola el numeral "123, de la Constitución 
Federal porque se "pretende privar a los actuales integrantes de la "citada Coordinación de 
su trabajo, no obstante "que la ley en comento establece que se dotará a la "mencionada 
Comisión de personal capacitado y "especializado que preste el servicio electoral y "que se 
viola el artículo 63, fracción VIII de la "Constitución de Nuevo León, toda vez que no 
"corresponde al Congreso Local determinar "cuándo deben concluir los cargos de los 
"integrantes de la Comisión Estatal Electoral, ni de "ningún otro personal dependiente del 
Poder "Ejecutivo, pues esa atribución corresponde al "citado Poder Ejecutivo del Estado de 
Nuevo León.-"-- SEGUNDO.- Atendiendo al mandato del "legislador federal, en términos del 
numeral 68, "párrafo segundo de la Ley Reglamentaria de las "Fracciones I y II del Artículo 
105 de la Constitución "Política de los Estados Unidos Mexicanos, la "Suprema Corte de 
Justicia de la Nación podrá "solicitar opinión a la Sala Superior de ese "Tribunal, en asuntos 
de naturaleza electoral, por "ser éste, un órgano jurisdiccional especializado en "tal materia. 
En consecuencia, por lo que se refiere "a los cinco conceptos de invalidez, antes "resumidos, 
no se emite opinión, dado que no se "trata de cuestiones que versen sobre la materia 
"electoral, toda vez que tratan aspectos generales "de derecho. Por lo tanto, no 
corresponden con la "especialidad propia a la que se circunscribe la "actividad jurisdiccional 
de esta Sala Superior. En "efecto, dado que el primero y segundo de los "conceptos de 
invalidez, se relacionan con temas "relativos al proceso legislativo; el tercero y el "cuarto de 
dichos puntos, se vinculan con temas "competenciales entre el Poder Ejecutivo y el 
"Legislativo, o bien, entre el Legislativo y la "Comisión Estatal Electoral, todos del Estado de 
"Nuevo León; y el quinto y último punto, tiene que "ver con puntos propios de la materia 
laboral, y "toda vez que la Ley del Servicio Profesional "Electoral Local se expidió con 
sustento en la "fracción XLIII del artículo 63 de la Constitución "Política Local, que se refiere a 
las atribuciones del "mencionado Poder Legislativo para expedir leyes "en tal materia, razón 
por la cual, al no estar "involucrada cuestión técnica electoral alguna, no "es posible colaborar 
con el más Alto Tribunal de la "Nación.” 

OCTAVO.- Las autoridades demandadas al rendir su informe, manifestaron en síntesis lo siguiente: 
A)  GOBERNADOR DEL ESTADO DE NUEVO LEON: 
1.- Que los cuatro primeros conceptos de invalidez son improcedentes e infundados, ya que en ellos 

se plantea contravención a la Constitución Política del Estado de Nuevo León, pero no a la Constitución 
Federal, que es lo único que puede ser materia de la acción de inconstitucionalidad. 

2.- Respecto del quinto concepto de invalidez, no existe violación al artículo 5o. de la Constitución 
Federal, ya que la Ley impugnada no impide que los integrantes de la Coordinación Técnica Electoral 
puedan dedicarse a la profesión, industria, comercio o trabajo que les acomode que sea lícito; lo anterior 
con independencia que dicho artículo es una garantía individual que, en todo caso, podrá ser hecha valer 
por las personas físicas afectadas mediante el juicio de amparo. Que el mismo comentario debe aplicarse 
a la supuesta violación de la garantía de audiencia que consagra el artículo 14 Constitucional. En lo 
relativo a la violación del artículo 123 Constitucional, éste no se conculca, pues los integrantes de la 
Coordinación siguen teniendo derecho al trabajo digno y socialmente útil a que se refieren los 
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promoventes y en nada se lesionan sus derechos laborales o sociales. Por cuanto hace a la violación a 
preceptos de la Constitución Estatal, los agravios deben declararse improcedentes en tanto que la materia 
de la acción de inconstitucionalidad únicamente es en relación con la Constitución Federal. 

3.- Que el ordenamiento general cuya invalidez se reclama lo constituye la Ley del Servicio Profesional 
Electoral, contenida en el Decreto combatido, de cuyo contenido se puede apreciar que la Ley se refiere 
exclusivamente a la planeación, organización y operación del servicio profesional electoral y al personal 
de la Comisión Estatal Electoral como se desprende de su artículo 1o., por lo que no contiene 
disposiciones de naturaleza electoral, no obstante que figure esa palabra en su denominación, pues lo 
importante es su contenido o significado, por lo que se solicita que así se reconozca, ya que no se refiere 
para nada a la participación de los ciudadanos y de los partidos políticos en los términos de los artículos 
35, 36, fracciones I, II y V, 37, fracciones I a IV, 41, 42, 46, 81, 83, 84 y 118 de la Constitución Estatal, en 
lo referente a los cargos de elección popular. 

B) LEGISLATURA DEL ESTADO DE NUEVO LEON: 
1.- En ninguno de los preceptos de la mencionada ley se alude a la participación de los ciudadanos y 

de los partidos políticos en los términos de los artículos 35, 36, fracciones I, II y V, 37, fracciones I a IV, 
41, 42, 46, 81, 83, 84 y 118 de la Constitución Política de Nuevo León, referentes a los cargos de elección 
popular: Gobernador y Diputados al Congreso del Estado; Presidentes Municipales, Regidores y Síndicos 
a los Ayuntamientos de cada uno de los municipios de esta entidad federativa. En consecuencia, la Ley 
impugnada no es de naturaleza electoral; al ser admitida la acción considerando que la referida Ley es 
intrínsecamente electoral, se restringen los derechos que corresponden al Congreso, al no permitir ejercer 
los plazos para contestar la demanda así como se le impide la interposición del recurso de reclamación 
contra el referido auto admisorio. 

2.- En el supuesto de que se considere que la Ley impugnada es de naturaleza electoral, se actualiza 
un motivo de improcedencia, consistente en que la parte actora carece de legitimación activa para 
promover la presente acción, ya que, de una interpretación armónica y sistemática de los artículos 105, 
fracción II, inciso f), de la Constitución Federal, y 62, párrafo tercero, de la Ley Reglamentaria de dicho 
precepto constitucional, las leyes electorales locales sólo pueden ser atacadas de inconstitucionales por 
un partido político nacional o por uno con registro en la entidad federativa donde tenga vigencia la Ley por 
impugnar. 

3.- Que la acción intentada resulta improcedente, en virtud de que en los primero cuatro conceptos de 
invalidez se aduce que la Ley reclamada contraviene la Constitución Estatal, siendo que en este tipo de 
procedimiento constitucional únicamente puede plantearse la posible contradicción entre una norma de 
carácter general y la Constitución Federal. 

4.- Que la Ley del Servicio Profesional Electoral del Estado de Nuevo León no encuadra en ninguna de 
las llamadas leyes materialmente constitucionales a que se refiere el artículo 152 de la Constitución 
Estatal, por lo que es una ley ordinaria que para su discusión y aprobación debe seguir los trámites 
relativos y no los que rigen para las leyes constitucionales a que se refiere dicho precepto; por tanto, 
procede declarar infundado el primer concepto de invalidez. 

5.- El segundo concepto de invalidez también resulta infundado, ya que parte del mismo error que el 
anterior, pues indebidamente considera que la Ley reclamada es una ley constitucional, por lo que, por el 
contrario, su aprobación no está sujeta a la observación de lo dispuesto por los artículos 45, 148, 149 y 
152 de la Constitución Estatal, y por ende sí puede ser votada en un mismo período de sesiones. 

6.- El tercer concepto de invalidez es infundado, en virtud de que el Congreso del Estado sí está 
facultado para emitir la Ley impugnada, pues precisamente no se trata de un reglamento ni es 
reglamentaria de ley alguna, sino que es una ley que por su naturaleza corresponde emitir al Poder 
Legislativo. 

7.- El cuarto concepto de invalidez es infundado, ya que la discusión y aprobación por el Congreso de 
la Ley del Servicio Profesional Electoral fue realizada en estricto apego a las disposiciones contenidas en 
los artículos relativos de la Constitución Estatal, en relación con la Ley Orgánica del Poder Legislativo y el 
Reglamento para el Gobierno Interior del Congreso, por lo que no hay ninguna violación al artículo 27 de 
la Constitución Estatal. Que para la expedición de la Ley del Servicio Profesional Electoral no se requería 
el ejercicio exclusivo del Poder Ejecutivo. 

8.- El quinto concepto de invalidez es infundado, ya que no hay ninguna violación a los derechos 
individuales ni sociales; el contenido del artículo segundo transitorio de la Ley del Servicio Profesional 
Electoral que determina que no podrán ser elegibles para ocupar los cargos del servicio profesional 
electoral a que se refiere el ordenamiento impugnado quienes integraron la Coordinación Técnica 
Electoral, cuyos cargos conferidos para el proceso electoral de mil novecientos noventa y siete, 
concluyeron dentro de los diez días posteriores a la iniciación de la vigencia de la ley. Que los integrantes 
de la Coordinación Técnica Electoral estuvieron de acuerdo en dar por terminada la relación laboral 
correspondiente el día dos de diciembre de mil novecientos noventa y ocho, por lo que no existe interés 
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jurídico alguno en reclamar violaciones individuales de ninguna naturaleza, debiendo quedar claro que no 
se les impide que se dediquen a la profesión, industria, comercio o trabajo que les acomode, ya que 
quedaron en libertad de celebrar los contratos correspondientes o incorporarse a las relaciones laborales 
particulares o burocráticas que sean de su incumbencia. Cabe señalar que similar situación a la que ahora 
se combate se dio en relación con los Ministros de la Suprema Corte de Justicia de la Nación en la 
reforma constitucional del treinta y uno de diciembre de mil novecientos noventa y cuatro, y con el Jefe de 
Gobierno del Distrito Federal en la reforma constitucional del veintidós de agosto de mil novecientos 
noventa y seis; así como en estas reformas, el artículo segundo transitorio de la Ley que ahora se 
combate no son violatorias de los artículos 5o. y 123 de la Constitución Federal. Por otra parte, los 
planteamientos de contravención a la Constitución Estatal, son improcedentes para hacerse valer en la 
presente acción de inconstitucionalidad si éstos no se refieren a una contradicción con la Carta 
Fundamental. 

NOVENO.- El Procurador General de la República al rendir su opinión con motivo del presente asunto, 
manifestó en lo que interesa lo siguiente: 

1.- Del contenido del escrito de demanda, se desprende que se encuentra suscrita por un total de 
catorce Diputados pertenecientes a la LXVIII Legislatura del Estado, que se traduce en un 33% da la 
integración total de ese órgano legislativo que es de 42 miembros; por otra parte, se plantea la posible 
contradicción de la Ley del Servicio Profesional Electoral, emitida por el Congreso del Estado, 
actualizándose así las hipótesis contenidas en los artículos anteriormente invocados, por lo que en 
opinión del suscrito, la acción y la vía que se intentan son las correctas. 

2.- Que al ser presentado el escrito de demanda el 21 de diciembre de 1998, éste se encuentra 
interpuesta en tiempo. 

3.- En atención a los documentos exhibidos con la demanda, es de considerar que, efectivamente, 
quienes promovieron la demanda son Diputados a la LXVIII Legislatura del Estado de Nuevo León, y de 
conformidad con lo que establece el artículo 46 de la Constitución Política de esa entidad, la Legislatura 
se integra con 42 Diputados, de lo que resulta que 14 Diputados constituyen el 33 por ciento de un total de 
42 integrantes. Por tanto, en mi opinión, se cumple con el requisito establecido en el artículo 105, fracción 
II, inciso d) de la Constitución General, así como 62 de la Ley Reglamentaria del artículo 105, por lo que 
es de concluir, que los promoventes cuentan con la legitimación procesal para promover la presente 
acción de inconstitucionalidad. 

Por otro lado, la personalidad de los comparecientes que se ostentan como representantes del 
Congreso del Estado, queda debidamente acreditada, concurriendo específicamente en el primero de ellos 
la legitimación procesal. 

Finalmente, el Titular del Poder Ejecutivo es la autoridad que constitucionalmente se encuentra 
facultada para promulgar las leyes que expida el Congreso, y como en la especie comparece él mismo, 
cuenta con la legitimación procesal para hacerlo. 

4.- Respecto de las causales de improcedencia invocadas: 
"a) La primera causal de improcedencia que hace "valer la autoridad emisora, afirma que en 
el "supuesto de que la Ley impugnada tenga la "naturaleza de electoral, los promoventes 
carecen "de legitimación activa para promover la presente "acción de inconstitucionalidad, 
conforme al "contenido del artículo 105, fracción II, inciso f), de "la Constitución Federal y 62 
párrafo tercero de la "Ley Reglamentaria de dicho precepto "constitucional, pues únicamente 
concurre esa "legitimación a favor de los partidos políticos por "conducto de sus dirigencias. 
"Al respecto, en opinión del suscrito, la causal de "improcedencia es infundada por las 
siguientes "causas: 
"La vía que se encuentra prevista por la fracción II "del artículo 105 de la Constitución 
Federal, "procederá para el efecto de reclamar la invalidez "de aquellas normas de carácter 
general que se "estima, son contradictorias con la Constitución "Federal, estableciéndose con 
toda precisión "aquellos poderes, entes u órganos que estarán en "aptitud de ejercitar esta 
acción de "inconstitucionalidad. 
"En el caso de las leyes emitidas por los "Congresos locales, faculta a las minorías a 
"impugnar las normas, sin limitar en atención a la "materia, por lo que la electoral queda 
incluida. 
"El inciso f) de la fracción II de ese precepto "constitucional, plantea la posibilidad de que la 
"acción de inconstitucionalidad se ejercite por los "partidos políticos con registro estatal o 
federal, "por medio de sus dirigencias, pero solamente en "materia electoral. 
"Es decir, a los partidos políticos se les otorga "legitimación únicamente para impugnar 
normas "generales de carácter electoral y no así aquellas "que tuvieran un contenido distinto. 
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"Así también, el inciso d) del precepto en consulta, "es preciso al establecer que el 33% de 
los "integrantes de alguno de los órganos legislativos "estatales podrá ejercitar la acción de 
"inconstitucionalidad en contra de leyes expedidas "por el propio órgano, como es el caso, en 
donde "diversos Diputados de la LXVIII Legislatura del "Estado de Nuevo León que integran 
ese "porcentaje, impugnaron una ley emitida por el "propio Congreso, actualizándose así el 
supuesto "normativo contenido en la fracción que se "señala.” 
"b) “En la segunda causal de improcedencia, la "autoridad emisora manifiesta que no se 
satisface "el requisito exigido por la fracción II, del artículo "105 de la Constitución Federal, 
toda vez que en "ese precepto se precisa como objeto de la acción "de inconstitucionalidad, 
plantear la posible "contradicción entre una norma de carácter general "y dicha Constitución, 
y los demandantes hacen "una confrontación de la Ley del Servicio "Profesional Electoral con 
disposiciones de la "Constitución Política del Estado de Nuevo León; "de lo que se desprende 
que la Suprema Corte de "Justicia carece de competencia para dirimir esos "planteamientos, 
pues en aquellos casos "corresponde al Constituyente Local o a las "legislaturas de los 
Estados. 
"En relación con la presente causal de "improcedencia, la materia de la misma será "tratada 
cuando se realice el estudio de los "conceptos de invalidez tercero y cuarto, por "tratarse de 
una cuestión necesaria previa a la "opinión de los mismos.  
"Lo anterior, toda vez que la inconstitucionalidad "de una ley puede plantearse desde el punto 
de "vista material y formal, pues por un lado su "contenido en general, o alguno de sus 
preceptos "en particular, puede contravenir lo dispuesto por "la Constitución General de la 
República, y por el "otro, esa contravención puede resultar de la "incompetencia del órgano 
que la expide o de "algún vicio en el proceso legislativo que le dio "origen. De esta forma, se 
actualizaría una "inconstitucionalidad material o bien una "inconstitucionalidad formal. 
"De esta forma, la inconstitucionalidad material de "una norma implica una violación directa a 
la "Constitución Federal, en tanto que la "inconstitucionalidad formal, por regla general, 
"implica una violación indirecta pero no por ello "menos trascendente, de donde se sigue que 
la "fracción II del artículo 105 Constitucional debe "interpretarse en el sentido de que por 
medio de la "acción de inconstitucionalidad puede plantearse "tanto la inconstitucionalidad 
material como la "formal. 
"En tal sentido será hasta analizar la naturaleza y "trascendencia de las violaciones de 
legalidad "esgrimidas cuando se estudie lo referente a esta "causal.” 

5.- Sobre los conceptos de invalidez: 
“a) Primer concepto de invalidez respecto a la "presunta transgresión de los artículos 63, 
fracción "IV y 152 en relación con los artículos 45 y 148 de "la Constitución Política del 
Estado de Nuevo León. 
"Establece esencialmente que la Ley del Servicio "Profesional Electoral, es una ley 
constitucional, de "conformidad con lo que previenen los artículos "148, 149 y 152, en 
relación con el 45 de la "Constitución Política del Estado. Esto, manifiesta, "resulta ser así, 
dado que esa ley regula la "organización del “servicio profesional electoral” y "al personal de 
la Comisión Estatal Electoral. 
"Señala que al tener ese carácter, debió sujetarse "al procedimiento que establece esa 
Constitución "para la reforma de leyes constitucionales, es "decir, previo a su debate, para 
ser admitida a "discusión requería del voto de la mayoría de los "miembros presentes de la 
legislatura, de "conformidad con el artículo 148 de esa norma. 
"En tal virtud, expone, son inconstitucionales tanto "la aprobación por el Congreso del Estado 
de "Nuevo León, así como la orden de su publicación, "realizada por el Gobernador de la Ley 
que se "impugna, abarcando esto a las demás "actuaciones, consecuencias y efectos que se 
"realizaron, los que se encuentran afectados de "nulidad. 
"Por su parte, la autoridad emisora manifiesta que "el presente concepto es infundado, pues 
la Ley "del Servicio Profesional Electoral, de conformidad "con lo establecido por el artículo 
152 de la "Constitución Local, no es una ley constitucional, "ya que exclusivamente tienen 
ese carácter la Ley "Electoral, la Ley Orgánica del Poder Judicial, la "Ley Orgánica de la 
Administración Pública y la "Ley Reglamentaria de la fracción XIX del artículo "63 de esa 
misma norma fundamental. 
"La autoridad promulgadora señala que este "concepto, resulta infundado, conforme a la 
"fracción II del artículo 105 de la Constitución "Federal, que prevé la acción de 
"inconstitucionalidad, pues en el presente caso las "violaciones que se hacen valer atañen 
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únicamente "a la Constitución Local, amén de que nunca "intervino en los actos de los que 
derivan la norma "impugnada. 
"b) Segundo concepto de invalidez respecto a la "presunta transgresión de los artículos 63, 
fracción "IV y 152, en relación con los artículos 45, 148 y "149 de la Constitución Política del 
Estado de "Nuevo León. 
"En este concepto de invalidez, los promoventes "de la presente acción de 
inconstitucionalidad "reclaman, fundamentalmente, que se violan las "disposiciones 
contenidas en los artículos 63, "fracción IV y 152, en relación con los artículos 45, "148 y 149 
de la Constitución Política del Estado de "Nuevo León. 
"Afirman que la ley impugnada, al tener el carácter "de constitucional, no tuvo que haber sido 
votada "en el mismo período de Sesiones, esto de "conformidad con lo que previene el 
artículo 149 de "la Constitución de la entidad. 
"Aunado a lo anterior, de ese mismo precepto se "deriva que la ley impugnada, de manera 
previa a "su aprobación, tuvo que haberse publicado y "circulado profusamente con extracto 
de la "discusión respectiva, omitiéndose este requisito "en el caso particular. 
"Además, señalan que se viola el artículo 152 de la "Constitución Local, el cual previene que 
las leyes "que tienen el carácter de constitucionales, pueden "ser discutidas y votadas en el 
mismo período en "que sean propuestas, si así lo acordare el "Congreso, lo cual, no se 
realizó, es decir, no "existe acuerdo previo del Congreso Local. 
"Por tanto, reiteran, esa ley se encuentra afectada "de una inconstitucionalidad de origen, 
abarcando "con ello las demás actuaciones realizadas, así "como sus consecuencias y 
efectos, por lo que se "encuentran afectados de nulidad absoluta. 
"La autoridad emisora, por su parte, señala que el "presente concepto resulta infundado ya 
que la "norma que se reclama no es una ley "constitucional y por tanto tiene el carácter de 
"ordinaria careciendo inclusive de la naturaleza "electoral, por lo que resulta inaplicable el 
artículo "152 de la Constitución del Estado, además de que "al plantearse violaciones a esta 
Norma "Fundamental, no se actualiza el objeto propio de "la acción de inconstitucionalidad. 
"El Ejecutivo Local, por vía de informe expone que "este concepto es infundado, reiterando 
que "únicamente se señalan como violadas "disposiciones locales ontenidas en la 
"Constitución de la Entidad, en tal sentido no se "plantea contradicción alguna en relación a la 
"Constitución Federal. 
"Por su parte, la Sala Superior del Tribunal "Electoral del Poder Judicial de la Federación, al 
"desahogar el requerimiento formulado por ese "Máximo Tribunal, emprende una síntesis de 
los "conceptos de invalidez planteados, y concluye "señalando que no se trata de cuestiones 
que "versen sobre la materia electoral, por lo que no "corresponde con la especialidad propia 
a la que "se circunscribe la actividad jurisdiccional de ese "órgano, emitir opinión alguna sobre 
ninguno de "los conceptos de invalidez. 
"Opinión del Procurador: 
"Por lo anterior en el presente apartado "corresponde dilucidar si la norma en cuestión, "tiene 
el carácter de constitucional. 
"a) Estudio de las cuestiones relativas al carácter "constitucional de la Ley del Servicio 
Profesional "Electoral del Estado de Nuevo León. 
"Los dos primeros conceptos de invalidez "formulados por la parte demandada, atañen al 
"procedimiento de creación de la norma que se "impugna, particularmente, se vinculan a la 
"omisión de los requisitos que se prevén en la "Constitución Local, para la reforma de normas 
que "tienen el carácter de constitucionales. 
"La parte actora asevera que la ley que demanda "tiene el carácter de constitucional, 
partiendo para "ello del contenido del artículo 152 de la "Constitución Política del Estado de 
Nuevo León, "que a la letra dice: 
"“Artículo 152. Las leyes de que hablan los "artículos 45, 63 fracción XIX, 94 y 121 son 
"Constitucionales y en su reforma se guardarán las "mismas reglas que en las de cualquier 
Artículo de "la Constitución, pudiendo ser discutidas y votadas "en el mismo período en que 
sean propuestas, si "así lo acordare el Congreso.” 
"Ahora bien, las normas a las que remite el "precepto que se transcribe, aluden a la Ley 
"Electoral, (artículo 45), a la ley relativa a la "conmutación de penas y rehabilitación (artículo 
"63, fracción XIX), a la que contiene la estructura, "organización y funcionamiento del Poder 
Judicial "de la Entidad (artículo 94), y a la ley que establece "la integración de los 
Ayuntamientos (artículo 121). 
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"Considerando la ratio legis para otorgar el "carácter de constitucional a las normas que se 
"enuncian, es palmario que se vincula a la "importancia que revisten, a la razón profunda de 
"su supremacía y a la función que les compete, "pues todo el orden jurídico descansa sobre 
la "Norma Fundamental, tomando de ella la actividad "política, su legitimidad, aunado a que 
organiza los "poderes y determina las competencias, pues es la "suma de los principios 
políticos y jurídicos "fundamentales. 
"En el presente caso, la razón que subyace para "otorgar el carácter de constitucional a las 
citadas "normas, de entre las que se ubica la Ley Electoral "del Estado, gravita en que les 
son aplicables las "mismas consideraciones relativas a las normas "incorporadas en el texto 
de Constitución Política, "es decir, se estima que contienen los principios "políticos y jurídicos 
de carácter fundamental. 
"Ahora bien, el artículo 45 de esa Constitución "Local se refiere a la Ley Electoral del Estado, 
tal y "como se desprende de su sentido literal que paso "a transcribir: 
"“Artículo 45. La Ley Electoral del Estado, "reglamentaria de esta Constitución en la materia, 
"regulará y garantizará el desarrollo de los "procesos electorales: el ejercicio del sufragio: los 
"derechos, obligaciones, organización y funciones "de los partidos, asociaciones políticas y 
"organismos electorales: la preparación, "desarrollo, vigilancia, cómputo y calificación de "las 
elecciones; el procedimiento de lo contencioso "electoral; y en general las demás 
disposiciones "relativas al proceso electoral. 
"“El organismo electoral competente con la "participación del Gobierno del Estado, de los 
"partidos políticos y los ciudadanos, actualizará "permanentemente el padrón electoral.” 
"En estas condiciones, es manifiesto que la Ley "Electoral, no obstante que tiene el carácter 
de un "ordenamiento secundario en relación a la Norma "Suprema del Estado, incorpora los 
elementos "propios de una norma constitucional, al tenor de "lo que dispone el artículo 152 
de la Constitución "del Estado. 
"Sin embargo, y en mi opinión, relacionando "armónicamente los artículos 45 y 152 de la 
"Constitución del Estado, deviene como incorrecto "el planteamiento formulado por la parte 
actora por "el que afirma que la ley que impugna es "constitucional, pues la norma que tiene 
ese "carácter, lo es únicamente la Ley Electoral de la "Entidad, sin que quepa estimar en 
igual rango a la "Ley del Servicio Profesional Electoral, norma ésta "que tiene su origen en el 
artículo 86 de aquélla, "mismo que a continuación se reproduce: 
"“Artículo 86. Los miembros de la Coordinación "Técnica Electoral serán designados por la 
"Comisión Estatal Electoral y seleccionados "mediante convocatoria pública y examen de 
"oposición, tomando en cuenta los criterios "necesarios para la creación del Servicio 
"Profesional del Estado, mismo que deberá ser "establecido de acuerdo a las bases que para 
el "efecto determine la propia Comisión Estatal "Electoral en el ordenamiento reglamentario 
"correspondiente.” 
"Así con diáfana claridad se advierte que la norma "que se impugna en la presente acción, 
viene a "reglamentar el artículo 86 de la Ley Electoral, en lo "relativo a la organización y 
funcionamiento del "organismo denominado Coordinación Técnica "Electoral. 
"A mayor abundamiento, la enumeración que "contiene el artículo 152 de la Constitución del 
"Estado, relativa a los ordenamientos que se "consideran como constitucionales, se entiende 
"reservada de manera taxativa, dada la importancia "que revisten esas leyes pues incorporan 
"principios políticos y jurídicos de carácter "fundamental; no es posible extender esa 
"enumeración, tácitamente, a distintas y diversas "leyes, por más que deriven de las mismas. 
"Esta limitación resulta, del contenido del propio "artículo 152 de la Constitución Local, ya que 
"enumera las disposiciones que tendrán el carácter "de constitucional, que nos remite en el 
caso "concreto al contenido del artículo 45 del mismo "ordenamiento, el cual se refiere 
exclusivamente a "la Ley Electoral, del que en ningún momento se "desprende disposición 
alguna que establezca que "las normas que deriven o reglamenten su "contenido guardarán 
ese carácter de "constitucional. 
"Expuesto lo anterior, y a guisa de opinión, puedo "arribar a la conclusión de que la norma en 
estudio "-Ley del Servicio Profesional Electoral-, no es "constitucional, pues viene a 
reglamentar "exclusivamente al artículo 86 de la Ley Electoral "del Estado, relativo a la 
organización de los "miembros de la Coordinación Técnica Electoral, "mismo que ha quedado 
transcrito con "anterioridad. 
"Por lo antes expuesto los conceptos de invalidez "en estudio deben declararse infundados 
pues la "norma impugnada no tiene la jerarquía de "constitucional que le atribuye la actora y 
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como "consecuencia, no era necesario que el Congreso "Local sujetara su creación al 
procedimiento "calificado que prevé la Ley Fundamental del "Estado. 
"Por otra parte, y para el caso de que ese Alto "Tribunal estime que la norma que nos ocupa 
tiene "el carácter de constitucional, ad cautelam procedo "al examen de las violaciones que 
se esgrimen en "cuanto al procedimiento de creación de la misma. 
"b) Estudio de las violaciones al procedimiento de "creación de la Ley del Servicio Profesional 
del "Estado. 
"En un primer aspecto, es de considerar que la "reforma o adición de las normas de toda 
"Constitución, conlleva un procedimiento diverso y "de mayor formalidad que aquél que se 
encuentra "establecido para crear, adicionar o reformar las "leyes que tienen el carácter de 
ordinarias, esto en "atención a la importancia que reviste esa norma "fundamental, dado que 
contiene los derechos "fundamentales del individuo, y además, dota de "organización y 
competencia a los órganos de "autoridad, determinando sus límites y facultades. 
"De ahí, pues, que en efecto, resulte justificable "que una norma incorporada a la 
Constitución "Federal, o propia de alguna entidad federativa, "requiera, en cuanto a su 
creación, adición o "reforma, de un procedimiento que revista mayor "formalidad y rigidez, lo 
que encuentra su razón en "producir en los encargados de emprender esa "tarea legislativa, 
una profunda reflexión sobre los "contenidos y alcances de las reformas a "introducir. 
"La Constitución Política de los Estados Unidos "Mexicanos, en su artículo 135, prevé la 
posibilidad "de reforma a sus disposiciones, estableciendo un "procedimiento por entero 
disímil al previsto para "la creación de normas de carácter ordinario, "reglado a su vez por los 
artículos 71 y 72 de esa "misma Constitución. 
"Señala el artículo 135 de la Constitución General: 
"“Artículo 135. La presente Constitución puede ser "adicionada o reformada. Para que las 
adiciones o "reformas lleguen a ser parte de la misma, se "requiere que el Congreso de la 
Unión, por el voto "de las dos terceras partes de los individuos "presentes acuerde las 
reformas o adiciones y que "éstas sean aprobadas por la mayoría de las "legislaturas de los 
Estados. El Congreso de la "Unión o la Comisión Permanente, en su caso, "harán el cómputo 
de los votos de las legislaturas "y la declaración de haber sido aprobadas las "adiciones o 
reformas.” 
"Doctrinariamente se ha sustentado que existe una "distinción radical entre las disposiciones 
que "forman parte de la Constitución Política de un "Estado y aquéllas que tienen el carácter 
de "secundarias u ordinarias, pues las primeras "establecen el orden jurídico fundamental, a 
partir "del cual dimanan la totalidad de normas. 
"En el caso de la Constitución Política del Estado "de Nuevo León, se establece, en los 
artículos 148 "al 151, un procedimiento para que se adicione o "reforme, lo que podrá ocurrir 
en cualquier tiempo; "y del sentido de esas disposiciones, se advierten "diversas notas que 
distinguen la reforma de una "norma constitucional, respecto al procedimiento "de creación y 
reforma de las leyes ordinarias, el "que se encuentra contenido a su vez en los "artículos 68 
al 80 de esa Constitución. 
"Así, del contenido de los preceptos que aluden al "procedimiento para reformar las 
disposiciones de "la Constitución de esa entidad se advierten, de "manera substancial, los 
siguiente elementos: 
"- Para que sean admitidas a discusión las "reformas, se necesitará del voto de la mayoría de 
"los miembros presentes en la Cámara; 
"- Las adiciones o reformas tomadas en "consideración, se publicarán y circularán con un 
"extracto de la discusión; 
"- Esas adiciones o reformas, no podrán ser "votadas antes del siguiente período de 
sesiones, "salvo que por acuerdo así se decida, y 
"- Para que sean aprobadas, se necesita del voto "de las dos terceras partes, cuando 
menos, de los "Diputados que integran la Legislatura. 
"Ahora bien, el procedimiento relativo a la reforma "de las disposiciones de la Constitución del 
"Estado, resulta en primer término aplicable a las "disposiciones propias de esa Norma 
Fundamental, "sin embargo, se determina que ese procedimiento "se vincula a la reforma de 
las diversas leyes que "la Constitución de mérito, en su artículo 152 ya "transcrito, previene 
que tendrán el carácter de "constitucionales. 
"En cuanto a las normas a las que se otorga el "carácter de constitucional, resultan aplicables 
las "disposiciones relativas a la adición o reforma de la "Constitución Política del Estado, con 
la excepción "de que podrán ser votadas y aprobadas en el "mismo período de sesiones, 
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siempre y cuando "exista acuerdo previo por parte de los Diputados "que integran el 
Congreso. 
"En este aspecto, los promoventes de la presente "acción de inconstitucionalidad, impugnan 
la Ley "del Servicio Profesional Electoral, razonando que "con su emisión se violaron las 
disposiciones de la "Constitución del Estado que regulan el "procedimiento de su adición y 
reforma pues, "según plantean, el ordenamiento reclamado tiene "el carácter de norma 
constitucional. 
"Concretamente, con la emisión de esa Ley, acusan "las siguientes violaciones al 
procedimiento de su "creación. 
"- No se procedió al voto de la mayoría de los "miembros presentes en la Cámara, lo que se 
"requería de manera previa a su discusión; 
"- No se llevó a cabo la publicación y circulación de "la norma, con un extracto de la 
discusión, "requisito a que alude el artículo 149 de la "Constitución del Estado y finalmente, 
"- Esa norma fue votada y aprobada en el mismo "período de sesiones, sin que existiera 
acuerdo "previo en ese sentido por el Congreso Local, "condición que se establece por el 
artículo 152 de "la Constitución del Estado. 
"De considerar ese Supremo Tribunal que la Ley "demandada tiene el carácter de 
constitucional, y "previa revisión de las constancias que obran en el "expediente, 
particularmente de la versión "estenográfica relativa a la discusión y aprobación "del proyecto 
de ley sobre las observaciones "formuladas por el Gobernador de la Entidad, se "aprecia que 
efectivamente, en el procedimiento "legislativo se actualizaron las violaciones a que "alude la 
parte actora. 
"Así, en el planteamiento formulado en los dos "primeros conceptos de invalidez, se esgrime 
la "falta de requisitos de legalidad, lo que traería "como consecuencia una inconstitucionalidad 
de "origen, así como la invalidez de la norma "reclamada y de las demás actuaciones que se 
"realizaron, como sus consecuencias y efectos. 
"En mi opinión, resultan inoperantes los "razonamientos que formula la parte actora en los 
"dos primeros conceptos de invalidez en razón de "que la fracción II del artículo 105 de la 
"Constitución Federal, previene que corresponderá "conocer a la Suprema Corte de Justicia 
de la "Nación, en los términos que señala su Ley "Reglamentaria, de las acciones de 
"inconstitucionalidad que tengan por objeto "plantear la posible contradicción entre una norma 
"de carácter general y la Constitución. 
"Determinados los alcances de la fracción II del "artículo precitado, en cuanto a los casos en 
que "resultará aplicable, se ha sustentado que las "acciones de inconstitucionalidad son 
"procedimientos que se plantean en forma de juicio "ante ese Máximo Tribunal, por la minoría 
de los "órganos legislativos, por los partidos políticos "con registro federal o estatal, o por el 
Procurador "General de la República, controvirtiéndose la "posible contradicción entre una 
norma de carácter "general o un tratado internacional, por un lado, y "la Constitución Federal, 
por el otro, reclamándose "su invalidación, con la finalidad de que "prevalezcan los mandatos 
constitucionales. 
"De donde se sigue que, la acción de "inconstitucionalidad se plantea para determinar el 
"apego a la Constitución General del texto de una "norma general cuyo ámbito de validez 
puede ser "federal o local, o bien, de un tratado internacional, "y en caso de estimarse 
inconstitucionales, "declarar su invalidez. 
"Eventualmente, ese Supremo Tribunal ha "reconocido que también es posible plantear en 
"una acción de inconstitucionalidad la violación a "formalidades esenciales del procedimiento 
"legislativo, que de actualizarse, podrían tener "como consecuencia la declaratoria de 
invalidez de "la norma impugnada, como se desprende de las "acciones 4/97, 6/97 y 3/98 
entre otras. 
"Al respecto, ha tenido aplicación analógica la "Tesis Jurisprudencial visible en la página 134, 
"Tomo V del Semanario Judicial de la Federación y "su Gaceta, correspondiente a abril de 
1997, cuyo "rubro y texto son del tenor siguiente: 
"“CONTROVERSIA CONSTITUCIONAL. ES "PROCEDENTE EL CONCEPTO DE 
INVALIDEZ POR "VIOLACIONES INDIRECTAS A LA CONSTITUCION "POLITICA DE LOS 
ESTADOS UNIDOS "MEXICANOS, SIEMPRE QUE ESTEN VINCULADAS "DE MODO 
FUNDAMENTAL CON EL ACTO O LA "LEY RECLAMADOS. Resulta procedente el estudio 
"del concepto de invalidez invocado en un "controversia constitucional, si en él se alega 
"contravención al artículo 16 de la Constitución "Federal, en relación con otras disposiciones, 
sean "de la Constitución Local o de leyes secundarias, "siempre que estén vinculadas de 
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modo "fundamental con el acto o la ley reclamados, como "sucede en el caso en el que se 
invocan "transgresiones a disposiciones ordinarias y de la "Constitución Local dentro del 
proceso legislativo "que culminó con el ordenamiento combatido que, "de ser fundadas, lo 
invalidarían. Lo anterior es "acorde con la finalidad perseguida en el artículo "105 de la Carta 
Magna, de someter a la decisión "judicial el examen integral de la validez de los "actos 
impugnados.” 
"De lo previamente expuesto, se colige que esa "Suprema Corte de Justicia de la Nación, no 
tendrá "que proceder al análisis de los dos primeros "conceptos de invalidez, pues, en mi 
opinión, esas "violaciones no afectarían la validez de la norma, a "partir de la aprobación de 
la ley, ya que por un "lado, mediante la aprobación del dictamen, con la "concurrencia de 28 
votos a favor y 14 en contra, "tácitamente el Congreso determinó que se "discutiría el 
proyecto, convalidándose por tanto "los requisitos que se esgrime, fueron omitidos. 
"Por otro lado, en lo que respecta a la violación que "se hace consistir en que la ley 
reclamada tuvo que "someterse a votación y aprobación hasta el "siguiente período de 
sesiones, o bien que contase "con el acuerdo de los miembros del propio "Congreso, ello no 
involucra una formalidad "esencial, ya que conforme al calendario "establecido para la 
selección, toma de protesta y "posesión de los Diputados a esa Legislatura, se "determina 
que la integración de la Cámara no "variará en el próximo período de sesiones y la 
"aprobación de la ley por la mayoría del Congreso, "significa la aprobación por un acuerdo 
tácito para "resolver el proyecto, precisamente, en ese período "de sesiones. 
"En este sentido, las violaciones que se aducen por "la parte actora, de haberse actualizado, 
no se "refieren a las formalidades esenciales del "procedimiento de creación de la norma 
reclamada "como podría ser el requerimiento de una mayoría "calificada, resultando por 
consiguiente, que no "podrían traer consigo la invalidez de la misma. 
"Por lo anteriormente señalado, me permito "concluir que los dos primeros conceptos de 
"invalidez que formula la parte actora, resultan "infundados, atendiendo para ello a que la 
norma "que se impugna no tiene el carácter de "constitucional, y por tanto, no tuvo que 
sujetarse, "en cuanto a su creación, a las disposiciones "relativas a la adición o reforma de la 
Constitución "del Estado, y en el supuesto de que tuviera ese "carácter, las violaciones al 
procedimiento de su "creación no son esenciales. 
"2. Sobre los conceptos de invalidez tercero y cuarto. 
"Se procede al estudio conjunto de los conceptos "de invalidez tercero y cuarto, ya que 
ambos "atañen a la violación de diversas disposiciones "contenidas en la Constitución del 
Estado, relativas "al principio de división de competencias ya que se "sostiene que la facultad 
de emitir la Ley que nos "ocupa, correspondía al Ejecutivo de la entidad, y "en el caso, el 
Congreso se arrogó esa facultad. 
"Así, en ambos conceptos de invalidez nunca se "delatan violaciones a la Norma 
Fundamental, no "obstante lo cual, es de estimar que de resultar "fundados los conceptos, se 
vulnerarían las "disposiciones constitucionales contenidas en los "artículos 14 y 116 de la 
Norma Suprema. 
"Si bien es cierto que el objetivo de la acción de "inconstitucionalidad se encuentra dirigido a 
"determinar la conformidad de una Ley con la "Constitución Federal, también lo es que de 
"alegarse violaciones a disposiciones "constitucionales y legales locales, que de "actualizarse 
afectarán de manera fundamental la "validez de la norma, entonces se justifica que ese 
"Supremo Tribunal analice y resuelva el fondo de "las impugnaciones presentadas. 
"En la especie, la actora aduce violaciones a "disposiciones legales secundarias que otorgan 
"competencia a una autoridad de naturaleza "administrativa para emitir normas 
reglamentarias, "que de actualizarse tendrían como consecuencia "que la Ley demandada 
estuviera emitida por "autoridad no competente, con la consecuente "declaratoria de 
invalidez. 
"Es aplicable analógicamente el criterio sustentado "por ese Supremo Tribunal en la tesis 
sobre la "procedencia de estudiar los conceptos de "invalidez por violaciones indirectas a la 
"Constitución que fue transcrita con anterioridad. 
"Por lo anterior procede estudiar los siguientes "conceptos de invalidez, desarrollando para 
tal "efecto y de manera conjunta su análisis, ya que "ambos se refieren a las facultades con 
que cuenta "la Comisión Estatal Electoral del Estado, para "emitir la Ley Reglamentaria del 
artículo 86 de la "Ley Electoral de la Entidad, así como para emitir el "Catálogo relativo a los 
empleos y plazas del "Servicio Profesional Electoral. 
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"a) Tercer concepto de invalidez, relativo a la "presunta transgresión de los artículos 63, 
fracción "IV y 85, fracción X de la Constitución del Estado, "así como 86 de la Ley Electoral 
de la entidad. 
"Razona la actora, que a partir del contenido del "artículo 86 de la Ley Electoral de la entidad, 
"corresponde a la Comisión Estatal Electoral, la "creación de las normas que regulan el 
Servicio "Profesional Electoral del Estado, lo que se "adminicula a las facultades otorgadas 
por la "Constitución local al Ejecutivo estatal para "reglamentar, en lo administrativo, lo 
necesario "para la ejecución de las leyes emitidas por el "Congreso del Estado. 
"Así, la facultad de reglamentar las leyes emitidas "por el Congreso, corresponde al Titular 
del Poder "Ejecutivo, por conducto del Gobernador de la "Entidad, y en el caso, el Congreso 
local se arrogó "esa facultad en relación al servicio profesional "electoral del Estado, al emitir 
la Ley demandada, "con violación a lo que establece el artículo 85, "fracción X de la 
Constitución del Estado. 
"Por tanto, concluye, se presenta una "inconstitucionalidad de origen que abarca a las 
"actuaciones realizadas, así como a consecuencias "y efectos. 
"Tocante a este concepto de invalidez, la autoridad "emisora señala que el ordenamiento que 
se "demanda no tiene el carácter de reglamentario, "sino de ley ordinaria común, y por 
consecuencia, "el Congreso expidió una norma general, aunado a "que el artículo 68 de la 
Ley Electoral del Estado "establece que la Comisión Electoral de la Entidad "es un organismo 
público independiente y "autónomo, por lo que resultaría nugatoria la "autonomía de que 
goza si el Ejecutivo elaborara el "Reglamento correspondiente al Servicio "Profesional 
Electoral. 
"Asimismo, señala esa autoridad, la acción de "inconstitucionalidad no resulta la vía 
adecuada, en "orden a que se hacen valer violaciones a la "Constitución del Estado, y el 
ordenamiento "impugnado no queda dentro de los supuestos de "la fracción X del artículo 85 
de esa norma "fundamental, relativo a la facultad del Ejecutivo "local para expedir 
reglamentos, y adicionalmente, "se confiere expresamente a la Comisión Estatal "Electoral la 
facultad de emitir disposiciones "reglamentarias, de conformidad con lo dispuesto "por la 
fracción III del artículo 81 de la Ley Electoral "del Estado. 
"Por su parte, la autoridad promulgadora afirma "que el presente concepto de invalidez debe 
"declararse improcedente, en razón a que "únicamente se señalan como disposiciones 
"violadas, las correspondientes a la Constitución "Local, sin que se plantee contradicción 
alguna "respecto a la Federal. 
"b) Cuarto concepto de invalidez, relativo a la "presunta transgresión de los artículos 27, 30, 
63, "fracción IV y 85, fracción X, de la Constitución "Política del Estado de Nuevo León. 
"Al plantear este concepto de invalidez, la parte "actora, argumenta lo siguiente: 
"De conformidad con lo dispuesto por el artículo 27 "de la Constitución del Estado de Nuevo 
León, la "libertad del hombre no tiene más límites que la "prohibición de la ley. De la ley 
emanan la "autoridad de los que gobiernan y las obligaciones "de los gobernados. En 
consecuencia, el ejercicio "de la autoridad debe limitarse a las atribuciones "determinadas en 
las leyes. Es decir, que en el "ejercicio del poder de imperio, las autoridades "sólo podrán 
realizar actos facultados por las "leyes, siendo ilegales, por arbitrariedad, los que "no tengan 
sustento en la ley. 
"El artículo 30 de la Constitución Política del "Estado de Nuevo León, establece textualmente 
lo "siguiente: 
"“Artículo 30. El Gobierno del Estado es "republicano, representativo y popular, se ejercerá 
"por los Poderes Legislativo, Ejecutivo y Judicial; "siendo la base de su organización el 
Municipio "Libre. Estos poderes derivan del pueblo y se "limitan al ejercicio de las facultades 
expresamente "designadas en esta Constitución. No podrán "reunirse dos o más de estos 
poderes en una sola "persona o Corporación ni depositarse el "Legislativo en un solo 
individuo...” 
"Atendiendo a nuestro régimen constitucional, y de "conformidad al artículo que antecede, 
sólo tiene "facultades para legislar el Poder Legislativo, con "excepción del Ejecutivo en el 
caso de la facultad "reglamentaria, que sólo podrá ser ejecutada por el "titular de este Poder, 
ya que no existe en la "Constitución Federal o en la Local, una norma que "autorice la 
delegación de esa función. 
"En la Constitución del Estado se establece, en su "artículo 85, fracción X, que la facultad de 
"reglamentar, corresponde al Titular del Poder "Ejecutivo, ejercida de manera directa e 
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"indelegable, por el Gobernador de la entidad, lo "cual constituye una facultad expresa 
contenida en "la Ley Fundamental del Estado. 
"Por tanto, agrega, en uso de esa facultad expresa "en la Constitución Local, el Poder 
Ejecutivo, será "el que reglamente las leyes que emanen del "Congreso del Estado de Nuevo 
León. 
"En el caso concreto, aduce, de considerar esa "Suprema Corte infundados los conceptos de 
"invalidez anteriores, al expedirse la Ley de "Servicio Profesional Electoral, se violan las 
"normas constitucionales precitadas, "particularmente con sus artículos 9, 11, 27, 30, 
"fracción VII, 42 y 55 de la Ley antes citada, que "confieren a la Comisión Estatal Electoral 
"facultades extraordinarias por las que determina, "mediante la expedición de un “catálogo”, 
la "creación de empleos, oficinas y plazas, el "personal a considerarse como “profesional”, así 
"como los términos y condiciones para su "evaluación. 
"Esta violación existe, porque no se confiere al "Titular del Ejecutivo de Nuevo León, ni a la 
"Legislatura del Congreso del Estado la "reglamentación del Servicio Profesional Electoral, 
"sino a la Comisión Estatal Electoral, mediante la "expedición del catálogo, por el que se 
creen "empleos, oficinas y plazas, se determine cuál va a "ser el personal considerado como 
profesional y, "además, se conceden atribuciones para establecer "los términos y condiciones 
para la evaluación del "personal. 
"Argumenta la actora, que se violenta el sistema "constitucional de “división de poderes” que 
prevé "el artículo 30 de la Constitución local, pues el "Congreso estatal delega facultades 
legislativas "que le son exclusivas; que no se encuentran "previstas como reservadas al 
Poder Ejecutivo, "sino que le son propias, y por tanto, violatorias del "orden constitucional 
establecido. 
"En relación a este concepto de invalidez, la "autoridad emisora señala que la norma que se 
"impugna fue expedida por el órgano competente, "de conformidad con lo que previene el 
artículo 74 "de la Constitución del Estado, que faculta al "Congreso para reglamentar, fuera 
del caso a que "alude la fracción X del artículo 85, también "constitucional. 
"Afirma esta autoridad que con el ordenamiento "demandado no se otorgan facultades 
"extraordinarias a la Comisión Electoral del Estado, "y por ende, no resultan violatorias sus 
"disposiciones, ni contravienen a la Constitución "Federal. 
"Por su parte, la autoridad promulgadora expone "que resulta infundado y por tanto debe 
declararse "improcedente el presente concepto de invalidez, al "esgrimirse de manera 
concreta violaciones a la "Constitución del Estado, pues la vía prevista por "la fracción II del 
artícul1o 105 de la Constitución "General, resulta aplicable únicamente en los "casos en que 
se planteen la contradicción de "alguna norma con esa Norma Suprema. 
"Opinión del Procurador: 
"En el presente apartado, se deberá esclarecer si le "corresponde al Congreso del Estado la 
facultad de "emitir el ordenamiento reglamentario "correspondiente al Servicio Profesional 
Electoral, "así como para expedir el Catálogo relativo a la "creación de empleos, plazas y 
criterios de "evaluación. 
"a) Estudio sobre la facultad del Congreso del "Estado para emitir normas reglamentarias 
"correspondientes al Servicio Profesional Electoral. 
"En principio, es oportuno señalar que dentro del "sistema de distribución de competencias 
"establecido en la Constitución Federal, se parte "del principio fundamental de que toda 
autoridad "se encuentra facultada para emitir, únicamente, "aquellos actos que expresamente 
la ley le "confiere. 
"Por otra parte, conforme al sistema de división de "poderes que queda contenido en el 
artículo 49 de "la Norma Fundamental, el Supremo Poder de la "Federación se divide, para 
su ejercicio, en "Legislativo, Ejecutivo y Judicial, estableciéndose "las atribuciones y 
facultades propias a cada uno "de ellos de manera expresa, de tal forma que no "podrán 
sustraer ni rebasar mediante su actuación, "la competencia que el Ordenamiento 
Fundamental "consigna en su favor, sirviendo para tal efecto la "transcripción de dicha 
norma: 
"“Artículo 49. El Supremo Poder de la Federación "se divide, para su ejercicio, en Legislativo, 
"Ejecutivo y Judicial.” 
"“No podrán reunirse dos o más de estos Poderes "en una sola persona o corporación, ni 
depositarse "el Legislativo en un individuo, salvo el caso de "facultades extraordinarias al 
Ejecutivo de la "Unión, conforme a lo dispuesto en el artículo 29. "En ningún otro caso, salvo 
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lo dispuesto en el "segundo párrafo del artículo 131, se otorgarán "facultades extraordinarias 
para legislar.” 
"Ahora bien, doctrinariamente se ha determinado "que este principio presenta cuatro 
aspectos "fundamentales, a saber: 
"a) Crea tres órganos cupulares de producción "normativa; 
"b) Determina la diferencia entre ellos, asignando "las denominaciones que los describen, a 
partir de "sus principales atribuciones, de tal forma que el "primero, denominado legislativo, 
relevantemente "tiene la función de crear leyes, y al Ejecutivo, se le "confiere la atribución de 
aplicar las leyes en el "ámbito administrativo, amén de que se le faculta "para emitir 
reglamentos y finalmente, al Judicial "se le confiere la función de resolver controversias; 
"c) Prohíbe la invasión de competencias entre esos "órganos; y 
"d) Prohíbe que la función legislativa se deposite "en un solo individuo o corporación. 
(Enrique "Sánchez Bringas, Derecho Constitucional, 3a. ed., "Editorial Porrúa, México, 1998. 
p. 395). 
"El principio de separación de poderes, resulta "igualmente aplicable y, además, obligatorio 
para "las entidades federativas, de conformidad con lo "que previene el artículo 116 de la 
Constitución "Federal, que en su parte conducente señala: 
"“Artículo 116. El poder público de los Estados se "dividirá, para su ejercicio, en Ejecutivo, 
"Legislativo y Judicial, y no podrán reunirse dos o "más de estos poderes en una sola 
persona o "corporación, ni depositarse el legislativo en un "solo individuo...” Congruente con 
esta "disposición, la Constitución Política del Estado de "Nuevo León, en su artículo 30 
incorpora ese "principio, procediendo a determinar las facultades "y atribuciones propias a 
cada uno de los Poderes "de la Entidad, de tal forma que, al regular las "funciones del 
Legislativo local, se establece, a "favor del mismo, la facultad genérica para emitir "normas de 
carácter general y abstracto, mediante "el procedimiento que expresamente se encuentra 
"previsto por esa norma primaria. 
"De esta forma, el artículo 63 de la Constitución "Local determina las facultades del Congreso 
de la "Entidad, dentro de las cuales, específicamente las "fracciones I, II, V, IX, X, XXXIII, 
XXXIV, XXXV, "XXXIX, XLI, XLIII y XLV, se refieren a la expedición "de normas, conforme al 
procedimiento que se "establece en los artículos 71 y 72, relativos a las "leyes ordinarias, y 
148 a 151, aplicables en la "reforma y adición de preceptos constitucionales. 
"Ahora bien, el Congreso del Estado, en uso de las "facultades para legislar que le son 
propias, emitió "un ordenamiento secundario al artículo 45 de la "Constitución del Estado, que 
establece la "regulación de los procesos electorales, "expidiendo en tal virtud la Ley Electoral 
del "Estado, en donde expresamente, se faculta a la "Comisión Estatal Electoral para 
establecer las "bases relativas al Servicio Profesional Electoral "mediante el ordenamiento 
reglamentario que "corresponda. 
"Así, la Ley Electoral del Estado es una norma que "desarrolla un precepto constitucional, 
"complementándolo y ampliándolo, respecto de las "disposiciones fundamentales que 
prescribe la "fracción IV del artículo 116 de "la Norma Suprema y la Constitución Local, que 
"además le confiere el carácter de norma "constitucional conforme al numeral 152 de la Ley 
"Fundamental Local anteriormente anotado. 
"Ahora bien, el artículo 86 de la Ley Electoral, "expresamente dispone que para la creación 
del "Servicio Profesional Electoral, que contendrá los "criterios de designación y selección de 
los "miembros de la Coordinación Técnica Electoral, "se estará a las bases que determine la 
Comisión "Estatal Electoral en el ordenamiento reglamentario "correspondiente. 
"Por otra parte, el artículo 68 de la propia Ley "Electoral, confiere autonomía a la Comisión 
"Estatal Electoral, lo que se adminicula a lo que "previene el artículo 86 de ese mismo 
"Ordenamiento, de donde se desprende que el "Congreso local, en uso de sus atribuciones, 
"otorgó competencia a ese órgano, delimitando sus "funciones y facultades, dentro de las 
cuales "determinó, expresamente, conferirle aquélla que "se refiere al establecimiento de las 
bases del "Servicio Profesional Electoral del Estado, "mediante la emisión del ordenamiento 
"reglamentario correspondiente. 
"Es de afirmarse por tanto que la norma que se "reclama, Ley del Servicio Profesional 
Electoral, "fue expedida por el Congreso local, en uso de "facultades que no le corresponden, 
pues "atendiendo a lo expuesto por el artículo 86 de la "misma, esa Legislatura facultó, 
únicamente, a la "Comisión Estatal Electoral para emitir las bases "que establezcan y 
organicen el Servicio "Profesional Electoral, en el ordenamiento "reglamentario 
correspondiente. 
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"Adquiere relevancia en este sentido, el "planteamiento que doctrinariamente se ha 
"sustentado para otorgar plena independencia a las "normas jurídicas, desvinculándolas así 
del órgano "que las expide, de tal forma que al adquirir "existencia propia obligan, inclusive, al 
propio "órgano emisor. 
"Así, en el presente caso el Congreso del Estado se "encuentra vinculado a las disposiciones 
que en "uso de sus facultades ha expedido y que emanen "de la Constitución, dentro de las 
que se encuentra "comprendido el artículo 86 de la Ley Electoral del "Estado, el cual 
expresamente determina el órgano "que estará en condiciones de emitir el "ordenamiento 
reglamentario correspondiente al "Servicio Profesional Electoral en el Estado. 
"Por tanto, puedo arribar a la conclusión de que la "norma demandada fue emitida por el 
Congreso "estatal, transgrediendo con ello lo establecido por "el artículo 86 de la Ley 
Electoral, en donde se "otorga esa facultad a la Comisión Estatal "Electoral, y de esta suerte, 
se actualiza la "violación a disposiciones de la Constitución local. 
"No constituye óbice a lo anterior, estimar que la "iniciativa del “Estatuto del Servicio 
Profesional "Electoral”, fuera presentada por la Comisión "Estatal Electoral al seno del 
Congreso del Estado, "pues con ello no se convalidaría la norma "reclamada, ya que de 
origen, no fue emitida por el "órgano debidamente facultado para tal efecto y "además, no 
resulta válido que los poderes u "órganos públicos, renuncien a las atribuciones "que les son 
conferidas expresamente por la ley. 
"Tampoco se desvirtúa el planteamiento que se "formula, si se determinara que conforme a lo 
que "establece la fracción XLI del artículo 63 de la "Constitución estatal, en donde se faculta 
al "Congreso para formular las leyes que reglamenten "los artículos constitucionales, 
correspondía a esa "Legislatura la emisión de la norma reclamada, en "virtud de que deriva 
de la Ley Electoral del Estado, "la cual tiene el carácter de constitucional; esto es "así en 
razón de que esa fracción alude, "únicamente, a la reglamentación de los artículos 
"constitucionales, y en ningún momento establece "que esa facultad legislativa se ejercitará 
en "relación a las normas que reglamenten las leyes "que son consideradas como 
constitucionales, "como en la especie ocurre. 
"Formuladas las anteriores consideraciones, "resulta en mi opinión parcialmente fundado el 
"tercer concepto de invalidez que plantea la actora, "en cuanto a la afirmación que vierte en 
el sentido "de que la emisión de la norma que reclama "correspondía a la Comisión Estatal 
Electoral, pues "al expedirse en el presente caso por la Legislatura "del Estado, se actualiza 
una violación al principio "de legalidad consignado por la Constitución "Política de los Estados 
Unidos Mexicanos, en su "artículo 16. 
"Por otra parte, en el caso de que se considere por "ese Alto Tribunal que la Ley del Servicio 
"Profesional Electoral fue emitida por autoridad "competente, paso cautelarmente al análisis 
del "cuarto concepto de invalidez en donde se "esgrimen también violaciones a la 
Constitución "del Estado, en virtud de que a la Comisión Estatal "Electoral se le confieren 
facultades "extraordinarias, propias de los Poderes "Legislativo y Ejecutivo locales. 
"Plantean los promoventes este concepto de "invalidez, a partir del contenido de diversas 
"disposiciones de la Ley del Servicio Profesional "Electoral, en las que se otorga a la 
Comisión "Estatal Electoral, la facultad para establecer el "personal profesional, los puestos y 
la cantidad "requerida así como su evaluación anual, mediante "la emisión de un Catálogo, 
por lo que estiman, ese "órgano se arroga la facultad propia del Poder "Legislativo de la 
Entidad. 
"Concretamente, las disposiciones a que aluden "los actores, se contienen en los artículos 9, 
11, 27, "30, fracción VII (sic), 42 y 55 de la norma que se "demanda, mismas que conviene 
tener presentes y "que se reproducen a continuación: 
"Ley del Servicio Profesional Electoral. 
"“Artículo 9. El personal profesional será el que "cumpla funciones directivas o aquél que así 
sea "considerado por la Comisión en su Catálogo, "dicho personal será de confianza y 
deberá cubrir "los requisitos que establece la presente ley y la "ley electoral. Para propiciar su 
permanencia en el "Servicio Profesional Electoral, se les otorgará la "titularidad en el puesto, 
conforme a las "condiciones previstas en esta ley.” 
"“Artículo 11. El personal técnico será de confianza "y comprenderá a quienes realicen un 
trabajo "electoral especializado o que así sea considerado "por la Comisión.” 
"“Artículo 27. La Comisión aprobará su estructura "orgánica de conformidad a sus objetivos, 
"funciones, programas de trabajo y disponibilidad "presupuestal. También establecerá el 
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Catálogo "que determine los puestos y la cantidad "requeridos para cada área de la 
Comisión, de "acuerdo a las necesidades de la misma.” 
"“Artículo 30. El Servicio Profesional Electoral se "integrará por: 
"El Coordinador Técnico Electoral; 
"El Director de Organización y Estadística "Electoral; 
"El Director del Registro Estatal de Electores; 
"El Director de Capacitación Electoral; 
"El Director Jurídico; 
"El Director de Administración; y 
"El personal necesario para realizar las actividades "especializadas del servicio que determine 
la "Comisión en el Catálogo.” 
"“Artículo 42. La evaluación del personal deberá "realizarse anualmente, en los términos y 
"condiciones que establezca la Comisión.” 
"“Artículo 55. La incorporación del personal "técnico o administrativo, permanente o eventual, 
"se llevará a cabo ajustándose al número de "puestos establecidos en el Catálogo, en base a 
las "remuneraciones autorizadas y a la disponibilidad "presupuestaria, así como a las normas 
y "procedimientos aplicables.” 
"Del conjunto de los preceptos que se invocan, se "infiere que el propio Congreso de la 
entidad, en "ejercicio de las atribuciones que le son conferidas "por la Constitución local, 
otorgó a la Comisión "Estatal Electoral mediante la Ley del Servicio "Profesional Electoral, 
que se relaciona con el "artículo 86 de la Ley Electoral del Estado, la "facultad expresa para 
emitir disposiciones dentro "del ámbito de su competencia, y que resultan "necesarias para el 
"ejercicio de sus funciones, sin que con ello se "ejercite la facultad reglamentaria, en sentido 
"genérico, que corresponde al Ejecutivo de la "entidad. 
"Congruente con lo anterior, y para robustecer las "facultades expresas consignadas a favor 
de la "Comisión Electoral del Estado, para emitir la Ley "que ahora se impugna, resulta de 
utilidad "transcribir el artículo 81 de la Ley Electoral de la "Entidad. 
"“Artículo 81. Son facultades y obligaciones de la "Comisión Estatal Electoral: 
"I a II ... 
"III Expedir su propio reglamento y el de los demás "organismos electorales; 
"IV a XXXV ...” 
"Conforme a esto, el planteamiento propuesto por "la parte actora debe desestimarse, ya que 
las "facultades reglamentarias o, en su caso, "extraordinarias, deben establecerse 
"expresamente, y en el caso que nos ocupa, el "legislador ordinario estimó que, para la 
debida "realización de los objetivos planteados con motivo "de la emisión de la norma 
demandada, y "vinculados con la estructuración y funcionamiento "del Servicio Profesional 
Electoral en la entidad, se "requería dotar a la Comisión Estatal Electoral, de "la facultad de 
emitir disposiciones obligatorias "relativas al eficaz desempeño del Servicio "Profesional, al 
establecimiento de plazas, así "como a la determinación de los criterios propios "de 
evaluación. 
"Esto es así, en función de que en la materia que se "regula se debe determinar la autoridad 
"competente para planear, organizar, operar y "supervisar el Servicio Profesional Electoral, 
"recayendo esta función, en el caso específico, en "la Comisión Estatal Electoral, órgano al 
que se "otorgan diversas facultades y atribuciones, con la "finalidad de que se satisfagan los 
objetivos que la "propia norma establece. 
"b) Estudio sobre la facultad del Ejecutivo del "Estado para emitir normas reglamentarias 
"correspondientes al Servicio Profesional Electoral. 
"Antes de pronunciarme en el presente concepto, "interesa formular algunas consideraciones 
"relativas al principio de división de poderes que, "según la actora, se vulnera por la emisión 
de la "norma que impugna, al otorgar a la Comisión "Estatal Electoral, la facultad para expedir 
un "catálogo que contendrá la creación de empleos, "oficinas y plazas, entre otros aspectos, 
ejerciendo "una facultad reglamentaria que compete "exclusivamente al Ejecutivo local. 
"Como se ha apuntado en el concepto anterior, "nuestra Constitución consagra el principio de 
"división de poderes en sus artículos 49 y 116, en "donde se contienen dos declaraciones 
"fundamentales; la primera de ellas, se refiere a la "estructura y organización de la 
Federación, y por "la segunda, se determina la estructura "constitucional del poder público en 
las entidades "federativas. 
"Por otra parte, la Constitución establece los casos "excepcionales en que el Ejecutivo podrá 
"desarrollar facultades que corresponden al "Congreso de la Unión, conforme se desprende 
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por "un lado, de lo dispuesto por el artículo 29, relativo "a la suspensión de las garantías 
individuales, 131, "en donde se le otorgan facultades extraordinarias "para legislar en materia 
de comercio exterior y 73, "fracción XVI, Base 1a., en lo que respecta al "Consejo de 
Salubridad General. 
"A esta función se aúna la facultad para emitir "reglamentos en relación a las leyes emitidas 
por el "Poder Legislativo, que encuentra su sustento en "lo establecido por la fracción I, del 
artículo 89 de "la Norma Fundamental, que dispone que el titular "del Poder Ejecutivo deberá 
proveer en la esfera "administrativa, a la exacta observancia de las "normas emitidas por el 
Congreso de la Unión. 
"Los reglamentos que expide el Ejecutivo "guardarán las mismas características que las 
"normas emitidas por el Congreso, es decir, serán "generales abstractas e impersonales, de 
donde "deriva la afirmación en el sentido de que esa "función será materialmente legislativa y 
"formalmente ejecutiva. 
"Admitida así cierta flexibilidad en el principio que "nos ocupa, en razón de que son permitidas 
"algunas excepciones por las que se autoriza que "el Poder Legislativo, el Poder Ejecutivo o 
el Poder "Judicial, ejerzan funciones que, en términos "generales corresponderían a la esfera 
de "atribuciones de otro poder, se ha consignado que "estas excepciones deben 
establecerse "expresamente en la Norma Fundamental y en sus "leyes reglamentarias, de 
donde se sigue que estos "poderes no podrán arrogarse, de propia iniciativa "las facultades 
propias de otro poder. 
"Adicionalmente, a la expresa consignación dentro "del texto constitucional de las facultades 
"otorgadas a los poderes, resultan indispensables "algunas condiciones, a saber, que 
expresamente "se haya otorgado esa facultad por el Congreso, en "este caso estatal, que la 
función sea estrictamente "necesaria para hacer efectivas las finalidades que "le son 
conferidas y se ejerza, únicamente, en los "casos expresamente autorizados. 
"Así, interesa destacar que determinado poder u "órgano, para cumplimentar sus fines con la 
mayor "eficiencia, ha de requerir el contar dentro de sus "atribuciones, con la facultad de 
emitir "disposiciones de carácter normativo y por tanto "vinculatorias, dentro de determinado 
ámbito de "validez, con la condición de que así se le haya "otorgado expresamente en el 
ordenamiento que "prevea su competencia. 
"Ahora bien, estimando que en el ámbito estatal, "resultan igualmente aplicables las 
anteriores "consideraciones, de conformidad con lo que "previene el artículo 116 de la 
Constitución Federal, "la Constitución Política del Estado de Nuevo León, "estructura, a partir 
de su artículo 30, el sistema de "división de poderes, determinando la "conformación, la 
competencia, atribuciones y "funciones de cada uno de ellos, de tal manera que "el Poder 
Legislativo se depositará invariablemente "en una asamblea llamada Legislatura o Congreso, 
"el Poder Ejecutivo, se depositará en un "Gobernador y el Judicial se integrará con un 
"órgano superior denominado Tribunal Superior de "Justicia. 
"Considerando el planteamiento propuesto en el "escrito de demanda, es evidente que la 
emisión de "las norma correspondía exclusivamente a la "Comisión Estatal y no así al 
Ejecutivo de la "entidad, pues el artículo 86 de la Ley Electoral del "Estado es preciso en 
cuanto a determinar a ese "órgano para que expida las bases normativas a "través del 
ordenamiento reglamentario "correspondiente, en relación al Servicio "Profesional Electoral, 
de tal forma, que no se está "en presencia de la facultad genérica de "reglamentar a que 
alude, en el caso concreto, el "artículo 85, fracción X de la Constitución Política "del Estado 
de Nuevo León. 
"Aunado a esto, y admitida cierta flexibilidad en el "principio de separación de poderes, a la 
que antes "aludimos, la Comisión Estatal Electoral, como "órgano administrativo, se 
encuentra dotado de "personalidad jurídica propia, así como de "autonomía e independencia, 
conforme a lo que "previene la Ley Electoral del Estado de Nuevo "León en su artículo 68, 
que a la letra dice: 
"“Artículo 68. La Comisión Estatal Electoral es un "organismo público, independiente y 
autónomo, "con personalidad jurídica propia, de carácter "permanente, responsable del 
Registro Estatal de "Electores, y de la preparación, dirección, "organización y vigilancia de los 
procesos "electorales ordinarios y extraordinarios para la "elección de Gobernador, Diputados 
y "Ayuntamientos que se realicen en la Entidad...” 
"Relativa a esa autonomía de que gozan "determinados organismos, se encuentra la 
"facultad para emitir disposiciones de carácter "obligatorio, permitiéndoles realizar, dentro de 
la "órbita de su competencia, los objetivos que les "son propios. 
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"A mayor abundamiento, es conveniente tener "presente la naturaleza jurídica de los 
organismos "autónomos para emitir las disposiciones que "estimen convenientes para la 
prosecución de sus "finalidades, como ocurre con las Instituciones "Públicas de Educación 
Superior de carácter "autónomo e inclusive, con los organismos "públicos de protección de 
derechos humanos, "creados al amparo del Apartado B del artículo 102 "de la propia 
Constitución Federal. 
"No es extraña esta circunstancia en el ámbito "federal, por ejemplo, tratándose de las 
"instituciones públicas autónomas de educación "superior, por disposición constitucional 
cuentan "con facultades de gobierno interior, entre las que "se incluyen, por disposición de la 
Ley, las "relativas a la emisión de normas internas, de "administración de su patrimonio y de 
disciplina. "En el caso, el fundamento de la autonomía se "encuentra en la fracción VII, del 
artículo 3o. de la "Constitución Federal, que dispone: 
"“Artículo 3o.. ... 
"I a VI ... 
"VII Las universidades y las demás instituciones de "educación superior a las que la ley 
otorgue "autonomía, tendrán la facultad y la "responsabilidad de gobernarse a sí mismas; 
"realizarán sus fines de educar, investigar y "difundir la cultura de acuerdo con los principios 
"de este artículo, respetando la libertad de cátedra "e investigación y de libre examen y 
discusión de "las ideas; determinarán su patrimonio. Las "relaciones laborales, tanto del 
personal "académico como del administrativo, se normarán "por el Apartado A del artículo 
123 de esta "Constitución, en los términos y con las "modalidades que establezca la Ley 
Federal del "Trabajo conforme a las características propias de "un trabajo especial, de 
manera que concuerde con "la autonomía, la libertad de cátedra e "investigación y los fines 
de las instituciones a que "esta fracción se refiere, y 
"VIII ...” 
"En este sentido, sirve como ejemplo, la "Universidad Nacional Autónoma de México, que "en 
su Ley Orgánica, expedida por el Congreso de "la Unión, se desarrollan los principios de la 
"autonomía en los siguientes términos: 
"“Artículo 1. La Universidad Nacional Autónoma de "México es una corporación pública 
organismo "descentralizado del estado dotado de plena "capacidad jurídica y que tiene por 
fines impartir "educación superior para formar profesionistas, "investigadores, profesores 
universitarios y "técnicos útiles a la sociedad; organizar y realizar "investigaciones, 
principalmente acerca de las "condiciones y problemas nacionales, y extender "con la mayor 
amplitud posible los beneficios de la "cultura.” 
"“Artículo 2. La Universidad Nacional Autónoma de "México, tiene derecho para: 
"I. Organizarse como lo estime mejor, dentro de los "lineamientos generales señalados por la 
presente "ley; 
"II a V ...” 
"Entre otras atribuciones, confiere a la Máxima "Casa de Estudios, la facultad de normar su 
vida "interna, en los siguientes términos: 
"“Artículo 8. El Consejo Universitario tendrá las "siguientes facultades: 
"I. Expedir todas las normas y disposiciones "generales encaminadas a la mejor organización 
y "funcionamiento técnico, docente y administrativo "de la Universidad; 
"II y III ...” 
"En el mismo sentido, en la Ley de la Comisión "Nacional de Derechos Humanos, se definen 
los "objetivos y establecen las atribuciones con que "cuenta este organismo, dentro de las 
que se "encuentra comprendida la de expedir su "Reglamento Interno, esto de conformidad 
con lo "previsto por la fracción X, del artículo 6o. de ese "ordenamiento, que a la letra dice: 
"“Artículo 6o. La Comisión Nacional tendrá las "siguientes atribuciones: 
"I a IX ... 
"X. Expedir su Reglamento Interno; 
"XI a XV ...” 
"De igual forma, la Ley Orgánica del Poder Judicial "de la Federación confiere expresamente 
al Pleno "de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, la "facultad de reglamentar en la 
materia de su "competencia, tal y como se desprende del "contenido de las fracciones XIX y 
XXI del artículo "10 de esa norma, que a continuación se "transcribe: 
"“Artículo 10. La Suprema Corte de Justicia "conocerá funcionando en Pleno: 
"I a XVIII ... 
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"XIX. Reglamentar el funcionamiento de los "órganos que realicen las labores de compilación 
y "sistematización de tesis y ejecutorias, la "publicación de las mismas, agrupándolas cuando 
"formen Jurisprudencia; la estadística e "informática de la Suprema Corte de Justicia; y el 
"centro de documentación y análisis que "comprenderá la biblioteca central, el archivo 
"histórico, el archivo central y los archivos de los "tribunales federales foráneos, compilación 
de "leyes y el archivo de actas; y cuando lo estime "conveniente podrá el Pleno convenir con 
el "Consejo de la Judicatura Federal las medidas "necesarias para lograr una eficiente 
difusión de "las publicaciones; 
"XX ... 
"XXI. Dictar los reglamentos y acuerdos generales "en la materia de su competencia, y 
"XXII ...” 
"En el caso concreto, conviene tener presente que "la Comisión Estatal Electoral encuentra 
su "sustento en lo que previenen los artículos 68 y "siguientes de la Ley Electoral del Estado, 
de cuyo "contenido se desprende su naturaleza, "integración, facultades y obligaciones, 
"determinando que se trata de un organismo "público, independiente y autónomo, 
estableciendo "su responsabilidad y objetivos. 
"Se otorga a esa Comisión el carácter de un "organismo autónomo, en cumplimiento de 
"diversas disposiciones contenidas en el artículo "116 de la Norma Suprema, encaminadas a 
"garantizar el ejercicio de su función, bajo los "principios rectores de legalidad, imparcialidad, 
"objetividad, certeza e independencia. Lo anterior "se garantiza, si el organismo electoral 
queda fuera "del ámbito de dependencia de los órganos cuya "elección calificará. 
"Por lo anterior, estos órganos autónomos deben "encontrarse facultados para emitir, dentro 
de la "órbita de atribuciones que la ley les concede, "disposiciones reglamentarias, y en la 
especie, se "delimita la competencia de la Comisión Estatal "Electoral, para dictar, 
estrictamente en aquellos "casos que expresamente la ley determina en "relación al Servicio 
Profesional Electoral, las "disposiciones tendientes a la realización de los "objetivos que le 
son propios, a través de un "Catálogo de puestos. 
"Por tanto, es de concluir que el concepto de "invalidez que se hace consistir en la indebida 
"delegación de facultades extraordinarias a favor "de la Comisión Estatal Electoral, resulta 
"infundado, ya que no existe invasión a las "atribuciones o competencias de los Poderes 
"Legislativo y Ejecutivo, en atención a la naturaleza "propia de ese órgano, expresamente 
consignada "en la Ley Electoral del Estado, como organismo "autónomo, de conformidad con 
su artículo 68, "aunado a que, en ejercicio de sus facultades, el "legislativo le otorgó la 
facultad de emitir "disposiciones vinculatorias dentro de la órbita de "su competencia. 
"3. Quinto concepto de invalidez respecto a la "presunta transgresión de los artículos 5o., 14 
y 123 "de la Constitución Política de los Estados Unidos "Mexicanos, así como lo dispuesto 
por los "artículos 4o. y 63, fracción IV de la Constitución "Política del Estado de Nuevo León. 
"La actora asevera que la norma impugnada, "específicamente el artículo Segundo 
Transitorio, "violenta lo dispuesto por los artículos 5o., 14 y 123 "de la Constitución Política de 
los Estados Unidos "Mexicanos, así como lo dispuesto por los "artículos 4o. y 63, fracción IV 
de la Constitución "Política del Estado de Nuevo León. 
"El Artículo Segundo Transitorio, de la Ley del "Servicio Profesional Electoral, establece lo 
"siguiente: 
"“SEGUNDO: Los integrantes de la Coordinación "Técnica Electoral concluirán el cargo que 
les fue "conferido para el proceso electoral de 1997, "dentro de los diez días posteriores 
contados a "partir de la iniciación de vigencia de esta ley, y no "podrán ser elegibles para 
ocupar los cargos del "Servicio Profesional Electoral a que se refiere el "presente 
ordenamiento.” 
"En primer término, destaca que se violenta el "artículo 5o. de la Constitución Federal, así 
como su "correlativo 4o. de la Constitución local, ya que a los "actuales integrantes de la 
Coordinación Técnica "Electoral, se les proscribe la posibilidad de ocupar "cargo alguno del 
Servicio Profesional Electoral, "sin que exista determinación judicial o resolución "gubernativa 
en ese sentido. 
"Por otro lado, señala que con ese transitorio, se "contraviene la garantía de audiencia que 
consagra "el artículo 14 de la Constitución Federal, en razón "de que existe una privación de 
derechos laborales "de los integrantes de la Coordinación Técnica "Electoral, al establecerse 
la conclusión del "contrato de trabajo, y al disponer que no podrán "ser elegibles para ocupar 
los cargos del Servicio "Profesional Electoral, ello sin que exista juicio "ante los tribunales 
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previamente establecidos, "concluido con sentencia condenatoria en ese "sentido, en el que 
se les haya oído y vencido. 
"Aducen también que se viola lo dispuesto por el "artículo 123, Apartado “B”, fracción IX, de 
la "Norma Fundamental, que determina que los "trabajadores sólo podrán ser suspendidos o 
"cesados por causa justificada en los términos que "fije la ley, ya que el transitorio referido 
priva a los "integrantes de la Coordinación Técnica Electoral "de su trabajo, sin que exista 
esa causa justificada. 
"Concluye señalando que se viola igualmente el "contenido del artículo 63, fracción VIII de la 
"Constitución Local, pues si bien, por virtud del "mismo se le otorga competencia al Congreso 
del "Estado para crear y suprimir los empleos, oficinas "y plazas que requiera la 
Administración Pública, "no se advierte que le corresponda definir la "conclusión de los 
cargos de los integrantes de la "Comisión Estatal o del personal dependiente del "Ejecutivo, 
por lo que se actualiza una invasión de "esferas competenciales. 
"En relación a este concepto, la autoridad emisora "señala que no existe violación a los 
preceptos "constitucionales que se indican, pues a los "integrantes de esa Coordinación 
Técnica no se les "impide que se dediquen a profesión, industria, "comercio o trabajo alguno, 
ya que quedaron en "libertad de ocuparse en aquél que les acomode, "razonando como 
ejemplo, lo establecido en el "Decreto publicado en el Diario Oficial la "Federación del 31 de 
diciembre de 1994, en cuyo "transitorio segundo se establece similar "disposición en 
tratándose de los Ministros de ese "Alto Tribunal. 
"Señala asimismo, que tampoco se viola en "perjuicio de los integrantes de esa Coordinación, 
"lo establecido por los artículos 123 y 14 "constitucionales, ya que quedan en aptitud de 
"acudir ante el Tribunal de Arbitraje, aunado a que "en fecha 2 de diciembre de 1998, se 
dieron por "terminados los nombramientos, y a que el espíritu "de la Ley reclamada consiste 
en la "profesionalización, resultando por tanto "inaplicables las tesis invocadas por la actora 
así "como lo establecido por el artículo 123 de la "Norma Fundamental en sus Apartados A y 
B. 
"Finalmente, la autoridad emisora afirma que en lo "que respecta a la violación que se plantea 
del "artículo 63, fracción VIII de la Constitución Local, "esa Legislatura, precisamente en 
ejercicio de las "atribuciones que le son conferidas por esa "disposición, expidió la Ley del 
Servicio "Profesional Electoral y además, suprimió los "cargos en la forma y términos en que 
se establece "por dicho ordenamiento, sin que resulte "procedente la acción de 
inconstitucionalidad en "mérito a que se aducen violaciones a la "Constitución Local. 
"La autoridad promulgadora por su parte, afirma "que no se viola el artículo 5o. de la 
Constitución "Federal, pues no se impide a los integrantes de "esa Coordinación Técnica que 
se dediquen a la "industria, profesión, comercio o a la actividad que "les acomode, lo que se 
adiciona a la circunstancia "de que se encuentran en aptitud de impugnar la "ley que nos 
ocupa, por medio del juicio de "garantías. 
"Formula esta autoridad el mismo planteamiento en "lo tocante a la violación del artículo 14 
"constitucional, razonando también que no se "conculca el artículo 123 de esa Norma 
Suprema, "pues siguen teniendo derecho al trabajo digno y "útil, por lo que el concepto que 
se hace valer es "improcedente e infundado. 
"Opinión del Procurador: 
"El presente concepto de invalidez, resulta fundado "en relación con la violación al artículo 
5o., "parcialmente por lo que hace al 14 e infundado "respecto del numeral 123. 
"Procedo pues, en el orden en que son esgrimidas "las violaciones a los preceptos de la 
Norma "Suprema, a entrar a su análisis, para lo cual "interesa estimar en un principio, el 
planteamiento "relativo a la transgresión de la garantía "consagrada en el artículo 5o. de la 
Constitución de "la República, relativa a la libertad de trabajo. 
"Señala en su parte conducente ese numeral: 
"“Artículo 5o. A ninguna persona podrá impedirse "que se dedique a la profesión, industria, 
comercio "o trabajo que le acomode siendo lícitos. El "ejercicio de esta libertad sólo podrá 
vedarse por "determinación judicial, cuando se ataquen los "derechos de tercero, o por 
resolución gubernativa, "dictada en los términos que marque la ley, cuando "se ofendan los 
derechos de la sociedad. ... 
"...” 
"Esta norma encuentra su correlativo en lo "establecido por el artículo 4 de la Constitución del 
"Estado de Nuevo León. 
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"De este precepto de la Norma Fundamental, se "desprenden dos condiciones 
fundamentales: 
• "Por un lado, el otorgamiento de la libertad de "ocupación en sentido genérico, 

enunciándolo "como la facultad que tiene toda persona de "dedicarse a la profesión, 
industria, comercio o "trabajo que le acomode, siempre y cuando sea "lícita. 

• "En otro sentido, se establece que esa libertad "sólo podrá coartarse por determinación 
judicial, "cuando se ataquen los derechos de tercero, o "por resolución gubernativa 
cuando se ofendan "los derechos de la sociedad. 

"Del segundo párrafo se puede infeir que, para que "se actualice la existencia de una 
determinación "judicial o, en su caso, de una resolución "gubernativa, como resultado de la 
cual se limite el "ejercicio de la garantía tutelada por el artículo "constitucional que nos ocupa, 
es menester que se "acredite, plenamente, a través de un "procedimiento debidamente 
instaurado, la "existencia del perjuicio a terceros, o en su caso, la "afectación u ofensa a los 
derechos de la sociedad, "para que de esta forma, se cumpla con las "condiciones a que 
alude el precepto en consulta. 
"Ahora bien, conforme al contenido del artículo "Segundo Transitorio de la norma que se 
impugna, "se desprende que los integrantes de la "Coordinación Técnica Electoral del Estado 
no "podrán ser elegibles para ocupar los cargos del "Servicio Profesional Electoral, 
privándoles de esta "forma de la libertad de ocupación sin que "concurra la existencia de 
resolución gubernativa o "judicial alguna, emanada de un procedimiento en "el que hubiera 
quedado acreditada, plenamente, la "existencia de un perjuicio a terceros, o bien, la 
"afectación u ofensa a los derechos de la sociedad. 
"De lo anterior se sigue que, con la emisión de la "norma reclamada en la presente acción, se 
"actualiza una violación a la garantía que se "encuentra tutelada por el artículo 5o. de la 
"Constitución Federal, así como por su correlativo, "contenido en el artículo 4o. 
correspondiente a la "norma primaria del Estado de Nuevo León, al no "existir determinación 
judicial, resolución "gubernativa, ni los supuestos que se establecen "para vedar la libertad de 
trabajo de los actuales "integrantes de la Coordinación Técnica Electoral. 
"Lo anterior no puede ser equiparado a las "diversas prohibiciones constitucionales en 
"materia, por ejemplo de reelección, pues ésta se "encuentra encaminada a prohibir el 
ejercicio de un "encargo público que ya se ocupó y no a impedir "su nueva integración a un 
sistema profesional "completo; aceptar la validez del artículo transitorio "significaría tanto 
como prohibir a una persona que "ya ocupó un cargo de elección popular, por "ejemplo 
Presidente Municipal, el postularse a uno "nuevo como Diputado o Gobernador por esa sola 
"circunstancia. 
"En la especie, el artículo segundo transitorio "prohíbe en forma definitiva, a quien 
desempeñe un "cargo específico en la Coordinación Técnica "Electoral del Estado, 
incorporarse al Servicio "Profesional Electoral que constituye todo un "sistema de ejercicio de 
función pública en el "Estado. 
"Por otro lado, en mi opinión, lo dispuesto por el "artículo Segundo Transitorio de la Ley del 
Servicio "Profesional Electoral, vulnera la garantía de "audiencia que consagra el artículo 14 
de la "Constitución Federal en su párrafo primero, el "cual a la letra señala: 
"“Artículo 14. ... 
"“Nadie podrá ser privado de la vida, de la libertad "o de sus propiedades, posesiones o 
derechos, "sino mediante juicio seguido ante los Tribunales "previamente establecidos, en el 
que se cumplan "las formalidades esenciales del procedimiento y "conforme a las leyes 
expedidas con anterioridad "al hecho. 
"...” 
"En efecto, de este precepto se desprende la "garantía de audiencia, que requerirá a su vez 
"como condición, el que se siga un juicio ante los "tribunales previamente establecidos en 
contra de "la persona a la que se pretende privar de un "derecho, en el que se observen las 
formalidades "esenciales del procedimiento, además de que el "fallo se dicte conforme a las 
leyes existentes con "anterioridad al hecho o circunstancias que "hubieren dado motivo al 
juicio. 
"Sirve de apoyo a lo anterior, la Jurisprudencia, "número 47/1995, pronunciada por el Pleno 
de ese "Máximo Tribunal, visible en la página 133, Tomo II, "Novena Epoca, del Semanario 
Judicial de la "Federación, correspondiente a diciembre de 1995, "cuyo rubro y texto señala: 
"“FORMALIDADES ESENCIALES DEL "PROCEDIMIENTO. UNA ADECUADA Y 
OPORTUNA "DEFENSA PREVIA AL ACTO PRIVATIVO. La "garantía de audiencia 
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establecida por el artículo "14 constitucional consiste en otorgar al "gobernado la oportunidad 
de defensa previamente "al acto privativo de la vida, libertad, propiedad, "posesiones o 
derechos, y su debido respeto "impone a las autoridades, entre otras "obligaciones, las de 
que en el juicio que se siga "“se cumplan las formalidades esenciales del "procedimiento”. 
Estas son las que resulten "necesarias para garantizar la defensa adecuada "antes del acto 
de privación y que, de manera "genérica, se traduce en los siguientes requisitos: "1) La 
notificación del inicio del procedimiento y "sus consecuencias; 2) La oportunidad de ofrecer y 
"desahogar las pruebas en que se finque la "defensa; 3) La oportunidad de alegar; y 4) El 
"dictado de una resolución que dirima las "cuestiones debatidas. De no respetarse estos 
"requisitos, se dejaría de cumplir con el fin de la "garantía de audiencia, que es evitar la 
indefensión "del afectado.” 
"Esta garantía corresponde a todo gobernado que "sea sujeto de un acto de privación, 
entendido éste "como una merma o menoscabo de la esfera "jurídica propia, determinadas 
por el egreso de "algún bien material o inmaterial (derecho), así "como en el impedimento 
para ejercer un derecho, "con la condición de que esa merma o menoscabo, "constituyan el 
fin último del acto de autoridad. 
"En el caso concreto, al emitirse el artículo "Transitorio por el que se impide a los integrantes 
"de la Coordinación Técnica Electoral el ejercicio "de un derecho, resulta manifiesto que no 
se "cumplió con las garantías de seguridad jurídica "que se incorporan en la de audiencia. 
"Relacionando las disposiciones constitucionales "antes anotadas, puede afirmarse que, 
previo a la "resolución gubernativa o determinación judicial, "por las que se coarte la garantía 
de libertad de "ocupación, tiene que agotarse un procedimiento "ante los tribunales 
previamente establecidos, en el "que se cumpla con las formalidades esenciales, lo "que se 
traduce en el otorgamiento al particular de "la oportunidad en el conocimiento de los hechos o 
"de la demanda instaurada en su contra, el "otorgamiento de un término razonable para 
emitir "su contestación, y la oportunidad para aportar "pruebas y formular los alegatos que a 
su derecho "convinieran. 
"No escapan a las consideraciones anteriores las "determinaciones legislativas pues cuando 
en ellas "se contiene un acto de privación que afecte a uno "o varios gobernados, 
específicamente (en este "caso a los integrantes de la Coordinación Técnica "Electoral que 
terminan su gestión en ese cargo), la "misma ley debe prever el respeto a la garantía de 
"audiencia antes de que se haga efectivo el acto "privativo, lo cual no sucede en el caso que 
nos "ocupa. 
"En la especie, del Transitorio Segundo de la "norma que se impugna se desprende la 
existencia "concreta de una verdadera privación de un "derecho mediante el impedimento del 
ejercicio de "la profesión electoral, como en el caso lo es la "determinación para que los 
integrantes de la "Coordinación Técnica Electoral, se les tenga "impedidos para ser elegidos 
a cualquiera de los "cargos que constituyen el Servicio Profesional "Electoral. 
"En consecuencia, estimo que existe una violación "a las garantías contenidas por los 
artículos 5o. y 14 "constitucionales, en orden a que se priva a los "integrantes de la 
Coordinación Técnica Electoral "del ejercicio de la libertad de ocupación, sin que "medie 
resolución gubernativa o determinación "judicial, o cuando menos, que se prevea un 
"procedimiento previo a la privación en que se "respete la garantía de audiencia de los 
afectados "en la misma ley que contiene el acto privativo, y "por ende, no existe 
procedimiento alguno en el "que se hubieran agotado las formalidades "esenciales. 
"En otro aspecto, por lo que corresponde a la "violación que se presenta en relación a lo 
"establecido por la fracción IX, del Apartado “B”, "del artículo 123 de la Constitución Federal, 
estimo "que resulta infundado. 
"Para emitir esta opinión, parto de la consideración "que formula la actora en el sentido de 
que se priva "a los integrantes de la Coordinación Técnica "Electoral de su trabajo, sin que se 
actualice "alguna causa justificada, en los términos de la "disposición que se estima violada, y 
que a la letra "señala: 
"“Artículo 123. Toda persona tiene derecho al "trabajo digno y socialmente útil; al efecto, se 
"promoverán la creación de empleos y la "organización social para el trabajo, conforme a la 
"ley. 
"A ... 
"B. Entre los Poderes de la Unión, el Gobierno del "Distrito Federal y sus trabajadores: 
"I a VIII ... 
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"IX.- Los trabajadores sólo podrán ser suspendidos "o cesados por causa justificada, en los 
términos "que fije la ley. 
"X a XIV ...” 
"Del sentido del precepto constitucional transcrito, "se colige que éste alude específicamente 
a las "hipótesis relativas a la suspensión o cese. 
"En efecto, siguiendo el criterio adoptado por la "doctrina, la suspensión se caracteriza por la 
"temporalidad en la interrupción de la relación "obrero patronal, cuyas causales deberán 
"encontrarse debidamente especificadas y "determinadas. 
"Esto se clarifica con el concepto jurídico del "fenómeno que nos ocupa, según con lo que a 
"continuación se transcribe: 
"“SUSPENSION DE LA RELACION DE TRABAJO. I. "Es la cesación temporal de los efectos 
legales de "un contrato individual o colectivo de trabajo, por "causas ajenas a la voluntad del 
trabajador o del "patrono, sean personales o naturales, durante "cuya subsistencia no 
desaparece la relación "jurídica existente entre las partes, pues se "reanuda una vez que las 
causales que lo "originaron permiten la normalización de los "derechos y obligaciones 
contraídos por ellas”. "(Instituto de Investigaciones Jurídicas, Diccionario "Jurídico Mexicano, 
9a. ed., México, Editorial "Porrúa, 1996. p. 3037). 
"Por otra parte, respecto del término cesar se alude "a la terminación definitiva de la relación 
obrero "patronal, en cuyo caso deberán establecerse y "delimitarse las causales que le dan 
origen, que "obedecerán, generalmente, a la comisión de "hechos u omisiones por parte del 
trabajador que "conlleven un menoscabo en el desempeño de sus "funciones en lo particular, 
así como en el de la "colectividad laboral. 
"Como principio general, se ha establecido que las "causas de suspensión y de cesación, 
deberán "quedar debidamente precisadas. Así, la Ley "Reglamentaria del Apartado “B” de la 
"Constitución Política de los Estados Unidos, "aplicable a los trabajadores de base de las 
"dependencias de los Poderes de la Unión e "instituciones que en el mismo ordenamiento se 
"detallan, previene en su artículo 46, la prohibición "de que a trabajador alguno se le cese, sin 
que "medie justa causa, enumerando a continuación las "diversas hipótesis por virtud de las 
cuales dejará "de surtir efectos su nombramiento o designación "sin responsabilidad para los 
titulares de las "dependencias. 
"Por tanto, se infiere que la terminación o "suspensión en el nombramiento o designación de 
"los trabajadores, únicamente procederá cuando se "actualice alguna de las hipótesis que el 
legislador "enumera y precisa de manera taxativa, es decir, "cuando concurra una causa 
justificada, pues de lo "contrario se presentaría una verdadera afectación "en perjuicio del 
trabajador, que quedaría en "aptitud de hacer valer la forma y vía "correspondiente. 
"Sin embargo, en el presente caso, al determinar el "Transitorio que se señala, que los 
miembros de la "Coordinación Técnica Electoral concluirán el "cargo que les fue conferido, no 
existe violación "alguna a lo dispuesto por el artículo 123 de la "Constitución Federal, pues no 
se presentan los "supuestos contenidos en la fracción IX de su "Apartado B, es decir, no 
existe suspensión o cese "de los elementos que integran ese órgano, "resultando por tanto 
innecesario que se actualice "causa justificada alguna. 
"Afirmo lo anterior, en razón de que los "integrantes de la Coordinación Técnica Electoral 
"que se encontraban desempeñando su encargo en "la fecha de emisión y promulgación de 
la norma "reclamada, fueron incorporados a ese órgano de "manera estrictamente temporal, 
atendiendo para "ello al período que se enuncia en la propia Ley "Electoral del Estado. 
"A fin de desarrollar este planteamiento, considero "de utilidad precisar la forma de 
integración de la "Coordinación, lo que se desprende del artículo 85 "de la Ley Electoral del 
Estado de Nuevo León, que "paso a reproducir: 
"“Artículo 85. La Coordinación Técnica Electoral "estará integrada por las Direcciones de 
"Organización y Estadística Electoral, Jurídica, de "Capacitación Electoral, del Registro 
Estatal de "Electores y de Administración.” 
"Conforme a la propia Ley que se cita, los "elementos de esa Coordinación desempeñarán 
"sus funciones estrictamente para el proceso "electoral de 1997, de donde se sigue que el 
cargo "que desempeñan tiene una temporalidad "establecida, lo cual implícitamente deriva de 
lo "que previene el Artículo Noveno Transitorio de la "Ley Electoral, que a continuación se 
transcribe. 
"“Artículo Noveno: Para el proceso electoral de "1997, los integrantes de la Coordinación 
Técnica "Electoral serán designados por la Comisión "Estatal Electoral, a propuesta de su 
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Presidente por "lo que se exceptúa por única vez el cumplimiento "de lo dispuesto por el 
artículo 86 de esta Ley.” 
"Ese artículo 86 de la Ley Electoral, viene a "establecer como requisito para la designación 
de "los miembros de la Coordinación Técnica "Electoral, una convocatoria pública así como 
"examen de oposición, lo que se exceptúa por lo "establecido en el Transitorio precitado, que 
se "refiere concretamente al período relativo al "proceso electoral de 1997. 
"De esta forma, el caso de excepción que se "contiene en el Noveno Transitorio a la regla 
que se "establece por el artículo 86, permite inferir que los "elementos de esa Coordinación 
no gozan de "permanencia en el cargo que les fue conferido, y "así, puede también 
concluirse que la figura que se "actualiza en el Transitorio Segundo de la Ley del "Servicio 
Profesional Electoral, es una conclusión "del cargo, en orden a que ha transcurrido el 
"período para el cual fueron designados. 
"Es decir, no existe una suspensión o cesación, "sino una conclusión del período relativo al 
"proceso electoral de 1997, establecido así por el "Noveno Transitorio y precisamente por el 
término "de un año de lo que se colige, que concluyó el "cargo para el que fueron 
nombrados. 
"Habiendo determinando que en el presente caso "no existe suspensión o cesación, sino 
conclusión "del cargo que les fue conferido a los integrantes "de la Coordinación Técnica 
Electoral, es válido "concluir que no existe violación a lo establecido "por el artículo 123 de la 
Constitución Federal. 
"Así también, al no encontrarse dentro de los "supuestos contenidos en ese precepto 
"constitucional, y por tanto, al no existir privación "alguna de derechos laborales de los 
miembros de "la Comisión Estatal Electoral, no se viola tampoco "lo establecido por el artículo 
14 de la Norma "Fundamental, pues no era necesario agotar la "garantía de audiencia al 
concluir el período para el "que fueron designados los miembros de la "Coordinación Técnica 
Electoral. 
"Paso ahora a referirme a las violaciones que "dentro del presente concepto de invalidez, la 
"actora plantea en relación al artículo 63, fracción "VIII, de la Constitución Política del Estado 
de "Nuevo León. 
"Cabe formular las mismas consideraciones que "previamente fueron apuntadas, en virtud de 
que la "violación que se esgrime se vincula a "disposiciones constitucionales de carácter 
local, y "nunca se delatan violaciones directas a la "Constitución Federal, así, que, para el 
caso de que "ese Alto Tribunal considere que debe procederse "al análisis del mismo, ad 
cautelam, me pronuncio "sobre el particular en los siguientes términos: 
"En primer término resulta de utilidad transcribir el "contenido de la fracción VIII del artículo 63 
de la "Constitución del Estado de Nuevo León: 
"“Artículo 63. Pertenece al Congreso: 
"I a VII ... 
"VIII. Crear, a instancia del Ejecutivo, empleos, "oficinas y plazas que requiera la 
Administración "Pública del Estado, asignando los sueldos de "ellos, y suprimirlos cuando 
cese su necesidad.” 
"El concepto de violación que se analiza, resulta en "mi opinión, infundado, dado que en el 
presente "caso, se actualizó una conclusión del cargo que "desempeñaban los elementos de 
la Coordinación "Técnica Electoral, en razón de haber fenecido el "período para el cual 
fueron designados, y por "consecuencia, el Congreso de la Entidad no "suprime esos 
empleos o plazas. 
"Siendo esto así, tampoco es cierto que el "Congreso del Estado invada las atribuciones que 
"corresponden al Ejecutivo local, pues el Segundo "Transitorio de la Ley reclamada, se 
vincula a lo "que dispone el Noveno Transitorio de la Ley "Electoral del Estado, ya transcrito, 
en donde se "señala que los integrantes de la Coordinación "Técnica Electoral, para el 
período de 1997, "quedaban exceptuados del requisito contenido en "el artículo 86 de ese 
mismo ordenamiento, es "decir, su designación se haría a propuesta del "Presidente de la 
Comisión Estatal Electoral. 
"De ahí se sigue, que esos integrantes "desempeñarían su encargo estrictamente por el 
"período correspondiente al proceso electoral de "1997 es decir, no gozaron de inamovilidad 
dentro "de dicha función. 
"Por tanto, no resulta afortunado el razonamiento "que esgrimen los promoventes, en el 
sentido de "que el Congreso del Estado se encuentre "determinando la conclusión de los 
cargos de la "Coordinación que nos ocupa, pues ello deriva de "la propia Ley Electoral. 
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"Por ende, puedo concluir que el presente "concepto de invalidez resulta por una parte, 
"infundado en lo que respecta a la violación de los "artículos 123 en relación al 14, ambos de 
la "Constitución Federal, así como en lo tocante a las "transgresiones que se acusan al 
artículo 63, "fracción VIII de la Constitución Política del Estado, "y fundado, por otra parte, 
respecto a la violación "al artículo 5o. en relación al 14 de la Constitución "General.” 

Por todo lo expuesto señala el Procurador General de la República, que la presente acción de 
inconstitucionalidad es procedente; infundados los dos primeros conceptos de invalidez y parcialmente 
fundado el tercero, por lo que procede declarar la inconstitucionalidad de la norma impugnada al haber 
sido emitida por autoridad no competente; y que, para el caso de que se considere que la Ley impugnada 
fue emitida por autoridad competente, declarar infundado el cuarto concepto de invalidez y parcialmente 
fundado el quinto. 

DECIMO.- Mediante proveído de fecha veintiuno del citado mes y año, se otorgó el plazo legal a las 
partes para la formulación de sus alegatos y, recibidos éstos y agotado el procedimiento en sus términos, 
se pasaron los autos para la elaboración del proyecto de sentencia conforme con lo dispuesto por el 
último párrafo del artículo 68 de la Ley Reglamentaria de las Fracciones I y II del Artículo 105 de la 
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos. 

CONSIDERANDO: 
PRIMERO.- Este Tribunal Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación es legalmente 

competente para conocer y resolver la presente acción de inconstitucionalidad, de conformidad con lo 
dispuesto por los artículos 104, fracción IV, y 105, fracción II, inciso d), de la Constitución Política de los 
Estados Unidos Mexicanos, 10, fracción I, de la Ley Orgánica del Poder Judicial de la Federación y 68, 
último párrafo, de la Ley Reglamentaria de las Fracciones I y II del Artículo 105 Constitucional, toda vez 
que se demanda la invalidez del Decreto número 77, publicado el dos de diciembre de mil novecientos 
noventa y ocho en el Periódico Oficial del Estado de Nuevo León, que contiene la Ley del Servicio 
Profesional Electoral de esa entidad federativa. 

SEGUNDO.- La demanda de acción de inconstitucionalidad fue presentada oportunamente, atento a lo 
siguiente: 

El artículo 60 de la Ley Reglamentaria de las Fracciones I y II del Artículo 105 de la Constitución 
Federal, dispone: 

"Art. 60.- El plazo para ejercitar la acción de "inconstitucionalidad será de treinta días 
naturales "contados a partir del día siguiente a la fecha en "que la ley o tratado internacional 
impugnado sean "publicados en el correspondiente medio oficial. Si "el último día del plazo 
fuese inhábil, la demanda "podrá presentarse al primer día hábil siguiente. --- "En materia 
electoral, para el cómputo de los "plazos, todos los días son hábiles.” 

Conforme a este artículo 60, el plazo para ejercer la acción de inconstitucionalidad es de treinta días 
naturales, y el cómputo respectivo debe hacerse a partir del día siguiente al en que se publicó la ley 
impugnada. 

El Decreto número 77 que contiene la Ley del Servicio Profesional Electoral del Estado de Nuevo León, 
que en esta vía constitucional se impugna, fue publicado en el Periódico Oficial de esa entidad federativa 
el dos de diciembre de mil novecientos noventa y ocho, por lo que es a partir del día siguiente de esa 
fecha en que debe hacerse el cómputo respectivo, por tanto, el día tres del citado mes y año es el primer 
día del plazo. 

Tomando en consideración esta última fecha como el primer día para el referido cómputo, resulta 
entonces que el plazo de treinta días venció el día primero de enero de mil novecientos noventa y nueve; 
por tanto, si la demanda se presentó el veintiuno de diciembre de mil novecientos noventa y ocho en la 
Oficina de Certificación Judicial y Correspondencia de esta Suprema Corte de Justicia de la Nación, esto 
es, al décimo noveno día, debe considerarse que la demanda fue presentada dentro del plazo legal 
correspondiente para tal efecto conforme con lo dispuesto por el artículo 60 de la Ley Reglamentaria de la 
materia. 

TERCERO.- Resulta pertinente analizar la legitimación de los promoventes, por ser una cuestión de 
orden público y, por ende, de estudio preferente. 

Los artículos 105, fracción II, inciso d), de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, y 
62 de la Ley Reglamentaria del citado precepto constitucional, disponen: 

"Art. 105.- La Suprema Corte de Justicia de la "Nación conocerá, en los términos que señale 
la "ley reglamentaria, de los asuntos siguientes:…II.- "De las acciones de inconstitucionalidad 
que "tengan por objeto plantear la posible "contradicción entre una norma de carácter general 
"y esta Constitución. --- Las acciones de "inconstitucionalidad podrán ejercitarse, dentro de 
"los treinta días naturales siguientes a la fecha de "publicación de la norma, por: … d) El 
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equivalente "al treinta y tres por ciento de los integrantes de "alguno de los órganos 
legislativos estatales, en "contra de leyes expedidas por el propio órgano, "y…”. 
"“Art. 62. En los casos previstos en los incisos a), "b), d) y e) de la fracción II del artículo 105 
de la "Constitución Política de los Estados Unidos "Mexicanos, la demanda en que se ejercite 
la "acción deberá estar firmada por cuando menos el "treinta y tres por ciento de los 
integrantes de los "correspondientes órganos legislativos….” 

De conformidad con lo dispuesto por los artículos antes transcritos, el equivalente al treinta y tres por 
ciento, cuando menos, de los integrantes de alguno de los órganos legislativos estatales, podrán 
promover la acción de inconstitucionalidad en contra de leyes expedidas por el propio órgano. 

En el caso, se impugna una Ley emitida por el Congreso del Estado de Nuevo León, y promueven la 
presente acción de inconstitucionalidad catorce diputados integrantes de la Sexagésima Octava 
Legislatura del propio Estado; ahora bien, para determinar si constituyen el porcentaje mínimo necesario 
para poder ejercer la presente acción, debe tomarse en consideración lo dispuesto por los artículos 46 de 
la Constitución Política y 18 de la Ley Electoral, ambos de la propia entidad federativa, que al efecto 
establecen: 

"Art. 46.- Se deposita el Poder Legislativo en un "Congreso que se renovará cada tres años, 
"compuesto por veintiséis diputados electos por "mayoría relativa, votados en distritos 
electorales "uninominales y hasta dieciséis electos por el "principio de representación 
proporcional, "designados de acuerdo a las bases y formas que "establece la Ley.” 
"Art. 18.- El Poder Legislativo, conforme a las "bases que establece esta Ley, se integra por 
"veintiséis Diputados electos por mayoría relativa, "votados en distritos electorales 
uninominales; y "hasta dieciséis Diputados designados mediante el "principio de 
representación proporcional…”. 

De las disposiciones transcritas puede advertirse que el Congreso del Estado de Nuevo León se 
integra por veintiséis diputados electos por mayoría relativa y hasta dieciséis diputados designados 
mediante el principio de representación proporcional; esto es, el Congreso Estatal se integra en su 
totalidad hasta por cuarenta y dos diputados por ambos principios. 

Ahora bien, considerando que los catorce diputados que suscriben la demanda constituyen el treinta y 
tres punto treinta y tres por ciento (33.33%) del total de los cuarenta y dos que integran el Congreso Local, 
se concluye que en el caso los promoventes reúnen el porcentaje mínimo requerido para ejercer la 
presente acción de inconstitucionalidad y, por tanto, cuentan con la legitimación necesaria para tal efecto 
de conformidad con lo dispuesto por los artículos 105, fracción II, inciso d), de la Constitución Federal y 
62 de su Ley Reglamentaria. 

CUARTO.- Es necesario pasar al análisis de la naturaleza jurídica de la Ley del Servicio Profesional 
Electoral que se combate, a fin de determinar si es o no de naturaleza electoral para los efectos de la 
presente acción de inconstitucionalidad, toda vez que las autoridades demandadas son coincidentes en 
manifestar que no es de tal carácter; al respecto, el Gobernador del Estado de Nuevo León manifiesta que 
la Ley impugnada se refiere a la planeación, organización y operación del servicio profesional electoral y 
al personal de la Comisión Estatal Electoral, por lo que no contiene disposiciones intrínsecas de 
naturaleza electoral, pese a que esa palabra figure en su denominación; y, por su parte, la Legislatura de 
la propia entidad federativa manifiesta que la Ley no es de naturaleza electoral y que, al ser admitida la 
presente acción de inconstitucionalidad bajo ese supuesto, se le restringen sus derechos al no contar con 
los plazos normales para contestar la demanda y no poder interponer el recurso de reclamación en contra 
del auto admisorio. 

Atento a lo anterior, en virtud de que se cuestiona la naturaleza electoral de la Ley impugnada y que tal 
circunstancia puede influir en el tratamiento que deba darse en el estudio de las causales de 
improcedencia y de los conceptos de invalidez, ya que para las acciones de inconstitucionalidad en 
materia electoral existen disposiciones específicas en la Ley Reglamentaria de la materia, debe 
dilucidarse previamente tal cuestión, además de que se plantea afectación a los derechos procesales de 
las partes derivado de la tramitación que se dio a la presente acción como asunto electoral, lo que 
eventualmente podría motivar la reposición del procedimiento de resultar fundada la afectación a esos 
derechos y si con ello se causó un agravio. 

Mediante reforma constitucional, publicada el treinta y uno de diciembre de mil novecientos noventa y 
cuatro en el Diario Oficial de la Federación, se adicionó la fracción II al artículo 105 de la Constitución 
Federal, en la que se instituyó la acción de inconstitucionalidad como un procedimiento especial para 
impugnar disposiciones generales que puedan ser contrarias a la Carta Fundamental; sin embargo, en 
esta reforma no se previó la posibilidad para que, a través de esta vía constitucional, se pudieran combatir 
disposiciones generales en materia electoral. Al efecto y como consecuencia de esta reforma, la 
disposición fundamental de mérito disponía: 
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"Art. 105.- La Suprema Corte de Justicia de la "Nación conocerá en los términos que señale 
la ley "reglamentaria, de los asuntos siguientes: I….II. De "las acciones de 
inconstitucionalidad que tengan "por objeto plantear la posible contradicción entre "una norma 
de carácter general y esta constitución, "con excepción a las que se refieran a la materia 
"electoral…”. 

Posteriormente, en lo referente a las acciones de inconstitucionalidad, por reforma constitucional 
publicada el veintidós de agosto de mil novecientos noventa y seis en el Diario Oficial de la Federación, 
se reformó la fracción II del citado artículo 105 de la Carta Magna, en la que, en lo que interesa, se 
suprimió parte del texto del primer párrafo de dicha fracción y se adicionó el inciso f) y sus dos párrafos 
siguientes, quedando como sigue: 

"Art. 105.- La Suprema Corte de Justicia de la "Nación conocerá, en los términos que señale 
la "ley reglamentaria, de los asuntos siguientes: I. … "II. De las acciones de 
inconstitucionalidad que "tengan por objeto plantear la posible "contradicción entre una norma 
de carácter general "y esta Constitución. … f) Los partidos políticos "con registro ante el 
Instituto Federal Electoral, "por conducto de sus dirigencias nacionales, en "contra de leyes 
electorales federales o locales; y "los partidos políticos con registro estatal, a través "de sus 
dirigencias, exclusivamente en contra de "leyes electorales expedidas por el órgano 
"legislativo del Estado que les otorgó el registro. 
"La única vía para plantear la no conformidad de "las leyes electorales a la Constitución es la 
"prevista en este artículo. 
"Las leyes electorales federal y locales deberán "promulgarse y publicarse por lo menos 
noventa "días antes de que inicie el proceso electoral en "que vayan a aplicarse, y durante el 
mismo no "podrá haber modificaciones legales "fundamentales….”. 

A partir de esta última reforma constitucional de mil novecientos noventa y seis, se admitió la 
procedencia de la acción de inconstitucionalidad en contra de leyes electorales como la única vía para 
plantear la no conformidad de éstas con la Constitución Federal. 

De lo anterior se aprecia que en virtud de la reforma constitucional de mil novecientos noventa y 
cuatro, se instituyó la acción de inconstitucionalidad, la que era improcedente en contra de disposiciones 
generales en materia electoral, pero que, como resultado de la posterior reforma constitucional de mil 
novecientos noventa y seis, a través de este tipo de acción constitucional ya se pueden combatir 
disposiciones de esta naturaleza; sin embargo, debe destacarse que en ambas reformas no se definió, 
para efectos de la acción de inconstitucionalidad, lo que debe entenderse por “materia electoral”, ni se 
precisa si la expresión “leyes electorales” alude a la materia electoral o, bien, si se trata de cualquier 
disposición en esta materia para efectos de la acción. 

Para la primera de las reformas constitucionales citadas, era importante definir tal cuestión, pues 
resultaba determinante para la procedencia de la acción; para la segunda reforma no es trascendente 
para efectos de la procedencia, ya que el texto vigente de la norma fundamental admite la procedencia de 
la vía en contra de cualquier disposición general, inclusive las de materia electoral, por lo que, con 
independencia de que sea o no de tal naturaleza, de cualquier manera la acción sería procedente en este 
aspecto conforme al texto vigente de la norma constitucional; pero, por otro lado, cobra relevancia la 
determinación de la naturaleza de la disposición que se impugne, ya que, según se trate o no de leyes 
electorales, deberán aplicarse unas u otras disposiciones de la Ley Reglamentaria de las Fracciones I y II 
del Artículo 105 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, pues en función de que 
sean o no de tal carácter, deberán aplicarse las reglas específicas o las genéricas para su tramitación y 
resolución, ya que la citada Ley prevé una reglamentación propia para los asuntos en que se reclamen 
leyes electorales. 

Para determinar entonces los alcances de la disposición constitucional vigente que prevé la acción de 
inconstitucionalidad en contra de leyes electorales, en cuanto a que si considera o no alguna distinción 
entre unas y otras leyes en materia electoral para efectos de la aplicación de las reglas genéricas o de las 
específicas que prevé la Ley Reglamentaria que rige el procedimiento de este tipo de vía constitucional, 
debe atenderse a los antecedentes de la reforma constitucional de mil novecientos noventa y seis, y a los 
métodos de interpretación constitucionales necesarios. 

Se tiene como antecedente, el que, en el año de mil novecientos noventa y cinco, encontrándose 
vigente el texto del artículo 105, fracción II, de la Constitución Federal como se aprobó en la reforma de 
mil novecientos noventa y cuatro, integrantes de la Asamblea de Representantes del Distrito Federal 
promovieron ante esta Suprema Corte de Justicia de la Nación, una demanda de acción de 
inconstitucionalidad en contra de la propia Asamblea y otras autoridades, impugnando la Ley de 
Participación Ciudadana del Distrito Federal publicada en la Gaceta Oficial del Distrito Federal y en el 
Diario Oficial de la Federación el doce de junio de mil novecientos noventa y cinco; esta acción quedó 
registrada con el número de expediente 1/95, y fue fallada por el Tribunal Pleno el treinta y uno de octubre 
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de ese mismo año, siendo ponente el Ministro Juventino V. Castro y Castro. En la ejecutoria 
correspondiente esta Suprema Corte de Justicia de la Nación definió el concepto de la materia electoral 
para efectos de la improcedencia de la acción de inconstitucionalidad, en atención a que en el año de mil 
novecientos noventa y cinco en que se promovió la acción y se resolvió, esta vía constitucional no 
procedía en contra de leyes electorales como quedó apuntado con anterioridad, y en el caso que se cita 
era necesario determinar si se trataba o no de materia electoral para la procedencia de la vía, utilizando 
para ello el método de interpretación derivado de una apreciación jurídica sistemática. 

Al efecto, el Tribunal Pleno emitió las tesis CXXVI/95 y CXXVII/95, visibles a fojas 237 y 238, Tomo II, 
Diciembre de 1995, Tribunal Pleno, Novena Epoca, del Semanario Judicial de la Federación, que dicen: 

"MATERIA ELECTORAL. CONCEPTO DE, PARA "LOS EFECTOS DE LA 
IMPROCEDENCIA DE LA "ACCION DE INCONSTITUCIONALIDAD. De la "interpretación 
jurídica, armónica y sistemática de "lo dispuesto en los artículos 35, fracciones I y II, "36, 
fracciones II, IV y V, 41, 51, 56, 60, 81, 115, "fracción I, 116, fracción I, y 122, fracción III, de 
la "Constitución Federal, se infiere que para los "efectos de la acción de inconstitucionalidad, 
"establecida en la fracción II del artículo 105 de "dicha Carta Fundamental, debe entenderse 
que "son normas de carácter general que tienen como "contenido la materia electoral, 
prohibidas de ser "examinadas por la Suprema Corte de acuerdo con "el mencionado artículo 
constitucional, aquellas "que establecen el régimen conforme al cual se "logra la elección o 
nombramiento, a través del "voto de los ciudadanos y dentro de un proceso "democrático, de 
las personas que han de fungir "como titulares de órganos de poder "representativos del 
pueblo, a nivel federal, estatal, "municipal o del Distrito Federal.” 
"MATERIA ELECTORAL. PARA ESTABLECER SU "CONCEPTO Y ACOTAR EL CAMPO 
PROHIBIDO A "LA SUPREMA CORTE DE JUSTICIA DE LA "NACION EN LAS ACCIONES 
DE "INCONSTITUCIONALIDAD, SE DEBE ACUDIR AL "DERECHO POSITIVO VIGENTE Y 
SEGUIR COMO "METODO INTERPRETATIVO EL DERIVADO DE "UNA APRECIACION 
JURIDICA SISTEMATICA. Para "establecer una definición de dicha materia se "requiere 
adoptar un procedimiento y seguir un "método interpretativo: El procedimiento adecuado 
"más apegado a la índole judicial que es "característica de la Suprema Corte, es acudir al 
"derecho positivo, para inducir, de los aspectos "básicos que puedan localizarse, el concepto 
que "se busca, debiendo precisarse que cuando se "alude al derecho positivo se hace 
referencia al "vigente, pues si bien es cierto que en el pasado "mediato y remoto es posible 
encontrar elementos "históricos relevantes, igualmente cierto resulta "que lo determinante es 
investigar qué se entendía "por materia electoral en mil novecientos noventa y "cuatro, que 
fue cuando el poder reformador de la "Constitución introdujo en el artículo 105 
"constitucional, la prohibición de que la Suprema "Corte de Justicia conociera de aspectos 
"relacionados con la materia electoral. El método "interpretativo no puede ser otro que el 
derivado de "una apreciación jurídica, armónica y sistemática; "de ningún modo la 
interpretación literal; ésta "queda descartada de antemano, ya que se parte "de la hipótesis 
de que no hay definición "establecida en la Constitución, en la legislación, ni "en la doctrina; el 
empeño en encontrar "disposiciones gramaticalmente configurativas del "mismo equivale, por 
tanto y desde luego, a un "resultado erróneo.” 

Ahora bien, conforme a la primera tesis antes transcrita, se tiene un concepto de la materia electoral 
para efectos de la procedencia de la acción de inconstitucionalidad, en el que se considera esencialmente 
que las normas de carácter general que tienen como contenido la materia electoral, son aquellas que 
establecen el régimen conforme al cual se logra la elección o nombramiento, a través del voto de los 
ciudadanos y dentro de un proceso democrático, de las personas que han de fungir como titulares de los 
órganos representativos del pueblo. 

Por otro lado, las normas generales electorales no sólo son las que establecen el régimen normativo 
de los procesos electorales, esto es, las que regulan los procesos electorales; pues debe considerarse que 
también pueden existir disposiciones reglamentarias de este tipo de normas, que de igual manera, regulen 
cuestiones electorales contenidas en ordenamientos distintos, en los que se consideren aspectos 
vinculados directa o indirectamente con los procesos electorales, a guisa de ejemplo: normas sobre 
distritación o redistritación; sobre creación de órganos administrativos para fines electorales; o las que 
regulen aspectos electorales que deban influir de una u otra manera en los procesos electorales y que no 
necesariamente se encuentren contenidos en la Ley o Código Electoral sustantivo. 

Debe destacarse que lo anterior cobra relevancia en el caso concreto, en el que se trata de una Ley del 
Servicio Profesional Electoral del Estado de Nuevo León, que viene a reglamentar de alguna manera 
disposiciones de la Ley Electoral del propio Estado, lo que hace necesario precisar si este tipo de 
normatividad, aunque no sustantiva como lo refiere la parte demandada, constituye una ley electoral para 
efectos de la acción de inconstitucionalidad. 
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Atento a lo anterior, debe analizarse ahora si la Ley impugnada debe considerarse como electoral para 
los fines de la acción de inconstitucionalidad, sin considerar únicamente la tesis citada, toda vez que, en 
primer lugar, la tesis de mérito fue emitida en el año de mil novecientos noventa y cinco, época en la que 
el texto del artículo 105, fracción II, Constitucional era diferente al del actual; en segundo lugar, la Ley 
ahora impugnada fue publicada en el año de mil novecientos noventa y ocho, esto es, encontrándose 
vigente el texto actual de la disposición constitucional en cita; y, tercero, en el año de mil novecientos 
noventa y seis la Constitución Federal sufrió una reforma integral en lo electoral, por lo que debe 
considerarse el contexto constitucional y legal de dicha reforma; todo lo cual obliga a reexaminar tal 
cuestión para establecer el o los criterios a seguir para caracterizar las leyes que pueden considerarse 
como electorales para efectos de la acción de inconstitucionalidad. 

Para dilucidar la cuestión planteada, se requiere adoptar un método interpretativo, para lo cual se 
estima conveniente acudir a una interpretación armónica y sistemática, así como teleológica, de las 
disposiciones constitucionales y legales que prevén lo inherente a la acción de inconstitucionalidad en 
tratándose de leyes electorales. 

Posterior a la reforma constitucional de mil novecientos noventa y cuatro, pero antes de la de mil 
novecientos noventa y seis, el artículo 105, fracción II, primer párrafo, de la Constitución Federal, 
disponía: 

"Art. 105.- La Suprema Corte de Justicia de la "Nación conocerá en los términos que señale 
la ley "reglamentaria, de los asuntos siguientes: I. ….II. "De las acciones de 
inconstitucionalidad que "tengan por objeto plantear la posible "contradicción entre una norma 
de carácter general "y esta Constitución, con excepción a las que se "refieran a la materia 
electoral…”. 

Posteriormente, en mil novecientos noventa y seis se reformó la fracción II del citado artículo 105 de la 
Carta Magna, en la que, en lo que interesa, se suprimió parte del texto del primer párrafo de dicha 
fracción, se adicionó el inciso f) y sus dos párrafos siguientes, quedando como sigue: 

"Art. 105.- La Suprema Corte de Justicia de la "Nación conocerá, en los términos que señale 
la "ley reglamentaria, de los asuntos siguientes: I. … "II. De las acciones de 
inconstitucionalidad que "tengan por objeto plantear la posible "contradicción entre una norma 
de carácter general "y esta Constitución. … f) Los partidos políticos "con registro ante el 
Instituto Federal Electoral, por "conducto de sus dirigencias nacionales, en contra "de leyes 
electorales federales o locales; y los "partidos políticos con registro estatal, a través de "sus 
dirigencias, exclusivamente en contra de "leyes electorales expedidas por el órgano 
"legislativo del Estado que les otorgó el registro. 
"La única vía para plantear la no conformidad de "las leyes electorales a la Constitución es la 
"prevista en este artículo. 
"Las leyes electorales federal y locales deberán "promulgarse y publicarse por lo menos 
noventa "días antes de que inicie el proceso electoral en "que vayan a aplicarse, y durante el 
mismo no "podrá haber modificaciones legales "fundamentales….”. 

Del texto inmediato anterior del artículo 105, fracción II, de la Constitución Federal, se puede advertir 
que el Poder Reformador de la Constitución, al referirse a la competencia de esta Suprema Corte para 
conocer de la acción de inconstitucionalidad, hacía la salvedad expresa de la “materia electoral”, esto es, 
destacaba que en esta materia la acción era improcedente. 

La utilización de tal expresión -“materia electoral”-, hizo necesario su conceptualización cuando se 
planteó el caso concreto, pues fue necesario determinar si la acción era o no procedente en contra de la 
disposición impugnada, lo que motivó el criterio contenido en la tesis anteriormente citada, rubro: 
“MATERIA ELECTORAL. CONCEPTO DE, PARA LOS EFECTOS DE LA IMPROCEDENCIA DE LA 
ACCION DE INCONSTITUCIONALIDAD”. 

Actualmente, en el texto vigente del primer párrafo de la fracción II del citado precepto constitucional, 
se suprimió la parte que decía: “…con excepción a las que se refieran a la materia electoral…”, excluyendo 
de esta manera la frase “materia electoral”, quedando únicamente el señalamiento de “norma de carácter 
general” al referirse a la materia de impugnación en la acción de inconstitucionalidad. Del mismo modo, al 
adicionarse el inciso f) y sus dos párrafos siguientes, de la propia fracción II del artículo 105 
Constitucional, que también fue parte de la reforma electoral de mil novecientos noventa y seis, al 
referirse a la acción de inconstitucionalidad en tratándose de asuntos electorales, alude expresamente a 
las “leyes electorales” y no a la “materia electoral”, como puede apreciarse de la simple lectura de dicho 
inciso y párrafos siguientes. 

Como quedó expuesto, el vigente artículo 105, fracción II, primer párrafo, e inciso f) y sus dos párrafos 
siguientes, de la Constitución Federal, se refieren a “normas generales” y “leyes electorales”, no así a la 
“materia electoral”. 
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Por otra parte, los artículos 60, 62, 64, 65, 67, 68, 70 y 71 de la Ley Reglamentaria de las Fracciones I 
y II del Artículo 105 de la Constitución Federal, y Segundo Transitorio del Decreto de reformas publicado 
en el Diario Oficial de la Federación el veintidós de noviembre de mil novecientos noventa y seis, 
disponen: 

"Art. 60. … En materia electoral, para el cómputo de "los plazos, todos los días son hábiles.” 
"Art. 62. … En los términos previstos por el inciso "f) de la fracción II del artículo 105 de la 
"Constitución Política de los Estados Unidos "Mexicanos, se considerarán parte demandante 
en "los procedimientos por acciones en contra de "leyes electorales, además de las 
señaladas en la "fracción I del artículo 10 de esta ley, a los partidos "políticos con registro por 
conducto de sus "dirigencias nacionales o estatales, según "corresponda, …”. 
"Art. 64. … En los procedimientos por acciones en "contra de leyes electorales, los plazos a 
que se "refiere el párrafo anterior serán, respectivamente, "de tres días para hacer 
aclaraciones y de seis días "para rendir el informe que contenga las razones y "fundamentos 
tendientes a sostener la "constitucionalidad de la ley impugnada.” 
"Art. 65. En las acciones de inconstitucionalidad, "el ministro instructor de acuerdo al artículo 
25, "podrá aplicar las causales de improcedencia "establecidas en el artículo 19 de esta ley, 
con "excepción de su fracción II respecto de leyes "electorales, así como las causales de 
"sobreseimiento a que se refieren las fracciones II "y III del artículo 20…”. 
"Art. 67. … Cuando la acción intentada se refiera a "leyes electorales, el plazo señalado en el 
párrafo "anterior será de dos días.” 
"Art. 68. … Cuando la acción de "inconstitucionalidad se interponga en contra de "una ley 
electoral, el ministro instructor podrá "solicitar la opinión a la Sala Superior del Tribunal 
"Electoral del Poder Judicial de la Federación…. En "los casos de materia electoral, el 
proyecto de "sentencia a que se refiere el párrafo anterior "deberá ser sometido al Pleno 
dentro de los cinco "días siguientes a aquel en que se haya agotado el "procedimiento, 
debiéndose dictar el fallo por el "Pleno a más tardar en un plazo de cinco días, "contados a 
partir de que el ministro instructor "haya presentado su proyecto.” 
"Art. 70. … En materia electoral el plazo para "interponer el recurso de reclamación a que se 
"refiere el párrafo anterior será de tres días y el "Pleno de la Suprema Corte lo resolverá de 
plano, "dentro de los tres días siguientes a su "interposición.” 
"Art. 71. … Las sentencias que dicte la Suprema "Corte de Justicia de la Nación sobre la no 
"conformidad de leyes electorales a la "Constitución, sólo podrán referirse a la violación "de 
los preceptos expresamente señalados en el "escrito inicial.” 

De una interpretación armónica, sistemática y teleológica de todos estos preceptos, se advierte lo 
siguiente: 

En primer lugar, en la fracción II, primer párrafo, del artículo 105 Constitucional, se refiere a las 
normas generales que sean contrarias a la Constitución; y, en el inciso f) y sus dos párrafos siguientes, 
del propio precepto, se refieren a leyes electorales. Por una parte fijan la competencia de esta Suprema 
Corte de Justicia de la Nación para conocer de este tipo de acción en que se impugnen normas generales 
y, por otra parte, se determina la legitimación de los partidos políticos para impugnar leyes electorales; 
además, se establece que la acción de inconstitucionalidad es la única vía para plantear la no 
conformidad de las leyes electorales con la Constitución Federal y, finalmente, se fija el plazo en que 
deberán promulgarse y publicarse las leyes electorales cuando contengan modificaciones legales 
fundamentales. 

De una interpretación armónica de las disposiciones contenidas en el precepto fundamental de mérito, 
puede concluirse que el Poder Reformador de la Constitución se refiere indistintamente a normas 
generales o a leyes, por lo que, al hacer mención expresa a las leyes electorales, debe entenderse que se 
refiere a cualquiera disposición legal en esta materia, sin distinguirlas por alguna razón en particular; esto 
es, no contiene elemento objetivo alguno que haga suponer que exista un presupuesto de diferenciación 
entre las normas de carácter electoral para efectos de la acción de inconstitucionalidad que ameriten un 
tratamiento distinto en virtud de la materia específica de su contenido o por alguna otra razón, ya que, 
conforme a la norma fundamental, el común denominador como presupuesto normativo para otorgarles el 
tratamiento de disposición electoral en el procedimiento de la acción, es que se trate de una disposición o 
cuerpo de normas de carácter electoral, pero sin establecer una diferencia específica que justificara un 
tratamiento distinto. 

Asimismo, del análisis armónico de las disposiciones transcritas de la Ley Reglamentaria que rige el 
procedimiento en las acciones de inconstitucionalidad, puede advertirse que el legislador utiliza 
indistintamente las frases “leyes electorales”, “ley electoral” y “materia electoral”, de lo que se deduce que, 
en estos términos, el espíritu de estas disposiciones no tiende tampoco a distinguir las normas electorales 
por la materia específica que regulan o reglamentan, pues tales expresiones las utiliza como sinónimos. 
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De lo expuesto se sigue que, hecha una interpretación armónica y sistemática, puede decirse que, 
tanto las disposiciones constitucionales como las reglamentarias que rigen la acción de 
inconstitucionalidad, se refieren a las leyes o normas generales en materia electoral, con independencia 
de la materia específica de su contenido. 

Conviene acudir también a una interpretación teleológica de las disposiciones de referencia. 
Como quedó expuesto con anterioridad, en la reforma de mil novecientos noventa y cuatro, se 

instituyó la acción de inconstitucionalidad para plantear la contradicción de normas generales con la 
Constitución Federal, excepción hecha de la materia electoral; es hasta la última reforma del artículo 105 
Constitucional de mil novecientos noventa y seis, que se admite también la procedencia de esta vía en 
contra de leyes electorales. 

En la iniciativa de reformas y adiciones en materia electoral a la Constitución Política de los 
Estados Unidos Mexicanos, fechada el veinticinco de julio de mil novecientos noventa y seis, 
en la que se propuso la última reforma al artículo 105, fracción II, de la Constitución Federal, 
presentada ante la Cámara de Diputados, en la parte que interesa se dice: “… Con objeto de 
"hacer compatible la larga tradición del Poder Judicial de la "Federación de no intervenir 
directamente en los conflictos "político-electorales con la existencia de un tribunal de 
"jurisdicción especializada que ha probado ser solución "adecuada, se propone que el 
tribunal electoral se incorpore "al Poder Judicial con sus rasgos fundamentales de 
"estructura y atribuciones, pero con las ligas de relación "indispensables con el aparato 
judicial federal, a fin de "continuar ejerciendo sus facultades en forma eficaz, "oportuna y 
adecuada. --- De igual manera, la incorporación "referida permite hacer una distribución de 
competencias "constitucionales y legales entre la Suprema Corte de "Justicia de la Nación y 
el Tribunal Electoral, que se "corresponde con nuestra tradición y evolución político-
"electoral. --- Conforme a la propuesta, la Corte conocerá "sobre la no conformidad a la 
Constitución de las normas "generales en materia electoral, al eliminarse de la fracción II 
"del texto vigente del artículo 105 constitucional, la "prohibición existente ahora sobre este 
ámbito legal….La "fórmula que propone esta iniciativa concilia los argumentos "de carácter 
constitucional con los de orden práctico y logra, "respetando las características de 
especificidad del derecho "electoral que regula los procesos respectivos y la adición "del 
Poder Judicial de mantenerse ajeno a estos conflictos, "un sistema de justicia electoral 
completo que incluye el "control constitucional y propicia el absoluto respeto al "principio de 
legalidad, sin el riesgo de un viraje brusco que "pondría en peligro la viabilidad del propio 
sistema que se "está creando y que, por supuesto, deberá mejorarse y "adaptarse de 
acuerdo con lo que la experiencia derivada de "su aplicación indique. Al mismo tiempo, esta 
propuesta "conlleva el fortalecimiento del Poder Judicial de la "Federación, al absorber en su 
órbita constitucional la "función jurisdiccional electoral y facultades que otrora 
"correspondían a otro poder.” 

Por otra parte, dentro del paquete de reformas electorales a la Constitución Federal de mil novecientos 
noventa y seis, también se reformaron y adicionaron otros preceptos, destacándose el fracción IV. Importa 
la reforma a dicho precepto, dado que guarda estrecha vinculación con la reforma al 105 constitucional. 

El artículo 116, fracción IV, actualmente dispone: 
"Art. 116.- El poder público de los Estados se "dividirá para su ejercicio, en Ejecutivo, 
Legislativo "y Judicial, y no podrán reunirse dos o más de "estos poderes en una sola 
persona o corporación, "ni depositarse el Legislativo en un solo individuo. "--- Los poderes de 
los Estados se organizarán "conforme a la Constitución de cada uno de ellos, "con sujeción a 
las siguientes normas: … 
IV. "Las Constituciones y leyes de los Estados en "materia electoral garantizarán que: 
a) "Las elecciones de los gobernadores de los "Estados, de los miembros de las legislaturas 
"locales y de los integrantes de los ayuntamientos "se realicen mediante sufragio universal, 
libre, "secreto y directo; 
b) "En el ejercicio de la función electoral a cargo de "las autoridades electorales sean 
principios "rectores los de legalidad, imparcialidad, "objetividad, certeza e independencia; 
c) "Las autoridades que tengan a su cargo la "organización de las elecciones y las 
"jurisdiccionales que resuelvan las controversias "en la materia, gocen de autonomía en su 
"funcionamiento e independencia en sus "decisiones; 
d) "Se establezca un sistema de medios de "impugnación para que todos los actos y 
"resoluciones electorales se sujeten "invariablemente al principio de legalidad; 
e) "Se fijen los plazos convenientes para el "desahogo de todas las instancias impugnativas, 
"tomando en cuenta el principio de definitividad de "las etapas de los procesos electorales; 



92 DIARIO OFICIAL Miércoles 10 de marzo de 1999 

f) "De acuerdo con las disponibilidades "presupuestales, los partidos políticos reciban, en 
"forma equitativa, financiamiento público para su "sostenimiento y cuenten durante los 
procesos "electorales con apoyos para sus actividades "tendientes a la obtención del sufragio 
universal; 
g) "Se propicien condiciones de equidad para el "acceso de los partidos políticos a los medios 
de "comunicación social; 
h) "Se fijen los criterios para determinar los límites "a las erogaciones de los partidos políticos 
en sus "campañas electorales, así como los montos "máximos que tengan las aportaciones 
pecuniarias "de sus simpatizantes y los procedimientos para el "control y vigilancia del origen 
y uso de todos los "recursos con que cuenten los partidos políticos; "se establezcan, 
asimismo, las sanciones por el "incumplimiento a las disposiciones que se "expidan en estas 
materias; e 
i) "Se tipifiquen los delitos y determinen las faltas "en materia electoral, así como las 
sanciones que "por ellos deban imponerse…” 

Resulta pertinente transcribir también, para una mejor apreciación, lo dispuesto por los artículos 35, 
fracciones I y II, 36, fracciones III, IV y V, 41, 51, 56, 60, 81, 115, fracción I, 116, fracciones I y II, y 122, 
párrafo tercero, e inciso c) Base Primera, fracciones I y V, inciso f), de la Constitución Federal, los que, en 
lo concerniente a las cuestiones electorales, disponen: 

"Artículo 35.- Son prerrogativas del ciudadano:--- "“I. Votar en las elecciones populares.--- “II. 
Poder "ser votado para todos los cargos de elección "popular y nombrado para cualquier otro 
empleo o "comisión teniendo las calidades que establezca la "ley.” 
"Artículo 36.- Son obligaciones del ciudadano de la "República:--- “…III. Votar en las 
elecciones "populares en los términos que señale la ley.--- “IV. "Desempeñar los cargos de 
elección popular de la "Federación o de los Estados, que en ningún caso "serán gratuitos; y--
- “V. Desempeñar los cargos "concejiles del Municipio donde resida, las "funciones 
electorales y las de jurado.” 
"Artículo 41.- El pueblo ejerce su soberanía por "medio de los Poderes de la Unión, en los 
casos de "la competencia de éstos, y por los de los estados, "en lo que toca a sus regímenes 
interiores, en los "términos respectivamente establecidos por la "presente Constitución 
Federal y las particulares "de los estados, las que en ningún caso podrán "contravenir las 
estipulaciones del Pacto Federal.--- "“La renovación de los poderes Legislativo y "Ejecutivo se 
realizará mediante elecciones libres, "auténticas y periódicas, conforme a las siguientes 
"bases:--- “I. Los partidos políticos son entidades "de interés público; la ley determinará las 
formas "específicas de su intervención en el proceso "electoral. Los partidos políticos 
nacionales "tendrán derecho a participar en las elecciones "estatales y municipales.--- “Los 
partidos políticos "tienen como fin promover la participación del "pueblo en la vida 
democrática, contribuir a la "integración de la representación nacional y como 
"organizaciones de ciudadanos, hacer posible el "acceso de éstos al ejercicio del poder 
público, de "acuerdo con los programas, principios e ideas que "postulan y mediante el 
sufragio universal, libre, "secreto y directo. Sólo los ciudadanos podrán "afiliarse libre e 
individualmente a los partidos "políticos.--- “II. La ley garantizará que los partidos "políticos 
nacionales cuenten de manera equitativa "con elementos para llevar a cabo sus actividades. 
"Por tanto, tendrán derecho al uso en forma "permanente de los medios de comunicación 
"social, de acuerdo con las formas y "procedimientos que establezca la misma. Además, "la 
ley señalará las reglas a que se sujetará el "financiamiento de los partidos políticos y sus 
"campañas electorales, debiendo garantizar que "los recursos públicos prevalezcan sobre los 
de "origen privado.--- “El financiamiento público para "los partidos políticos que mantengan su 
registro "después de cada elección, se compondrá de las "ministraciones destinadas al 
sostenimiento de sus "actividades ordinarias permanentes y las "tendientes a la obtención del 
voto durante los "procesos electorales y se otorgará conforme a lo "siguiente y a lo que 
disponga la ley:--- “a) El "financiamiento público para el sostenimiento de "sus actividades 
ordinarias permanentes se fijará "anualmente, aplicando los costos mínimos de "campaña 
calculados por el Organo Superior de "Dirección del Instituto Federal Electoral, el número "de 
senadores y diputados a elegir, el número de "partidos políticos con representación en las 
"Cámaras del Congreso de la Unión y la duración "de las campañas electorales. El 30% de la 
"cantidad total que resulte de acuerdo con lo "señalado anteriormente, se distribuirá entre los 
"partidos políticos en forma igualitaria y el 70% "restante se distribuirá entre los mismos de 
"acuerdo con el porcentaje de votos que hubieren "obtenido en la elección de diputados 
"inmediatamente anterior.--- “b) El financiamiento "público para las actividades tendientes a la 
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"obtención del voto durante los procesos "electorales equivaldrá a una cantidad igual al 
"monto del financiamiento público que le "corresponda a cada partido político por "actividades 
ordinarias en ese año; y--- “c) Se "reintegrará un porcentaje de los gastos anuales "que 
eroguen los partidos políticos por concepto "de las actividades relativas a la educación, 
"capacitación investigación socioeconómica y "política, así como a las tareas editoriales.—“La 
ley "fijará los criterios para determinar los límites a las "erogaciones de los partidos políticos 
en sus "campañas electorales; establecerá los montos "máximos que tendrán las 
aportaciones "pecuniarias de sus simpatizantes y los "procedimientos para el control y 
vigilancia del "origen y uso de todos los recursos con que "cuenten y asimismo, señalará las 
sanciones que "deban imponerse por el incumplimiento de estas "disposiciones.--- “III. La 
organización de las "elecciones federales es una función estatal que se "realiza a través de 
un organismo público "autónomo denominado Instituto Federal Electoral, "dotado de 
personalidad jurídica y patrimonio "propios, en cuya integración participan el Poder 
"Legislativo de la Unión, los partidos políticos "nacionales y los ciudadanos, en los términos 
que "ordene la ley. En el ejercicio de esa función "estatal, la certeza, legalidad, 
independencia, "imparcialidad y objetividad serán principios "rectores.--- “El Instituto Federal 
Electoral será "autoridad en la materia, independiente en sus "decisiones y funcionamiento y 
profesional en su "desempeño; contará en su estructura con órganos "de dirección, 
ejecutivos, técnicos y de vigilancia; "el Consejo General será su órgano superior de "dirección 
y se integrará por un consejero "Presidente y ocho consejeros electorales, y "concurrirán, 
con voz pero sin voto, los consejeros "del Poder Legislativo, los representantes de los 
"partidos y un Secretario Ejecutivo; la ley "determinará las reglas para la organización y 
"funcionamiento de los órganos, así como las "relaciones de mando entre éstos. Los órganos 
"ejecutivos y técnicos dispondrán del personal "calificado necesario para prestar el servicio 
"profesional electoral. Las disposiciones de la ley "electoral y del Estatuto que con base en 
ella "apruebe el Consejo General, regirán las relaciones "de trabajo de los servidores del 
organismo "público. Los órganos de vigilancia se integrarán "mayoritariamente por 
representantes de los "partidos políticos nacionales. Las mesas directivas "de casilla estarán 
integradas por ciudadanos.--- "“El consejero Presidente y los consejeros "electorales del 
Consejo General serán elegidos, "sucesivamente, por el voto de las dos terceras "partes de 
los miembros presentes de la Cámara de "Diputados, o en sus recesos por la Comisión 
"Permanente, a propuesta de los grupos "parlamentarios. Conforme al mismo "procedimiento, 
se designarán ocho consejeros "electorales suplentes, en orden de prelación. La "ley 
establecerá las reglas y el procedimiento "correspondientes.--- “El consejero Presidente y "los 
consejeros electorales durarán en su cargo "siete años y no podrán tener ningún otro 
empleo, "cargo o comisión, con excepción de aquéllos en "que actúen en representación del 
Consejo General "y de los que desempeñen en asociaciones "docentes, científicas, 
culturales, de investigación "o de beneficencia, no remunerados. La retribución "que perciban 
el consejero Presidente y los "consejeros electorales será igual a la prevista "para los 
ministros de la Suprema Corte de Justicia "de la Nación.--- “El Secretario Ejecutivo será 
"nombrado por las dos terceras partes del Consejo "General a propuesta de su Presidente.--- 
“La ley "establecerá los requisitos que deberán reunir para "su designación el consejero 
Presidente del "Consejo General, los Consejeros Electorales y el "Secretario Ejecutivo del 
Instituto Federal Electoral, "los que estarán sujetos al régimen de "responsabilidades 
establecido en el Título Cuarto "de esta Constitución.--- “Los consejeros del Poder 
"Legislativo serán propuestos por los grupos "parlamentarios con afiliación de partido en 
alguna "de las Cámaras. Sólo habrá un Consejero por cada "grupo parlamentario no 
obstante su "reconocimiento en ambas Cámaras del Congreso "de la Unión.--- “El Instituto 
Federal Electoral "tendrá a su cargo en forma integral y directa, "además de las que le 
determine la ley, las "actividades relativas a la capacitación y educación "cívica, geografía 
electoral, los derechos y "prerrogativas de las agrupaciones y de los "partidos políticos, al 
padrón y lista de electores, "impresión de materiales electorales, preparación "de la jornada 
electoral, los cómputos en los "términos que señale la ley, declaración de validez "y 
otorgamiento de constancias en las elecciones "de diputados y senadores, cómputo de la 
elección "de Presidente de los Estados Unidos Mexicanos "en cada uno de los distritos 
electorales "uninominales, así como la regulación de la "observación electoral y de las 
encuestas o "sondeos de opinión con fines electorales. Las "sesiones de todos los órganos 
colegiados de "dirección serán públicas en los términos que "señale la ley.--- “IV. Para 
garantizar los principios "de constitucionalidad y legalidad de los actos y "resoluciones 
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electorales, se establecerá un "sistema de medios de impugnación en los "términos que 
señalen esta Constitución y la ley. "Dicho sistema dará definitividad a las distintas "etapas de 
los procesos electorales y garantizará la "protección de los derechos políticos de los 
"ciudadanos de votar, ser votado y de asociación, "en los términos del artículo 99 de esta 
"Constitución.--- “En materia electoral la "interposición de los medios de impugnación 
"constitucionales o legales no producirá efectos "suspensivos sobre la resolución o el acto 
"impugnado.” 
"Artículo 51.- La Cámara de Diputados se "compondrá de representantes de la Nación, 
"electos en su totalidad cada tres años. Por cada "diputado propietario, se elegirá un 
suplente.” 
"“Artículo 56.- La Cámara de Senadores se "integrará por 128 senadores, de los cuales, en 
"cada Estado y en el Distrito Federal, dos serán "elegidos según el principio de votación 
"mayoritaria relativa y uno será asignado a la "primera minoría. Para estos efectos, los 
partidos "políticos deberán registrar una lista con dos "fórmulas de candidatos. La senaduría 
de primera "minoría le será asignada a la fórmula de "candidatos que encabece la lista del 
partido "político que, por sí mismo, haya ocupado el "segundo lugar en número de votos en 
la entidad "de que se trate.--- “Los 32 senadores restantes "serán elegidos según el principio 
de "representación proporcional, mediante el sistema "de listas votadas en una sola 
circunscripción "plurinominal nacional. La ley establecerá las "reglas y fórmulas para estos 
efectos.--- “La "Cámara de Senadores se renovará en su totalidad "cada seis años.” 
"Artículo 60.- El organismo público previsto en el "artículo 41 de esta Constitución, de 
acuerdo con "lo que disponga la ley, declarará la validez de las "elecciones de diputados y 
senadores en cada uno "de los distritos electorales uninominales y en cada "una de las 
entidades federativas; otorgará las "constancias respectivas a las fórmulas de "candidatos 
que hubiesen obtenido mayoría de "votos y hará la asignación de senadores de "primera 
minoría de conformidad con lo dispuesto "en el artículo 56 de esta Constitución y en la ley. 
"Asimismo, hará la declaración de validez y la "asignación de diputados según el principio de 
"representación proporcional de conformidad con "el artículo 54 de esta Constitución y la ley.-
-- “Las "determinaciones sobre la declaración de validez, "el otorgamiento de las constancias 
y la asignación "de diputados o senadores podrán ser impugnadas "ante las salas regionales 
del Tribunal Electoral del "Poder Judicial de la Federación, en los términos "que señale la ley.-
-- “Las resoluciones de las salas "a que se refiere el párrafo anterior, podrán ser "revisadas 
exclusivamente por la Sala Superior del "propio Tribunal, a través del medio de "impugnación 
que los partidos políticos podrán "interponer únicamente cuando por los agravios "esgrimidos 
se pueda modificar el resultado de la "elección. Los fallos de la Sala serán definitivos e 
"inatacables. La ley establecerá los presupuestos, "requisitos de procedencia y el trámite 
para este "medio de impugnación.” 
"Artículo 81.- La elección del Presidente será "directa y en los términos que disponga la ley 
"electoral.” 
"Artículo 115.- Los Estados adoptarán, para su "régimen interior, la forma de gobierno 
"republicano, representativo, popular, teniendo "como base de su división territorial y de su 
"organización política y administrativa el municipio "libre, conforme a las bases siguientes:--- 
“I. Cada "Municipio será administrado por un ayuntamiento "de elección popular directa y no 
habrá ninguna "autoridad intermedia entre éste y el gobierno del "Estado.--- “Los presidentes 
municipales, "regidores y síndicos de los ayuntamientos, "electos popularmente por elección 
directa, no "podrán ser reelectos para el período inmediato. "Las personas que por elección 
indirecta, o por "nombramiento o designación de alguna autoridad "desempeñen las 
funciones propias de esos "cargos, cualquiera que sea la denominación que "se les dé, no 
podrán ser electas para el período "inmediato. Todos los funcionarios antes "mencionados, 
cuando tengan el carácter de "propietario, no podrán ser electos para el período "inmediato 
con el carácter de suplentes, pero los "que tengan el carácter de suplentes sí podrán ser 
"electos para el período inmediato como "propietarios a menos que hayan estado en 
"ejercicio.” 
"Artículo 116.- El poder público de los Estados se "dividirá para su ejercicio, en Ejecutivo, 
Legislativo "y Judicial, y no podrán reunirse dos o más de "estos poderes en una sola 
persona o corporación, "ni depositarse el Legislativo en un solo individuo.-"-- “Los poderes de 
los Estados se organizarán "conforme a la Constitución de cada uno de ellos, "con sujeción a 
las siguientes normas:--- “I. Los "gobernadores de los Estados no podrán durar en "su 
encargo más de seis años.--- “La elección de "los gobernadores de los Estados y de las 
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"legislaturas locales será directa y en los términos "que dispongan las leyes electorales 
respectivas.--- "“Los gobernadores de los Estados, cuyo origen "sea la elección popular, 
ordinaria o extraordinaria, "en ningún caso y por ningún motivo podrán volver "a ocupar ese 
cargo, ni aun con el carácter de "interinos, provisionales, sustitutos o encargados "del 
despacho.--- “Nunca podrán ser electos para el "período inmediato:--- “a) El gobernador 
sustituto "constitucional, o el designado para concluir el "período en caso de falta absoluta del 
"constitucional, aun cuando tenga distinta "denominación;--- “b) El gobernador interino, el 
"provisional o el ciudadano que, bajo cualquiera "denominación, supla las faltas temporales 
del "gobernador, siempre que desempeñe el cargo los "dos últimos años del período.--- “Sólo 
podrá ser "gobernador constitucional de un Estado un "ciudadano mexicano por nacimiento y 
nativo de "él, o con residencia efectiva no menor de cinco "años inmediatamente anteriores al 
día de la "elección.--- “II. El número de representantes en las "legislaturas de los Estados 
será proporcional al de "habitantes de cada uno; pero, en todo caso, no "podrá ser menor de 
siete diputados en los "Estados cuya población no llegue a 400 mil "habitantes; de nueve, en 
aquéllos cuya población "excede este número y no llegue a 800 mil "habitantes, y de once en 
los Estados cuya "población sea superior a esta última cifra.--- “Los "diputados a las 
legislaturas de los Estados no "podrán ser reelectos para el período inmediato. "Los 
diputados suplentes podrán ser electos para "el período inmediato con el carácter de 
"propietarios, siempre que no hubieren estado en "ejercicio, pero los diputados propietarios 
no "podrán ser electos para el período inmediato con "el carácter de suplentes.--- “Las 
legislaturas de "los Estados se integrarán con diputados elegidos "según los principios de 
mayoría relativa y de "representación proporcional, en los términos que "señalen sus leyes.” 
"Artículo 122.- “…La Asamblea Legislativa del "Distrito Federal se integrará con el número de 
"diputados electos según los principios de mayoría "relativa y de representación proporcional, 
"mediante el sistema de listas votadas en una "circunscripción plurinominal, en los términos 
que "señalen esta Constitución y el Estatuto de "Gobierno.--- “…C. El Estatuto de Gobierno 
del "Distrito Federal se sujetará a las siguientes "bases:--- “BASE PRIMERA.- Respecto a la 
"Asamblea Legislativa:--- “I. Los Diputados a la "Asamblea Legislativa serán elegidos cada 
tres "años por voto universal, libre, directo y secreto en "los términos que disponga la ley, la 
cual deberá "tomar en cuenta, para la organización de las "elecciones, la expedición de 
constancias y los "medios de impugnación en la materia, lo "dispuesto en los artículos 41, 60 
y 99 de esta "Constitución.--- “…V. La Asamblea Legislativa, en "los términos del Estatuto de 
Gobierno, tendrá las "siguientes facultades:--- “…f) Expedir las "disposiciones que rijan las 
elecciones locales en "el Distrito Federal, sujetándose a las bases que "establezca el Estatuto 
de Gobierno, las cuales "tomarán en cuenta los principios establecidos en "los incisos b) al i) 
de la fracción IV del artículo 116 "de esta Constitución. En estas elecciones sólo "podrán 
participar los partidos políticos con "registro nacional.” 

De las disposiciones transcritas se desprenden los siguientes elementos: 
a)  Los aspectos que constituyen la materia electoral. 
b)  El derecho de los ciudadanos para votar y ser votados para un cargo de elección popular. 
c)  Las obligaciones de los ciudadanos para votar y desempeñar los cargos de elección popular, y 

para desempeñar las funciones electorales. 
d)  La naturaleza, fines y derechos de los partidos políticos. 
e)  La organización de las elecciones y de las autoridades electorales. 
f)  La integración del Congreso de la Unión, de las Legislaturas Estatales, de la Asamblea de 

Representantes del Distrito Federal y de los Municipios. 
g)  Sistemas de elección de los integrantes de los órganos antes precisados con base en los 

principios de mayoría relativa y de representación proporcional, y del Presidente de la República 
y gobernadores de los Estados. 

Del análisis armónico de todas las disposiciones antes transcritas, estructuradas en su contexto 
normativo, permite establecer lo que debe entenderse por materia electoral y por normas generales en 
materia electoral, para efectos de la acción de inconstitucionalidad, en virtud de lo siguiente: 

Del análisis del artículo 105, fracción II, Constitucional, considerando el espíritu del Poder Reformador 
de la Constitución que lo llevó a instituir la acción de inconstitucionalidad también como medio para 
impugnar leyes electorales, aunado a la reforma que armónicamente se hizo al mismo tiempo al artículo 
116, fracción IV, de la Constitución Federal y tomando en consideración las demás disposiciones de la 
Carta Fundamental antes transcrita, puede concluirse que cualquier ley de carácter electoral, con 
independencia de la materia específica que regule, será considerada como electoral para los efectos de la 
acción de inconstitucionalidad. 
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En efecto, por cuanto hace a la materia electoral, el artículo 116, fracción IV, constitucional, vigente, 
hace una relación de materias que considera como “materia electoral”, así, por ejemplo, se tiene lo 
siguiente: a) lo referente al sufragio, universal, libre, secreto y directo; b) como principios rectores la 
legalidad, imparcialidad, objetividad, certeza e independencia, que deben observar las autoridades 
electorales; c) autonomía e independencia en las decisiones de las autoridades que tengan a su cargo la 
organización de las elecciones y las jurisdiccionales que resuelvan las controversias en la materia; d) 
establecimiento de los sistemas de medios de impugnación; e) plazos para el desahogo de todas las 
instancias considerando el principio de definitividad en las etapas de los procesos electorales; f) 
financiamiento público para los partidos políticos; g) equidad para el acceso de los partidos políticos a los 
medios de comunicación social; h) fijación de límites a las erogaciones de los partidos políticos en sus 
campañas y montos máximos de aportaciones, así como el establecimiento de sanciones por 
incumplimiento; e, i) tipificación de delitos y faltas en materia electoral, y sus sanciones. 

De lo anterior se observa que el artículo 116, fracción IV, Constitucional, de alguna manera, precisa 
aspectos específicos que deben ser considerados propios de la “materia electoral”, de entre los que se 
encuentran, cuestiones propias de los derechos políticos, como son las bases generales que instituyen los 
principios rectores para la elección de gobernadores, integrantes de las Legislaturas y de los 
Ayuntamientos, así como cuestiones propiamente organizativas, administrativas y de otra índole, como lo 
es la función de las autoridades electorales, la organización de las elecciones, financiamiento público, 
comunicación social de los partidos, límites a las erogaciones y montos máximos de aportaciones, delitos 
y faltas administrativas y sus sanciones, etcétera. 

Además, acorde con lo que la disposición constitucional de mérito señala como materia electoral, las 
demás disposiciones constitucionales se vinculan de manera íntima con las mismas, en tanto que se 
refieren en términos generales, entre otras cuestiones, a los partidos políticos, a las autoridades 
electorales, a los procesos electorales y su organización, a la integración de los órganos legislativos, a la 
elección de los representantes populares y a los sistemas de elección. 

En este orden de ideas, atento a la reforma constitucional de mil novecientos noventa y seis, puede 
decirse que se estableció como regla genérica, la posibilidad de impugnar disposiciones electorales a 
través de la acción de inconstitucionalidad, sin establecer distingo alguno por razón de su contenido o por 
la materia específica que regulan y, por el contrario, acorde con la reforma integral que se hizo a la 
Constitución Federal en cuestiones electorales, particularmente respecto del artículo 116, fracción IV, en 
relación con los demás preceptos anteriormente transcritos, se advierte que la materia electoral viene a 
comprender ahora conceptos tan amplios que van desde la elección de los representantes mediante 
sufragio, hasta cuestiones organizativas o administrativas del proceso electoral. De esto se concluye que, 
al no existir distingo en este sentido entre las diferentes disposiciones electorales por razón de su 
contenido o de la materia específica que regulan, debe considerarse que, por los fines que persigue la 
reforma al artículo 105, fracción II, de la Constitución Federal para efectos de la impugnación de este tipo 
de disposiciones, no puede distinguírseles unas de otras para efectos del procedimiento en la acción de 
inconstitucionalidad, en tanto que todas inciden en la materia electoral. 

De todo lo expuesto y con base en una interpretación armónica y sistemática, así como teleológica de 
las disposiciones anteriormente referidas y particularmente de las propias de la reforma constitucional de 
mil novecientos noventa y seis, se llega al convencimiento de que, cualquier disposición de naturaleza 
electoral podrá ser materia de impugnación a través de la acción de inconstitucionalidad, y que, por tanto, 
por regla general, debe instruirse el procedimiento y resolverse conforme a las disposiciones específicas 
que para tales asuntos prevé la Ley Reglamentaria de las Fracciones I y II del Artículo 105 de la 
Constitución Federal, pues al no existir disposición expresa o antecedente constitucional o legal alguno 
que permita diferenciar una disposición electoral de otra en la misma materia, por razón de su contenido o 
de la materia específica que regula, no se justifica la aplicación de las reglas específicas para unos y las 
genéricas para otros que para tal efecto prevé la citada Ley Reglamentaria. 

Todo lo anterior se robustece si se atiende que, antes de la reforma de mérito, la acción de 
inconstitucionalidad era improcedente en tratándose de normas generales en materia electoral, lo que 
justificaba distinguir la materia de la disposición para efectos de la procedencia de la acción, pero que, 
suprimida tal prohibición, no existe ya razón alguna y menos de carácter procesal, para distinguir una 
norma electoral de otra por razón de su contenido, cuando de hecho la acción procede en contra de 
cualquiera de éstas, las que, finalmente, siendo de naturaleza electoral, van a incidir de una u otra manera 
en los procesos electorales respectivos y de ahí que deba tramitarse la acción con sujeción a las mismas 
reglas procedimentales. 

Por lo tanto, contrario a lo que afirma la parte demandada, con independencia de que la Ley del 
Servicio Profesional Electoral sea o no intrínsecamente electoral, y que únicamente se refiera a la 
planeación, organización y operación del servicio profesional electoral y al personal de la Comisión Estatal 
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Electoral, lo cierto es que también regula cuestiones electorales, por lo que su tramitación y resolución 
debe sujetarse a las disposiciones específicas para tales asuntos. 

En otro aspecto y sin perjuicio de lo anterior, cabe señalar que la Ley del Servicio Profesional Electoral 
que se combate, contiene diversas disposiciones que regulan cuestiones diversas propias del servicio 
profesional electoral y de la Comisión Estatal Electoral, entre las cuales, se encuentran disposiciones que 
inciden dentro de alguno de los supuestos de la “materia electoral” que específicamente enumera el 
artículo 116, fracción IV, de la Constitución Federal, como lo es lo relativo a las autoridades electorales 
que participan en la organización y desarrollo de los procesos respectivos, y que, por tanto, le darían el 
carácter de una ley electoral, circunstancia que justifica el tratamiento de la presente acción como 
electoral. 

En efecto, la Ley Electoral del Estado de Nuevo León contiene un Título Tercero: De los organismos 
electorales y jurisdiccionales (artículos 65 a 67). En el Capítulo Primero de este Título se prevé: La 
Comisión Estatal Electoral (artículo 68). 

Este Capítulo Primero se subdivide a su vez en tres secciones: 
Sección 1: De la residencia e integración (artículos 69 a 80). 
Sección 2: De las facultades y obligaciones (artículos 81 a 83). 
Sección 3: De la Coordinación Técnica Electoral (artículos 84 a 93). 
En lo que interesa, los artículos 65, 66 y 68 de la Ley Electoral en cita, disponen: 

"Art. 65. La función electoral se ejerce por los "organismos electorales, con la concurrencia 
de "los partidos políticos y los ciudadanos, quienes "participarán en la organización, 
desarrollo, "vigilancia, e impugnación de los procesos "electorales en los términos de la 
presente Ley. --- "Para la organización, desarrollo y vigilancia los "procesos electorales se 
establecen los siguientes "organismos: 
I. "Comisión Estatal Electoral; 
II. "Comisiones Municipales Electorales; 
III. "Mesas Directivas de Casilla. 
"Para el control de la legalidad y la resolución de "las controversias que se susciten en 
materia "electoral, se establece en el Título Primero de la "Tercera Parte de esta Ley, el 
Tribunal Electoral del "Estado.” 
"Art. 66. Son fines de la Comisión Estatal Electoral, "de las Comisiones Municipales 
Electorales y del "Tribunal Electoral del Estado: 
I. "Contribuir al desarrollo de la vida democrática y "al fortalecimiento del sistema de partidos 
"políticos; garantizando el cumplimiento de los "principios rectores del proceso electoral, 
"contenidos en la Constitución Política del Estado. 
II. "Garantizar a los ciudadanos el ejercicio de los "derechos político-electorales y vigilar el 
"cumplimiento de las obligaciones que les impone "esta Ley; 
III. “Garantizar la celebración periódica y pacífica "de las elecciones para renovar a los 
integrantes "de los Poderes Legislativo y Ejecutivo del Estado "así como de los 
Ayuntamientos de la entidad; 
IV. “Garantizar que los actos y resoluciones "electorales de su competencia se sujeten al 
"principio de legalidad; 
V. "Velar por la autenticidad y efectividad del "sufragio y por la imparcialidad de los 
organismos "electorales; y 
VI. "Coadyuvar en la promoción y difusión de la "cultura política.” 
"Art. 68.- La Comisión Estatal Electoral es un "organismo público, independiente y autónomo, 
"con personalidad jurídica propia, de carácter "permanente, responsable del Registro Estatal 
de "Electores y de la preparación, dirección, "organización y vigilancia de los procesos 
"electorales ordinarios y extraordinarios para la "elección de Gobernador, Diputados y 
"Ayuntamientos que se realicen en la entidad. "Además, tiene la atribución de asignar las 
"diputaciones de representación proporcional que "correspondan a cada partido político. --- 
La "Comisión Estatal Electoral elaborará, administrará "y ejercerá en forma autónoma el 
presupuesto de "egresos que enviará por conducto del Ejecutivo al "Congreso del Estado 
para su aprobación y estará "obligada a presentar su cuenta pública en los "términos legales, 
incluyendo en ésta el "presupuesto del Tribunal Electoral del Estado y el "financiamiento 
público otorgado a los partidos "políticos. Su cuenta pública será presentada al "Congreso del 
Estado durante el primer trimestre "del año siguiente al del ejercicio presupuestal del "que se 
trate, para su revisión y aprobación en el "siguiente período ordinario de sesiones.” 

Por su parte, la Ley del Servicio Profesional Electoral impugnada, se conforma de la siguiente manera: 
Capítulo I: Disposiciones generales (artículos 1o. al 7o.). 
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Capítulo II: Del personal de la Comisión Estatal Electoral. 
 Sección Primera: De su clasificación (artículos 8o. al 14). 
 Sección Segunda: Del Desarrollo (artículos 15 al 18). 
 Sección Tercera: De las Licencias (artículo 19). 
 Sección Cuarta: De la Suspensión y de la Terminación del Trabajo (artículos 20 al 24). 
Capítulo III: Del Servicio Profesional Electoral. 
 Sección Primera: De las Normas Generales (artículos 25 al 29). 
 Sección Segunda: De la Integración (artículos 30 al 33). 
 Sección Tercera: Del Ingreso (artículos 34 al 37). 
 Sección Cuarta: De las Obligaciones (artículos 38 a 39). 
 Sección Quinta: De los Derechos (artículo 40). 
 Sección Sexta: Del sistema de Evaluación (artículos 41 a 44). 
 Sección Séptima: De la Promoción y Movilidad (artículos 45 a 50). 
Capítulo IV: Del personal técnico y administrativo (artículos 51 a 59). 
Los artículos de la Ley impugnada que interesan, disponen: 

"Art. 1o. La presente Ley es de orden público e "interés social y tiene por objeto establecer 
las "normas y criterios aplicables a la organización, "operación y desarrollo del Servicio 
Profesional "Electoral y al personal de la Comisión Estatal "Electoral, de carácter permanente 
o eventual.” 
"Art. 2.- La Comisión Estatal Electoral organizará el "Servicio Profesional Electoral. En esta 
tarea "contará con la colaboración de los representantes "de los partidos políticos, 
acreditados legalmente "ante la misma.” 
"Art. 4o.- Serán principios rectores para la "formación de los miembros del Servicio 
"Profesional Electoral, la equidad, independencia, "imparcialidad, legalidad, objetividad y 
certeza.” 
"Art. 5.- El Servicio Profesional Electoral tiene por "objeto: 
I. "Dotar a la Comisión de personal conformado por "funcionarios especializados, para prestar 
el "servicio electoral; y 
II. "Asegurar el desempeño profesional de las "actividades de la Comisión.” 

De las disposiciones antes transcritas de la Ley Electoral Estatal, se advierte que la Comisión Estatal 
Electoral, es un organismo que participa en la organización, desarrollo y vigilancia de los procesos 
electorales, y que tiene como fin, entre otros: garantizar el cumplimiento de los principios rectores del 
proceso electoral; el ejercicio de los derechos político-electorales y vigilar el cumplimiento de las 
obligaciones que les impone esta Ley; la celebración periódica y pacífica de las elecciones para renovar a 
los integrantes de los Poderes Legislativo y Ejecutivo del Estado así como de los Ayuntamientos de la 
entidad; que los actos y resoluciones electorales de su competencia se sujeten al principio de legalidad; 
velar por la autenticidad y efectividad del sufragio y por la imparcialidad de los organismos electorales; y, 
coadyuvar en la promoción y difusión de la cultura política. 

Además, que la Comisión Estatal Electoral es responsable del Registro Estatal de Electores y de la 
preparación, dirección, organización y vigilancia de los procesos electorales ordinarios y extraordinarios 
para la elección de Gobernador, Diputados y Ayuntamientos que se realicen en la entidad; tiene la 
atribución de asignar las diputaciones de representación proporcional que correspondan a cada partido 
político. 

Por otro lado, conforme a las disposiciones transcritas de la Ley del Servicio Profesional, se aprecia 
que tiene por objeto establecer las normas y criterios aplicables a la organización, operación y desarrollo 
del servicio profesional electoral y al personal de la Comisión Estatal Electoral, para la consecución de los 
fines y objetivos enmarcados en la Ley Electoral del Estado. 

En estas condiciones, es evidente que la Comisión Estatal tiene facultades y obligaciones 
trascendentes en los procesos electorales correspondientes; por lo tanto, las disposiciones de la Ley 
impugnada que ve lo relativo a la organización, operación y desarrollo del servicio profesional electoral y 
al personal de la Comisión Estatal Electoral, sí constituyen normas que trascienden directa o 
indirectamente en los procesos electorales, pues dan efectividad a las disposiciones de la Ley Electoral 
del Estado en lo concerniente a la Comisión Estatal Electoral que participa directamente en el desarrollo 
de dichos procesos, lo que confirma el hecho de que la presente acción por la que se impugna la Ley que 
rige el servicio profesional electoral y a la citada Comisión, sí es de naturaleza netamente electoral y, por 
tanto, rigen al efecto las disposiciones específicas que para este tipo de asunto prevé la Ley 
Reglamentaria de las Fracciones I y II del Artículo 105 de la Constitución Federal, máxime que, como ya 
quedó expuesto, la norma fundamental no hace distingo entre las disposiciones electorales para efectos 
de la acción de inconstitucionalidad. 
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No obsta a lo anterior el que del análisis integral del escrito de demanda se advierta que 
esencialmente se combate el procedimiento legislativo de la Ley impugnada, así como las facultades de la 
Legislatura para su emisión y las que se otorgan a la Comisión Estatal Electoral para la formación del 
servicio profesional electoral y de la integración de la Comisión en cita, ya que, si bien, en función de ello 
no se combaten en forma directa los preceptos propios de la Ley que guardan relación con la materia 
electoral, con excepción de los impugnados en el cuarto y quinto conceptos de invalidez que sí se 
combaten expresamente (artículos 9o., 11, 27, 30, fracción VII, 42, 55 y Segundo Transitorio); también lo 
es que con tales conceptos de invalidez, de resultar fundados, se podría afectar la validez del 
ordenamiento en su integridad, el que, como ya se dijo, sí guarda una relación con aspectos 
fundamentales electorales. 

Sin perjuicio de todo lo expuesto, cabe destacar que la tramitación de la acción conforme a las reglas 
específicas para los asuntos en que se impugnen leyes electorales, de cualquier manera no causa ningún 
agravio como lo manifiesta el Congreso Estatal, aunque se considerara que la Ley impugnada no es de 
naturaleza electoral, toda vez que, por un lado, está sujeto a los mismos plazos que las demás partes, por 
otro, tuvo el derecho de rendir su informe, ofrecer pruebas y formular sus alegatos y, finalmente, si bien, 
de conformidad con el artículo 70 de la Ley Reglamentaria de la materia, no pudo recurrir el auto de 
admisión de la demanda por tratarse de un asunto electoral, también lo es que no le causa un agravio 
trascendente y grave, pues estuvo en condiciones de expresar durante la instrucción los motivos de 
improcedencia que a su juicio se actualizaban, los que de cualquier manera serán analizados en esta 
sentencia y de resultar fundado alguno provocará el sobreseimiento de la acción. 

QUINTO.- Previamente al estudio del fondo del asunto, deben analizarse las causales de 
improcedencia que invoquen las partes o que de oficio advierta este Tribunal, ya que de resultar fundada 
alguna podría provocar el sobreseimiento de la acción intentada. 

1.- La Legislatura del Estado de Nuevo León, aduce que en el caso se actualiza la causal de 
improcedencia prevista en el artículo 19, fracción VIII, en relación con el artículo 60, ambos de la Ley 
Reglamentaria de las Fracciones I y II del Artículo 105 de la Constitución Federal, ya que, de sostenerse 
que en el caso la Ley impugnada es de naturaleza electoral, los legitimados para su impugnación a través 
de la acción de inconstitucionalidad serían los partidos políticos nacionales o con registro en la entidad 
federativa donde tenga vigencia la referida Ley, y no el treinta y tres por ciento de los integrantes de la 
Legislatura Estatal. 

Los artículos 105, fracción II, incisos d) y f), de la Constitución Federal y 62 de su Ley Reglamentaria, 
disponen: 

"Art. 105.- La Suprema Corte de Justicia de la "Nación conocerá, en los términos que señale 
la "ley reglamentaria, de los asuntos siguientes:…II.- "De las acciones de inconstitucionalidad 
que "tengan por objeto plantear la posible "contradicción entre una norma de carácter general 
"y esta Constitución. --- Las acciones de "inconstitucionalidad podrán ejercitarse, dentro de 
"los treinta días naturales siguientes a la fecha de "publicación de la norma, por: … d) El 
equivalente "al treinta y tres por ciento de los integrantes de "alguno de los órganos 
legislativos estatales, en "contra de leyes expedidas por el propio órgano, "y…f) Los partidos 
políticos con registro ante el "Instituto Federal Electoral, por conducto de sus "dirigencias 
nacionales, en contra de leyes "electorales federales o locales y los partidos "políticos con 
registro estatal, a través de sus "dirigencias, exclusivamente en contra de leyes "electorales 
expedidas por el órgano legislativo del "estado que les otorgó el registro…”. 
"Art. 62. En los casos previstos en los incisos a), "b), d) y e) de la fracción II del artículo 105 
de la "Constitución Política de los Estados Unidos "Mexicanos, la demanda en que se ejercite 
la "acción deberá estar firmada por cuando menos el "treinta y tres por ciento de los 
integrantes de los "correspondientes órganos legislativos….” 

Como ya quedó expuesto en el considerando que antecede, con motivo de la reforma al artículo 105, 
fracción II, de la Constitución Federal, publicada en el Diario Oficial de la Federación el veintidós de 
agosto de mil novecientos noventa y seis, se suprimió la prohibición que existía para impugnar leyes 
electorales a través de la acción de inconstitucionalidad, en los términos del propio precepto vigente antes 
transcrito, en el que se legitimó a los partidos políticos para impugnar este tipo de leyes. 

Al suprimirse la prohibición que antes existía y que se encontraba expresamente en el primer párrafo 
de la fracción II del referido artículo 105, se establece así un régimen general, por así llamarlo, que 
permite a todos los legitimados para ejercer esta acción precisados en los diferentes incisos de dicha 
fracción, para combatir disposiciones en materia electoral, con las únicas limitantes que los mismos 
incisos establecen. 

Al efecto, la disposición constitucional establece en sus primeros cinco incisos: 
"Art. 105.- La Suprema Corte de Justicia de la "Nación conocerá, en los términos que señale 
la "ley reglamentaria, de los asuntos siguientes:… 
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"II. De las acciones de inconstitucionalidad que "tengan por objeto plantear la posible 
"contradicción entre una norma de carácter general "y esta Constitución. --- Las acciones de 
"inconstitucionalidad podrán ejercitarse, dentro de "los treinta días naturales siguientes a la 
fecha de "publicación de la norma, por: 
a) “El equivalente al treinta y tres por ciento de los "integrantes de la Cámara de Diputados 
del "Congreso de la Unión, en contra de leyes "federales o del Distrito Federal expedidas por 
el "Congreso de la Unión; 
b) "El equivalente al treinta y tres por ciento de los "integrantes del Senado, en contra de 
leyes "federales o del Distrito Federal expedidas por el "Congreso de la Unión o de tratados 
"internacionales celebrados por el Estado "Mexicano; 
c) "El Procurador General de la República, en "contra de leyes de carácter federal, estatal y 
del "Distrito Federal, así como de tratados "internacionales celebrados por el Estado 
"Mexicano; 
d) "El equivalente al treinta y tres por ciento de los "integrantes de alguno de los órganos 
legislativos "estatales, en contra de leyes expedidas por el "propio órgano, y 
e) "El equivalente al treinta y tres por ciento de los "integrantes de la Asamblea de 
Representantes del "Distrito Federal, en contra de leyes expedidas por "la propia Asamblea, 
y…”. 

Conforme a los anteriores incisos y acorde con el sistema genérico instituido con la aludida reforma, el 
Procurador General de la República puede impugnar cualquier norma general y tratados internacionales; 
el equivalente al treinta y tres por ciento, cuando menos, de los integrantes del seno legislativo local de 
donde emane la norma impugnada; y, el mismo porcentaje de diputados o senadores del Congreso de la 
Unión en contra de leyes federales o del Distrito Federal expedidas por el propio Congreso, y estos últimos 
también en contra de tratados internacionales celebrados por el Estado Mexicano; todos éstos están 
legitimados, respectivamente en cada caso, para plantear la contradicción de normas de carácter general 
con la Constitución Federal, dentro de las que quedan comprendidas, por no existir salvedad expresa al 
respecto, las leyes electorales. 

No obsta a lo anterior, que en el inciso f) que se adicionó, se establezca que los partidos políticos 
pueden impugnar leyes electorales, pues esto no significa que únicamente los partidos sean los que lo 
puedan hacer, pues de ser así, el Poder Reformador expresamente lo hubiera señalado; tampoco modifica 
el criterio anterior el hecho de que en seguida del inciso f) se haya adicionado un párrafo en el que se 
establece que la única vía para plantear la no conformidad de leyes electorales y la Constitución Federal, 
lo sea la acción de inconstitucionalidad, que haga suponer que este párrafo se refiera únicamente al 
supuesto del inciso f), en virtud de que tal disposición debe entenderse como parte del sistema general y 
no vinculado estricta y únicamente al citado inciso, ya que, de otra manera, en el referido párrafo se 
hubiera señalado expresamente que la única vía para impugnar leyes electorales que sean contrarias a la 
Constitución sería la prevista en el referido inciso f). 

Armónicamente interpretada la disposición constitucional y acorde con el espíritu de su reforma, se 
concluye que se amplía la legitimación de la acción de inconstitucionalidad frente a una clase específica 
de leyes: las electorales, respecto de las cuales el círculo de legitimación se extiende, bajo ciertas 
condiciones formales y territoriales, a los partidos políticos, lo que se explica por el especial interés que 
éstos tienen en cuanto tales respecto de este tipo de leyes, así como por la necesidad del fortalecimiento 
de las minorías. 

Es claro que los partidos políticos son los principales interesados en velar por el respeto a las reglas 
en el proceso electoral, pero ello no justificaría, no obstante, la exclusión de los legitimados por el régimen 
común para impugnar las leyes electorales y, por ello mismo, la legitimación específica de los partidos es 
concurrente con la de los demás legitimados, quienes también pueden participar de manera relevante en 
esta tarea de control constitucional. 

2.- La parte demandada aduce que la acción de inconstitucionalidad es improcedente, toda vez que se 
plantea la contravención a disposiciones de la Constitución Estatal, pero no así de la Constitución Federal, 
requisito indispensable de procedencia de conformidad con el artículo 105, fracción II, antepenúltimo 
párrafo, de la Constitución Federal. 

Es parcialmente fundado el motivo de improcedencia invocado. 
Del análisis integral de los conceptos de invalidez se aprecia que en una parte del quinto concepto sí 

se plantea la violación a los artículos 5o., 14 y 123 de la Constitución Federal, por lo que, en este aspecto, 
la acción no resulta improcedente. 

Respecto de la última parte del quinto concepto de invalidez y de los cuatro primeros conceptos de 
invalidez, en éstos efectivamente se alega transgresión a diversos preceptos de la Constitución Estatal y 
no así de la Constitución Federal. 
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a) En su última parte del quinto concepto de invalidez, se alega que el Artículo Segundo Transitorio de 
la Ley del Servicio Profesional Electoral, violenta lo dispuesto por la fracción VIII del artículo 63 de la 
Constitución del Estado de Nuevo León, ya que la facultad de crear empleos, oficinas y plazas que 
requiera la administración pública del Estado, así como suprimirlos cuando cese su necesidad, 
corresponde al Congreso Local, pero no le compete definir la conclusión de los cargos de los integrantes 
de la Comisión Estatal Electoral. 

b) En el primer concepto de invalidez se aduce contravención a lo dispuesto por los artículos 63, 
fracción IV, y 152, en relación con los artículos 45 y 148, todos de la Constitución Política del Estado de 
Nuevo León, esencialmente en virtud de que la Ley del Servicio Profesional Electoral, es una ley que la 
Constitución Estatal reputa como constitucional de conformidad con su artículo 45, dado que regula la 
organización del servicio profesional electoral y al personal de la Comisión Estatal Electoral, por lo que 
debió sujetarse al procedimiento previsto para reformar tal tipo de leyes, concretamente para ser admitida 
a discusión requería el voto de la mayoría de los miembros presentes de la legislatura. 

c) En el segundo concepto de invalidez se aduce contravención a los artículos 63, fracción IV, y 152, 
en relación con el 45, 148 y 149, todos de la Constitución Estatal, ya que, al tratarse la ley impugnada de 
una ley constitucional conforme al artículo 45 de la Constitución Local, no debió ser votada en el mismo 
período de sesiones en que fuera sometida a la consideración de la Legislatura sin acuerdo previo del 
Congreso, además de que debió haberse publicado y circulado con extracto de la discusión respectiva, 
previamente a su aprobación. 

d) En el tercer concepto de invalidez se alega violación a los artículos 63, fracción IV, y 85, fracción X, 
de la Constitución Estatal, y 86 de la Ley Electoral del Estado, ya que la Legislatura Estatal carece de 
competencia para reglamentar la Ley Electoral, y con la Ley del Servicio Profesional Electoral está 
reglamentando a la Ley Electoral, cuando dicha facultad le corresponde al Ejecutivo Estatal. 

e) En el cuarto concepto de invalidez se aduce contravención a los artículos 27, 30, 63, fracción IV, y 
85, fracción X, de la Constitución Estatal, ya que, conforme a los artículos 9o., 11, 27, 30, fracción VII, 42 
y 55 de la Ley impugnada, indebidamente se confieren a la Comisión Estatal Electoral, facultades 
extraordinarias para determinar mediante la expedición de “catálogo”, la creación de empleos, oficinas y 
plazas, y la determinación del personal que se considere como “profesional”, así como para determinar 
los términos y condiciones mediante los cuales evalúe al personal, facultades que se le delegan sin 
fundamento legal y que competen al Poder Ejecutivo. 

De los referidos conceptos de invalidez puede advertirse que, efectivamente, no existe planteamiento 
alguno de contradicción entre la Ley impugnada y la Constitución Federal. 

Los artículos 105, fracción II, antepenúltimo párrafo, de la Constitución Federal y 71 de su Ley 
Reglamentaria, disponen: 

"Art. 105.- … La única vía para plantear la no "conformidad de las leyes electorales a la 
"Constitución es la prevista en este artículo…”. 
"Art. 71.- Al dictar sentencia, la Suprema Corte de “Justicia de la Nación deberá corregir los 
errores “que advierta en la cita de los preceptos invocados “y suplirá los conceptos de 
invalidez planteados en “la demanda. La Suprema Corte de Justicia de la “Nación podrá 
fundar su declaratoria de “inconstitucionalidad en la violación de cualquier “precepto 
constitucional, haya o no sido invocado “en el escrito inicial. 
“Las sentencias que dicte la Suprema Corte de “Justicia de la Nación sobre la no 
conformidad de “leyes electorales a la Constitución, sólo podrán “referirse a la violación de los 
preceptos “expresamente señalados en el escrito inicial”. 

De conformidad con el artículo 105, fracción II, antepenúltimo párrafo, de la Constitución Federal, la 
acción de inconstitucionalidad es la única vía para impugnar disposiciones generales que sean contrarias 
a la Carta Magna, por lo que, para tal efecto, es requisito necesario de procedencia el señalamiento de la 
disposición constitucional que se estime violada. Debe resaltarse que, de conformidad con el primer 
párrafo del artículo 71 de la Ley Reglamentaria de la disposición constitucional de referencia, en este tipo 
de vía constitucional opera un régimen de suplencia de la queja, en virtud del cual, esta Suprema Corte 
está en aptitud de corregir la cita de los preceptos constitucionales que se estimen violados y de suplir los 
conceptos de invalidez planteados e, incluso, de fundar la declaratoria de inconstitucionalidad en la 
violación de preceptos constitucionales que no hayan sido invocados en la demanda; sin embargo, para 
efectos de las acciones de inconstitucionalidad en que se combatan normas generales electorales, este 
régimen de suplencia no opera por disposición expresa del segundo párrafo del mencionado artículo 71, 
en cuyo caso, la sentencia sólo podrá referirse a la violación del precepto constitucional expresamente 
señalado en el escrito inicial. Esto implica un caso de excepción que rompe la regla genérica establecida 
en el primer párrafo, por lo que, atendiendo a la naturaleza electoral de las leyes o normas generales 
impugnadas, deberá regir el principio de estricto derecho, lo que significa que en este tipo de asuntos no 
operará la suplencia de la queja y, por ende, esta Suprema Corte no podrá corregir, en ningún caso, la 
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cita del precepto constitucional violado y menos aun, sustentar una declaratoria de inconstitucionalidad en 
preceptos que no fueron invocados por la parte accionante. 

De lo anterior se sigue que la procedencia de la acción de inconstitucionalidad en contra de leyes o 
normas generales electorales, está sujeta a que la parte promovente señale expresamente la disposición 
constitucional que se estima violada, por lo que, si en el caso no se planteó contravención a algún 
precepto de la Constitución Federal, este Alto Tribunal se encuentra imposibilitado jurídicamente para 
entrar a su análisis y resolución, sin que proceda tampoco suplir la queja en este aspecto. 

Sirve de apoyo a lo anterior, por analogía, la tesis número XLIV, consultable a fojas 320, Tomo III, 
Marzo de 1996, Tribunal Pleno, Novena Epoca, del Semanario Judicial de la Federación, que dice: 

"CONTROVERSIAS CONSTITUCIONALES ENTRE "UN ESTADO Y UNO DE SUS 
MUNICIPIOS. A LA "SUPREMA CORTE SOLO COMPETE CONOCER DE "LAS QUE SE 
PLANTEEN CON MOTIVO DE "VIOLACIONES A DISPOSICIONES "CONSTITUCIONALES 
DEL ORDEN FEDERAL. Para "determinar los planteamientos cuyo conocimiento 
"corresponda a esta Suprema Corte, propuestos "mediante la acción de controversia 
constitucional "suscitada entre un Estado y uno de sus "municipios, debe tomarse en 
consideración que "los artículos 105, fracción I, inciso i), de la "Constitución General de la 
República y 10, "fracción I, de la Ley Orgánica del Poder Judicial de "la Federación, limitan su 
competencia a aquellas "controversias que versen sobre la "constitucionalidad de los actos o 
disposiciones "generales impugnados, desprendiéndose de ahí "que se trata de violaciones a 
disposiciones "constitucionales del orden federal. Por lo tanto, "carece de competencia para 
dirimir aquellos "planteamientos contra actos a los que se "atribuyan violaciones a la 
Constitución del Estado "o a leyes locales, cuyo remedio corresponde "establecer al 
constituyente local o a las "legislaturas de los Estados.” 

Cabe destacar que este Alto Tribunal ha sustentado el criterio en el sentido de que en la acción de 
inconstitucionalidad pueden analizarse cuestiones de mera legalidad a la luz de la legislación local 
respectiva, cuando éstas trasciendan de manera fundamental a la disposición general impugnada; sin 
embargo, para tal efecto se requiere la mención expresa de la norma fundamental que se estima violada, 
para estar en condiciones de proceder al análisis correspondiente, máxime que en el caso, como ya se 
dijo, se impugna una ley reputada como electoral, en el que debe estarse expresamente al precepto 
constitucional que se cite en el escrito de demanda, el cual no se señaló. 

Atento a todo lo anterior, únicamente procede entrar al estudio del quinto concepto de invalidez en la 
parte relativa en la que se expresa contravención a la Carta Fundamental. 

SEXTO.- En el quinto concepto de invalidez, el único que será materia de análisis en la presente 
resolución, se alega que el Artículo Segundo Transitorio de la Ley del Servicio Profesional Electoral, 
conculca lo dispuesto por los artículos 5o., 14 y 123, Apartado B, fracción IX, de la Constitución Federal, 
en relación con el 4o. y 63, fracción IV, de la Constitución Política del Estado de Nuevo León, ya que se 
impide a los actuales integrantes de la Coordinación Técnica Electoral ocupar cargo alguno del servicio 
profesional electoral sin que medie determinación judicial o resolución gubernativa que así lo determine; 
se les priva de un derecho laboral sin que se les haya respetado su garantía de audiencia previamente; 
conforme al artículo 5o. de la Ley, se pretende dotar a la Comisión de personal especializado para prestar 
el servicio electoral, e incongruentemente se priva del personal capacitado que venía laborando; y, se 
priva a los actuales integrantes de la Coordinación Técnica Electoral de su trabajo, no obstante ser éste 
“digno y socialmente útil” y sin que exista “causa justificada prevista por la ley” que sustente su despido y 
mucho menos su no elegibilidad para ocupar tales cargos en el futuro. 

Previamente, es pertinente aclarar que la Constitución Federal se subdivide en dos apartados 
fundamentales -dogmático y orgánico-, y que existen procedimientos constitucionales que tutelan la 
salvaguarda de cada uno, como lo es el juicio de amparo respecto de su parte dogmática y la controversia 
constitucional que esencialmente protege la parte orgánica; tocante a la acción de inconstitucionalidad, es 
un procedimiento a través del cual se hace una denuncia de inconstitucionalidad respecto de normas o 
leyes generales que sean contrarias a la Carta Magna, sin más limitación de que la disposición u 
ordenamiento normativo de que se trate contravenga la Constitución Federal; por lo tanto, las partes 
legitimadas para ejercer la acción pueden plantear la contradicción de las normas combatidas y la 
Constitución Federal ya sea con relación a su parte dogmática u orgánica, pues no existe disposición 
alguna que establezca alguna limitación al respecto y tampoco se desprende de los antecedentes 
legislativos de las reformas constitucionales de mil novecientos noventa y cinco y mil novecientos noventa 
y seis, por las que, primero, se instituyó la acción de inconstitucionalidad y, luego, por la que se amplió su 
ámbito de procedencia en contra de leyes electorales. 

Ahora bien, precisado lo anterior, se pasa al estudio del concepto de invalidez propuesto, el que se 
considera infundado en parte y fundado en otra. 

El Artículo Segundo Transitorio de la Ley impugnada, dispone: 
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"SEGUNDO.- Los integrantes de la Coordinación "Técnica Electoral concluirán el cargo que 
les fue "conferido para el proceso electoral de 1997, "dentro de los diez días posteriores 
contados a "partir de la iniciación de vigencia de esta Ley, y no "podrán ser elegibles para 
ocupar los cargos del "Servicio Profesional Electoral a que se refiere el "presente 
ordenamiento.” 

Los artículos 5o., 14 y 123 de la Constitución Federal, en su parte conducente que se aduce violada, 
disponen: 

"Art. 5o.- A ninguna persona podrá impedirse que "se dedique a la profesión, industria, 
comercio o "trabajo que le acomode siendo lícitos. El ejercicio "de esta libertad sólo podrá 
vedarse por "determinación judicial, cuando se ataquen los "derechos de tercero, o por 
resolución gubernativa, "dictada en los términos que marque la ley, cuando "se ofendan los 
derechos de la sociedad….”. 
"Art. 14. … Nadie podrá ser privado de la vida, de la "libertad o de sus propiedades, 
posesiones o "derechos, sino mediante juicio seguido ante los "tribunales previamente 
establecidos, en el que se "cumplan las formalidades esenciales del "procedimiento y 
conforme a las leyes expedidas "con anterioridad al hecho….”. 
"Art. 123….Toda persona tiene derecho al trabajo "digno y socialmente útil; al efecto, se 
promoverán "la creación de empleos y la organización social "para el trabajo, conforme a la 
ley….B.- Entre los "Poderes de la Unión, el Gobierno del Distrito "Federal y sus trabajadores: 
… IX. Los trabajadores "sólo podrán ser suspendidos o cesados por causa "justificada, en los 
términos que fije la ley….”. 

Por su parte, los artículos 4o. y 63, fracción IV, de la constitución Estatal, disponen: 
"Art. 4o.- Toda persona tiene derecho al trabajo "digno y socialmente útil; al efecto se 
promoverán "la creación de empleos y la organización social "para el trabajo, conforme a las 
leyes. --- A "ninguna persona podrá impedirse que se dedique "a la profesión, industria, 
comercio o trabajo que le "acomode, siendo lícitos. El ejercicio de esta "libertad sólo podrá 
vedarse por determinación "judicial cuando se ataquen los derechos de "tercero, o por 
resolución gubernativa dictada en "los términos que marque la ley, cuando se "ofendan los 
derechos de la sociedad. Nadie puede "ser privado del producto de su trabajo, sino por 
"resolución judicial.” 
"Art. 63.- Pertenece al Congreso: … IV. Vigilar el "cumplimiento de la Constitución y de las 
leyes, "especialmente de las que garanticen la seguridad "de las personas y propiedades….” 

A efecto de proceder al análisis correspondiente es necesario tomar en consideración lo que disponen 
los artículos 85 y 86 de la Ley Electoral del Estado y el Noveno Transitorio de la misma, que al efecto 
disponen: 

"Art. 85.- La Coordinación Técnica Electoral estará "integrada por las direcciones de 
Organización y "Estadística Electoral, Jurídica, de Capacitación "Electoral, del Registro 
Estatal de Electores y de "Administración.” 
"Art. 86.- Los miembros de la Coordinación Técnica "Electoral serán designados por la 
Comisión "Estatal Electoral y seleccionados mediante "convocatoria pública y examen de 
oposición, "tomando en cuenta los criterios necesarios para la "creación del Servicio 
Profesional Electoral del "Estado, mismo que deberá ser establecido de "acuerdo a las bases 
que para el efecto determine "la propia Comisión Estatal Electoral en el "ordenamiento 
reglamentario correspondiente.” 
"ARTICULO NOVENO: Para el proceso electoral de "1997, los integrantes de la Coordinación 
Técnica "Electoral serán designados por la Comisión "Estatal Electoral a propuesta de su 
Presidente por "lo que se exceptúa por única vez el cumplimiento "de lo dispuesto por el Art. 
86 de esta Ley.” 

En las disposiciones antes transcritas se prevén las direcciones que integran a la Coordinación 
Técnica Electoral, y el mecanismo para designar a sus miembros, estableciendo al efecto que será 
mediante convocatoria pública y examen de oposición. 

Por su parte, el artículo Noveno Transitorio de la Ley Electoral del Estado de Nuevo León, publicada el 
trece de diciembre de mil novecientos noventa y seis en el Periódico Oficial del Estado, se dispone que, 
para el proceso electoral de mil novecientos noventa y siete, los integrantes de la Coordinación Técnica 
Electoral serían designados por la Comisión Estatal Electoral a propuesta de su Presidente, exceptuando 
por única vez el cumplimiento de lo dispuesto por el artículo 86 de la Ley Electoral (convocatoria pública y 
examen de oposición). 

De lo anterior se sigue que, la regla general para la designación de los miembros de la Coordinación 
Técnica en cuestión, es la que contiene el artículo 86 de la Ley Electoral Estatal, mediante convocatoria 
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pública y examen de oposición; pero, se establece una regla de excepción transitoria para efectos del 
proceso electoral de mil noventa y siete, en virtud de la cual los integrantes de la citada Coordinación 
serían designados por la Comisión Estatal Electoral a propuesta de su Presidente. 

En estas condiciones, como lo señala el Procurador General de la República en la opinión que 
presentó con motivo de esta acción de inconstitucionalidad, la designación de los integrantes de la 
Coordinación Técnica Electoral que se hizo para efectos del proceso electoral de mil novecientos noventa 
y siete, era de carácter temporal, pues, se insiste, únicamente era con motivo de dicho proceso electoral y 
no para posteriores. 

Consecuentemente, si el artículo Segundo Transitorio de la Ley del Servicio Profesional Electoral que 
se combate, dispone que los integrantes de la Coordinación Técnica Electoral concluirán el cargo que les 
fue conferido para el proceso electoral de mil novecientos noventa y siete, esto constituye, únicamente, un 
efecto y consecuencia de lo dispuesto por el artículo Noveno Transitorio de la Ley Electoral Estatal de mil 
novecientos noventa y seis, que no es materia de impugnación y que es el que establecía el carácter 
temporal del cargo de los integrantes de la aludida Coordinación Técnica. 

Por lo tanto, siendo el artículo Segundo Transitorio de la Ley impugnada la consecuencia legal y 
necesaria de lo dispuesto por el artículo Noveno Transitorio de la Ley Electoral del Estado, no puede 
decirse que aquél contravenga las disposiciones constitucionales a que se refiere la parte inconforme, 
cuando, en todo caso, sería este último el que dispuso la permanencia temporal de los integrantes de la 
Coordinación Técnica Electoral. 

Por otro lado, lo expuesto demuestra que no existe contravención a los artículos 5o., 14 y 123, 
Apartado B, fracción IX, de la Constitución Federal, ya que no se afectan los derechos laborales de los 
integrantes de la Coordinación Técnica, toda vez que, en la especie, no se trata de un despido, destitución 
o cese del encargo en virtud de lo cual tuvieran que reunirse las formalidades debidas que para tal efecto 
establecen dichas disposiciones (determinación judicial o resolución gubernativa, garantía de audiencia 
previa y suspensión o cese por causa justificada), sino simplemente se está en presencia de la 
terminación del encargo que venían desempeñando los integrantes de la Coordinación Técnica. 

Atento a lo anterior se considera que el concepto de invalidez es infundado en una parte. 
En otro aspecto se considera que el concepto de invalidez es fundado, ya que el artículo Segundo 

Transitorio de la Ley del Servicio Profesional Electoral, contraviene lo dispuesto por el artículo 5o. de la 
Constitución Federal. 

El artículo Segundo Transitorio que se combate, prevé las siguientes cuestiones: 
a)  La conclusión del cargo conferido a los integrantes de la Coordinación Técnica Electoral 

conferido para el proceso electoral de mil novecientos noventa y siete. 
b)  La no elegibilidad de dichos integrantes de la Coordinación Técnica para ocupar los cargos del 

Servicio Profesional Electoral a que se refiere la Ley impugnada. 
En cuanto al primer aspecto, ya quedó demostrado que no se contravienen los preceptos 

fundamentales que invoca la parte accionante. 
En cuanto a lo segundo, este Alto Tribunal considera que la prohibición para la elegibilidad de los 

integrantes de la Coordinación Técnica que culminan su encargo, para ocupar los cargos del Servicio 
Profesional Electoral, sí contraviene el artículo 5o., primer párrafo, de la Constitución Federal, que al 
efecto dispone: 

"Art. 5o.- A ninguna persona podrá impedirse que "se dedique a la profesión, industria, 
comercio o "trabajo que le acomode siendo lícitos. El ejercicio "de esta libertad sólo podrá 
vedarse por "determinación judicial, cuando se ataquen los "derechos de tercero, o por 
resolución gubernativa, "dictada en los términos que marque la ley, cuando "se ofendan los 
derechos de la sociedad….”. 

La norma constitucional transcrita garantiza la libertad de trabajo, conforme a los siguientes 
lineamientos: 

a)  A ninguna persona podrá impedírsele que se dedique a la profesión, industria, comercio o trabajo 
que le acomode, siendo lícitos. 

b)  El ejercicio de esta libertad sólo podrá vedarse por determinación judicial cuando se ataquen 
derechos de terceros. 

c)  También podrá vedarse por resolución gubernativa, dictada en los términos que marque la ley, 
cuando se ofendan los derechos de la sociedad. 

Estos lineamientos que garantizan la llamada libertad de trabajo, en términos del primer párrafo del 
artículo 5o. de la Carta Magna, se sustentan a su vez en principios fundamentales que constituyen 
requisitos necesarios que deben darse para que se haga exigible la garantía constitucional. 

Esto es así, ya que la libertad de trabajo no se prevé de manera irrestricta e ilimitada, sino que se 
condiciona a la satisfacción de determinados presupuestos fundamentales: a) que no se trate de una 
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actividad ilícita: b) que no se afecten derechos de terceros; y, c) que no se afecten derechos de la 
sociedad en general. 

En lo referente al primer presupuesto, la garantía constitucional cobra real vigencia en la medida que 
se refiera a una actividad lícita, esto es, que esté permitida por la ley; dicho de otra manera, la garantía no 
podrá exigirse cuando sea ilícita, es decir, que esté prohibida por la ley o que, aun y cuando no esté 
prohibida expresamente, de alguna manera pueda significar transgresión al derecho positivo mexicano. 

Por cuanto hace al segundo presupuesto normativo, éste implica que la garantía no podrá ser exigida 
si la actividad a la que pretende dedicarse la persona conlleva a su vez la afectación a derechos de 
terceros, esto es, que estando permitida por la ley, exista un derecho preferente tutelado por la ley en 
favor de otro u otros que se ubiquen en una situación jurídica determinada, que pueda verse afectado por 
el desarrollo de la actividad de aquél. 

Finalmente, el tercer presupuesto normativo implica que la garantía será exigible siempre y cuando la 
actividad, aunque lícita, no afecte el derecho de la sociedad, esto es, existe un imperativo que subyace 
frente al derecho de los gobernados en lo individual, que es el derecho de la sociedad en general. 

Esto último se entiende, en tanto que existe un valor que pondera y asegura el derecho positivo 
mexicano, que se traduce en la convivencia y bienestar social en todos sus aspectos, por ello, se protege 
el interés de la sociedad por encima del interés particular, por lo que, cuando este último puede lesionar el 
del primero afectando dichos valores, en aras de ese interés mayor se limita o condiciona el individual 
cuando con éste puede afectarse aquél en una proporción mayor del beneficio que en lo individual 
obtendría un solo individuo. 

En estas condiciones, puede considerarse que la garantía individual que consagra el artículo 5o., 
primer párrafo, Constitucional, no es absoluta, en tanto que pondera a su vez la licitud de la actividad de 
que se trate así como los derechos de terceros y de la sociedad en general, consignando de esta manera 
limitaciones a dicha garantía basados en principios fundamentales a los que debe atenderse para su 
exigibilidad y tutela. Por otra parte, del análisis cuidadoso del artículo 5o. de la Constitución, se desprende 
que el Poder Legislativo, en su función de emitir leyes, puede restringir la libertad de trabajo de una 
manera general, impersonal y abstracta, determinando que una actividad es ilícita, pero de ninguna 
manera puede establecer restricciones a esa garantía en relación a gobernados en particular, aunque 
éstos se mencionen de modo implícito, de modo tal que una vez aplicada a ellos la disposición, ésta 
perderá su eficacia. La razón radica en que la ley debe tener los atributos señalados y, además, en que el 
propio precepto constitucional reserva a la función judicial y a la administrativa ese tipo de restricciones 
personales al determinar que la libertad ocupacional puede vedarse por resolución judicial, cuando se 
afecten derechos de tercero y por resolución gubernativa, en los términos que señale la ley, cuando se 
afecten derechos de la sociedad. 

Ahora bien, a efecto de determinar si la disposición impugnada viola la libertad de trabajo al establecer 
la prohibición contenida en el artículo Segundo Transitorio, que impide la elegibilidad de los integrantes 
salientes de la Coordinación Técnica para ocupar cargos del Servicio Profesional Electoral, debe 
determinarse previamente si se satisfacen los presupuestos que la norma constitucional establece. 

Por una parte y en relación con la licitud de la actividad que requiere la norma constitucional, en el 
caso concreto se trata de la ocupación de un cargo en el Servicio Profesional Electoral previsto en la Ley 
impugnada; su licitud deriva del hecho mismo de que es un cargo público para actividades relacionadas 
con los procesos electorales en la entidad federativa, previsto expresamente en un ordenamiento legal 
emitido por la Legislatura del Estado y que es de orden público e interés social conforme al artículo 1o. de 
la propia Ley, y que el objeto del Servicio Profesional Electoral, de conformidad con el artículo 5o. de la 
misma, es dotar a la Comisión Estatal Electoral de personal conformado por funcionarios especializados 
para prestar el servicio electoral y asegurar el desempeño profesional de las actividades de la Comisión 
en cita. Lo anterior demuestra que, efectivamente, un cargo dentro del Servicio Profesional de mérito es 
una actividad lícita permitida por la ley. 

Por cuanto a que la actividad no debe afectar derechos de terceros, debe decirse al respecto que los 
cargos en el Servicio Profesional Electoral que prevé la Ley impugnada, serán ocupados por las personas 
que se seleccionen mediante convocatoria pública y concurso de oposición, de tal forma que, si existe la 
vacante y se reúnen los requisitos necesarios para tal efecto, los aspirantes podrán participar en el 
concurso de selección, sin que ello pueda implicar afectación a derechos de terceros. 

Finalmente, por cuanto hace a que no deben afectarse derechos de la sociedad, cabe señalar que un 
cargo en el Servicio Profesional Electoral del Estado, no puede implicar lesión al interés general, en la 
medida que, como ya quedó expuesto, la Ley que lo rige es de orden público e interés social y, además, 
tiene por objeto dotar a la Comisión Estatal Electoral de personal conformado por funcionarios 
especializados para prestar el servicio electoral y asegurar el desempeño profesional de las actividades de 
la Comisión, lo cual evidentemente es en beneficio de la propia sociedad a efecto de que la organización y 
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desarrollo de los procesos electorales se lleve a cabo por personal especializado y con ello se logren los 
fines que se persiguen. 

En este orden de ideas, se concluye que un cargo dentro del Servicio Profesional Electoral conforme a 
la Ley impugnada, es acorde con los principios fundamentales en que se basa la garantía de libertad de 
trabajo. 

Precisado lo anterior, procede analizar ahora el contenido de la disposición impugnada. 
El artículo 86 de la Ley Electoral del Estado, anteriormente transcrito, dispone que los miembros de la 

Coordinación Técnica Electoral, órgano que forma parte del Servicio Profesional Electoral (artículo 30, 
fracción I, de la Ley del Servicio Profesional Electoral), serán seleccionados mediante convocatoria 
pública y examen de oposición, por lo que, si éstos son los requisitos para poder participar en la 
selección, debe considerarse que si se satisfacen debidamente, no debe existir impedimento para que 
cualquier persona, incluso los anteriores integrantes de la Coordinación Técnica, participen y 
eventualmente puedan ser seleccionados para los cargos del Servicio Profesional Electoral, pues en tales 
condiciones no tienen impedimento para tal efecto. 

Por otra parte, los artículos 5o., 6o. y del 25 al 37, de la Ley del Servicio Profesional Electoral, 
disponen: 

"Art. 5o. El Servicio Profesional Electoral tiene por "objeto: 
I. "Dotar a la Comisión de personal conformado por "funcionarios especializados para prestar 
el "servicio electoral; y 
II. "Asegurar el desempeño profesional de las “actividades de la Comisión.” 
"Art. 6o.- Para el cumplimiento del objeto del "Servicio Profesional Electoral, la Comisión 
"deberá: 
I. "Reclutar y seleccionar mediante convocatoria "pública y examen de oposición, al personal 
"profesional conforme a lo establecido en la "presente Ley; 
II. "Formar y desarrollar el personal de la Comisión, “conforme a lo establecido en esta Ley; 
III. "Generar en su personal la lealtad e “identificación con la Comisión; 
IV. "Fomentar en su personal la vocación por el "desarrollo de la vida democrática orientada 
por "valores éticos, jurídicos y políticos y el apego a "los principios rectores de la Ley 
Electoral; 
V. “Propiciar la permanencia, superación y “consolidación de su personal; y 
VI. “Evaluar periódicamente la labor de su personal “y retribuirlo adecuadamente.” 
"Art. 25.- La Comisión llevará a cabo la planeación, "organización, operación y supervisión del 
Servicio "Profesional Electoral, auxiliándose al efecto con "las direcciones que estime 
pertinentes. Para ello, "elaborará las normas, políticas, organización "administrativa y 
procedimientos "correspondientes.” 
"Art. 26.- El ingreso al Servicio Profesional "Electoral se dará bajo el principio de igualdad de 
"oportunidades, considerando los conocimientos, "idoneidad, probidad y competencia. Para la 
"permanencia y promoción en el mismo, se tomará "en cuenta los resultados de la evaluación 
de su "desempeño y su desarrollo personal y "profesional.” 
"Art. 27.- La Comisión aprobará su estructura "orgánica de conformidad a sus objetivos, 
"funciones, programas de trabajo y disponibilidad "presupuestal. También establecerá el 
Catálogo "que determine los puestos y la cantidad "requeridos para cada área de la 
Comisión, de "acuerdo a las necesidades de la misma.” 
"Art. 28.- Para el desempeño de un puesto directivo "en la Comisión se deberán reunir los 
requisitos "establecidos en el artículo 87 y demás relativos, "de la Ley Electoral.” 
"Art. 29.- El Coordinador Técnico Electoral, "analizando los informes de actividades de las 
"direcciones y los órganos, deberá presentar a la "Comisión un informe anual sobre el 
desempeño "del Servicio Profesional Electoral, así como "realizar los estudios e 
investigaciones "complementarios que ésta requiera para su "evaluación.” 
"Art. 30.- El Servicio Profesional Electoral se "integrará por: 
I. "El Coordinador Técnico Electoral; 
II. "El Director de Organización y Estadística “Electoral; 
III. "El Director del Registro Estatal de Electores; 
IV. "El Director de Capacitación Electoral; 
V. "El Director Jurídico; 
VI. "El Director de Administración; y 
VII. "El personal necesario para realizar las "actividades especializadas del servicio que 
"determine la Comisión en el Catálogo.” 
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"Art. 31.- En el Catálogo de la Comisión, cada uno "de los puestos deberá tener una cédula 
de "identificación, la cual contendrá como mínimo los "siguientes datos: 
I. "Nombre; 
II. "Nivel; 
III. "Rama, tipo y clasificación del puesto; 
IV. "Descripción general de las funciones que “deben realizarse; 
V. "Relación de autoridad y comunicación con “puestos superiores, inferiores y similares; y 
VI. "Descripción de requisitos que se deberán "reunir para ocupar el puesto.” 
"Art. 32.- El tabulador y las remuneraciones "aplicables al personal serán aprobados por la 
"Comisión, con base en el presupuesto "autorizado.” 
"Art. 33.- Anualmente, o cuando sea necesario, la "Comisión estudiará y aprobará, en su 
caso, los "cambios al Catálogo, los cuales deberán ser "congruentes con la naturaleza y fines 
del "organismo, así como con las previsiones "presupuestales.” 
"Art. 34.- El reclutamiento y la selección tendrán "como propósito captar aspirantes idóneos 
para "ingresar al Servicio Profesional Electoral, "mediante convocatoria pública y examen de 
"oposición, una vez satisfechos los requisitos "consignados en esta Ley y en la Ley 
Electoral.” 
"Art. 35.- El interesado en ingresar al Servicio "Profesional Electoral deberá cumplir con los 
"siguientes requisitos: 
I. "Ser mexicano por nacimiento; 
II. "Estar en pleno ejercicio de los derechos "políticos; 
III. "Gozar de buena reputación y no haber sido "condenado por delito alguno, salvo que 
hubiese "sido de carácter culposo no agravado; 
IV. "Contar con los conocimientos, aptitudes y "habilidades requeridas para el desempeño del 
"puesto; 
V. "Poseer el título profesional o el grado de "escolaridad necesario para el desempeño de la 
"función; 
VI. "No estar inhabilitado para ocupar cargo o "puesto público; 
VII. "Tener un mínimo de 21 años de edad, "cumplidos a la fecha de la designación; 
VIII. "No ser miembro de algún partido político; 
IX. "Aprobar los exámenes que para el efecto se "determinen; y 
X. "Presentar la solicitud respectiva, acompañada "de la documentación que acredite los 
requisitos "anteriores.” 
"Art. 36.- La selección definitiva de los aspirantes "al Servicio Profesional Electoral la realizará 
la "Comisión, apegándose a los resultados obtenidos "en las pruebas y evaluaciones 
practicadas, así "como a las normas establecidas en esta Ley.” 
"Art. 37.- A los miembros del Servicio Profesional "Electoral así seleccionados, les será 
expedido el "nombramiento correspondiente, el cual contendrá "como mínimo los siguientes 
datos: 
I. "Nombre; 
II. "Puesto que se asigna, indicando los servicios “que deberá prestar; 
III. "Carácter del nombramiento: permanente o "eventual; 
IV. "Fecha en que éste debe empezar a surtir "efectos y, en su caso, la conclusión; y 
V. "Nombre y firma de quien lo expide.” 

De las disposiciones anteriormente transcritas de la Ley del Servicio Profesional Electoral del Estado 
de Nuevo León, puede apreciarse destacadamente, que el Servicio Profesional Electoral tiene por objeto 
dotar a la Comisión Estatal Electoral de personal conformado por funcionarios especializados para prestar 
el servicio electoral y asegurar el desempeño profesional de las actividades de la Comisión, para lo cual 
reclutará y seleccionará al personal profesional mediante convocatoria pública y examen de oposición 
(artículos 5o. y 6o.). 

Además, de conformidad con sus artículos 26, 34 y 35, el ingreso al Servicio Profesional Electoral se 
dará bajo el principio de igualdad de oportunidades, considerando los conocimientos, idoneidad, probidad 
y competencia; el reclutamiento y la selección tendrán como propósito captar aspirantes idóneos para 
ingresar al Servicio, mediante convocatoria pública y examen de oposición; y, que, los interesados 
deberán reunir determinados requisitos formales (ser mexicano por nacimiento; estar en pleno ejercicio de 
sus derechos políticos; tener buena reputación y sin antecedentes penales salvo delito culposo no 
agravado; tener conocimientos, aptitudes y habilidades para el puesto; título profesional o grado escolar 
necesario para la función; no estar inhabilitado para cargo o puesto público; 21 años de edad cumplidos; 
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no ser miembro de algún partido político; aprobar los exámenes respectivos; y, presentar la solicitud 
respectiva con la documentación que acredite los requisitos anteriores). 

De lo anterior se advierte que si los miembros anteriores de la Coordinación Técnica llegan a reunir 
todos y cada uno de los requisitos antes señalados, y además, considerando que el objetivo principal del 
Servicio Profesional Electoral es precisamente dotar de personal capacitado a la Comisión Electoral 
Estatal, bajo el principio de igualdad de oportunidades, considerando los conocimientos, idoneidad, 
probidad y competencia; debe concluirse que no debe existir impedimento para que los anteriores 
miembros de la Coordinación puedan participar y ser elegibles para ocupar los cargos del Servicio 
Profesional Electoral a que se refiere la Ley impugnada. 

En tales circunstancias, es evidente que, si a los citados miembros de la Coordinación se les impide 
ser elegibles para ocupar los cargos de referencia, por disposición del artículo Segundo Transitorio de la 
Ley impugnada, resulta entonces que tal disposición contraviene la garantía de libertad de trabajo prevista 
por el artículo 5o. de la Constitución Federal, que esencialmente establece que a nadie podrá impedirse 
que se dedique a la profesión, industria, comercio o trabajo que le acomode, siendo lícitos y no se afecten 
derechos de tercero o de la sociedad, siendo que en el caso, como ya quedó expuesto con anterioridad, 
no se trata de una actividad ilícita ni se afectan tales derechos. 

Cabe señalar que, en uso de sus atribuciones, las Legislaturas de los Estados pueden legislar a efecto 
de vedar el ejercicio de ciertas actividades; sin embargo, esto deben hacerlo fundada y motivadamente, es 
decir, en el ámbito de su competencia y en circunstancias de modo, tiempo y lugar que así lo requieran. Al 
efecto, la tesis jurisprudencial número 68, consultable a fojas 131, Primera Parte, Tribunal Pleno, del 
Apéndice al Semanario Judicial de la Federación 1917-1988, dice: 

"FUNDAMENTACION Y MOTIVACION DE LOS "ACTOS DE AUTORIDAD LEGISLATIVA. 
Por "fundamentación y motivación de un acto "legislativo, se debe entender la circunstancia 
de "que el Congreso que expide la ley, "constitucionalmente esté facultado para ello, ya "que 
estos requisitos, en tratándose de actos "legislativos, se satisfacen cuando aquél actúa 
"dentro de los límites de las atribuciones que la "constitución correspondiente le confiere 
"(fundamentación), y cuando las leyes que emite se "refieren a relaciones sociales que 
reclaman ser "jurídicamente reguladas (motivación); sin que esto "implique que todas y cada 
una de las "disposiciones que integran estos ordenamientos "deben ser necesariamente 
materia de una "motivación específica.” 

Atento a lo anterior, el Congreso respectivo debe legislar atendiendo a estas condiciones, a fin de 
evitar que incurra en una actuación arbitraria o injustificada, que eventualmente pueda resultar 
inconstitucional. 

Sirve de apoyo a lo anterior, la tesis aislada visible a fojas 4025, Tomo LXI, Segunda Sala, Quinta 
Epoca, del Semanario Judicial de la Federación, que dice: 

"LIBERTAD DE TRABAJO. Del análisis del artículo "4o. Constitucional se advierte que el 
Constituyente "no consagra una libertad absoluta, sino limitada a "las actividades lícitas, 
debiendo entenderse por "éstas, las permitidas por la ley; pero si bien el "legislador puede 
vedar el ejercicio de ciertas "actividades, debe hacerlo en una forma racional y "legítima, 
obligado por exigencias sociales de "carácter urgente e inaplazable, o para reprimir 
"actividades contrarias a la moral, o a las buenas "costumbres.” 

Ahora bien, en el caso concreto la Legislatura Estatal expidió la Ley del Servicio Profesional Electoral, 
a efecto de regular dicho servicio electoral, en la que, como ya quedó expuesto, se prevé un sistema de 
selección del personal que deba integrar ese servicio profesional; sin embargo, en su Segundo artículo 
transitorio, estableció la prohibición para que los que integraban la Coordinación Técnica Electoral, no 
pudieran ser elegibles para ocupar un cargo dentro de ese servicio. 

De esto se sigue que, en primer lugar, en los artículos 6o., 34, 35 y 36 de la Ley impugnada, que 
establecen el mecanismo para la selección y los requisitos que deben reunir los aspirantes, no se prevé 
como requisito el no haber ocupado con anterioridad un cargo en la Coordinación Técnica Electoral, de tal 
manera que no constituye regla general para tal efecto; y, en segundo, la prohibición se incluyó en un 
artículo transitorio con relación únicamente a los integrantes de la citada Coordinación que fueron 
designados para el proceso electoral de mil novecientos noventa y siete. 

De lo expuesto se concluye que la Legislatura Estatal, al establecer la prohibición de mérito, no está 
estableciendo una norma general que justifique una situación determinada, sino que, por el contrario, 
tiende a impedir un derecho legítimo de determinadas personas, para poder participar en un 
procedimiento de selección en el que pueden ser elegibles para ocupar un cargo en el Servicio Profesional 
Electoral, que conforme a las propias disposiciones de la Ley, de reunir los requisitos necesarios, les 
permitirían participar en el concurso respectivo. 

En estas condiciones, resulta evidente que la norma transitoria al establecer la prohibición de mérito, 
afecta la libertad de trabajo de quienes se ubican en los supuestos de la misma. 
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En consecuencia, al resultar parcialmente fundado el concepto de invalidez de referencia, procede 
declarar la invalidez del Artículo Segundo Transitorio de la Ley del Servicio Profesional Electoral del 
Estado de Nuevo León, publicada en el Periódico Oficial del Estado el dos de diciembre de mil 
novecientos noventa y ocho, únicamente respecto de la parte relativa que dice: “… y no podrán ser 
elegibles para ocupar los "cargos del Servicio Profesional Electoral a que se refiere el "presente 
ordenamiento”. 

Por lo expuesto y fundado, se resuelve: 
PRIMERO.- Es parcialmente procedente, infundada en parte y fundada en otra, la acción de 

inconstitucionalidad promovida por la Minoría de los Diputados integrantes de la LXVIII Legislatura del 
Congreso del Estado de Nuevo León, en contra de las autoridades y por las disposiciones precisadas en el 
primer resultando de esta ejecutoria. 

SEGUNDO.- Se declara la invalidez del Artículo Segundo Transitorio de la Ley del Servicio Profesional 
Electoral del Estado de Nuevo León, únicamente en la parte relativa que dice: “… y "no podrán ser 
elegibles para ocupar los cargos del Servicio "Profesional Electoral a que se refiere el presente 
"ordenamiento”. 

TERCERO.- Publíquese esta resolución en el Diario Oficial de la Federación, en el Periódico Oficial 
del Estado de Nuevo León y en el Semanario Judicial de la Federación. 

Notifíquese; haciéndolo por medio de oficio a las partes y, en su oportunidad, archívese el 
expediente. 

Así lo resolvió la Suprema Corte de Justicia de la Nación en Pleno, por unanimidad de diez votos de 
los señores Ministros Aguirre Anguiano, Azuela Güitrón, Castro y Castro, Díaz Romero, Gudiño Pelayo, 
Ortiz Mayagoitia, Román Palacios, Sánchez Cordero, Silva Meza y Presidente Góngora Pimentel. Ausente 
el señor Ministro José Vicente Aguinaco Alemán, por licencia concedida. Fue ponente en este asunto el 
señor Ministro Humberto Román Palacios. 

Firman los señores Ministros Presidente y Ponente, con el Secretario General de Acuerdos que 
autoriza y da fe. 

El Ministro Presidente, Genaro David Góngora Pimentel.- Rúbrica.- El Ministro Ponente, Humberto 
Román Palacios.- Rúbrica.- El Secretario General de Acuerdos, José Javier Aguilar Domínguez.- 
Rúbrica. 

LICENCIADO JOSE JAVIER AGUILAR DOMINGUEZ, SECRETARIO GENERAL DE ACUERDOS DE 
LA SUPREMA CORTE DE JUSTICIA DE LA NACION, CERTIFICA: Que esta fotocopia constante de 
ciento catorce fojas útiles, concuerda fiel y exactamente con su original que obra en el expediente relativo 
a la acción de inconstitucionalidad 10/98, promovida por Tomasa Rivera Juárez, María Elena Chapa 
Hernández, Ricardo Salinas Cantú, Luis Carlos Treviño Berchelman, Eliud Tamez Gómez, Ovidio 
Angel Rodríguez Suárez, Mario Jesús Peña Garza, Enrique Núñez Vela, Arturo B. de la Garza 
Tijerina, Manuel Peña Doria, César Lucio Coronado Hinojosa, Jaime Rodríguez Calderón, Leopoldo 
González González y Oscar J. Adame Garza, en su carácter de Diputados integrantes de la LXVIII 
Legislatura del Congreso del Estado de Nuevo León, en contra de la mencionada Legislatura y del 
Gobernador Constitucional del propio Estado; se certifica para efectos de su publicación en el Diario 
Oficial de la Federación, en términos de lo dispuesto en el párrafo segundo del artículo 44 de la Ley 
Reglamentaria de la fracciones I y II del Artículo 105 de la Constitución Política de los Estados Unidos 
Mexicanos y en cumplimiento de lo ordenado por el Tribunal Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la 
Nación, en el punto Tercero resolutivo de su sentencia dictada en la sesión pública de veinticinco de 
febrero del año en curso. México, Distrito Federal, a dos de marzo de mil novecientos noventa y nueve.- 
Conste.- Rúbrica. 

BANCO DE MEXICO 
TIPO de cambio para solventar obligaciones denominadas en moneda extranjera pagaderas en la 
República Mexicana. 
Con fundamento en el artículo 35 de la Ley del Banco de México; en los artículos 8o. y 10o. del 
Reglamento Interior del Banco de México, y en los términos del numeral 1.2 de las Disposiciones 
Aplicables a la Determinación del Tipo de Cambio para Solventar Obligaciones Denominadas en Moneda 
Extranjera Pagaderas en la República Mexicana, publicadas en el Diario Oficial de la Federación el 22 
de marzo de 1996, el Banco de México informa que el tipo de cambio citado obtenido el día de hoy 
conforme al procedimiento establecido en el numeral 1 de las Disposiciones mencionadas, fue de $9.7927 
M.N. (NUEVE PESOS CON SIETE MIL NOVECIENTOS VEINTISIETE DIEZMILESIMOS MONEDA 
NACIONAL) por un dólar de los EE.UU.A.  

La equivalencia del peso mexicano con otras monedas extranjeras se calculará atendiendo a la 
cotización que rija para estas últimas contra el dólar de los EE.UU.A., en los mercados internacionales el 
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día en que se haga el pago. Estas cotizaciones serán dadas a conocer, a solicitud de los interesados, por 
las instituciones de crédito del país. 

Atentamente 
México, D.F., a 9 de marzo de 1999. 

BANCO DE MEXICO 
 Lic. Javier Duclaud González de Castilla Lic. Héctor Tinoco Jaramillo 
 Gerente de Inversiones Director de Disposiciones 
 y Cambios Nacionales de Banca Central 
 Rúbrica. Rúbrica. 
 

TASAS de interés de instrumentos de captación bancaria en moneda nacional. 
 TASA TASA  
 BRUTA BRUTA 

I. DEPOSITOS A PLAZO   II. PAGARES CON RENDI- 
 FIJO   MIENTO LIQUIDABLE 
   AL VENCIMIENTO 
A 60 días  A 28 días 
Personas físicas 14.07 Personas físicas 15.93 
Personas morales 14.07 Personas morales 15.93 
A 90 días  A 91 días 
Personas físicas 13.83 Personas físicas 16.17 
Personas morales 13.83 Personas morales 16.17 
A 180 días  A 182 días 
Personas físicas 13.60 Personas físicas 15.57 
Personas morales 13.60 Personas morales 15.57 
Las tasas a que se refiere esta publicación, corresponden al promedio de las determinadas por las 

instituciones de crédito para la captación de recursos del público en general a la apertura del día 9 de 
marzo de 1999. Se expresan en por ciento anual y se dan a conocer para los efectos a que se refiere la 
publicación de este Banco de México en el Diario Oficial de la Federación de fecha 11 de abril de 1989. 

México, D.F., a 9 de marzo de 1999. 
BANCO DE MEXICO 

 Lic. Héctor Tinoco Jaramillo Lic. Cuauhtémoc Montes Campos 
 Director de Disposiciones Director de Información  
 de Banca Central del Sistema Financiero 
 Rúbrica. Rúbrica. 
 

TASA de interés interbancaria de equilibrio. 
Según resolución del Banco de México publicada en el Diario Oficial de la Federación del 23 de marzo 
de 1995, y de conformidad con lo establecido en el Anexo 1 de la Circular 2019/95, modificada mediante 
Circular-Telefax 4/97 del propio Banco del 9 de enero de 1997, dirigida a las instituciones de banca 
múltiple, se informa que la Tasa de Interés Interbancaria de Equilibrio a plazo de 28 días, obtenida el día 
de hoy, fue de 27.8750 por ciento. 

La tasa de interés citada se calculó con base a las cotizaciones presentadas por: Bancomer S.A., 
Banca Serfin S.A., Banco Santander Mexicano S.A., Banco Internacional S.A., Banco Nacional de México 
S.A., Citibank México S.A., Chase Manhattan Bank México S.A., Banco Inverlat S.A., y Bancrecer S.A. 

México, D.F., a 9 de marzo de 1999. 
BANCO DE MEXICO 

 Act. David Margolin Schabes Lic. Héctor Tinoco Jaramillo 
 Director de Operaciones Director de Disposiciones 
 Rúbrica. de Banca Central 
  Rúbrica. 
 

INFORMACION semanal resumida sobre los principales renglones del estado de cuenta 
consolidado al 5 de marzo de 1999. 
En cumplimiento de lo dispuesto en el Artículo 41 del Reglamento Interior del Banco de México, publicado 
en el Diario Oficial de la Federación el 16 de marzo de 1995, se proporciona la: 

INFORMACION SEMANAL RESUMIDA SOBRE LOS PRINCIPALES RENGLONES DEL ESTADO DE 
CUENTA CONSOLIDADO AL 5 DE MARZO DE 1999. 

(Cifras preliminares en millones de pesos) 
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ACTIVO 
Reserva Internacional 1/ 303,422 
Crédito al Gobierno Federal 0 
Valores Gubernamentales 2/ 0 
Crédito a Intermediarios Financieros y  
Deudores por Reporto 3/ 110,843 
PASIVO Y CAPITAL CONTABLE 
Fondo Monetario Internacional 75,487 
Base Monetaria 116,642 
 Billetes y Monedas en Circulación 116,630 
 Depósitos Bancarios en Cuenta Corriente 4/ 12 
Depósitos en Cuenta Corriente del Gobierno Federal 66,983 
Depósitos de Regulación Monetaria 33,394 
Otros Pasivos y Capital Contable 5/ 121,759 

1/ Según se define en el Artículo 19 de la Ley del Banco de México. 
2/ Neto de depósitos de regulación monetaria.- No se consideran los 

valores afectos a la reserva para cubrir obligaciones de carácter 
laboral.- En caso de saldo neto acreedor, éste se presenta en el 
rubro de Depósitos de Regulación Monetaria. 

3/ Incluye banca comercial, banca de desarrollo, fideicomisos de 
fomento, operaciones de reporto con casas de bolsa, así como 
créditos otorgados en moneda nacional y en unidades de inversión 
hasta el 19 de enero de 1999 al Fondo Bancario de Protección al 
Ahorro y Fondo de Apoyo al Mercado de Valores. 

4/ Se consigna el saldo neto acreedor del conjunto de dichas cuentas, 
en caso de saldo neto deudor éste se incluye en el rubro de crédito 
a intermediarios financieros y deudores por reporto. 

5/ Neto de otros activos. 
México, D.F., a 9 de marzo de 1999. 

BANCO DE MEXICO 
C.P. Gerardo Zúñiga Villarce 

Director de Contabilidad 
Rúbrica. 

 
INDICE nacional de precios al consumidor. 
En cumplimiento a lo dispuesto por el Artículo 20 del Código Fiscal de la Federación y conforme a lo 
señalado en los artículos 8o. y 10o. de su Reglamento Interior, el Banco de México da a conocer que, con 
base en 1994=100, el Indice Nacional de Precios al Consumidor de febrero de 1999 es de 285.773 puntos. 
Dicho número representa un incremento del 1.34 por ciento respecto al índice correspondiente al mes de 
enero de 1999, que fue de 281.983 puntos. 

Durante la segunda quincena de febrero, el Indice Nacional de Precios al Consumidor tuvo un 
incremento de 0.42 por ciento. 

Las alzas de precios más significativas durante febrero correspondieron a los siguientes conceptos: 
vivienda, restaurantes y similares, automóviles, su tenencia y su seguro, pasajes de autobús, jabones y 
detergentes, cerveza, gas doméstico, refrescos, leche, espectáculos, servicios médicos, medicamentos, 
carne de res, pescados y mariscos, pan, arroz, galletas y pastas, azúcar, huevo, condimentos, golosinas, 
vinos y licores, camisas, pantalones, trajes, ropa interior, vestidos, calzado, muebles y aparatos 
domésticos, papel higiénico, cosméticos, peluquerías, salas de belleza, cuotas de autopista, refacciones 
automotrices, libros y revistas, material escolar y hoteles. 

En los próximos días del mes en curso, este Banco Central hará la publicación prevista en el último 
párrafo del artículo 20-BIS del Código Fiscal de la Federación. 

Por otra parte, y de acuerdo con la publicación de este Banco de México en el Diario Oficial de la 
Federación el 28 de julio de 1989, el Indice Nacional de Precios al Consumidor quincenal, con base 
1994=100, correspondiente a la segunda quincena de febrero de 1999, es de 286.372 puntos. Este 
número representa, como ya se mencionó, un incremento del 0.42 por ciento respecto del Indice quincenal 
de la primera quincena de febrero de 1999, que fue de 285.174 puntos. 

México, D.F., a 9 de marzo de 1999. 
BANCO DE MEXICO 

 Ing. Luis H. Villalpando H. Lic. Héctor Tinoco Jaramillo 
 Director de Información Director de Disposiciones 
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 Económica de Banca Central 
 Rúbrica. Rúbrica. 
 

VALOR de la unidad de inversión. 
El Banco de México, en cumplimiento de lo dispuesto por el artículo tercero del Decreto que establece las 
obligaciones que podrán denominarse en unidades de inversión y reforma y adiciona diversas 
disposiciones del Código Fiscal de la Federación y de la Ley del Impuesto sobre la Renta; con fundamento 
en los artículos 8o. y 10o. de su Reglamento Interior, y según el procedimiento publicado por el propio 
Banco Central en el Diario Oficial de la Federación del 4 de abril de 1995, da a conocer el valor en 
pesos de la Unidad de Inversión, para los días 11 a 25 de marzo de 1999. 
 Fecha Valor (Pesos) 
 11-marzo-1999 2.482386 
 12-marzo-1999 2.483079 
 13-marzo-1999 2.483773 
 14-marzo-1999 2.484468 
 15-marzo-1999 2.485162 
 16-marzo-1999 2.485857 
 17-marzo-1999 2.486552 
 18-marzo-1999 2.487247 
 19-marzo-1999 2.487942 
 20-marzo-1999 2.488637 
 21-marzo-1999 2.489333 
 22-marzo-1999 2.490029 
 23-marzo-1999 2.490725 
 24-marzo-1999 2.491421 
 25-marzo-1999 2.492117 

México, D.F., a 9 de marzo de 1999. 
BANCO DE MEXICO 

 Ing. Luis H. Villalpando H. Lic. Héctor Tinoco Jaramillo 
 Director de Información Director de Disposiciones 
 Económica de Banca Central 
 Rúbrica. Rúbrica. 

AVISOS 
JUDICIALES Y GENERALES 

Estados Unidos Mexicanos 
Poder Judicial de la Federación 
Primer Tribunal Colegiado del Décimo Sexto Circuito en Guanajuato, Gto. 
Amparo Administrativo 1880/98 
En relación al Juicio de Nulidad número 805/97 de la Primera Sala Regional del Centro 
del Tribunal Fiscal de la Federación. 
EDICTO 
En virtud de ignorar el domicilio de Miriam Armandina Alvarez Villagómez señalada como tercero 
perjudicado en el Amparo Directo Administrativo número 1880/98, promovido por Mario Alvizouri Muñoz, 
apoderado general para pleitos y cobranzas de Servi-Med, Sociedad Civil, y Daniel Mora Jurado, por su 
propio derecho, contra la resolución definitiva de fecha diecisiete de septiembre de mil novecientos 
noventa y ocho, dictada por la Primera Sala Regional del Centro del Tribunal Fiscal de la Federación; se le 
hace saber, la interposición del citado Juicio de Amparo, a efecto de que si estima necesario comparezca 
ante este Tribunal Colegiado del Décimo Sexto Circuito de esta ciudad capital, a hacer valer sus derechos, 
quedando a su disposición en la Secretaría de este Tribunal las copias de la demanda de garantías de 
referencia. 
Atentamente 
Guanajuato, Gto., a 8 de febrero de 1999. 
El Secretario de Acuerdos 
Lic. Ubaldo Rafael Orozco Espinosa 
Rúbrica. 
(R.- 98842) 
 
Estados Unidos Mexicanos 
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Secretaría de Contraloría y Desarrollo Administrativo 
Contraloría Interna en el Registro Agrario Nacional 
NOTIFICACION POR EDICTO 
C. Pedro Ramírez Bravo. 
Con fundamento en lo dispuesto por el artículo 315 del Código Federal de Procedimientos Civiles aplicado 
supletoriamente en materia administrativa, se le notifica oficio citatorio número 15/998/CI/1261/98, en 
virtud de que en el expediente 06/97 se determinó instaurar procedimiento administrativo de 
responsabilidades en su contra, por lo que deberá comparecer dentro del término de 30 días, contado a 
partir del siguiente al de la última publicación del presente edicto, a las oficinas que ocupa la Dirección de 
Responsabilidades, Quejas y Denuncias, ubicada en avenida 20 de Noviembre número 195, primer piso, 
colonia Centro, código postal 06080, Delegación Cuauhtémoc, precisamente a las 11:00 horas, al 
desahogo de la audiencia de ley a que se refiere el artículo 64 fracción I de la Ley Federal de 
Responsabilidades de los Servidores Públicos, en la que podrá manifestar lo que a su derecho convenga y 
ofrecer pruebas respecto de las irregularidades que se le atribuyen, como presunto responsable de expedir 
indebidamente las constancias números 0002785 y 000416 de fechas dos de agosto y veintitrés de 
septiembre de 1996, respectivamente, sin contar con el respaldo documental para ello. Con el objeto de 
que esté en posibilidad de producir su contestación, el expediente de referencia queda a su disposición 
para su consulta, en el horario comprendido de las 9:00 a las 15:00 horas, en días hábiles en la citada 
Dirección. 
México, D.F., a 4 de febrero de 1999. 
El Titular del Organo Interno de Control 
C.P. Humberto Mariscal España 
Rúbrica. 
(R.- 99174) 
 
Estados Unidos Mexicanos 
Secretaría de Contraloría y Desarrollo Administrativo 
Contraloría Interna en el Registro Agrario Nacional 
Dirección de Responsabilidades, Quejas y Denuncias 
EDICTO 
C. Nazario Ibañes Reducindo. 
En cumplimiento al acuerdo de fecha 29 de enero de 1999, dictado en el expediente administrativo 
número 93/98, se ordena notificarle por edictos el citatorio para comparecer a la audiencia de ley prevista 
en el artículo 64 fracción I de la Ley Federal de Responsabilidades de los Servidores Públicos, que tendrá 
verificativo dentro del término de treinta días, siguientes al de la última publicación precisamente a las 
11:00 horas en las oficinas que ocupa la Dirección de Responsabilidades, Quejas y Denuncias de la 
Unidad de Contraloría Interna en el Registro Agrario Nacional, ubicada en avenida 20 de Noviembre 
número 195, primer piso, colonia Centro, Delegación Cuauhtémoc; México, D.F., código postal 06080. Lo 
anterior en virtud de que en el desempeño de sus funciones como Profesionista Ejecutivo de Servicios 
Especializados, cobró al ciudadano Aurelio de Merced Alcántara la cantidad de $1,700.00 (un mil 
setecientos pesos 00/100 M.N.), por la expedición de la constancia número 145/98, misma que resultó ser 
falsa; infringiendo con su conducta el artículo 47 fracciones I, XVI y XXIV de la Ley Federal de 
Responsabilidades de los Servidores Públicos. Para efecto de que esté en posibilidad de producir su 
contestación, el expediente citado queda a su disposición para consulta en la dirección antes referida, 
dentro del horario comprendido de las 9:00 a las 15:00 horas en días hábiles. 
México, D.F., a 8 de febrero de 1999. 
C.P. Humberto Mariscal España 
Titular del Organo Interno de Control en el Registro Agrario Nacional 
Rúbrica. 
(R.- 99176) 
 
EMBOTELLADORA CIUDAD GRANJA, S.A. DE C.V. 
Av. Constituyentes 117, 3er. piso, Col. San Miguel Chapultepec, 11850, México, D.F. 
(EN LIQUIDACION) 
BALANCE FINAL AL 31 DE DICIEMBRE DE 1998 
Activo 
Efectivo en caja y bancos $ 2,692 
Cuentas por cobrar a compañía tenedora 4'517,082 
Total activos $ 4`519,774 
Pasivo 
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Pasivo total $ 0 
Capital contable 4'519,774 
Suma pasivo y capital contable $ 4'519,774 
Número de acciones representativas del 
capital social 1'742,575 
Cuota de liquidación por acción $ 2.60 
México, D.F., a 31 de agosto de 1998. 
C.P. Miguel Gutiérrez Díaz 
Liquidador 
Rúbrica. 
Lic. Alejandro Pucheu Romero 
Liquidador 
Rúbrica. 
(R.- 99246) 
 
Estados Unidos Mexicanos 
Tribunal Superior de Justicia del Distrito Federal 
México 
Tercera Sala 
EMPLAZAMIENTO POR EDICTO 
En los autos del cuaderno de amparo interpuesto por el tercero llamado a juicio, relativo al toca número 
2122/97, deducido del Juicio Ordinario Civil, seguido por Luna Alquicira Refugio, en contra de Luis 
Martínez Luna, se dictó un proveído en fecha primero de febrero del presente año, mediante el cual se 
provee que ignorándose el domicilio del tercero perjudicado Luis Martínez Luna, se ordena emplazar al 
mismo por medio de edictos, con fundamento en el artículo 30 fracción II de la Ley de Amparo vigente, en 
relación al 315 del Código Federal de Procedimientos Civiles, los cuales se publicarán por tres veces, de 
siete en siete días y a costa del promovente de la demanda de amparo; debiendo comparecer el 
multicitado tercero perjudicado ante la autoridad federal que conozca del presente asunto a deducir sus 
derechos en el término de treinta días, contado a partir del día siguiente de la última publicación del 
presente edicto, quedando en la Secretaría de esta Tercera Sala copia simple de la demanda de garantías 
a su disposición. 
Atentamente 
Sufragio Efectivo. No Reelección. 
México, D.F., a 15 de febrero de 1999. 
La C. Secretaria Auxiliar de la Tercera Sala 
Lic. Elsa Saldívar Cruz 
Rúbrica. 
(R.- 99488) 
 
Estados Unidos Mexicanos 
Tribunal Superior de Justicia del Distrito Federal 
México 
Juzgado Tercero de lo Concursal 
Secretaría A 
Expediente 61/96 
EDICTO 
Por ordenarse por el C. Juez Tercero de lo Concursal en el expediente 61/96 suspensión de pagos de 
Productos de Leche, S.A. de C.V., Industrializadora de Leche El Sauz, S.A. de C.V., Baja Foods 
Internacional, S.A. de C.V., Prolesa, S.A. de C.V., Fricomex, S.A. de C.V., Grupo Prolesa, S.A. de C.V., 
Alimentos y Bebidas de Nuevo León, S.A. de C.V., Ganaderos e Industriales Asociados de Chipilo, S.A. de 
C.V., se convoca a los acreedores de tales personas morales a la junta de reconocimiento, rectificación y 
graduación de créditos, que se celebrará en el local del Juzgado a las once horas del día dieciséis de 
marzo de mil novecientos noventa y nueve, de acuerdo al siguiente orden del día: 1.- Lista de presentes; 
2.- Lectura de lista provisional de acreedores redactada por la sindicatura; 3.- Apertura de debate 
contradictorio respecto del crédito presentado a examen por Etiquetas Mexicanas, S.A. de C.V. y Unipak, 
S.A. de C.V.; 4.- Designación de interventor definitivo. 
Para su publicación por tres veces consecutivas en días hábiles en el Diario Oficial de la Federación y 
en el periódico El Universal de esta ciudad. 
México, D.F., a 18 de febrero de 1999. 
El C. Secretario de Acuerdos del Juzgado Tercero de lo Concursal 
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Lic. Aníbal Rodríguez Alvarado 
Rúbrica. 
(R.- 99824) 
 
Estados Unidos Mexicanos 
Tribunal Superior de Justicia del Distrito Federal 
México 
Juzgado Tercero de lo Concursal del Distrito Federal 
Secretaría B 
Expediente 72/98 
EDICTO 
En resolución dictada por el C. Juez Tercero de lo Concursal de fecha once de diciembre de mil 
novecientos noventa y ocho, se declaró en estado de suspensión de pagos a Gastronómica Luz María, 
S.A. de C.V., en el expediente 72/98, en la que se designó síndico a la Cámara Nacional de la Industria de 
Restaurantes y Alimentos Condimentados; lo que se hace del conocimiento de los presuntos acreedores 
emplazándoseles por este medio para que presenten sus demandas de reconocimiento de crédito dentro 
del término de cuarenta y cinco días, contado a partir del siguiente al de la última publicación del presente 
edicto. 
Para su publicación en el Diario Oficial de la Federación y en el periódico El Universal, de esta ciudad, 
por tres veces consecutivas en días hábiles. 
México, D.F., a 7 de enero de 1999. 
La C. Secretaria de Acuerdos del Juzgado Tercero de lo Concursal 
Lic. Teresa Rosina García Sánchez 
Rúbrica. 
(R.- 99836) 
 
Estados Unidos Mexicanos 
Secretaría de Contraloría y Desarrollo Administrativo 
Contraloría Interna en el Banco de Crédito Rural del Istmo, S.N.C. 
Expediente 0010/1998 
Oficio 06/145/0168/99 
CITATORIO 
EDICTO 
C. Martha Salomé Román Cadenas 
Donde se encuentre. 
De conformidad con lo establecido en los artículos 309 y 315 del Código Federal de Procedimientos 
Civiles, en vía de notificación y por desconocer su domicilio, con fundamento en lo dispuesto por los 
artículos 14, 16, 108, 109 fracción III y 113 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos; 
artículo 37 fracción XVII de la Ley Orgánica de la Administración Pública Federal, 2o., 3o. fracciones II y 
III, 57, 60 y 79 de la Ley Federal de Responsabilidades de los Servidores Públicos, así como en el artículo 
cuarto transitorio del decreto publicado en el Diario Oficial de la Federación el 24 de diciembre de 1996, 
de las facultades que a este Organo Interno de Control otorga el artículo 62 fracción I de la Ley Federal de 
las Entidades Paraestatales y en cumplimiento a lo dispuesto por el artículo 64 fracción I de la Ley 
Federal de Responsabilidades de los Servidores Públicos, solicito a usted se sirva comparecer 
personalmente a declarar en la audiencia de ley que tendrá verificativo dentro de los treinta días hábiles, 
contados a partir del siguiente de la última de estas tres publicaciones que se harán, de siete en siete 
días, en el Diario Oficial de la Federación y en uno de los periódicos diarios de mayor circulación en la 
República, a las diez horas, en las oficinas de la Contraloría Interna en el Banco de Crédito Rural del 
Istmo, Sociedad Nacional de Crédito, ubicadas en avenida Central Oriente número 785, quinto piso, en 
Tuxtla Gutiérrez, Chiapas, por considerarla presunta responsable de irregularidades detectadas en las 
investigaciones efectuadas en la sucursal Tuxtla Centro, cometidas en el desempeño de sus funciones 
como responsable de los trámites de los documentos de cobro inmediato y remesas de la sucursal de 
referencia, que consistieron en: 1.- Omitió operar o, en su caso, efectuar la devolución del cheque número 
00135 de fecha 16 de febrero de 1997, por la cantidad de diecisiete mil setecientos ochenta y ocho pesos 
98/100 M.N., con cargo a la cuenta con rendimiento número 100085-5 que actualmente se encuentra 
cancelada, la cual estaba aperturada a nombre del C. Adrián Tavera Jiménez, en la sucursal 
Huimanguillo, Tabasco, de Banrural Golfo, S.N.C., expedido a favor del Grupo Pecuario San Antonio, 
S.A., mismo documento que fue recepcionado a través de cámara de compensación el 17 de febrero de 
1997, por la sucursal Tuxtla Centro de Banrural Istmo, S.N.C., ocasionando daño a ésta por la cantidad 
en mención; 2.- Omitió operar o, en su caso, efectuar la devolución del cheque número 12405 de fecha 13 
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de febrero de 1997, por la cantidad de mil seiscientos noventa y un pesos 60/100 M.N. con cargo a la 
cuenta con rendimiento número 213090-5 que actualmente se encuentra cancelada, la cual se estableció 
en la sucursal Emiliano Zapata, Tabasco, de Banrural Golfo, S.N.C., expedido en favor de José Sánchez 
Méndez, mismo documento que fue recepcionado a través de cámara de compensación el 17 de febrero 
de 1997, por la sucursal Tuxtla Centro de Banrural Istmo, S.N.C., ocasionando daño a ésta por la 
cantidad en mención; 3.- Omitió operar o, en su caso, efectuar la devolución del cheque número 8404 de 
fecha 2 de junio de 1997, por la cantidad de dos mil pesos 00/100 M.N., con cargo a la cuenta tradicional 
número 148900 que actualmente se encuentra cancelada, la cual se estableció en la sucursal Cintalapa 
de Figueroa, Chiapas, de Banrural Istmo, S.N.C., expedido a favor de Sabritas S.A. de C.V., mismo 
documento que fue recepcionado a través de cámara de compensación el 2 de junio de 1997, por la 
sucursal Tuxtla Centro de la institución bancaria de referencia, ocasionando daño a ésta por la cantidad 
en mención. 
Toda vez que con su conducta probablemente infringió lo dispuesto en las fracciones I, XXII y XXIV del 
artículo 47 de la Ley Federal de Responsabilidades de los Servidores Públicos, se hace de su 
conocimiento que tiene derecho a ofrecer las pruebas que estime pertinentes y alegar lo que a su derecho 
convenga, por sí o por medio de un defensor, en la audiencia de ley y que se encuentra a su disposición 
para su consulta el expediente administrativo relacionado con este asunto, en las oficinas arriba 
señaladas. Deberá traer consigo credencial de identificación. 
Asimismo, se le hace saber que en caso de no comparecer a la audiencia de ley en la fecha y hora 
señaladas, se le tendrá por precluido su derecho para ofrecer pruebas y alegar lo que a sus intereses 
convenga en esta etapa procedimental, además de que las ulteriores notificaciones se le harán por rotulón 
en términos del artículo 315 del Código Federal de Procedimientos Civiles. 
Atentamente 
Tuxtla Gutiérrez, Chis., a 19 de febrero de 1999. 
El Contralor Interno en el Banco de Crédito Rural del Istmo 
Sociedad Nacional de Crédito 
Lic. José Manuel Ramírez Hernández 
Rúbrica. 
(R.- 99968) 
 
Estados Unidos Mexicanos 
Secretaría de Hacienda y Crédito Público 
Servicio de Administración Tributaria 
Administración General de Recaudación 
Administración Regional Metropolitana 
Administración Local de Recaudación del Centro del Distrito Federal 
Subadministración de Control de Créditos y Cobro Coactivo 1 
NOTIFICACION POR EDICTO 
En virtud encontrarse el deudor: Jorge Morimoto González con R.F.C.: MOGJ480226-TZ5 como no 
localizado en el domicilio fiscal calle Agricultura número 91-1, colonia Escandón, Delegación Benito 
Juárez, código postal 11800, la Administración Local de Recaudación número 12 del Centro del Distrito 
Federal, con fundamento en lo dispuesto en el artículo 41 primero y segundo párrafos del apartado "A" 
fracciones X y XI último párrafo de dicho apartado, punto número 63 del apartado "F" del Reglamento 
Interior del Servicio de Administración Tributaria en vigor, publicado en el Diario Oficial de la Federación 
de fecha 30 de junio de 1997, en vigor al día siguiente de su publicación, así como de los artículos 134 
fracción IV y 140 del Código Fiscal de la Federación vigente, se procede a notificar por edictos durante 
tres días consecutivos, la resolución determinante del crédito fiscal: Z-620302, cuyo resumen a 
continuación se indica: 
Número y fecha de Resolución: Expediente 1/98. 
Administración: Local de Recaudación del Centro del Distrito Federal. 
Autoridad emisora: Contraloría Interna en el Registro Agrario Nacional. 
Concepto: Pliego definitivo de responsabilidades. 
Importe: $2'046,475.20. 
Asimismo, los pliegos preventivos de responsabilidades números 2, 3, 4, 5 y 6 de fechas 6 de mayo, 5 de 
junio, 29 de mayo, 29 de junio y 10 de agosto de 1998, que amparan un importe total de $4'495,672.00. 
Atentamente 
Sufragio Efectivo. No Reelección. 
México, D.F., a 26 de febrero de 1999. 
El Subadministrador 
Lic. Miguel Angel Mascott Pérez 
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Rúbrica. 
(R.- 99991) 
 
Estados Unidos Mexicanos 
Tribunal Superior de Justicia del Distrito Federal 
México 
Juzgado Tercero de lo Concursal del Distrito Federal 
Secretaría B 
Expediente 46/96 
EDICTO 
Por ordenarse por el ciudadano Juez Tercero de lo Concursal, en el expediente 46/96, de la quiebra de 
Viajes Optimos, S.A. de C.V., se convoca a los acreedores de tal sociedad a la junta de acreedores sobre 
reconocimiento, rectificación y graduación de créditos, que se celebrará en el local del Juzgado a las once 
horas con quince minutos del día veintidós de marzo de mil novecientos noventa y nueve, de acuerdo al 
siguiente: 
ORDEN DEL DIA 
1.- Lista de presentes. 
2.- Lectura de lista provisional de acreedores redactada por la sindicatura. 
3.- Apertura de debate contradictorio, sobre cada uno de los créditos. 
4.- Designación de interventor definitivo. 
Para su publicación en el Diario Oficial de la Federación y en el periódico El Sol de México, de esta 
ciudad, por tres veces consecutivas en días hábiles. 
México, D.F., a 24 de febrero de 1999. 
La C. Secretaria de Acuerdos del Juzgado Tercero de lo Concursal 
Lic. Teresa Rosina García Sánchez 
Rúbrica. 
(R.- 100167) 
 
Estados Unidos Mexicanos 
Poder Judicial de la Federación 
Juzgado Cuarto de Distrito en el Estado de México con residencia en Tlalnepantla 
EDICTO 
C. Guadalupe Mendoza Carrillo 
C. Germán Fernández del Castillo 
C. Josefina González Mendoza 
- "Restaurant Bar Lago de Guadalupe", Sociedad Anónima 
- "Fraccionamiento Lago de Guadalupe", Sociedad Anónima 
- "Fraccionamiento Inversiones del Lago", Sociedad Anónima 
- "Club de Golf Bosques del Lago", Sociedad Anónima 
En los autos del Juicio de Amparo número 274/98, promovido por Alma Fernández Muñoz, apoderada 
general para pleitos y cobranzas de los señores José Rendón Orozco, Juan Izquierdo Navarro y María 
Nieves Rodríguez, presidente, secretario y vocal, respectivamente, del Comité Particular Ejecutivo del 
nuevo centro de población ejidal que de constituirse se denominará "Ejido Guadalupe", tramitado en este 
Juzgado Cuarto de Distrito en el Estado de México, contra actos del Secretario de la Reforma Agraria y 
otras autoridades, consistentes en la abstención y negativa que durante dieciocho años han tenido las 
autoridades responsables para resolver respecto de la solicitud de creación del nuevo centro de población 
que de constituirse se denominará "Ejido Guadalupe"; así como las órdenes, acuerdos y determinaciones 
tendientes a despojar y desalojar al quejoso de las 254 hectáreas que dice poseer del terreno ubicado en 
la Ex-Hacienda de Santa María Tepojaco, Municipio de Cuautitlán Izcalli, Estado de México. En razón de 
que en el presente juicio de garantías se les dio el carácter de terceros perjudicados y se desconocen sus 
domicilios actuales y correctos, se ordenó emplazarlos por edictos que deberán publicarse por tres veces, 
de siete en siete días, en el Diario Oficial de la Federación y en uno de los periódicos de circulación 
nacional; haciéndoles saber que deberán de presentarse a este Juzgado de Distrito dentro del término de 
treinta días, contado a partir del día siguiente al de la última publicación, para los efectos legales 
procedentes; por el mismo término se fija una copia del edicto en la puerta de acceso de este Tribunal 
Federal; en la actuaría del Juzgado quedan a su disposición copias simples de la demanda de garantías. 
Tlalnepantla, Edo. de Méx., a 7 de octubre de 1998. 
Atentamente 
La C. Secretaria del Juzgado Cuarto de Distrito en el Estado de México 
Lic. Blanca Lobo Domínguez 
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Rúbrica. 
(R.- 100221) 
 
Estados Unidos Mexicanos 
Poder Judicial de la Federación 
Juzgado Primero de Distrito en Materias de Amparo 
y de Juicios Civiles Federales en el Estado de México 
EDICTO 
Julio César Gastón Cejudo. 
En cumplimiento al auto de fecha veintitrés de febrero de mil novecientos noventa y nueve, dictado por el 
Juez Primero de Distrito en Materias de Amparo y de Juicios Civiles en el Estado de México, en el Juicio 
de Amparo número 1847/98-II, promovido por Héctor Martín Reynoso Vilchis, contra actos del Juez 
Cuarto de lo Civil del Distrito Federal y otras autoridades, se le tuvo como tercero perjudicado y en 
términos del artículo 315 del Código Federal de Procedimientos Civiles aplicado supletoriamente a la Ley 
de Amparo, se le mandó emplazar por medio de los presentes edictos, a este juicio, para que si a sus 
intereses conviniere se apersone al mismo, entendiéndose que debe presentarse en el local de este 
Juzgado Primero de Distrito en Materias de Amparo y de Juicios Civiles Federales en el Estado de México, 
sito en el número 212 de la calle de Instituto Literario Poniente, de esta ciudad de Toluca, dentro del 
término de treinta días, contado a partir del siguiente al de la última publicación de este edicto, en la 
inteligencia de que este Juzgado ha señalado las diez horas con treinta minutos del día primero de marzo 
de mil novecientos noventa y nueve, para la celebración de la audiencia constitucional. Quedando a su 
disposición en la Secretaría de este Juzgado copia simple de la demanda. 
Para su publicación por tres veces, de siete en siete días, en el Diario Oficial de la Federación y en el 
periódico de mayor circulación en la República, se expide la presente en la ciudad de Toluca, México, a 
los veinticuatro días del mes de febrero de mil novecientos noventa y nueve.- Doy fe. 
La Secretaria del Juzgado Primero de Distrito en Materias de 
Amparo y de Juicios Civiles Federales en el Estado de México 
Lic. Sara Mercedes Neira González 
Rúbrica. 
(R.- 100224) 
 
COMERCIALIZADORA CEBALLOS, S.A. DE C.V. 
1a. Cda. de Ahuehuetes No. 8, Col. Pasteros, Azcapotzalco, C.P. 02150, México, D.F. 
Tel. 382 54 71, Cel. 905 502 0560, radio 629 9800 clave 106912 
BALANCE GENERAL AL 31 DE DICIEMBRE DE 1998 
Activo 
Activo circulante 
Bancos 11,681.55 
Deudores diversos 16,610.48 
I.V.A. acreditable 14,140.08 
Impuestos Pag. por Ant. 2,760.00 
Total de activo circulante  45,192.11 
Pasivo y capital 
Pasivo a corto plazo 
I.V.A. por pagar 15,263.50 
Total de pasivos corto plazo  15,263.50 
Capital 
Capital social 
Resultados ejercicio 1995 50,000.00 
Resultado ejercicio 1996 4,991.64 
Resultado ejercicio 1997 -6,307.82 
Total de capital -18,755.21 
Total de pasivo y capital  45,192.11 
Estado financiero elaborado el día 31/12/98. 
Publicado por el señor Javier Cruz López, delegado especial, para la liquidación de la empresa. 
Javier Cruz López 
Delegado Especial 
Rúbrica. 
(R.- 100225) 
 



Miércoles 10 de marzo de 1999 DIARIO OFICIAL 119 

Estados Unidos Mexicanos 
Secretaría de Hacienda y Crédito Público 
Servicio de Administración Tributaria 
Administración General de Aduanas 
Administración Central de Regulación del Despacho Aduanero 
Administración de Investigación y Seguimiento 
Subadministración de Agentes y Apoderados Aduanales 
ACUERDO 326-SAT-259 
Visto el escrito presentado por la ciudadana Ana Bertha Sánchez Pérez, para que se le expida patente de 
Agente Aduanal con adscripción a la aduana de Tijuana, y considerando que ha cumplido con los 
requisitos establecidos en el artículo 159 de la Ley Aduanera, esta Administración General de Aduanas, 
con fundamento en dicho precepto legal, así como en los artículos 144 fracciones XXI y XXX de la Ley 
Aduanera, 187 de su Reglamento, y 34 fracción VIII del Reglamento Interior del Servicio de 
Administración Tributaria, ACUERDA: PRIMERO.- Otorgar la patente de Agente Aduanal número 1500, a 
la ciudadana Ana Bertha Sánchez Pérez, para que ejerza funciones con tal carácter ante la aduana de 
Tijuana; SEGUNDO.- Notifíquese este Acuerdo mediante oficio a la ciudadana Ana Bertha Sánchez Pérez, 
anexando copia con firma autógrafa del mismo; TERCERO.- Gírese oficio al administrador de la aduana 
de Tijuana, remitiéndole copia simple del presente Acuerdo. 
Publíquese este Acuerdo en el Diario Oficial de la Federación por una sola vez a costa del interesado y 
surta efectos de notificación. 
México, D.F., a 22 de febrero de 1999. 
El Administrador General de Aduanas 
Lic. Luis Carlos Moreno Durazo 
Rúbrica. 
(R.- 100228) 
 
CONSTRUCTORA E INMOBILIARIA PERINORTE, S.A. DE C.V. 
AVISO A LOS TENEDORES DE OBLIGACIONES AVALADAS 
(PERINOR) 1992 
En cumplimiento a lo establecido en la Escritura de Emisión correspondiente y como representantes 
comunes de obligacionistas, hacemos de su conocimiento que: 
La tasa anual de interés bruto que devengarán las Obligaciones Avaladas de Constructora e Inmobiliaria 
Perinorte, S.A. de C.V. (PERINOR) 1992, por el periodo comprendido del 28 de febrero al 29 de marzo de 
1999, será de 33.54%. 
La tasa de interés que se pagará por el periodo del 30 de noviembre al 27 de febrero de 1999, es de 
39.1668% y se hará en las oficinas de la S.D. Indeval, S.A. de C.V., el próximo 1 de marzo, en Paseo de 
la Reforma número 255, tercer piso. 
Este pago se hará contra entrega del cupón número 25. 
México, D.F., a 25 de febrero de 1999. 
Representante Común de los Obligacionistas 
Banco del Atlántico, S.A. 
Grupo Financiero GBM Atlántico 
Dirección Divisional Fiduciaria 
Rúbrica. 
(R.- 100230) 
 
FINANCIERA NACIONAL AZUCARERA, S.N.C. 
INSTITUCION DE BANCA DE DESARROLLO 
Insurgentes Sur 716-8, Col. Del Valle, C.P. 03100, teléfono 448-03-00 con 30 líneas, fax 543-54-90 
AVISO A LOS TENEDORES DE BONOS BANCARIOS DE DESARROLLO 
FINASA 2-96 
En cumplimiento a lo establecido en la cláusula décima del Acta de Emisión, hacemos de su 
conocimiento que la tasa anual de interés bruto que devengarán los Bonos Bancarios de Desarrollo de 
Financiera Nacional Azucarera, S.N.C., FINASA 2-96, por el trigésimo cuarto periodo comprendido del 4 
de marzo al 1 de abril de 1999, será de 30.65% sobre el saldo insoluto de los bonos en circulación y la 
tasa neta de 29.65%. 
Asimismo, comunicamos que a partir del día 4 de marzo de 1999, en el domicilio de la S.D. Indeval, S.A. 
de C.V., Institución para el Depósito de Valores, Paseo de la Reforma número 255, 3er. piso, México, 
Distrito Federal, se pagarán los intereses correspondientes al trigésimo tercer periodo, comprendido del 4 
de febrero al 4 de marzo de 1999, contra la entrega del cupón número 33. 
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México, D.F., a 2 de marzo de 1999. 
Financiera Nacional Azucarera, S.N.C. 
Institución de Banca de Desarrollo 
Rúbrica. 
(R.- 100231) 
 
FACTOR QUADRUM DE MEXICO, S.A. DE C.V. 
ORGANIZACION AUXILIAR DEL CREDITO 
AVISO A LOS TENEDORES DE OBLIGACIONES SUBORDINADAS 
(FAQUAME 1992) 
En cumplimiento a lo establecido en la cláusula de intereses del clausulado de la Escritura de Emisión 
correspondiente, hacemos de su conocimiento que: 
La tasa anual de interés bruto que devengarán las Obligaciones Subordinadas no Convertibles en Capital 
(FAQUAME 1992), por el periodo comprendido del 28 de febrero al 29 de marzo de 1999, será de 34.85%. 
México, D.F., a 25 de febrero de 1999. 
Representante Común de los Obligacionistas 
Banco del Atlántico, S.A. 
Grupo Financiero GBM Atlántico 
División Fiduciaria 
Rúbrica. 
(R.- 100232) 
 
FINANCIERA NACIONAL AZUCARERA, S.N.C. 
INSTITUCION DE BANCA DE DESARROLLO 
Insurgentes Sur 716-8, Col. Del Valle, C.P. 03100 teléfono 448-03-00 con 30 líneas, fax 543-54-90 
AVISO A LOS TENEDORES DE BONOS BANCARIOS DE DESARROLLO 
FINASA 2-95 
En cumplimiento a lo establecido en la cláusula décima del Acta de Emisión, hacemos de su 
conocimiento que la tasa anual de interés bruto que devengarán los Bonos Bancarios de Desarrollo de 
Financiera Nacional Azucarera, S.N.C., FINASA 2-95, por el cuadragésimo quinto periodo comprendido 
del 4 de marzo al 1 de abril de 1999, será de 29.90% sobre el saldo insoluto de los bonos en circulación. 
Asimismo, comunicamos que a partir del día 4 de marzo de 1999, en el domicilio de la S.D. Indeval, S.A. 
de C.V., Institución para el Depósito de Valores, Paseo de la Reforma número 255, 3er. piso, México, 
Distrito Federal, se pagarán los intereses correspondientes al cuadragésimo cuarto periodo, comprendido 
del 4 de febrero al 4 de marzo de 1999, contra la entrega del cupón número 44. 
México, D.F., a 2 de marzo de 1999. 
Financiera Nacional Azucarera, S.N.C. 
Institución de Banca de Desarrollo 
Rúbrica. 
(R.- 100233) 
 
BANCO DEL ATLANTICO, S.A. 
AVISO A LOS TENEDORES DE OBLIGACIONES SUBORDINADAS NO SUSCEPTIBLES DE 
CONVERSION 
ATLANTI 1996 
En cumplimiento a lo establecido en la cláusula décima cuarta del Acta de Emisión de las Obligaciones 
ATLANTI 96, en lo referente al pago de los intereses que devengarán estas obligaciones correspondientes 
al cupón 34, por el periodo comprendido del 25 de febrero al 24 de marzo de 1999, será: 
Tasa anual neta: 29.84%. 
Tasa anual bruta: 30.84%. 
A partir del 25 de febrero del año en curso en las oficinas de la S.D. Indeval, S.A. de C.V., Institución para 
el Depósito de Valores, ubicadas en Paseo de la Reforma 255, 3er. piso, se pagarán los intereses 
correspondientes al cupón 33. 
México, D.F., a 24 de febrero de 1999. 
Banco del Atlántico, S.A. 
Dirección de Tesorería 
Rúbrica. 
(R.- 100235) 
 
TABLEX, S.A. DE C.V. 
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AVISO A LOS TENEDORES DE OBLIGACIONES QUIROGRAFARIAS 
(TABLEX) 1994 
En cumplimiento a lo establecido en las cláusulas quinta y décima del clausulado de la Escritura de 
Emisión correspondiente, hacemos de su conocimiento que: 
1. La tasa anual de interés bruto que devengarán las Obligaciones Quirografarias de Tablex, S.A. de C.V. 
(TABLEX) 1994, del 2 de marzo al 1 de abril de 1999, será de 34.09% sobre el valor nominal de las 
mismas. 
México, D.F., a 26 de febrero de 1999. 
Representante Común de los Obligacionistas 
Interacciones Casa de Bolsa, S.A. de C.V. 
Grupo Financiero Interacciones 
Rúbrica. 
(R.- 100236) 
 
BANPAIS, S.A. 
INSTITUCION DE BANCA MULTIPLE 
AVISO A LOS TENEDORES DE OBLIGACIONES SUBORDINADAS 
(BANPAIS 92) 
En cumplimiento a la cláusula séptima del clausulado de la Escritura de Emisión correspondiente, 
hacemos de su conocimiento que: 
1.- El valor del principal de las Obligaciones Subordinadas de Banpaís, S.A. BANPAIS 92, al 28 de febrero 
de 1999, es de $336.34151142 por título. 
México, D.F., a 26 de febrero de 1999. 
Banpaís, S.A. 
Institución de Banca Múltiple 
Rúbrica. 
(R.- 100238) 
 
FACTOR QUADRUM DE MEXICO, S.A. DE C.V. 
ORGANIZACION AUXILIAR DEL CREDITO 
AVISO A LOS TENEDORES DE OBLIGACIONES SUBORDINADAS NO CONVERTIBLES EN CAPITAL 
(FAQUAME) 1991 
En cumplimiento a lo establecido en las cláusulas cuarta y novena del clausulado de la Escritura de 
Emisión correspondiente, hacemos de su conocimiento que la tasa de interés bruto que devengarán las 
Obligaciones (FAQUAME) 1991, del 28 de febrero al 30 de marzo de 1999, será de 30.40% sobre el valor 
nominal de las mismas, y la tasa anual de interés neto será del 29.20%, mismas que se aplicarán de 
conformidad con las disposiciones fiscales vigentes. 
México, D.F., a 24 de febrero de 1999. 
Representante Común 
Casa de Bolsa Inverlat, S.A. de C.V. 
Grupo Financiero Inverlat 
Rúbrica. 
(R.- 100240) 
 
ARRENDADORA ATLAS, S.A. 
AVISO A LOS TENEDORES DE OBLIGACIONES CLASE "B" CON GARANTIA FIDUCIARIA 
AATLAS *96B 
En cumplimiento a lo establecido en la Escritura de Emisión correspondiente, hacemos de su 
conocimiento que la tasa de interés bruto que devengarán las Obligaciones Clase "B" con Garantía 
Fiduciaria AATLAS *96B, por el periodo comprendido del 28 de febrero al 30 de marzo de 1999, será de 
32.19% anual bruto sobre el valor nominal de las mismas. 
México, D.F., a 24 de febrero de 1999. 
Representante Común de los Tenedores 
Value, S.A. de C.V., Casa de Bolsa 
Grupo Financiero Fina Value 
Rúbrica. 
(R.- 100241) 
 
CARSO GLOBAL TELECOM, S.A. DE C.V. 
AVISO A LOS TENEDORES DE 
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PAGARES DE MEDIANO PLAZO 
TELECOM P-98 
En cumplimiento a lo establecido en el clausulado de la Escritura de Emisión correspondiente, hacemos 
de su conocimiento que la tasa de interés que devengarán los Pagarés de Mediano Plazo TELECOM P-
98, por el periodo comprendido del 3 al 30 de marzo de 1999, será de 30.50% anual sobre el valor 
nominal de las mismas. 
Asimismo, a partir del 3 de marzo de 1999, en las oficinas de la S.D. Indeval, S.A. de C.V., Institución 
para el Depósito de Valores, ubicadas en avenida Paseo de la Reforma número 255, piso 3, colonia 
Cuauhtémoc, código postal 06500, México, Distrito Federal, se pagarán los intereses correspondientes al 
décimo periodo a razón de una tasa anual de 37.40%. Este pago se hará contra entrega del cupón 
número 10. 
México, D.F., a 26 de febrero de 1999. 
Representante Común de los Tenedores 
Value, S.A. de C.V., Casa de Bolsa 
Grupo Financiero Fina Value 
Rúbrica. 
(R.- 100243) 
 
Estados Unidos Mexicanos 
Secretaría de Hacienda y Crédito Público 
Servicio de Administración Tributaria 
Administración General de Aduanas 
Administración Central de Regulación del Despacho Aduanero 
Administración de Investigación y Seguimiento 
Subadministración de Agentes y Apoderados Aduanales 
ACUERDO 326-SAT-229 
Visto el escrito del 9 de abril de 1998, presentado por el ciudadano Luis Márquez Báez, para que se expida 
patente de Agente Aduanal con adscripción a la aduana de Ciudad Juárez, y considerando que ha 
cumplido con los requisitos establecidos en el artículo 159 de la Ley Aduanera, esta Administración 
General de Aduanas, con fundamento en dicho precepto legal, así como en los artículos 144 fracciones 
XXI y XXX de la Ley Aduanera, 187 de su Reglamento y 34 fracción VIII del Reglamento Interior del 
Servicio de Administración Tributaria, ACUERDA: PRIMERO.- Otorgar la patente de Agente Aduanal 
número 1484, al ciudadano Luis Márquez Báez, para que ejerza funciones con tal carácter ante la aduana 
de Ciudad Juárez; SEGUNDO.- Notifíquese este Acuerdo mediante oficio al ciudadano Luis Márquez 
Báez, anexando copia con firma autógrafa del mismo; TERCERO.- Gírese oficio al administrador de la 
aduana de Ciudad Juárez, remitiéndole copia simple del presente Acuerdo. 
Publíquese este Acuerdo en el Diario Oficial de la Federación por una sola vez a costa del interesado y 
surta efectos de notificación. 
México, D.F., a 22 de febrero de 1999. 
El Administrador General de Aduanas 
Lic. Luis Carlos Moreno Durazo 
Rúbrica. 
(R.- 100244) 
 
Estados Unidos Mexicanos 
Poder Judicial 
Gobierno del Estado Libre y Soberano de Morelos 
Juzgado Séptimo Civil 
Cuernavaca, Mor. 
Primera Secretaría 
EDICTO 
Ante este Juzgado Séptimo Civil de este Primer Distrito Judicial en el Estado, se encuentra radicado el 
expediente número 26/96 relativo a la suspensión de pagos promovido por el licenciado Rodolfo I. 
Schonbrunn Khune, apoderado legal de la persona moral denominada Villa Bejar & Spa Tequesquitengo, 
S.A. de C.V., como medida preventiva de su quiebra y con fecha veintitrés de enero de mil novecientos 
noventa y seis, se dictó la siguiente resolución que a la letra dice: 
"Cuernavaca, Morelos, a veintitrés de enero de mil novecientos noventa y seis.- Se tiene por presentado al 
ciudadano licenciado Rodolfo I. Schonbrunn Kuhne, en su carácter de apoderado legal de la persona 
moral Villa Bejar & Spa Tequesquitengo, S.A., con su escrito número 14, personalidad que acredita en 
términos de la copia certificada de la escritura pública número 10,058 pasada ante la fe del Notario 
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Público número cinco de esta ciudad, con fecha veinte de diciembre de mil novecientos noventa y cinco, 
que acompaña a su escrito de cuenta, asimismo, exhibe copia certificada de la escritura número 2,615 
pasada ante la fe del notario antes referido, el día cuatro de noviembre de mil novecientos noventa y dos, 
que contiene la constitución de la sociedad mercantil antes mencionada, convenio, dictamen financiero, 
libro diario y libro mayor, y copias simples de la demanda, promoviendo la suspensión de pagos, como 
medida preventiva de su quiebra, en términos de su escrito de cuenta.- Se señalan las diez horas del día 
veinte de febrero del año en curso, para que tenga verificativo la audiencia a que se refiere el artículo 418, 
en relación con 5 y 11 de la Ley de Quiebras y Suspensión de Pagos, debiendo convocarse a los 
acreedores para la admisión del convenio que acompaña cómputo de votos y mayoría necesaria para la 
admisión de la proporción y desde luego conforme a la ley sobre el convenio preventivo.- Asimismo, 
cítese a los acreedores que están listados a efecto de que se presenten los créditos para su examen en el 
plazo de cuarenta y cinco días en términos de lo dispuesto por la fracción V del artículo 15 de la Ley de 
Quiebras y Suspensión de Pagos.- Como medida provisional para la debida protección de los intereses de 
los acreedores respecto del aceptamiento por intervención de la negociación mercantil, y con las 
facultades concedidas al suscrito Juez del conocimiento, y en los términos de lo dispuesto por el artículo 
398 de la Ley de Quiebras y Suspensión de Pagos se designan como síndico en la presente suspensión 
de pagos a la Cámara Nacional de Comercio, Servicios y Turismo de esta ciudad, misma a quien se le 
hará saber su designación, para los efectos de la aceptación y protesta del cargo conferido.- A partir del 
día diez de enero de mil novecientos noventa y seis, fecha de la presentación de la demanda, se declara 
en suspensión de pagos a Villa Bejar & Spa Tequesquitengo, debiéndose emplazar a los acreedores, 
mediante notificación personal a los que residen en esta jurisdicción y mediante exhorto a los que residen 
fuera de este lugar, el cual deberá girarse a los ciudadanos jueces competentes por conducto de los 
tribunales superiores de Justicia de dichos lugares.- Mediante el edicto correspondiente publíquese un 
extracto de esta Resolución, por tres veces consecutivas en el Diario Oficial de la Federación, el 
periódico La Unión de Morelos y en el Boletín Judicial que se edita en esta ciudad.- Remítanse copia 
certificada de la presente Resolución al ciudadano director del Registro Público de la Propiedad y 
Comercio del Estado, para que se inscriba la misma en los antecedentes de registro de la negociación 
declarada en suspensión de pagos.- Durante el procedimiento, el deudor conservará la administración de 
los bienes y continuará las operaciones ordinarias de su empresa, bajo la vigilancia del síndico.- 
Prevéngase a la persona moral Villa Bejar & Spa Tequesquitengo a efecto de que se abstenga de hacer 
pago a sus acreedores o a recibir pago de sus deudores, atento a la naturaleza del juicio que se promueve 
y para los efectos legales correspondientes.- Por otra parte acumúlense al presente juicio los asuntos que 
se promuevan contra la actora.- Dése la intervención legal que le compete al ciudadano Agente del 
Ministerio Público adscrito, para que manifieste lo que a su representación legal compete.- Póngase en 
posesión del síndico designado la negociación cuya razón social se da a conocer y para que se practiquen 
inventarios y se compruebe, en su caso, el estado del pasivo y activo, presentados por la sociedad, así 
como la relación del balance del negocio, libros de contabilidad, relación de nombres y domicilios de los 
acreedores, descripción valorada de bienes muebles, títulos, valores y demás casos a que se refiere el 
artículo 416 de la citada ley.- Asimismo, y toda vez que el domicilio de Villa Bejar Spa Tequesquitengo se 
encuentra fuera de esta jurisdicción con los insertos necesarios gírese atento exhorto al ciudadano Juez 
competente del Cuarto Distrito Judicial con residencia en Jojutla, Morelos, para que en auxilio de este 
Juzgado se sirva levantar el acta correspondiente de la posesión que se dé al síndico con cargo a la caja.- 
Igualmente expídase al síndico, al deudor y a los acreedores las copias que sean necesarias a costa de 
los mismos.- Se tiene como domicilio para oír y recibir notificaciones y documentos, así como a las 
personas que menciona para los mismos efectos.- Artículos 127 del Código Procesal Civil en vigor, 398, 
399, 404, 405, 406, 407 de la Ley de Quiebras y Suspensión de Pagos.- Notifíquese personalmente.- Así 
lo acordó y firma la ciudadana licenciada Ma. Olga Muro Jaimez, Juez Séptimo de lo Civil del Primer 
Distrito Judicial en el Estado de Morelos, por ante el Primer Secretario de Acuerdos, ciudadano Arturo 
Martínez Rogel, con quien actúa y da fe. 
Para su publicación por tres veces consecutivas en el Diario Oficial de la Federación, Boletín Judicial y 
en el periódico La Unión de Morelos que se editan en esta ciudad. 
Cuernavaca, Mor., a 25 de abril de 1997. 
El Primer Secretario de Acuerdos del Juzgado Séptimo Civil 
C. Arturo Martínez Rogel 
Rúbrica. 
Vo.Bo. 
La C. Juez Séptimo de lo Civil 
Lic. Rocío Bahena Ortiz 
Rúbrica. 
(R.- 100286) 
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AVISO AL PUBLICO 
Se comunica que para las publicaciones de estados financieros, éstos deberán ser presentados en un 
disquete que deberá contar con las siguientes características: 
1.- Captura 
a) En cualquiera de los siguientes procesadores: WORD PERFECT 5.0, WORD PERFECT 5.1, MS 
WORD, WORD FOR WINDOWS (sin tablas de edición). 
b) El contenido del documento se capturará en un solo archivo; en caso de publicar varios documentos, 
se presentará un disquete por cada uno de ellos. 
2.- Texto 
a) Los cabezales son los únicos que se capturarán en mayúsculas, ejemplo: 
ADMIL, S.A. DE C.V. 
(EN LIQUIDACION) 
BALANCE GENERAL AL 26 DE DICIEMBRE DE 1993 
(pesos) 
b) Texto justificado (incluyendo cabezales), sin negritas y a renglón corrido. 
c) Los títulos y subtítulos en mayúsculas y minúsculas (A,b), ejemplo: 
1.- Políticas contables 
2.- Edificios y terrenos 
d) Las firmas quedarán así: 
C.P. Angel Ríos Calderón 
Representante Legal 
Rúbrica. 
3.- Tablas de balance 
a) Los cabezales se capturarán colocando un tabulador entre columna y columna, entre el signo de $ y la 
cantidad no llevará tabulador sino 2 o 3 espacios; los conceptos como Activo, Pasivo y Capital, etcétera, 
irán en mayúsculas y minúsculas sin subrayar, ejemplo: 
 1995 1996 
Activo $ 1,464 1,364 
Estas instrucciones son para todos los balances de cualquier número de columnas; en relación con el 
número de columnas aumentarán los tabuladores. 
Mayor información a los teléfonos: 535 74 54, 546 09 47 y 546 41 43, extensión 275, Sección de Avisos. 
Atentamente 
Diario Oficial de la Federación 


